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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis, y la señora Ministra de Salud subrogante doña Lidia Amarales Osorio.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 51ª y 52, ordinarias, en 11 y 12 de septiembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta y cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros retira la urgencia que hiciera presente respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo el 27 de junio de 1989 (boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10).



3.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias, en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, con el fin de otorgar a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (boletín Nº 1.707-18).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (boletín N° 2.469-03).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



8.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



9.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (boletín Nº 3.773-06).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



11.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (boletín N° 3.968-12).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín Nº 3.975-13).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños socioeconómicamente vulnerables (boletín Nº 4.030-04).



15.-Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras (boletín Nº 4.065-08).



17.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal, en materia de seguridad ciudadana, y refuerza las atribuciones preventivas de las policías (boletín Nº 4.321-07).



19.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (boletín N° 4.438-07).



20.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10).



21.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 4.627-19).



22.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (boletín N° 4.742-13).



23.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y otros cuerpos legales (boletín Nº 4.813-06).



24.- Proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (boletín N° 4.886-07).



25- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé, y para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica (boletín N° 5.080-11).



26.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



27.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, para alterar la competencia de los tribunales militares y suprimir la pena de muerte (boletín N° 5.159-07).



28.- Proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (boletín N° 5.172-09).



--Se tiene presente el retiro de las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los ocho siguientes hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín Nº 3.975-13).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal, en materia de seguridad ciudadana, y refuerza las atribuciones preventivas de las policías (boletín Nº 4.321-07).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (boletín N° 4.438-07).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y otros cuerpos legales (boletín Nº 4.813-06).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga carácter permanente a la patente especial para pequeños mineros y mineros artesanales regulada en el artículo 142 del Código de Minería (boletín N° 5.225-08).



8.- Proyecto de ley que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público (boletín N° 5.286-05).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los veinticuatro siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo el 27 de junio de 1989 (boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (boletín Nº 1.309-13).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias, en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, a fin de otorgar a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (boletín Nº 1.707-18).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (boletín N° 2.469-03).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).



7.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



9.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



10.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (boletín Nº 3.773-06).



11.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (boletín N° 3.968-12).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños socioeconómicamente vulnerables (boletín Nº 4.030-04).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (boletín Nº 4.322-07).



15.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 4.627-19).



17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (boletín N° 4.742-13).



18.- Proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (boletín N° 4.886-07).



19.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de ascensores y otras maquinarias similares (boletín Nº 4.975-14).



20.- Proyecto que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (boletín N° 5.068-10).



21- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé, y para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica (boletín N° 5.080-11).



22.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



23.-Proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (boletín N° 5.172-09).



24.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que enmienda el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje (boletín Nº 5.199-01).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (boletín N° 5.112-07).



--Se toma conocimiento, y se mandó a comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional entre los días 23 y 26 de septiembre del presente año, con el fin de participar en la Reunión Plenaria de Alto Nivel del LXII Período de Sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América. Hace presente, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Alejandro Foxley Rioseco, los días 23 a 24 de septiembre, y por el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, los días 25 y 26 del referido mes.



--Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (boletín N° 5.112-07).



--Se mandó poner en conocimiento de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo informa que ha prestado su aprobación al proyecto que modifica el decreto ley N° 2.222, de 1978, de Navegación, respecto del arrendamiento al extranjero de naves nacionales a casco desnudo (boletín N° 5.258-02) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Con el tercero comunica que ha aprobado el proyecto de ley que autoriza el uso ciudadano de la bandera nacional (boletín N° 5.110-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



Con el cuarto informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el sistema para prorrogar empleos a contrata en el sector público (boletín N° 5.281-06) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el último informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y sus anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005 (boletín N° 5.141-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



Cuatro de la Excelentísima Corte Suprema:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, sobre el proyecto de reposición del Juzgado de Letras de Traiguén, en la Novena Región.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Núñez, al cual adhirieron los Senadores señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, referido a si los egresados de las carreras de perito criminalista, perito forense e investigador forense están habilitados para desempeñarse en el Poder Judicial y cuentan con un campo laboral que justifique la existencia de dichas disciplinas.



Con el tercero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, relativo a la creación de un Tribunal de Familia en la comuna de Aisén, Undécima Región.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.



Con el último comunica su parecer respecto del proyecto que modifica la ley N° 19.968 con el objeto de extender el funcionamiento de los juzgados de menores que señala (boletín N° 5.329-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional: 



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada con ocasión del control de constitucionalidad efectuado respecto del proyecto que modifica la ley N° 19.968 con el objeto de extender el funcionamiento de los juzgados de menores que señala (boletín N° 5.329-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes envía copia de igual número de sentencias dictadas en los requerimientos por inaplicabilidad formulados respecto de las siguientes normas: artículo 174 del Código del Trabajo; inciso cuarto del artículo 425 del Código Procesal Penal; artículo 96 del Código de Minería, y artículos 299 N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar.



--Se toma conocimiento.



Con los seis restantes comunica que ha acogido a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados respecto a los siguientes preceptos: artículo 1° de la ley Nº 20.030; artículos 6°, letra b), N°s 3, 6 y 7; 107, 116 y 161 del Código Tributario, y artículo 107 de la Ley General de Bancos.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Chadwick, relativo a la fiscalización del procedimiento y del sistema de adjudicación de los proyectos de construcción de salas cunas en la Sexta Región.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, sobre estudio de diversos aspectos vinculados con la aplicación de la ley N° 20.084.



Ocho del señor Ministro del Interior:



Con los tres primeros contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Horvath, referidos, respectivamente, a estudios oceanográficos en el fiordo Aisén, a la incorporación de dependencias que indica en el futuro edificio de la Intendencia de la Undécima Región y a las acciones comprometidas por Su Excelencia la Presidenta de la República y otras autoridades en relación con el sismo ocurrido el día 21 de abril del presente año en esa zona.



Con el cuarto contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, tocante a los planteamientos formulados por antiguos trabajadores de temporada de la ex Industria Azucarera Nacional S.A.



Con el siguiente responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, acerca de las ayudas que la ONEMI y la Intendencia de la Undécima Región deben entregar a los habitantes de la comuna de Lonquimay como consecuencia de las inclemencias climáticas que los han afectado.



Con el sexto da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables señores Orpis y Pérez Varela, respecto a la posibilidad de enviar a trámite legislativo una iniciativa de ley referida al régimen jurídico supletorio aplicable a los convenios de programación de la inversión pública regional.



Con los dos últimos contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable señor Naranjo, concernientes al desembolso en que ha debido incurrir el Estado de Chile con motivo de la permanencia del señor Alberto Fujimori en el territorio nacional.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, relativo a medidas adoptadas para facilitar el ejercicio profesional de ingenieros extranjeros en nuestro país.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, referido a los siguientes asuntos: mecanismo simplificado para el término de giro de empresas que indica; disminución de tasa de interés aplicable a las deudas por impuestos y contribuciones, y prescripción de deudas tributarias.



Con el segundo da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Escalona, García, Naranjo, Novoa, Pizarro, Romero y Sabag, sobre las medidas que es necesario adoptar para ayudar a los pequeños y medianos agricultores.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, en cuanto a los planteamientos formulados por el señor Julio César Espinoza respecto a la condición turística del sector Puente Negro, ubicado en la Sexta Región.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, atinente a la factibilidad técnica y económica de construir dos plantas en el Complejo Petroquímico y Energético de la Octava Región.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, con relación a los planteamientos formulados por la Agrupación de Exonerados Políticos A.G. de la ciudad de Concepción.



Ocho del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los cuatro primeros da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Honorable señor Horvath, concernientes, respectivamente, al transporte marítimo en la Región de Aisén; al desvío del cauce del río Aconcagua en el sector puente Santa Rosa de Colmo; a los derechos de agua subterránea otorgados que afecten a las zonas que indica, y a la situación del puente sobre el desagüe del lago Cisnes, en la Undécima Región.



Con los dos siguientes contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Coloma, referidos, respectivamente, a los costos de los sensores instalados en el río Mataquito y a las inundaciones ocurridas en el sector de Callejones de Pichingal, en la Séptima Región.



Con el séptimo responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Allamand, acerca de la enajenación de la embarcación “Ernesto Pinto Lagarrigue” y del dragado del río Valdivia.



Con el último contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Romero, en cuanto a la carencia de una adecuada señalización vial en la construcción de la doble vía en la Ruta 60 CH.



Dos de la señora Ministra de Salud:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, sobre el cambio de categoría del Hospital de La Ligua, así como también la remodelación y ampliación de los hospitales de La Calera y Quillota.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, tocante a un estudio sobre la tasa de natalidad en Chile.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, relativo a los planteamientos formulados por la Junta de Vecinos N° 55-B, de Villa Peñuelas N° 2, de la comuna de Hualpén, en la Octava Región.



Con el segundo contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señor Naranjo, señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Pizarro y Sabag, con el fin de que se elimine el cobro por arriendo a las personas de la tercera edad que acceden a una vivienda del SERVIU.



Dos del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, referido al rechazo del Gobierno de Canadá a la importación de un cargamento chileno de semillas transgénicas farmacéuticas.



Con el segundo contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Escalona, García, Naranjo, Novoa, Pizarro, Romero y Sabag, sobre las medidas que se deben adoptar para ayudar a los pequeños y medianos agricultores.



Cuatro del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, relativo al servicio marítimo subsidiado en el tramo Quellón-Puerto Chacabuco.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Honorables señores Larraín, Longueira y Novoa, acerca de los gastos en estudios, contrataciones de personal y profesionales, infraestructura y equipamiento, viajes y asesorías, en general, o que por cualquier concepto se hayan efectuado durante el diseño e implementación del Plan Transantiago.



Con el tercero contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Frei, respecto a los planteamientos formulados por el Comité de Superación de Isla Llepo, de la comuna de Saavedra, Novena Región.



Con el último responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Ávila, mediante el cual solicita copia de las bases de licitación y contratos firmados entre los distintos operadores del Sistema de Transporte Metropolitano de Valparaíso y la autoridad sectorial del ramo en la Quinta Región.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Horvath, referente a los propietarios de los terrenos ubicados en la zona que indica, en la Undécima Región. 



Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, por medio de los cuales responde a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, relativos al mecanismo de financiamiento para una evaluación de las corrientes marinas en torno del archipiélago de Las Guaitecas, islas Huichas, Raúl Marín Balmaceda y Caleta Tortel, y a la interrupción de la energía eléctrica en las localidades de Puyuhuapi y La Junta, en la Undécima Región.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre peticiones formuladas por el Director y funcionarios del Hospital de Puerto Cisnes, de la Undécima Región.



Del señor Subsecretario de Transportes, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, en cuanto al control de la velocidad del transporte interurbano en la Undécima Región.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, acerca de información sobre bandas y pandillas delictuales que actúan en el país.



Dos del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, relativo al cobro del impuesto territorial a los predios forestales y agrícolas que indica.



Con el segundo da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, referido a la situación que afecta al contribuyente señor José Calvo Vita.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre los problemas que presenta el Aeropuerto de Balmaceda, en la Undécima Región.



Del señor Secretario Ejecutivo (S) del FONADIS, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Coloma, referente a los subsidios que otorga dicha institución.



Del señor Director Ejecutivo del Programa Chile Barrio, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable señora Matthei, atinente a los problemas de energía eléctrica que afectan a casas construidas por dicho programa.



Del señor Director del Instituto Nacional de Deportes de Chile, por el que responde un oficio remitido en nombre de la Honorable señora Matthei, al cual adhirió el Honorable señor Ruiz-Esquide, referido a diversas situaciones vinculadas con el funcionamiento de dicha institución.



Del señor Intendente de la Región de Los Lagos, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Kuschel, acerca de la mala calidad de los materiales utilizados en las reparaciones de caminos en las islas Guar y Puluqui, comuna de Calbuco.



Del señor Asesor Jurídico de la Intendencia de la Novena Región, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, relativo al procedimiento utilizado por Carabineros de Collipulli en un interrogatorio efectuado a niños mapuches en la Escuela Pública Villa Chiguaihue.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Antofagasta, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Cantero, en cuanto a la factibilidad de declarar “Área Costera, Zona Protegida y de Desarrollo e Interés Turístico” al sector del complejo portuario de Mejillones.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Coquimbo, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre de la Honorable señora Matthei, sobre antecedentes presentados ante el Concejo Municipal con relación a la venta del Mercado Municipal de esa comuna.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.438-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 5.199-01) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables señores Bianchi, García, Kuschel, Orpis y Vásquez, mediante la cual inician un proyecto que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de determinar la responsabilidad de los proveedores de un servicio en el caso que indica (boletín N° 5.344-03) (Véase en los Anexos, documento 7)


--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables señores Horvath, Girardi y Prokurica, por medio de la cual inician un proyecto que modifica la ley N° 18.362, en lo relativo a las sanciones aplicables a quienes cometan actos prohibidos en las áreas silvestres protegidas del Estado (boletín N° 5.346-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables señores Orpis y Bianchi, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el trafico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas (boletín N° 5.345-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Honorable señor Escalona, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, a fin de aumentar la penalidad para la tenencia, porte y uso ilegítimo de armas (boletín N° 5.362-02) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables señores Sabag y Pizarro que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el fin de otorgar al alcalde que postula a su reelección o a su elección como concejal de la misma comuna el derecho a percibir remuneraciones por el tiempo que dure la campaña electoral. 



--Se declara inadmisible por regular una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



El señor Secretario dará a conocer los acuerdos de los Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1º Eximir del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica.



Ese asunto ya fue estudiado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, de modo que debe quedar en tabla para la próxima sesión.



2º Facultar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para tratar tanto en general cuanto en particular el proyecto que modifica la  Ley de Rentas Municipales III.



3º Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el martes 16 del mes en curso, a las 12, al proyecto sobre juegos de azar ilícitos.



4º Fijar el martes 16 de octubre, a las 12, como plazo para formular indicaciones al proyecto sobre incentivos tributarios a la inversión privada en investigación y desarrollo.



5º Rendir homenaje en memoria del Cardenal Raúl Silva Henríquez el próximo martes 9 de octubre, a las 18:30, con motivo de conmemorarse los cien años de su nacimiento.



6º Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que prohíbe el empleo de sistemas de medición de audiencia en línea, hasta el lunes 22 del presente mes, a las 12.



7º Tratar en la sesión de mañana el proyecto de ley signado hoy con el número 3 en el Orden del Día, normativa que establece un nuevo plazo para la regularización en la inscripción de armas de fuego.

)-------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Senador señor Sabag, quien se encuentra aquejado por una afección a su garganta, me pide que recabe el asentimiento del Senado para oficiar a la Presidenta de la República con el objeto de requerir su iniciativa en relación con el proyecto que acaba de ser declarado inadmisible en la Cuenta.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solicito ser designado integrante -ignoro cómo opera la Corporación en esta materia- de cada una de las tres comisiones especiales encargadas de ejecutar la erección de sendos monumentos ya aprobados en virtud de proyectos que hoy día son leyes de la República y en las cuales se contempla la participación de un Senador. Esas iniciativas las presenté juntamente con otros Honorables colegas.



Formulo la petición para que esas comisiones inicien su trabajo y se construyan tales obras, pues, de lo contrario, me da la impresión de que nadie lo va a hacer.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Cuáles son los monumentos?

El señor LONGUEIRA.- Los correspondientes a los señores Andrónico Luksic, Hernán Briones y Miguel Kast.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se designará al Senador señor  Longueira para integrar las referidas entidades.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA AUTORIZACIÓN JUDICIAL DE SALIDA DE MENORES DEL PAÍS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En cuanto al proyecto sobre el procedimiento especial para la autorización judicial de la salida de menores del país, iniciado en moción de los Honorables señores Muñoz Aburto, Letelier y Escalona, debo informar a la Sala que, transcurrido el plazo para presentar indicaciones, no se formuló ninguna.



En consecuencia, como ya fue aprobado en general, corresponde, de conformidad al Reglamento, darlo por aprobado también en particular.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4594-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Muñoz Aburto, Letelier y Escalona).


En primer trámite, sesión 59ª, en 10 de octubre de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 45ª, en 29 de agosto de 2007.


Discusión:



Sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007 (se aprueba en general).



--El proyecto queda aprobado en particular, reglamentariamente, y despachado en este trámite.

INCENTIVOS A DESEMPEÑO DE FISCALES Y FUNCIONARIOS DE MINISTERIO PÚBLICO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la misma situación del anterior se halla el proyecto que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y funcionarios del Ministerio Público, iniciativa que reviste el rango de ley orgánica constitucional.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5286-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 45ª, en 29 de agosto de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesión 50ª, en 5 de septiembre de 2007 (se aprueba en general).



--El proyecto queda aprobado en particular, reglamentariamente, con 23 votos favorables, dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SERVICIO DE SALUD CHILOÉ Y TRASPASO DE HOSPITAL HANGA ROA A SERVICIO DE SALUD METROPOLITANO ORIENTE

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para crear el Servicio de Salud Chiloé, ordena el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modifica las leyes de plantas que indica, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de "suma".


--Los antecedentes sobre el proyecto (5080-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 41ª, en 8 de agosto de 2007.


Informe de Comisión:


Salud, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son dos:



1) Crear un nuevo servicio de salud, que preste atención, en forma exclusiva, a los habitantes de la provincia de Chiloé, y



2) Reemplazar la red de derivación de beneficiarios del Hospital Hanga Roa -en la actualidad la constituyen los establecimientos del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio- por el Servicio de Salud Metropolitano Oriente.



La Comisión discutió la normativa solamente en general y dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.



El texto pertinente se consigna en el informe que obra en poder de los señores Senadores.



Cabe tener presente que, en su debate en particular, el proyecto debe ser analizado también por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor  Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.-  Señor Presidente, estimados colegas, el articulado en análisis exhibe dos áreas muy específicas.



Una de ellas es la creación de un nuevo servicio de salud en Chiloé, procediéndose a una separación de lo que en la actualidad es el Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena.



La otra es un cambio en la red de derivación o asistencial de los enfermos de Isla de Pascua, que hoy día se atienden en el Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio y pasarán a hacerlo en el Servicio de Salud Metropolitano Oriente.



En cuanto al primer punto, antecedentes tales como el número de habitantes, las enfermedades que se presentan, la necesidad de resolver los problemas localmente, sin viajar al continente, y, sobre todo, la experiencia registrada en varios de los servicios de salud que se han creado, en los cuales los nuevos médicos y especialistas y el mejoramiento de la red dan un resultado favorable, determinaron, como expresó el señor Secretario, que la Comisión aprobara por unanimidad la idea de legislar.



El segundo objetivo tiene que ver con el traslado de la atención de los enfermos provenientes del Hospital Hanga Roa, en Isla de Pascua, desde el Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio al Servicio de Salud Metropolitano Oriente. La razón de tal medida es muy simple: este último es el que cuenta con más especialistas y el que mejor puede resolver los cuadros más serios procedentes de provincias, y, sobre todo, existe un acceso expedito a Vitacura desde el Aeropuerto Comodoro Arturo Merino Benítez. Entonces, ello no tiene otra explicación que tender a una mejor atención.



Estamos conscientes de que el proyecto deberá pasar a la Comisión de Hacienda. Por el momento, solicito que se apruebe, porque, en verdad, ofrece racionalidad en los dos aspectos a que he hecho referencia.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, apoyaré con gusto la iniciativa, pero quiero mencionar algunos puntos que me parece responsable consignar en la Sala.



En la discusión del asunto se establecen algunos criterios en torno de los costos que significa crear el nuevo Servicio de Salud, los cuales aparecen bien explicados. Sin embargo, la cuestión radica en una asimetría en la forma como está operando el Ministerio de Salud, porque la misma situación que se corrige en el caso que nos ocupa presenta muchas dificultades en otras Regiones, particularmente en la zona norte.



Hace un tiempo hubo una manifestación pública de miles de tocopillanos, puesto que la falta de especialistas y de un sistema de salud efectivo en la Segunda Región, en especial en zonas aisladas, como Tocopilla y Taltal, reviste extrema gravedad.



En Tocopilla se cuenta con dos dentistas y seis médicos generales de zona. En Taltal existen 60 pacientes en lista de espera para ser atendidos por un oftalmólogo, y en Tocopilla, 535. En fin, también en Taltal se registran 30 pacientes en espera para un urólogo.



Es tal la cantidad de problemas en la Segunda Región que solicito a la señora Ministra de Salud subrogante que el tema de que se trata sea revisado y analizado en términos generales y en relación con el resto del país.



La señora titular de la Cartera, en una de sus exposiciones, hizo presente que "resulta llamativo que la Segunda Región de Antofagasta es una zona donde se informó que hay necesidad de odontólogos, internistas, traumatólogos, neurólogos, oftalmólogos, psiquiatras y anestesistas.".



Es decir, en la Segunda Región, no obstante su importancia, tenemos gran cantidad de problemas que no están resueltos desde el punto de vista de las necesidades de especialistas, de hospitales. 



En ese sentido, sin perjuicio de apoyar con mucho gusto la solución que se dé en materia de salud a otras zonas del país, pido al Ministerio que también tome decisiones efectivas respecto de situaciones como las que refiero.



Taltal se movilizó completa, de una forma bastante fuerte, a consecuencia de las enormes dificultades que aquejan al hospital de la ciudad, dada la falta de especialistas y de soluciones de parte del Ministerio.



Por eso, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a la iniciativa, pero me gustaría que las autoridades de Salud también tomaran en consideración los problemas señalados y buscaran las soluciones pertinentes.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, voy a recoger la preocupación del Senador señor Kuschel y del Diputado señor Ascencio, quien también ha pedido que nos pronunciemos positivamente sobre este proyecto, que beneficia a los habitantes de Chiloé.



Pero, aprovechando la presencia de la señora Ministra de Salud subrogante, que es magallánica y conoce muy bien lo que voy a señalar, quiero manifestar que la semana pasada estuve en Tierra del Fuego y me tocó ver una realidad que cuesta entender a estas alturas de la vida: el 18 de septiembre la única farmacia que existe en Porvenir, que cuenta con una población de entre 5 mil y 7 mil personas, aproximadamente -es difícil precisarlo porque hay cierta población flotante-, se encontraba cerrada. No había dónde conseguir medicamentos en el lugar. Y aprovecho la presencia de la señora Ministra -insisto- para manifestarle este hecho, absolutamente preocupante. No hay una farmacia privada, particular, en la ciudad, donde -repito- viven entre 5 mil  y 7 mil personas, lo cual claramente atenta contra la salud.



Lo peor son las condiciones climáticas. No es infrecuente que los vientos superen los 100 kilómetros por hora, por lo cual resulta imposible salir de la isla de Tierra del Fuego, sea por vía aérea o por vía marítima. En otras palabras, sus habitantes están absolutamente aislados y, muchas veces, sin medicamentos, que son tan necesarios.



Por lo tanto, quiero pedir encarecidamente a la señora Ministra subrogante, conocedora de la realidad de la Región de Magallanes y en especial de la de Tierra del Fuego, que tenga a bien colaborarnos en la búsqueda de una solución respecto de ese punto.



Asimismo, me gustaría que se estudiara la posibilidad de elevar -ahora que va en aumento la cantidad de habitantes de Tierra del Fuego- la categoría del hospital o, a lo menos, de disponer la presencia mensual de especialistas que puedan cubrir en alguna medida las necesidades que tenemos allí.



Lo mismo pasa en la Provincia de Última Esperanza, con 22 mil a 24 mil habitantes -hay incerteza respecto de unos mil o 2 mil-, donde llegan más de 80 mil visitantes durante el año debido al turismo y donde no tenemos especialistas que puedan atender los problemas de salud de una población de esa envergadura. Estamos hablando -reitero- de más de 80 mil personas y, como digo, no existen los especialistas que se requieren para cubrir las necesidades que allí pueden presentarse.



Señor Presidente, entendiendo lo que es el aislamiento y el no tener, muchas veces, la posibilidad de traslado, reitero que apoyo absolutamente este proyecto de ley, a la vez que dejo este encargo muy especial para la señora Ministra de Salud subrogante y para el Ministerio.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, escuché atentamente la preocupación del Senador señor Gómez respecto de la situación de los servicios de sanidad en la localidad de Tocopilla. Y quiero suscribir su solicitud en orden a que el Ministerio de Salud pueda atenderla con prontitud y ojalá encontrar una rápida solución. Sin embargo, me  parece que esa realidad de ninguna manera debiese poner en duda la necesidad de aprobar esta iniciativa, que establece la creación del Servicio de Salud Chiloé. Por el contrario, considero del caso felicitar al Ministerio por la celeridad con la cual ha llevado a la práctica el anuncio que hiciera la Presidenta Michelle Bachelet en diciembre del año pasado en la localidad de Chonchi, en una ceremonia con la Armada, donde se repuso el funcionamiento de la embarcación “Cirujano Videla” con el propósito de prestar atención médica a los sectores más aislados y apartados de Chiloé y Palena. 



En dicha oportunidad -vale la pena decirlo acá-, la comunidad pudo dotarse nuevamente de una instalación modernísima, equipada con los medios más avanzados para la atención de salud, gracias a que la Armada facilitó una embarcación de servicios generales -el buque “Morel”- que cumplía funciones en ese sector de nuestro país. Esta nave fue equipada con los medios tecnológicos más modernos. Incluso, tiene conexión vía satélite para que algunas de las consultas médicas que no cuenten con la debida respuesta del personal a bordo puedan ser derivadas a servicios médicos más modernos, no solo de Chile, sino del mundo entero, en un esfuerzo sin precedentes, con el propósito de llevar la mejor atención de salud a los rincones más apartados de nuestro país. 



Y en esa ocasión, al calor del clima que se generó por la reposición de los servicios médicos del “Cirujano Videla” en la provincia, la Presidenta Bachelet manifestó su decisión de proceder a la creación del Servicio de Salud Chiloé.



Sé que muchas personas pensaron que esas eran palabras que se iba a llevar el viento. Incluso, más de alguien señaló que eso podía constituir un cierto desborde de populismo o de demagogia. Y más de alguien desconfió de las capacidades del Ministerio de Salud para poder redactar y formular con la rapidez necesaria un proyecto de estas características. 



Sin embargo, afortunadamente todo eso ha quedado resuelto con el envío de esta iniciativa, con su tramitación favorable en la Cámara de Diputados y ahora con -es lo que esperamos, y es la solicitud que hago a Sus Señorías- su aprobación en el Senado, en virtud de que, efectivamente, se hace cargo de una necesidad. 



Todos lo sabemos: Chiloé es un territorio insular y tiene condiciones de aislamiento que no se repiten necesariamente en otras zonas del país. El avance que se ha producido en servicios médicos, en la creación de modernos centros de salud familiar; la virtualmente terminada reposición del hospital de Castro, proceso cuyo fin es inminente; la instalación de un moderno consultorio en Quellón y otras inversiones en salud, así como en general el plan de inversiones de Chiloé, hacen que la atención de los isleños no pueda continuar dependiendo del actual Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena, llamado “LLANCHIPAL”. Eso quedó completamente superado, sobrepasado. Las condiciones tecnológicas y de infraestructura permiten perfectamente establecer hoy en Chiloé un servicio de salud propio para las necesidades de la isla.  



En consecuencia, lo que está haciendo el Ministerio al implementar esta decisión de la Presidenta Bachelet es poner en correspondencia la organización del servicio médico y sanitario con las posibilidades del país, con los recursos económicos y, además, con el desarrollo que ha tenido la propia isla.



En suma, señor Presidente, con este proyecto se está respondiendo a un sentimiento muy profundo de la comunidad. Creo que todos los habitantes de la Provincia de Chiloé, sin distingo de partido político alguno ni de aficiones religiosas o de simpatías deportivas, van a hacer una fiesta cuando reciban finalmente la noticia de que el Servicio de Salud se ha constituido en una realidad definitiva.



Por esas razones, señor Presidente, vuelvo a señalar que nuestra aspiración y deseo es que la Sala apruebe el proyecto por la unanimidad de sus miembros.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha solicitado la palabra la señora Ministra de Salud subrogante.

La señora AMARALES (Ministra de Salud subrogante).- Junto con saludar al Honorable Presidente del Senado, quiero, en primer lugar, responder parte de lo que se ha planteado aquí en relación con la necesidad de contar con especialistas en salud, principalmente en Regiones.



Debo informar que en este momento nos encontramos analizando, en una mesa de trabajo, una propuesta formulada por los Honorables señores Girardi, Ruiz-Esquide y Ominami, orientada a la creación de incentivos y soluciones para los especialistas, que no desean irse a Regiones y que generalmente se instalan en la Capital.



También estamos trabajando en lo relativo a los especialistas básicos en atención primaria y en el aumento de camas, tanto de cuidados críticos como, especialmente, de adultos y niños en épocas epidémicas de invierno.



Hemos fijado una fecha para encontrar solución a las situaciones mencionadas, que sabemos que son una realidad. Pero, independiente de eso, en las negociaciones con el Colegio Médico hemos ofrecido para Regiones 600 cargos de profesionales especialistas con dedicación exclusiva, con el objeto de comenzar a resolver el problema de la falta de especialistas en cada uno de los lugares donde se requieren.



Cabe señalar que en la citada mesa de trabajo están incluidos no solo los Senadores que formularon la propuesta, sino también las Facultades de Medicina y sus representantes; la sociedad civil,  a través de la CONFUCH, la FEMUC y la AFUMINSAL, así como otras organizaciones de trabajadores, a fin de solucionar en conjunto las necesidades que sabemos que tiene el país.



El Honorable señor Bianchi se refirió a dos puntos relativos a la Región de Magallanes.



En cuanto a Puerto Porvenir, el problema es que allí no existe una farmacia privada, pero se trata de una situación de privados. Probablemente, no hay incentivos suficientes como para que establecimientos particulares se instalen en el lugar, pese al crecimiento exponencial que ha tenido dicha ciudad. No obstante ello, el hospital cuenta con una farmacia que se halla abierta las 24 horas del día para atender las necesidades de Puerto Porvenir en cada una de las situaciones de urgencia y otras que se presenten. Se trata de una farmacia que se ha habilitado y que se encuentra disponible para todas las personas que necesiten contar con medicamentos en casos de urgencia.



Con respecto al Hospital de Puerto Natales, hemos avanzado en los últimos años. De ser uno de baja complejidad, tipo 4, se le han ido incorporando especialistas básicos, como internistas, pediatras y obstetras, y ha llegado a constituir una unidad de diálisis. Estamos por completar la cantidad de especialistas y, aunque estos no tienen interés por irse a esa ciudad, se han generado los incentivos para completar la dotación de especialistas básicos.



Por último, quiero decir que para nosotros, como Ministerio de Salud, los dos objetivos del proyecto -tanto la creación del Servicio de Salud Chiloé y la derivación de los pacientes del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente- son tremendamente importantes.



La creación del Servicio de Salud Chiloé es un anhelo de larga data del pueblo chilote, que tiene que ver con el mejoramiento de acceso oportuno a los servicios, con una mayor capacidad de resolución, con hacer más participativa a la ciudadanía en las necesidades que se enfrentan y con contar, de esta manera, con un organismo de la red asistencial autónomo.



La creación del Servicio de Salud Chiloé tiene un costo de 900 millones de pesos y viene acompañada de un plan de inversiones en la provincia que implica la construcción de 27 postas y consultorios, el término de la construcción del Hospital de Castro -que concluye en marzo de 2008-, la dotación de 12 ambulancias y 4 lanchas ambulancias y la adquisición de una unidad de diálisis y de una cama hiperbárica para la ciudad de Ancud. Es decir, aquí no sólo se ha invertido en la creación de un Servicio, sino que también ello se ha asociado a un plan de inversiones para Chiloé, con el fin de dar real respuesta a viejos anhelos del pueblo chilote.



Por lo tanto, como Ministerio de Salud estamos muy contentos de dar este paso y de entregar a los habitantes de la zona, a través de las inversiones indicadas, un mejor acceso y una mejor atención en salud.



Con respecto al Hospital Hanga Roa, la iniciativa permitirá que los isleños tengan una derivación más oportuna hacia el continente. Y ello viene asociado, además, a la inversión en un hospital que empezará a materializarse el primer semestre de 2008, lo que, por supuesto, va a mejorar las condiciones de salud de la población de Rapa Nui.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero recordar a los señores Senadores que hoy existe en la Provincia de Chiloé un Departamento Provincial de Salud que realiza actividades de promoción y de planificación, y que dinamiza -como dicen- los trabajos para mejorar el acceso a la resolución, la participación y, eventualmente, la autonomía.



Durante el debate en la Comisión, hice presente mi preocupación por la forma en que se daba origen al Servicio de Salud Chiloé, debido a que tenemos antecedentes sobre la creación de los Servicios de Salud de Arauco y de Malleco, que son autónomos. Porque ahora el país tiene 15 Regiones y ya hay cerca de 30 Servicios de Salud, que han hecho una mala gestión, en particular el de Malleco, que aparece como uno de los más endeudados. Esto se ha ido resolviendo. Se ha creado una nueva Región, pero vemos que todavía no hay seremis, no hay gobernadores. Y eso me preocupa.



En Chiloé, como se ha expresado aquí, no se precisan oficinas y departamentos administrativos: se necesitan especialistas. Se requieren recursos, se requiere implementar una ambulancia aérea, por ejemplo. Cuando se producen incendios o accidentes en Queilen o en Quellón, la ambulancia demora 8 horas en llegar a Puerto Montt. Se prometió una ambulancia aérea, pero todavía no se ha implementado.



En la Comisión solicité antecedentes técnicos, de salud propiamente tal, antecedentes sociales, antecedentes económicos sobre el proyecto, pero no se entregó ninguno. No había nada. Aquí se ha dicho que es un anhelo romántico, una necesidad muy antigua, etcétera. Porque estos son los argumentos que se dan cuando se trata de crear este tipo de servicios. Finalmente, sobre la base de los informes que me proporcionaron los médicos de los Hospitales de Castro y de Ancud -no otros, que me faltaron-, decidí votar a favor.



Debo hacer notar que aquí se está atendiendo una necesidad que no es tal. En Chiloé se requieren especialistas, recursos, capacidad de solución de los problemas de salud en la propia isla, disminuir considerablemente el tiempo de traslado de los pacientes a Puerto Montt, que puede extenderse hasta a 8 horas, lo que es excesivo en casos de emergencia. 



No obstante lo anterior, voy a votar a favor. Pero quiero que efectivamente se cumpla la promesa -no siempre las promesas se cumplen- de dotar de más especialistas al Servicio de Salud Chiloé. Porque se va a contratar 63 personas adicionales que no tienen nada que ver con la medicina ni con la atención directa de los pacientes. 



Se están gastando casi mil millones de pesos extra. Sin embargo, creo que las necesidades no van por más oficinistas y contadores, sino por más especialistas.



La señora Ministra subrogante nos ha dicho que contratarán cerca de 600 especialistas que van a llegar al país, en fin. Yo tengo otros antecedentes. Pero me parece razonable. Sin embargo, estoy preocupado porque no siempre se cumplen las cosas que se ofrecen. Como me acota un colega, podríamos dejarlo consignado en una notaría también.



Anuncio mi voto favorable al proyecto, tanto en lo relativo al traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente como en lo tocante a la creación del Servicio de Salud Chiloé.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, hace un par de meses, junto con el Diputado señor Gabriel Ascencio, tuve la oportunidad de estar en Chiloé y visitar el hospital de Castro, que se encuentra en construcción, y de recorrer con su personal sus distintas dependencias. Pude apreciar la alegría y el entusiasmo del director de tal establecimiento por este gran avance que significa el proyecto.



No puedo dejar de recordar en esta ocasión lo ocurrido en 1994: luego de un gran temporal de viento y lluvia, dicho centro de salud quedó sin techo ni paredes y con sus vigas en el suelo.



A mi juicio, contar con un hospital que va a posibilitar a los habitantes de Chiloé ser atendidos dentro de la Isla constituye un logro y un aporte significativo del Ejecutivo. Esta muy buena decisión acercará la salud a los chilotes.



Por otro lado, la creación del Servicio de Salud Chiloé tiene un objetivo muy claro: el mejoramiento de la gestión.



Muchas veces olvidamos la importancia de dotar a las Regiones y provincias de los mecanismos necesarios para que quienes conocen verdaderamente la realidad del lugar en donde viven puedan hacer las proyecciones del conjunto de otras inversiones o definiciones que deben realizarse, algunas de las cuales ya se han mencionado aquí, y que, por cierto, son importantes. 



No está todo hecho, pero este es un paso muy significativo.



Parece relevante destacar que tal tarea se ha logrado gracias al esfuerzo de la comunidad. Cuando ella se organiza en torno de objetivos públicos y de beneficios para la ciudadanía (en este caso, específicamente, para la Isla Grande de Chiloé), sus resultados deben llenarnos de orgullo y satisfacción.



En especial, deseo resaltar la tarea de los doctores Ferrada, Véjar, Catalán; de los trabajadores de la FENATS, como la señora Cristina Muñoz, y del conjunto de las organizaciones comunitarias que se reunieron en función de esa meta.



Ello constituye un gran ejemplo de cómo la comunidad organizada, si se plantean objetivos serios y se trabaja con sus autoridades, logra algo tan largamente esperado.



Señor Presidente, me siento muy contenta de que hoy día en el Senado estemos tratando esta iniciativa, porque cuando estuve allá me comprometí a apoyarla con entusiasmo. Y quiero manifestar desde ya que así lo haré.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, nosotros apoyamos el proyecto en debate, porque, en efecto, nos damos cuenta de que muchos lugares de Chile tienen problemas muy serios en el área de la salud. No solo en Chiloé, sino también en mi Región.



En Choapa, por ejemplo, uno se da cuenta de que hay una enorme falta de médicos especialistas. De hecho, para acceder a una hora los pacientes deben esperar meses y, a veces, años. La gente del interior, de Salamanca o de Combarbalá, en muchas ocasiones tiene que viajar a La Serena o a Coquimbo desde la tarde anterior y durante toda la noche para ser atendida por algún especialista.



La falta de estos profesionales fue una materia que abordamos esta mañana en la sesión de presentación del estado de la Hacienda Pública realizada por el Ministro del ramo. Y resulta evidente que debemos alterar algunas de las políticas que se están llevando a cabo, a fin de contar con más especialistas en los hospitales tipo 2 ó 3 y terminar con el viaje terrible que deben hacer las personas cuando se enferman.



La situación en materia de salud la hemos venido planteando desde hace muchos años en la respectiva Comisión.



Por eso, me he enterado con bastante desagrado de que, a pesar de que esto ha sido señalado en el órgano técnico por Senadores de todas las tendencias políticas, se formó una mesa de trabajo -según señaló hoy la señora Subsecretaria de Salud- integrada por tres Senadores de la Concertación,...

El señor LARRAÍN.- ¡Una mesa muy pluralista...!

La señora MATTHEI.- ...como si fueran los únicos que se preocuparan de estos asuntos.



Considero inaceptable el uso político que se está dando a esta mesa de trabajo, en circunstancias de que el tema ha sido señalado en la Comisión de Salud de manera formal, una y otra vez, por todos nosotros.



Esta es la típica actitud de las autoridades que no queremos para Chile: se coloca a algunos Senadores en vitrina como los gestores de soluciones a situaciones planteadas por todos y que aquejan en general a la comunidad.



¡Rechazo de la forma más categórica tal medida, porque es pura politización en la búsqueda de posibles soluciones! ¡Como si los únicos interesados en estas materias fueran los Senadores de la Concertación!



Señor Presidente, formalmente pido que lo referente a esa mesa de trabajo sea revisado, a objeto de que se integren a ella todos los miembros de la Comisión de Salud, o que, sencillamente, se trabaje en las instancias correspondientes.



No puede ser que se concreten esas iniciativas con parlamentarios solo de la Concertación y que la autoridad, en el fondo, los haga aparecer como los grandes preocupados del problema de la salud, cuando esta cuestión la hemos manifestado todos en esta Sala, una y otra vez.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me sumo a las palabras de la Senadora señora Matthei, porque, en verdad, nos sorprende ver el grado de pluralismo con que el Gobierno ataca los problemas.



La verdad es que ese espíritu no se compadece con las palabras dichas por la Presidenta en estos días en cuanto al pacto social.



¿De qué pacto social hablamos cuando se forman comisiones unilaterales, sesgadas, solo para beneficiar al Gobierno?



Realmente, no es el camino que queremos para desarrollar las actividades políticas en el país.



Pero quiero manifestar otra inquietud. 



Pregunto: ¿Con qué criterio se acuerda que determinada Región puede subdividirse y tener al interior de ella algún tipo de servicio de salud descentralizado que opere de manera distinta? Porque esta es una cuestión que varios de nosotros planteamos hace muchos años en la Región del Maule. Parlamentarios, alcaldes y, desde luego, quienes trabajan en el sector hemos clamado por el Servicio de Salud Maule Sur.



¡No sé qué virtudes o méritos hay que tener para lograr que se realice esa separación!

El señor NARANJO.- ¡Estar en el Gobierno!

El señor LARRAÍN.- ¡Claro, a lo mejor hay que estar en el Gobierno!



Hemos demostrado con cifras la conveniencia y necesidad de proceder a esa modificación. De es manera se manejan con mayor racionalidad los recursos. 
Pero, además, hay mayores razones de justicia.



Las asignaciones de recursos que se hacen entre Maule Norte y Maule Sur reflejan, de nuevo, el problema del centralismo local en las Regiones. No solamente existe el centralismo nacional, en el que Santiago es hegemónico respecto del resto de Chile. Son dos países distintos. También hay otra centralización: la de las capitales de Regiones, que, desgraciadamente, se llevan la “tajada del león” y reparten migajas a las provincias de menor tamaño o, simplemente, donde no operan las autoridades de Gobierno.



Considero del todo razonable la creación del Servicio de Salud Chiloé. La Décima Región contará con tres de estos Servicios: Osorno, Reloncaví y, ahora, Chiloé. En otras Regiones, como la Octava y la Novena, también hay varios. 



¿Qué hay que hacer, señor Presidente, para que la racionalidad que se aplica respecto de algunas Regiones también alcance a otras?



Pido a la señora Ministra de Salud subrogante que tenga la amabilidad de revisar nuevamente esa situación, lo que hemos solicitado en innumerables oportunidades. Ello se ha discutido en el Congreso y ha sido requerido por las autoridades locales de salud. Sin embargo, nunca ha sido posible llegar a algo sensato. 



Por cierto, esto lleva consigo una transformación. No se trata solo de cambiar una mera administración, sino de la posibilidad de contar con todas las especialidades médicas en los hospitales, para subirlos de categoría en nuestras zonas. Así los enfermos no deberán esperar muchas  horas, meses e, incluso, años por una interconsulta que les permita ser atendidos, como sucede en mi Región, en el hospital de Talca.



En la medida en que vayamos descentralizando, el día de mañana a lo mejor puede crearse un nuevo Servicio de Salud para la provincia de Cauquenes o de Linares, si fuera el caso. Por ahora, podemos pensar en uno para la zona del Maule Sur, como una contribución a la descentralización de una atención local adecuada para la gente que la necesita. De ese modo, evitaríamos la distribución que muchas veces, por razones desconocidas, termina perjudicando a zonas que no forman parte de las capitales de Regiones.



Por eso, pido a la señora Ministra que recoja esta inquietud y que se estudie la creación del Servicio de Salud de Maule Sur, como una forma de colaborar a la mejor atención de los habitantes de las provincias de Linares y Cauquenes.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, comparto la necesidad de acercar cada vez más la toma de decisiones al espacio territorial, ojalá con una visión sistémica y con una perspectiva de cuenca. Creo que eso va a ayudar a que la salud sea más atingente. 



Chile ha tenido la fortaleza de contar con grandes programas nacionales. Quizás sea la única manera de comprender por qué, con tan pocos recursos, mostramos indicadores similares a los de países que gastan 20 veces más que nosotros en salud. 



Hay una cultura sanitaria, pero hoy día ella debe enriquecerse con la especificidad, con la territorialidad. 



Mientras se creen mayor número de servicios de salud y haya más directores locales a cargo de territorios cada vez más reducidos, la posibilidad de avanzar en estas materias será mucho mejor. 



Es efectivo que desde hace diez años, por lo menos, algunos parlamentarios hemos venido formulando críticas a la política de salud. De hecho, voté en contra de la reforma del Plan AUGE. Fui uno de los dos Diputados que se pronunciaron negativamente, porque sentimos que no se recogía un conjunto de puntos que habíamos planteado.



En la Comisión de Salud he tratado de incorporar al debate una oposición muy firme al concepto de “médico de familia”, entendido como aquel que atiende desde el niño hasta el adulto: una especie de gásfiter, sin un mayor grado de complejidad.



Efectivamente, he puesto esta materia en discusión en el referido órgano técnico. Es más, solicitamos a la señora Ministra su apoyo para el plan piloto que hoy se está desarrollando en la zona poniente de Santiago,  para comenzar a formar especialistas básicos de atención primaria. 



A quienes proponen para tal efecto a los médicos de familia les pregunto ¿adónde llevan a  sus hijos y a sus nietos cuando están enfermos? ¿A  un facultativo indiferenciado o a un pediatra? ¿A un internista, si se trata de un adulto, de sus padres o de ellos mismos? ¿A un ginecólogo, en el caso de su mujer, cuando presenta un problema de esa especialidad? Me he dado cuenta de que quienes proponen a médicos de familia no van con sus hijos adonde un médico general, sino a un pediatra, y acuden a los internistas y a los ginecólogos cuando se trata de la esposa o de las hijas.



Yo no quiero una medicina de primera clase para quienes tienen recursos y pueden acceder a una atención con especialistas, y otra de segunda para los pobres. 



Hace mucho tiempo, con el mismo grupo de personas que diseñó el programa IRA y las campañas de invierno -las más exitosas que ha tenido Chile en salud pública en los últimos 20 años-, propusimos a la Ministra del ramo un plan de formación de especialistas básicos de pediatría, de medicina interna, de cirugía, de psiquiatría y de ginecología permanentes en los equipos de salud de toda la nación. Además, le sugerimos  que todos los médicos especialistas de los hospitales dedicaran una mañana de la semana a atender en los consultorios. De esa forma, tendríamos otorrinolaringólogos, cardiólogos y oftalmólogos en tales establecimientos, quienes, además, harían docencia y resolverían aquellas patologías que se pueden y deben solucionar en la atención primaria. 



De otro lado, para volver a atraer médicos especialistas básicos a la atención primaria, hemos planteado a la Secretaria de Estado que se establezca una jornada laboral de 22 horas semanales, con una remuneración preferencial de un millón de pesos al mes para dichos facultativos. Porque hoy día un especialista que trabaja 22 horas y que tiene diez años de especialidad y experiencia gana solo 370 mil pesos. Es evidente que así vamos a provocar un vaciamiento de estos médicos del sistema público.



Quiero denunciar que el sistema público de salud se está privatizando progresivamente por la vía de los hechos: en 1995, el 52 por ciento de los médicos chilenos estaba en el sistema público; en 2006, solo el 32 por ciento. Todos los doctores con más de diez años de antigüedad, que son los mejores especialistas y se formaron en el sistema público, lo están abandonando para irse al privado. 



Si no hacemos una reconversión radical, vamos a perder el principal argumento por el que Chile, con 220 dólares per cápita, muestra mejores indicadores de salud que países que invierten 4 mil dólares por persona. Los escáneres valen lo mismo en Chile que en Europa, al igual que los medicamentos. La diferencia es el brutal subsidio de recursos humanos que nosotros tenemos en el sistema público. Pues bien, ese principal y central recurso que nos dan ventaja en los indicadores -que tenemos a muy bajo precio- lo vamos a perder si no se establece una política al respecto.



 Al mismo tiempo, he propuesto a la señora Ministra -es cierto que no es una idea monopólica, pues ha sido apoyada por otros parlamentarios- hacer en los hospitales de Chile un catastro de todas las especialidades con falencias, considerando desde los más pequeños hasta los más grandes. Y le he sugerido -cosa que ha sido apoyada por otros Senadores y que deseo ratificar- el establecimiento de una política nacional para formar profesionales en todas las áreas que requieren los recintos hospitalarios, sean neurocirujanos, oftalmólogos o endocrinólogos, para que en el país se garantice de verdad el derecho a la salud.



En la Novena Región hay 50 mil personas en listas de espera. La  gran mayoría no se puede atender, porque faltan neurocirujanos, neurólogos, endocrinólogos u oftalmólogos. Y Chile puede contar con esos especialistas y formarlos. No le preguntemos a las sociedades médicas. Tomemos una decisión de país y formémoslos en las universidades que tienen disponible ese stock de recursos para que los hospitales funcionen como es debido. 



Desde hace diez años venimos haciendo ver a los Ministros del ramo, incluida la actual titular, la necesidad de paliar el déficit inmoral de la falta de camas en los hospitales: 100 en la UTI de niños; 100 en la UCI de adultos; 500 en cuidados intermedios de adultos; 300 en cuidados intermedios de niños. 



¿Por qué digo que es inmoral? Porque esas camas no se pueden reconvertir. Si no las hay, significa vida o muerte, o sacar de ellas a pacientes menos graves para poner a otro afectado de gravedad. 



El país tiene recursos para tomar la decisión y lograr que de aquí a dos años no falte en el sistema público de salud, a lo largo del territorio, ni una cama en las UCI ni en las unidades de cuidados intermedios. 



Hemos señalado también que Chile no puede tener 2,3 camas generales por cada 10 mil habitantes. Los países europeos tienen 6. Nos hemos fijado la meta de llegar, al menos, a 4 camas por cada 10 mil habitantes. 



Esta propuesta la hemos hecho a la Ministra junto con los Senadores señores Ruiz-Esquide y Ominami. Son ideas nuestras. Y han sido respaldadas, además, por otras personas -estoy muy contento por ello- y por otros Senadores en la Comisión de Salud. Y la Secretaria de Estado tomó la decisión de constituir una comisión para analizarlas. Y me siento muy feliz de que por primera vez un titular del Ministerio de Salud tome en serio la decisión de convocar a más personas. No tengo problema alguno en que parlamentarios de Oposición formen parte de ella. 



No obstante, creo que, así como puede existir una comisión que se ocupe del tema de la equidad, de la pobreza, conformada por miembros de la Alianza y de la Concertación, por académicos y por otras personas, ello no es incompatible, en mi concepto, con la idea de que el Gobierno forme un órgano técnico con sus propias visiones para elaborar una propuesta que luego le será presentada a la Oposición y al resto del país para ser discutida. 



Formar una comisión con representantes de la Oposición y del Gobierno apela al pluralismo. Está bien, pero hace que un Gobierno no tenga arista ni propuestas que hacer, porque todo se negocia en el mencionado órgano. No se negocia en el Congreso; no se plantean puntos de vista distintos, para que la gente vea que hay posturas de una y otra parte.





Creo que no atenta contra el pluralismo ni contra la democracia el hecho de que el Ejecutivo decida que una Comisión de su propio conglomerado le haga una propuesta al país. Y esta, evidentemente, deberá analizarse en el seno del Parlamento y en un debate ciudadano. 



Me gustaría que mi Gobierno, con mayor frecuencia de lo que lo hace, fuera capaz de formular a la población ideas surgidas de su propio contingente en materia de salud, de previsión, de educación, y que ellas se discutieran con la Oposición, a fin de que se conociera la postura que compartimos nosotros y la que sustenta aquella. Porque con tantas Comisiones que establecen negociaciones y acuerdos previos uno no sabe cuáles son las posiciones de unos ni de otros.



Es muy importante que las políticas se alejen del estado de equilibrio. En materia de biología, la vida tiene que ver con un permanente alejamiento del estado de equilibrio. Porque el estado de equilibrio es la muerte. Y los procesos termodinámicos y energéticos apuntan precisamente a alejarse del estado de equilibrio para que las personas no se mueran.



Muchas veces, cuando una Comisión empieza negociando y acordando todo, genera un punto de equilibrio que no está definido por la sociedad. Y a menudo yo preferiría que el punto de equilibrio del proceso de reforma fuera una adhesión ciudadana de la correlación de fuerzas y no un proceso ex ante.



En consecuencia, yo al menos no tengo ningún problema en trabajar con la Oposición. Pero también me parece interesante que un Gobierno tenga la capacidad, el coraje y la fuerza para ofrecer al país una propuesta forjada desde sus propias visiones, desde sus propios recursos, la cual sin duda tendrá que ser debatida por toda la sociedad y, naturalmente, por la Oposición.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstuvo el señor Pizarro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que en el trámite de segundo informe la iniciativa deberá pasar también a la Comisión de Hacienda. 



Sugiero establecer el 16 de octubre como plazo para formular indicaciones. 



¿Habría acuerdo?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muy bien.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta el martes 16 de octubre.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PENAL Y PROCESAL PENAL EN MATERIA DE SEGURIDAD CIUDADANA Y REFORZAMIENTO DE ATRIBUCIONES PREVENTIVAS DE LAS POLICÍAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Prosigue la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4321-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 64ª, en 31 de octubre de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 84ª, en 16 de enero de 2007.


Constitución (segundo), sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Hacienda, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesiones 86ª, en 23 de enero de 2007 (se aprueba en general); 52ª, en 12 de septiembre de 2007 (queda pendiente su discusión particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Señores Senadores, la discusión en particular de esta iniciativa se inició en sesión de 12 de septiembre pasado.



En dicha oportunidad se aprobaron las enmiendas acordadas por unanimidad en las Comisiones informantes y se empezaron a discutir y votar las modificaciones aprobadas por mayoría.



Corresponde tratar el Nº 5) del artículo 2º del proyecto.



La Comisión de Constitución propone sustituir el artículo 132 bis acogido en el primer informe, por el siguiente:  



“Apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención. La resolución que declare la ilegalidad de la detención será apelable por el fiscal o el abogado asistente del fiscal, en el solo efecto devolutivo.”.



Esta modificación corresponde a las indicaciones números 36 y 38. 



La indicación Nº 36 se aprobó por mayoría de 3 votos a favor (de los Senadores señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto) y una abstención (del Presidente de la Comisión, Senador señor Gómez). 

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión el reemplazo propuesto por la Comisión.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, tengo la impresión de que la abstención del Senador señor Gómez -quien seguramente la explicará- fue más bien por la ubicación formal de la norma en algún momento. 



La disposición establece la posibilidad de que la fiscalía apele de la resolución del juez de garantía que declare ilegal la detención.



Ello ha sido pedido insistentemente por el Ministerio Público, el que hoy día no tiene facultad para apelar.



¿Y qué efecto produce el no poder apelar? Que la prueba que se reúne en esa detención -esta muchas veces es declarada ilegal por mera formalidad- no pueda ser utilizada en el juicio y, por lo tanto, los elementos fundamentales que permitan la condena de una persona desaparecen.



Quiero mencionar un ejemplo.



Si alguien es sorprendido portando cocaína y al momento de practicarse la detención se incurre en algún error formal por parte de la policía, el juez declara ilegal la detención. Y se supone que esa prueba jamás fue incautada porque el imputado nunca pudo estar detenido. Ello significa que no es posible usarla como tal en el proceso.  



Por consiguiente, dicho procedimiento impide utilizar elementos probatorios que son fundamentales. Y esto ha ocurrido en muchas oportunidades. 



Voy a relatar un caso real.



En el aeropuerto Arturo Merino Benítez se practicó control de identidad a una persona de nacionalidad extranjera y se la sorprendió portando varios kilos de cocaína. Cuando es detenida y llevada ante el juez de garantía, este le pregunta al policía qué antecedentes tenía para solicitar que se practicara el control de identidad. El funcionario responde: “La verdad es que, de acuerdo con nuestra experiencia, por las características que observé, creí prudente pedir este control de identidad”. Y ante la siguiente consulta del magistrado: “¿Pero usted tenía indicios de que esta persona portaba la cocaína?”, contesta: “No, pero mi experiencia me señalaba que las circunstancias del caso” -cuestión que nosotros modificamos- “ameritaban el control de identidad”. Y como al efectuar ese control se permite el registro, al llevarlo a cabo se le encontró la cocaína.



El juez de garantía consideró ilegal la detención por estimar que no hubo indicios de que el imputado portara cocaína, a pesar de habérsele sorprendido con esa sustancia.



Entonces, automáticamente, la persona no solo quedó en libertad, sino que la prueba perdió valor, por haber sido incautada en una diligencia declarada ilegal. 



Y se dio el caso de que ese extranjero quedó en libertad y, en consecuencia, prófugo de la justicia. Después se emitió la orden de detención, pero no existía prueba para inculparlo por cuanto la cocaína, a causa de la forma en que se la detectó, no se estimó una prueba legalmente válida. Algo que, según el sentido común, no tiene explicación alguna.



Por esa razón, el Ministerio Público ha pedido que, sin perjuicio del derecho que tienen los jueces -siempre- de declarar legal o ilegal una detención de conformidad con la ley, se permita a los fiscales apelar de la resolución del magistrado que la declare ilegal. Y el efecto de tal apelación va a significar la vigencia de la prueba, si la Corte de Apelaciones dictamina la legalidad de la detención declarada inicialmente ilegal por el juez de garantía.



Por lo tanto, es una norma de extraordinaria importancia, como lo expresaron reiteradamente todos los representantes del Ministerio Público que concurrieron a la Comisión de Constitución.



Y, como se ha dicho, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes del mencionado órgano técnico. 



Entiendo que el Senador señor Gómez votó en contra más bien por un asunto de carácter formal que existía en ese momento. No recuerdo si ello se debió a la inclusión de un abogado asistente del fiscal dentro de esta facultad. No obstante, sobre el tema de fondo hubo consenso en la Comisión. Por ello se registró solo una abstención y los restantes miembros nos pronunciamos a favor. 



Me parece que dicho precepto es absolutamente razonable y necesario para evitar situaciones jurídicas como las señaladas, que han permitido que delincuentes peligrosos queden libres a pesar de haber sido sorprendidos con las especies robadas, hurtadas y, muchas veces, en delitos de tráfico de drogas importantes. 



Por ese motivo, solicito su aprobación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en realidad no voté en contra de la norma, sino que me abstuve. Y voy a explicar por qué lo hice.

En la Comisión de Constitución constatamos que en aquellos casos, como los explicados por el Senador señor Espina, en que se produce una detención que el juez ha declarado ilegal, conforme a la ley vigente, la persona sale en libertad desde el propio tribunal. Y resulta prácticamente imposible iniciar con posterioridad el proceso investigativo por cuanto la detención ha sido declarada ilegal y, por tanto, también adquieren dicho carácter los antecedentes allegados al tribunal en ese momento.



¿Y cómo se soluciona este problema?



En la Comisión establecimos el criterio de que aun cuando el juez de garantía hubiera declarado la ilegalidad de la detención, inmediatamente el fiscal puede continuar la acción en el mismo acto. Por lo tanto, el efecto negativo de tal declaración, en el sentido de que  la persona quede en libertad y pueda irse a su casa, queda solucionado con lo preceptuado en el artículo anterior.



Este expresa lo siguiente: “En todo caso, la declaración de ilegalidad de la detención no impedirá que el fiscal o el abogado asistente del fiscal puedan formalizar la investigación y solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior…”. Luego establece: “La declaración de ilegalidad de la detención no producirá efecto de cosa juzgada en relación con las solicitudes de exclusión de prueba que se hagan oportunamente, de conformidad con lo previsto en el artículo 276.”.



¿Cuál es el punto en cuestión?



A mí me parece que si solucionamos el problema desde el punto de vista de la acción penal y de la continuidad de la investigación en forma inmediata, el establecer el criterio de la apelación de la ilegalidad puede ser contraproducente para la propia investigación.



Porque si se inicia la investigación, se continúa el procedimiento, se reúnen las pruebas y en el proceso el tribunal de alzada determina que esa detención fue ilegal, todo lo obrado hasta ese instante quedará imposibilitado de seguir avanzando.



Por tanto, establecer una apelación en este caso, cuando ya está resuelto, cuando el sentido indica que debe continuarse con la investigación para, en definitiva, llevar a juicio a quien cometió el delito, resulta contraproducente y puede significar un problema para la fiscalía y los funcionarios policiales. Se dice que las Cortes de Apelaciones establecerán el criterio jurisprudencial. Pero no es así. Ellas no establecen criterios jurisprudenciales en Chile, y habrá gran cantidad de distintas resoluciones que entorpecerán la investigación policial y la continuidad del juicio.



Por eso me abstuve. Porque creo que con ello se obstaculizará el sistema.



Asimismo, me parece impresentable desde el punto de vista del Derecho, en caso de aprobarse la norma, que se disponga la posibilidad de apelar solo para el fiscal y el abogado asistente. Eso es ir contra los derechos básicos de la bilateralidad de las audiencias, de las capacidades de la partes, de la igualdad de armas. Porque si finalmente se instituye la apelación, esta no puede ser establecida solo para una de las partes.



En definitiva, señor Presidente, el establecimiento de una apelación en este caso significa darle una segunda vuelta a un asunto que ya está resuelto, que se puede investigar; en el que es posible llevar adelante el juicio; incluso, tomar medidas cautelares directamente. Entonces, no es lógico inducir a la apelación, desde el punto de vista práctico y de lo que a nosotros nos interesaba: la continuación de la investigación.



Por eso me abstuve, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en forma muy breve analizaré dos argumentos planteados por el Presidente de la Comisión de Constitución.



Su Señoría señaló que uno de los problemas que implicaría aprobar esta disposición es que se podría producir un efecto contrario en la investigación. Porque si una detención declarada legal resulta anulada posteriormente por la Corte de Apelaciones en la revisión de la resolución, todo el trabajo de investigación que se hubiese efectuado quedaría excluido.



Sin embargo, creo que hay un error en lo planteado por el Senador señor Gómez, porque el artículo 132 bis solo dice relación a la detención declarada ilegal. Por lo tanto, el efecto que él quiere precaver no se producirá nunca, pues si la detención es declarada legal no procede la apelación; solo tiene lugar en el caso de la ilegalidad.



Y respecto a la falta de equivalencia entre las partes, en cuanto a que solo el fiscal o el asistente del fiscal cuentan con la posibilidad de apelar de una detención ilegal, cabe mencionar que la otra parte, llámese imputado o del modo que se señale, en el caso que no se hayan cumplido las condiciones y requisitos de la detención tiene el recurso de amparo, que es igual o más poderoso para efectos procesales que la apelación de una detención ilegal. 



Por consiguiente, no es que se produzca un desequilibrio entre las partes, sino que los recursos hay que verlos en su conjunto. 



Entonces, si un imputado quiere reclamar de una detención ilegal tiene la posibilidad de recurrir de amparo, que es, como recurso, tremendamente más fuerte que la apelación de que estamos proveyendo al fiscal y a su asistente.



Por lo tanto, no se produce esa supuesta falta de equilibrio.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, para efectos de la historia de la ley, esta discusión presenta como singularidad el hecho de que aun habiendo dos posiciones distintas respecto a cómo votar, las argumentaciones de quienes me han precedido en el uso de la palabra persiguen la misma finalidad, concurren a un mismo fin, lo que en términos jurídicos se llama teleología.



Sin embargo, yo creo que la cuestión está claramente resuelta en el inciso final del artículo 132. Porque dice “En todo caso, la declaración de ilegalidad de la detención no impedirá que el fiscal o abogado asistente del fiscal puedan formalizar la investigación y solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, pero no podrán solicitar la ampliación de la detención. La declaración de ilegalidad de la detención no producirá efecto de cosa juzgada en relación con las solicitudes de exclusión de prueba que se hagan oportunamente, de conformidad con lo previsto en el artículo 276.”. 



Por lo tanto, como este precepto, en su párrafo final, a partir del punto seguido, no hace diferencia en quién dictamina la declaración de ilegalidad, sea el tribunal de primera instancia, sea el tribunal de apelación, a mi entender el efecto temido por el Senador señor Gómez y en el sentido en que él busca una eficiencia y eficacia de la norma, queda salvado en el inciso final del artículo 132. 



A mí me hace peso que como todas las intervenciones persiguen hacer válida la prueba obtenida, no atenta contra ello la disposición del artículo 132 bis. Además, desde el punto de vista de la historia de la ley y, por lo tanto, de su eficacia, debe entenderse que no existe ninguna incongruencia entre la disposición que se está discutiendo y el texto del artículo 132.



Por ello, voy a votar a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina por un minuto porque ya había intervenido.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve. 



Yo solo quiero señalar lo siguiente.



Uno de los graves problemas que tiene hoy día el sistema judicial es el de que jueces de garantía declaran ilegales detenciones que son legales.



Eso ha sido confirmado por resoluciones judiciales de los tribunales superiores de justicia, que conocen del asunto por la vía del recurso de hecho; es uno de los debates importantes que han surgido, y constituye uno de los grandes requerimientos formulados por la Fiscalía para actuar en contra de los delincuentes, en el sentido de que se le dé la oportunidad de apelar, porque ello es garantía de que una detención declarada ilegal pueda el día de mañana ser considerada legal para los efectos del juicio oral.



Entonces, si la Fiscalía nos dice que la norma en comento es oportuna; si se estima que constituye un paso relevante para asegurar que delincuentes peligrosos queden en la cárcel; si la persona detenida equivocadamente tiene el recurso constitucional del amparo, no veo por qué vamos a negar a aquella una herramienta que está solicitando y que considera fundamental para actuar contra la delincuencia.



Señor Presidente, después de estudiar el tema a fondo, uno se da cuenta de que el recurso de apelación que se plantea es un elemento clave para que el tribunal superior corrija los errores cometidos por algunos jueces de garantía.



Por esa razón, me parece que la norma en debate debe ser aprobada. Y, por cierto, coincido con la argumentación del Senador señor Vásquez, que, desde el punto de vista jurídico, es impecable en cuanto a la concordancia entre las disposiciones señaladas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación la propuesta de la Comisión que sustituye el número 5) del artículo 2º.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Advierto a Sus Señorías que, si no se reuniera el quórum requerido, la disposición pertinente quedaría rechazada.

El señor NAVARRO.- ¡Que se toquen los timbres, señor Presidente!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Están sonando hace rato, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Se puede suspender la sesión.

El señor ESPINA.- Entiendo que se encuentran funcionando Subcomisiones de Presupuestos, señor Presidente. De modo que le pido suspender la sesión por dos o tres minutos para los efectos de llamar a los Senadores que están analizando el proyecto respectivo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No es posible suspenderla en medio de una votación, Su Señoría. 



En todo caso, se les llamará de inmediato.

El señor ESPINA.- Ese punto puede resolverlo la unanimidad de la Sala.

El señor ÁVILA.- ¡Siempre que haya lugar…!

El señor ESPINA.- Obviamente.



¿No hay quórum para qué, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se requieren 22 votos para aprobar la norma sugerida por la Comisión, pues tiene rango orgánico constitucional.



Hasta el momento han votado 20 Senadores.

El señor ESPINA.- ¿Por qué es de quórum especial una norma que establece un recurso de apelación?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, en el informe está específicamente determinado que la disposición es de quórum especial.



Se dice: “NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: tienen carácter orgánico constitucional, por referirse a la organización y atribuciones del Ministerio Público, los números 4), 5), 12)”, etcétera. Y, precisamente, se está votando el número 5).

El señor NÚÑEZ.- ¡Está claro!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido suspender…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No se puede, señor Senador.

El señor ESPINA.- Estoy hablando con el Presidente, señor Secretario, si usted me lo permite. Se lo digo con todo afecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No es posible suspender la votación, porque ya fue abierta.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, ¿por qué no recaba la unanimidad de la Sala para suspender la votación? Eso se ha hecho en otras oportunidades.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Tampoco se puede, señor Senador.

El señor PROKURICA.- ¡Suspéndala!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Soy Presidente, Su Señoría, no dictador.

El señor NÚÑEZ.- ¿Cuántos votos faltan?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Dos, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¡Que se toquen los timbres!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Están sonando, señor Senador.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, no pueden funcionar Comisiones si en la Sala se están votando normas de quórum especial.

El señor PROKURICA.- ¡Así es!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La Mesa no ha autorizado hoy día el funcionamiento paralelo de ninguna Comisión.

El señor ORPIS.- Debería quedar expresamente establecido, aun cuando no se trate de algo formal, que mientras existan votaciones de quórum especial…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Repito, señor Senador: hoy no he autorizado a ninguna Comisión para sesionar simultáneamente con la Sala. Ello, con la salvedad de que esté funcionando la Comisión Mixta de Presupuestos.

El señor ÁVILA.- ¡Ese es el funcionamiento fáctico de las Comisiones…!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la propuesta de la Comisión consistente en sustituir por otro el número 5) del artículo 2º (22 votos a favor y 5 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Ávila, Gazmuri, Gómez y Pizarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, en el número 7) del artículo 2º, la Comisión propone consignar la siguiente letra c): “Que existen antecedentes calificados que permitieren al tribunal considerar que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación, o que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido, o que existe peligro de que el imputado se dé a la fuga, conforme a las disposiciones de los incisos siguientes.”.



Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, y los votos en contra de los Honorables señores Espina y Larraín.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Si entiendo bien al señor Secretario, estamos en la letra c) del artículo 140.



¿Es así?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Senador.

El señor ESPINA.- Nosotros estamos a favor de esa norma. Lo que ocurre es que hubo una votación a raíz de un problema de ubicación.



Se trata de una indicación de la Honorable señora Alvear.



Estamos hablando de la prisión preventiva. La señora Senadora incorporaba en la letra c), como elemento para los efectos de ordenar la prisión preventiva, la existencia de “antecedentes calificados que permitieren al tribunal considerar que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación, o que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido”. Y a ello agregaba una disposición que nosotros añadíamos en otro artículo. Entonces, se trataba de un problema de ubicación de la norma. Pero en cuanto al contenido había plena coincidencia.



Sugiero, por tanto, que aprobemos esta disposición, que incorpora, como otra causal para decretar la prisión preventiva, la de “que existe peligro de que el imputado se dé a la fuga, conforme a las disposiciones de los incisos siguientes”.



Reitero que nos encontrábamos discutiendo acerca de un problema de ubicación en el texto. Pero luego de concordar esta, en mi opinión -no sé si el Senador señor Larraín la comparte-, la norma debiera ser aprobada. Porque todos coincidíamos en que estaba bien el contenido, y finalmente nos pusimos de acuerdo con respecto a la ubicación.



En tal virtud, la aprobación podría ser unánime.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se aprobará la propuesta de la Comisión respecto a la letra c) del artículo 140, incluida en el Nº 7) del artículo 2º del proyecto.



--Se aprueba.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde ocuparse en el inciso que expresa: “Se entenderá especialmente que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, cuando los delitos imputados tengan asignada pena de crimen en la ley que los consagra; cuando el imputado hubiere sido condenado con anterioridad por delito al que la ley señale igual o mayor pena, sea que la hubiere cumplido efectivamente o no; cuando se encontrare sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley”.



Esta norma fue aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y el voto en contra de la Honorable señora Alvear.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que esto también lo arreglamos. Y quiero explicarlo.



La disposición vigente establece “la gravedad de la pena asignada al delito” dentro de los elementos que el juez ha de tener en consideración cuando decide que un imputado sea mantenido en prisión preventiva por estimarse que su conducta delictual constituye un peligro para la seguridad de la población.



El texto que se propone divide eso en dos circunstancias distintas.



La primera mantiene ese criterio. Y dice: “Para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, el tribunal deberá considerar especialmente alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito”, etcétera. Se conserva la norma vigente. O sea, el juez ha de tomar en cuenta la gravedad de la pena fijada al delito como factor para determinar que el imputado debe quedar en prisión preventiva porque su libertad pone en riesgo la seguridad de la población.



Y luego se agrega otra disposición, proveniente de la Cámara de Diputados, mediante la cual se determina cuándo “Se entenderá especialmente que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad”. En el fondo, se le señala al magistrado: “Usted tiene que considerar la gravedad del delito, pero especialmente la circunstancia de que este tenga asignada pena de crimen (sobre cinco años de cárcel). En ese caso, debe tomar muy en cuenta dicho factor. Y, en segundo lugar, también ha de considerar que la persona no haya sido condenada anteriormente por un delito igual a aquel por el cual se le está juzgando”.



¿Cuál es el cambio que se hace? Que, en el caso de la ley vigente, los magistrados interpretan que el imputado debe haber cumplido efectivamente la pena en la cárcel. O sea, se puede dar el absurdo de que, respecto de una persona condenada por violación y que haya gozado de una pena alternativa, por no haber mediado el encarcelamiento efectivo se estime, pese a la gravedad de tal ilícito, que ese no es un elemento a considerar para mantenerla en prisión preventiva.



Esas son las dos modificaciones que plantea la norma en debate.



Tengo la impresión -la Senadora señora Alvear podrá corregirme- de que, cuando ordenamos y concordamos estas disposiciones, establecimos la regla general, que es la gravedad del delito, y una situación calificada, cual es que el ilícito tenga asignada una pena de crimen, superior a cinco años de cárcel. A nuestro juicio, resulta evidente que el juez debe tener en cuenta aquello como un factor para dejar a un delincuente en prisión preventiva.



Ese es el punto de discrepancia.



Pienso que la norma en análisis resulta extraordinariamente útil a los efectos de evitar que delincuentes peligrosos que pueden recibir condenas a penas de más de cinco años sean dejados en libertad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, al tenor del debate que se generó en la Comisión, expresamos nuestro parecer en el sentido de que nos parece muy amplia la norma donde se fija la pena de crimen como factor a considerarse. Ello, porque puede incluir delitos cometidos por ciertos funcionarios públicos, inclusive de rango ministerial.



Estimo que ese debe ser un elemento que ha de valorar el juez y, al mismo tiempo, que tiene que ser tarea de la Fiscalía el llevar todos los antecedentes respectivos para que se decida sobre el particular.



Por eso voté contra la disposición en debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, creo que todos estamos cansados de que se deje en libertad a personas que constituyen un peligro para la sociedad, que delinquen una y otra vez y salen a los pocos días para seguir haciéndolo.



Sin embargo, me llama la atención la redacción del inciso que nos ocupa. Porque se señala que se entenderá especialmente que la persona es un peligro para la sociedad cuando goza de alguna medida cautelar. Pero, por ejemplo, es factible que alguien acusado de fraude al Fisco se encuentre con una medida de tal índole, o haya sido procesado o, incluso, condenado. Por cierto, el fraude al Fisco es inaceptable y debiera tener penas más duras. Pero no me parece que quien comete ese delito constituya un peligro para la sociedad. Son conceptos distintos.



Por lo tanto, mi duda va en el mismo sentido de lo recién planteado por la Senadora señora Alvear.



Pienso que hay que tratar de afinar la norma, de manera de conseguir que estén “adentro” quienes realmente pueden causar daño a raíz de crímenes, robos, asaltos. Pero tengo la sensación de que con la norma propuesta un acusado por giro doloso de cheques o por estafa va a ser considerado peligro para la sociedad.



En definitiva, pienso que se trata de conceptos distintos que aquí se están mezclando. Y eso me llama la atención.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, desde mi punto de vista, el artículo 140 recoge una gran aspiración que se está manifestando en el último tiempo dentro de la sociedad chilena en el ámbito de la seguridad ciudadana.



Cuando se aprobó la reforma procesal penal, el Parlamento hizo la gran apuesta de entregar al criterio del juez la decisión acerca de quién constituía peligro para la sociedad. 



Todos hemos visto lo que ha ocurrido: en términos generales, se adopta una postura garantista, y personas con antecedentes previos, que no cumplían ninguna condición para obtener la libertad y que objetivamente son un peligro para la sociedad, deambulan por las calles.



¿Qué hace la norma propuesta? En definitiva -y allí radica su valor-, acota esa libertad de los jueces. Porque el Parlamento y el Estado chileno se las otorgó, pero no supieron utilizarla como correspondía. Por lo tanto, hoy día la estamos restringiendo, y fijando y acotando los criterios para ver quién constituye o no un peligro para la sociedad.



Quisiera complementar esta norma, señor Presidente, con la del artículo 149, pues la considero tan relevante como la del artículo 140, en especial en el Norte.



¿Qué ha ocurrido hasta hoy cuando un juez otorga una libertad? En ese instante, la persona sale caminando del tribunal. Y lo más probable es que muchos evadan la acción de la justicia. Y digo que ello es en particular delicado en el Norte porque, al estar a 40 ó 50 kilómetros de Tacna, no solo se elude a la justicia en Chile, sino que también, al final, sobre todo tratándose de delitos vinculados al narcotráfico y de integrantes de organizaciones dedicadas a esa actividad, estos terminan saliendo del país y es imposible ubicarlos y someterlos a juicio.



¿Qué hace el artículo 149? Si en la audiencia se otorga la libertad a alguien que no constituye un peligro para la sociedad, según el criterio del juez, pero que sí reviste ese carácter para el Ministerio Público, se recurre a la Corte de Apelaciones, y no se obtendrá el beneficio hasta que ese tribunal superior se pronuncie.



En consecuencia, existen mayores resguardos en el artículo 140, respecto de los criterios para considerar quién constituye un peligro para la sociedad, pero el artículo 149 también garantiza que no se va a evadir la acción de la justicia.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde votar.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente? Deseo aclarar la duda...

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene un minuto, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ... que, con toda razón, expuso la Senadora señora Matthei.



La circunstancia de la norma es la siguiente: una persona comete un delito y el tribunal decide dejarla en libertad y aplicarle una medida cautelar -se trata solo de parámetros para el magistrado, no de disposiciones obligatorias-, como la de firmar todos los meses en el tribunal. Si ese individuo, aprovechándose de la circunstancia de quedar libre, comete otro delito, estamos en presencia de alguien a quien se le había señalado que, en consideración a incurrir en su primera acción ilícita, no era un peligro para la sociedad. Es del todo razonable, en consecuencia, que el legislador le dé al juez la oportunidad de determinar que ese sujeto sí constituye tal peligro.



Si aquí la ley no está obligando al magistrado: solo le está diciendo que tenga en consideración un antecedente.



De lo contrario, no nos quejemos después de que los jueces manifiesten no tener herramientas para dejar presos a reincidentes. Porque si la norma de que se trata no existiera y el Senador que habla fuese abogado defensor, le señalaría al magistrado que no cuenta con atribuciones para dejar preso a un delincuente que, habiendo estado en libertad a pesar de haber cometido un delito y mientras duraba el juicio, volvió a delinquir. Y el juez diría que el legislador -reitero- no le ha dado las facultades necesarias.



La norma en análisis, entonces, otorga más atribuciones a los magistrados.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que en esta materia uno no puede abrigar dudas.



Ahora, si el juez tiene criterio, va a aplicarlo en los casos que corresponda. Y si lo hace mal, existen recursos que las partes pueden interponer.



Pero una de las cosas que los jueces manifiestan al Congreso es: “Ustedes no nos dan las herramientas para poder actuar, de modo que no se quejen después cuando dejemos libres a los delincuentes.”.



Por esa razón, señor Presidente, esta norma, pedida por la Fiscalía, fue analizada en la Comisión de Constitución y aprobada por 4 votos contra uno.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 24 votos contra 2 y una abstención, se aprueba la proposición de la Comisión de Constitución respecto del inciso cuarto del artículo 140.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa la señora Alvear y el señor Pizarro.



Se abstuvo la señora Matthei.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Constitución propone sustituir el número 9) del artículo 2º por el siguiente:



“9) Agréganse al artículo 149 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:”.



El inciso segundo señala:



“Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y los de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen, el imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto  a disposición del tribunal en calidad de detenido. El recurso de apelación contra esta resolución deberá interponerse en la misma audiencia.”.



La indicación Nº 51 fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto, y los pronunciamientos en contra de los Senadores señora Alvear y señor Gómez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero ser bien franco: en mi opinión; este constituye el artículo más importante de la llamada “Ley Corta”. Puedo estar equivocado, pero ese es mi punto de vista.



¿Cuál es la razón de ello? Uno de los graves problemas en la legislación vigente es que, cuando la Fiscalía solicita la prisión preventiva de un delincuente y el magistrado decreta la libertad, al sujeto no lo encuentran nunca más con posterioridad, aunque se recurra a la Corte de Apelaciones y esta modifique el criterio del juez de garantía.



Y aquí se hallan presentes distinguidos señores Senadores de la Primera Región, donde sucedió un caso simplemente patético: en más de 50 oportunidades, la Corte de Apelaciones de Arica revocó las resoluciones de un juez de garantía que dejó libres a traficantes de drogas. O sea, le manifestó que debería haberlos dejado en prisión preventiva.



Lo ocurrido con ese magistrado, que debió ser expulsado del Poder Judicial, no quita que nos enfrentemos a una realidad: los jueces no son intocables. Y si se equivocan, un superior jerárquico tiene derecho a enmendarles sus resoluciones. Pero eso resulta absurdo en el caso de Arica, porque, cuando fueron a buscar a los traficantes de drogas -los mismos respecto de los cuales sostenemos que envenenan la salud, el alma y la vida de los jóvenes-, estos habían desaparecido.



Y el año pasado, en esta misma materia, hubo más de 485 casos de delitos graves en que las resoluciones que dejaban libres a delincuentes peligrosos fueron revocadas por la Corte de Apelaciones respectiva, pero a esas personas no las encontraron nunca más.



La proporción en que dicho tribunal revocó resoluciones de esa índole en la Región Metropolitana fue la siguiente: en agosto de 2006, 60 por ciento; en julio de 2006, 56 por ciento; en mayo de 2006, 63 por ciento, llegándose en octubre de 2005 a 81 por ciento. Y cuando iban a buscar a los acusados –repito- no los encontraban nunca más.



La norma en estudio establece, en primer lugar, un recurso de apelación, como el que existe hoy. Y luego, en cuanto a los delitos de secuestro, sustracción de menores de 18 años, violación, abuso sexual, parricidio, homicidio, robo con violencia o intimidación a las personas y de drogas de tráfico duro -o sea, con penas de crimen, no microtráfico-, el legislador le señala al juez de garantía que si otorga la libertad a un delincuente cuando la víctima o la Fiscalía han pedido la prisión preventiva y esta última apela, no se va a hacer efectiva tal decisión hasta que se pronuncie la Corte de Apelaciones.



Pero, además, se le pone a la Fiscalía una limitante en el sentido de que dicho recurso debe presentarlo en la misma audiencia. Es decir, en el caso concreto del asalto a mano armada a una propiedad privada en el cual la víctima o la Fiscalía piden la prisión preventiva del delincuente por ser un peligro para la sociedad y en que el juez decreta la libertad de este, el sujeto, si una u otra apelan en la misma audiencia, no saldrá libre hasta que en las 24 horas siguientes -por existir un reo preso- se pronuncie la Corte de Apelaciones respectiva.



En cuanto al resto de los delitos se aplica la norma habitual. Pero, tratándose de aquellos de extrema gravedad a que se hace referencia, es de sentido común que la ley conceda a la gente un amparo en el sentido de que una decisión de tal magnitud sea definida por un tribunal jerárquicamente superior: la Corte de Apelaciones. 



Lo anterior dice relación a la principal causa por la cual los delincuentes entran y salen permanentemente de la cárcel. 



Sobre el particular, algunos jueces de garantía culpan al Congreso. Señalan que carecen de herramientas; que se encuentran atados de manos.



Algunos Ministros de Corte de Apelaciones y de la Corte Suprema han opinado que esta norma sería positiva tratándose de delitos graves, porque se considera fundamental que exista la posibilidad de revisar las resoluciones y que el delincuente no se arranque.



Y sobre eso debemos pronunciarnos: el otorgamiento de una facultad para que resuelvan las Cortes de Apelaciones, siempre y cuando la Fiscalía o la víctima apelen. Si ello no ocurre porque se considera que está bien que el delincuente quede libre, allá la víctima o la Fiscalía, que no cumple con su deber o lo hace mal. 



A mi juicio, señor Presidente, esta es la disposición más importante del proyecto, por lo que votaré que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, de verdad se trata una disposición trascendente, por lo que me pronunciaré a favor. 



Sin embargo, al escuchar al Senador señor Espina, uno se pregunta cuál es el sistema de remoción de los jueces de garantía. Porque un magistrado al que le han revocado en 50 oportunidades sus decisiones es, obviamente, alguien que no debería continuar manteniendo esa calidad, en la medida en que su criterio no es el adecuado para cumplir con su deber.



Recién consulté sobre el particular, y me da la impresión de que no existe ninguna forma de remover a un juez por su mal criterio. Al final, entonces, es la sociedad la que paga los costos por tener malos jueces. 



Creo que es un tema que deberíamos abordar en su origen. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, comparto con el Senador señor Espina el que el precepto en discusión es, sin duda, el más importante en las modificaciones que estamos votando. Y creo que todo lo aprobado en el artículo 140 perderá su valor si no acogemos lo establecido en el artículo 149.



Por otro lado, quiero referirme directamente a lo planteado por mi Honorable colega sobre lo ocurrido en el norte. 



Un año antes de que removieran al juez Vargas -magistrado al que se hacía alusión, concretamente- entregué todos los antecedentes a la Corte Suprema, que los remitió a la Corte de Apelaciones de Arica. Fue una respuesta formal, a pesar de que prácticamente todas las resoluciones de dicho juez de garantía habían sido revocadas por este último tribunal. 



No se hizo nada durante un año y medio, y debimos lamentar que personas que formaban parte de organizaciones de narcotráfico siguieran delinquiendo a diestra y siniestra o se arrancaran a Perú o a Bolivia. 



Sin embargo, más allá de ese caso en particular, soy partidario de incorporar en la norma al microtráfico, por la masificación que ha experimentado, y estoy en desacuerdo con que solo se haya considerado al tráfico duro, lo cual quiero dejar establecido para los efectos de la discusión. 



En cuanto al tema de fondo, señor Presidente, aquí ha quedado en evidencia el excesivo garantismo de los jueces, y me parece prudente que, desde un punto de vista legislativo, establezcamos un equilibrio. 



Si los magistrados tienen una visión garantista, pues bien, que sea un organismo colegiado el que, en definitiva, determine o no, respecto de delitos graves, la libertad de personas que constituyen objetivamente un peligro para la sociedad. Porque hoy día, conforme a la legislación vigente, los jueces de garantía dictan resoluciones con libertad absoluta, y hemos conocido las aberraciones cometidas sobre esa base.



La sociedad tiene derecho a defenderse, y una manera de hacerlo es que, al menos respecto de este tipo de delitos, la apelación sea resuelta por un organismo colegiado, es decir, que no sea un tribunal unipersonal el depositario de la verdad absoluta para otorgar o no la libertad.



La fórmula que señalo me parece equilibrada y prudente para los niveles de inseguridad ciudadana que se viven en este minuto. Por eso, considero a la norma como una de las más importantes.



Votaré favorablemente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, entiendo que estamos votando el inciso segundo del artículo 149, y no el tercero. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es, señor Senador, pues este último se aprobó por unanimidad. 

El señor VÁSQUEZ.- Gracias, señor Secretario. 



Se trata de los casos en que antiguamente mediaba la obligación de la consulta para el otorgamiento de la “libertad bajo fianza”, como se llamaba entonces, o libertad provisional.



Debo manifestar que concuerdo con la norma en debate, teniendo presente que se trata precisamente de situaciones graves en que el mal criterio de una persona puede afectar investigaciones bastante serias no solo con relación al narcotráfico -que es lo más importante, evidentemente-, pues también existe otro tipo de delitos que quizás no han sido señalados en forma tan remarcada, como los de secuestro, violación, abusos sexuales y similares.



Por lo tanto, sobre la base de un parámetro de la antigua legislación y de la actual, creo que la disposición en análisis protege la posibilidad de una revisión respecto de delitos excesivamente graves -deben estar sancionados necesariamente con pena de crimen-, de modo que votaré favorablemente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, debo expresar que comparto absolutamente la afirmación en cuanto a la existencia de casos en que es evidente que debió haberse decretado la prisión preventiva. Y hemos conocido situaciones como las aquí descritas, que han sido noticia por tratarse de hechos que no deberían ocurrir.



Pero también quiero llamar la atención en el sentido de que en la gran mayoría de los casos -los que no salen en televisión- se resuelven correctamente. Y tanto es así que, a partir de la vigencia de la reforma procesal penal, se ha duplicado la cantidad de personas privadas de libertad, con la ventaja de que hoy son más los condenados que los procesados. Ese era uno de los objetivos que se buscaban, sin lugar a dudas: procesos más cortos, para lograr o la absolución o la condena de una persona. 



Sin embargo, el descriterio de algunos jueces no debe llevarnos a tomar decisiones arbitrarias e injustas. Porque pasarnos para la otra punta puede traer consecuencias no deseadas.



Deseo insistir, señor Presidente -y lo recalco-, en que es muy importante que los fiscales efectúen su tarea. Porque en muchas ocasiones -y quiero decirlo fuerte- no la hacen en forma adecuada y llegan con casos que no incluyen todos los antecedentes necesarios para que el tribunal tome una determinación. 
Si cualquiera de nosotros fuera juez y no nos trajesen los antecedentes respectivos, naturalmente que otorgaríamos la libertad.



No me estoy refiriendo a las situaciones excepcionales planteadas por el Senador señor Espina, que, evidentemente, corresponden a descriterios que deben ser corregidos. Y la Corte Suprema debiese -para eso existen sistemas adecuados- tomar en consideración esos antecedentes.



Quiero llamar la atención sobre los efectos que podría provocar una norma como la planteada. 



Si el día de mañana una persona que está libre es citada a una audiencia donde es formalizada y el juez niega la solicitud de prisión preventiva, esa persona quedará, en definitiva, detenida en tanto la Corte no resuelva su situación.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señora Senadora?

La señora ALVEAR.- ¿Me deja terminar, Su Señoría?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hay que pedir la palabra, señor Senador.

La señora ALVEAR.- Estamos en votación y estoy fundamentando mi posición.



Decía que la norma puede significar, si se ha pedido prisión preventiva, que la persona citada al tribunal quede privada de libertad hasta que se realice la audiencia pertinente.



Es indispensable hacer todas las correcciones que sean necesarias para lograr juicios más eficientes y más certeros y para una mayor eficiencia judicial, de manera de obtener lo que se busca, que, entre paréntesis, quiero decir que se alcanza. ¡Por Dios que es importante tener hoy un promedio de 93 días para la resolución de los procesos, si se lo compara con el plazo de años que había que esperar en los antiguos juicios penales!





Sin embargo, señor Presidente, hay que tener en consideración el conjunto de antecedentes existentes antes de tomar una decisión que, por querer corregir la mala actuación de algunos jueces, puede llevar a situaciones que no queremos en este Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, he estado revisando el informe de la Comisión. Y a pesar de que aparece mi voto en contra, la verdad es que la mayoría estuvo de acuerdo en establecer el criterio planteado. Se estimó indispensable que en ciertos delitos hubiera un criterio más restrictivo cuando un individuo se encontrara detenido y el juez tuviera la posibilidad de dejarlo en libertad. Me refiero a delitos como el secuestro, la sustracción de menores, la violación, la violación calificada, el parricidio, el homicidio, el robo con violencia o intimidación calificado, el narcotráfico, en fin. Hay una serie de delitos en los cuales nos pareció que, bajo ciertas circunstancias y cumpliéndose los requisitos que se establecen en la norma, antes de dejar en libertad a un imputado se debía concurrir a la Corte de Apelaciones.



Por eso, señor Presidente, quería corregir lo que figura en el informe en cuanto al sentido de mi voto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, coincido con quienes han manifestado que la norma en votación es absolutamente central en el proyecto. Porque, precisamente, la idea de la “puerta giratoria” tiene que ver con esto de que se detenga a una persona, de que esta sea formalizada y, sin embargo, por aplicación de la reforma procesal penal, que lleva envuelto el espíritu de garantizar los derechos de los imputados, el juez la deje en libertad. Y ello, independiente del delito que se haya cometido. 



Ese es, justamente, el tema en cuestión. Porque cuando se trata de delitos menores -por así decirlo- uno podría comprender esa situación. Pero cuando se trata de delitos graves, es la seguridad ciudadana la que se ve amenazada. Es la gente la que siente la impotencia de ver que una persona cometió un delito grave, que así lo reconoce el juez y por eso la formaliza y que, no obstante, la deja en libertad. Y esto es extremadamente delicado, porque, dentro del esquema en vigor, no hay posibilidad de apelar.



Por eso, junto con el Senador señor Espina presentamos una indicación que busca regular la situación para los casos más graves. Aquí ya se han señalado. No quiero reiterar la lista, pero no son muchos, aunque, para ser franco, yo hubiera preferido que no hubiera límite. Pero, entendiendo las objeciones y para tratar de buscar un acuerdo, circunscribimos la norma a los delitos más graves, para que respecto de ellos, a lo menos, cuando se interpusiera apelación, el juez no pudiera decretar la libertad mientras el recurso no fuera resuelto.



Me parece que eso es básico. Y no estamos hablando de cualquier delito. Aquí los jueces de garantía tienen que entender que no solamente deben mirar la justicia desde el punto de vista del caso específico de que se trata, sino también desde la perspectiva de la comunidad, de la cual igualmente son responsables.



Muchas veces -lo he dicho y, aunque parezca duro, lo reitero-, el peligro para la sociedad, cuando se dan fallos en que se deja en libertad a autores de delitos graves, son los jueces. Son los jueces -algunos, en ciertos casos- los que se están convirtiendo en un peligro para la sociedad. Y la única manera de frenar eso, por la comunidad, por la tranquilidad de la gente, es limitando sus atribuciones. Y aquello es, precisamente, lo que se está propiciando con la norma en votación.



Quiero señalar que la situación planteada por la Honorable señora Alvear a propósito de lo expuesto por el Defensor Nacional en el sentido de que un imputado podría llegar a una audiencia de formalización sin haber mediado detención alguna y, producto de esta norma, quedar detenido, se encuentra expresamente exceptuada, justamente a raíz del planteamiento efectuado por el Defensor Nacional. Es una circunstancia que no abordaba la proposición, pero que, cuando se hizo presente, fue incorporada.



La disposición expresa: “Tratándose de los delitos” mencionados, “que tengan pena de crimen,” -es decir, delitos graves- “el imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto a disposición del tribunal en calidad de detenido”.



En consecuencia, si una persona es citada a una audiencia y ahí es formalizada, puede quedar en libertad, a diferencia de lo que aquí se ha señalado. Aclaro esto porque, efectivamente, esa fue una hipótesis que formuló el Defensor Nacional y que nosotros incorporamos en la indicación. Y así lo entendió la mayoría de la Comisión.



Estamos hablando de algo francamente mínimo.



Yo quería que la norma fuese mucho más amplia, pero, en el ánimo de buscar una posición de equilibrio, la circunscribimos a los delitos más graves.



Ahora, si no aprobamos esto, la ciudadanía realmente tendrá derecho a protestar, con razón,  en contra de los legisladores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, por un minuto, porque ya estamos en la hora.

El señor ESPINA.- Seré muy breve.



En primer lugar, quiero indicar que la reforma procesal penal se inició bajo su Gobierno, señor Presidente. Y recuerdo perfectamente que entre los argumentos que usted señaló, como Primer Mandatario, estuvo el de que dicha reforma iba a permitir que los delincuentes peligrosos quedaran detenidos.



Por lo tanto, aquí estamos haciendo realidad lo que en su Administración se planteó como una necesidad de modernización del Poder Judicial.



Y quiero salir en defensa de los fiscales, señor Presidente, porque las imputaciones que hizo la Senadora señora Alvear me parecen de una injusticia enorme.



Según datos oficiales del Ministerio Público, avalados por los tribunales de justicia, durante 2006 se detuvo en nuestro país a 30 mil 196 presuntos delincuentes o delincuentes por robo, tráfico de drogas y delitos sexuales. ¡Treinta mil ciento noventa y seis! O sea, las policías hicieron su pega, y los fiscales, la suya. Sin embargo, en 24 horas, señor Presidente, 19 mil 306 -el  64 por ciento- quedaron libres.

El señor BIANCHI.- ¿Por qué delitos?

El señor ESPINA.- Robo con violencia o intimidación en las personas, tráfico duro de drogas -es decir, macrotráfico-, delitos sexuales (considerando solo dos: violación y abuso reiterado).



Fuente: Ministerio Público. 



Y el Senado envió un oficio que firmaron varios Honorables colegas -entre ellos, creo que la propia Senadora señora Alvear- para pedir el estudio que finalmente llegó a la Comisión.



O sea, los fiscales hicieron su pega y las policías también. ¡Treinta mil detenidos! No estamos hablando de hurtos menores (el de supermercados, robo de bicicletas, “cartereo”), sino de robos con violencia o intimidación en las personas, lo que en jerga popular se denomina “asalto a mano armada”. Y el 64 por ciento quedó libre en menos de 24 horas. ¡Diecinueve mil trescientos seis!



Alguien dirá: “Bueno, rige el principio de inocencia”.



Muy bien, veamos los condenados por la Justicia. ¡Diez mil setecientos veintisiete condenados por la Justicia! Repito: 10 mil 727. ¿Saben ustedes cuántos de esos 10 mil 727 condenados por robos, violaciones y tráfico duro de drogas -no microtráfico- estuvieron presos? El 59 por ciento no estuvo un día preso. O sea, 6 mil 330 delincuentes volvieron a la misma población, a la misma villa, al mismo lugar, a reírse en la cara de la gente que asaltaron, a reírse de los carabineros, a reírse de la comunidad.



¿Qué culpa tiene un fiscal de esto, señor Presidente?





Ello se produce porque, lamentablemente, en un grupo no menor de jueces de garantía ha existido la absoluta decisión de no aplicar las normas vigentes y violar flagrantemente los textos de las leyes que el Parlamento ha aprobado. Es tan cierto lo que digo, que siguen aplicando una norma que nosotros derogamos: la proporcionalidad del delito. Y la usan como argumento. Y si uno le manifiesta a un juez de garantía que el Congreso derogó esa disposición, responde: “No, ese es un principio general del Derecho”. Pero -¡perdónenme!- los principios generales del Derecho, salvo que yo haya estudiado otra carrera, se consagran en la Constitución y en los textos legales. Aun así, ellos dirán: “No. Este es un principio universal”. ¡Nómbrenme un tratado internacional donde se establezca que la proporcionalidad del delito guarda relación con la forma como se investiga y la manera de llevar adelante la investigación! No existe ninguno.



Como señaló la Senadora señora Matthei, hemos tenido que conformarnos con que algunos jueces de garantía fallen contra ley.



Quiero hacer la siguiente pregunta, señor Presidente, considerando que usted fue el promotor de esta norma. ¿Es justo o no que, luego de pedir la prisión preventiva para un violador, un ladrón, un secuestrador de niños, y de que ella sea denegada por un juez, la víctima pueda recurrir al tribunal jerárquico superior a fin de solicitar que ese delincuente no salga libre, pues va a volver a asaltar o a cometer otro delito? 



Nadie le responde a la nueva víctima por tal decisión. Nunca he visto que alguien se preocupe por la víctima siguiente. Esto es como la ruleta rusa: cada vez que un juez deja libre a uno de esos sujetos, este de nuevo asalta, roba, trafica droga, sin que nadie sepa quién será el próximo afectado. Podría ser uno de nuestros hijos. Y cuando se produce una nueva víctima, nadie responde. ¿Dónde están los derechos humanos de esa víctima? ¿Dónde están sus garantías constitucionales? ¿Dónde está el derecho a tener una familia honesta, honrada, después de que niñitas son asaltadas y abusadas sexualmente? Porque lo que no se cuenta, señor Presidente, es que detrás de cada asalto que aparece en los diarios o de cada robo a una casa, donde se amarra a sus ocupantes, hay abuso sexual, solo que la gente no lo comenta, por dignidad.



Yo tengo una oficina donde trabajo en forma gratuita recibiendo denuncias de muchas comunas. Y ahí llegan personas a decir: “A mi hija la violaron durante el robo y no me atreví a contarlo”. 



Nadie responde por la nueva víctima.



Y ahora resulta que es exagerado pedir esto. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ESPINA.- En consecuencia, señor Presidente, pienso que esta es una norma fundamental para revertir la situación delictual actual.



Hoy día se publicó la última encuesta Adimark, según la cual  cerca del 90 por ciento de los chilenos considera que en materia de seguridad ciudadana las cosas se están haciendo mal. Y aprobar esta disposición es una manera de demostrar que todos en el Senado estamos dispuestos a hacerlas bien.



Por esa razón, señor Presidente, solicito que se vote a favor el inciso propuesto por la Comisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear, por un minuto, porque la votación se cerrará dentro de poco.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo deseo expresar con mucha claridad que yo no he hecho imputaciones a los fiscales, y que tampoco he señalado que todos los defensores lo hacen bien.



Lo que afirmé hace un rato es que los fiscales deben allegar antecedentes suficientes para que los jueces puedan adoptar una determinación. Para concretar la detención de una persona, es necesario tomar en cuenta los antecedentes que se acompañan.



La gran mayoría de los fiscales realiza bien su trabajo, pero algunos tienen un mal desempeño. La gran mayoría de los jueces hace bien su pega, pero algunos la hacen muy mal.



Por lo tanto, no se me puede imputar que yo dije que los fiscales, en forma generalizada, efectúan una labor deficiente. Lo que indiqué es que algunas o muchas de las libertades entregadas han obedecido a que los jueces no han contado con todos los antecedentes. Entonces, el llamado es a que todos hagan bien su trabajo, tanto fiscales como jueces. Esa es la forma en que podremos llevar adelante una persecución adecuada de los delitos.



Señor Presidente, termino señalando que, para abordar en forma apropiada el problema de la delincuencia, debemos hacer, sin duda, mucho más: encarar la prevención; efectuar la persecución criminal; condenar a quienes cometen delitos a las penas correspondientes, y asumir como sociedad la obligación de rehabilitar. Para ello, es muy importante que la cadena completa se cumpla. Estoy segura de que, si no abordamos el conjunto de estas materias, por mucho que se eleven las sanciones o se propongan normas más estrictas, la situación, lamentablemente, no se va a revertir, y así se verá en el balance que se haga en algún tiempo más.



La invitación es a realizar, como sociedad y de modo adecuado, un trabajo de verdad en los ámbitos de la prevención, del proceso mismo, de la condena y de la rehabilitación. 



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ÁVILA.- Deseo fundar el mío, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador, por un minuto, pues estamos pasados en la hora.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, en lo personal, ya me fatiga oír la letanía de estos nuevos adalides de la justicia penal, que ignoran por completo y no tienen ideas ni iniciativas respecto de la justicia social. Parecen no entender el vínculo que existe entre las desigualdades, la injusticia y el delito. Se ocupan solo de la represión. Están convirtiendo a Chile en una larga y angosta cadena de cárceles.



Los recintos penitenciarios objeto de licitación ya están repletos. Hay que seguir construyendo más. ¡Más policías, más carabineros, más vehículos! ¡Solo represión! Son incapaces de oír el clamor de la jerarquía católica, de los obispos, de todos los sectores que hablan acerca de las raíces de la delincuencia. Esta se encuentra en los guetos de la miseria. Y mientras no haya una respuesta a esa realidad, continuaremos incrementando los niveles de delitos. Cuando no hay oportunidades, la gente delinque.



Si solo nos vamos a ocupar de hacer represión, francamente no sé dónde vamos a llegar.



Por eso, no estoy disponible para seguirles el juego a los “talibanes de la represión”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso segundo del artículo 149 propuesto por la Comisión de Constitución (26 votos a favor y 6 en contra).



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Pizarro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día.



Por lo tanto, queda pendiente la discusión particular del proyecto.

VI. INCIDENTES

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON ANACLETO ANGELINI FABBRI

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por acuerdo del Senado, corresponde rendir un homenaje en memoria de don Anacleto Angelini, siendo para mí un honor el tener la oportunidad de poder hacerlo frente a su familia, a sus colaboradores más cercanos y a sus amigos.



Rindo homenaje a uno de los más grandes emprendedores de nuestro país, a un gran luchador y a un hombre que con su inteligencia, visión y perseverancia contribuyó significativamente al desarrollo de Chile.



Don Anacleto pertenece a ese selecto grupo de personas cuya mayor virtud es que en vida marcan rumbos y que, cuando desaparecen, dejan una huella profunda en la comunidad en que vivieron.



Su personalidad, su estilo de vida y trayectoria empresarial, sin duda, estuvieron marcadas por las dificultades que debió enfrentar y superar en sus años de juventud. Aquellas vicisitudes, precisamente, fueron las que lo empujaron a trasladarse desde su Italia natal a Chile, al igual como lo hicieron muchos de sus compatriotas.



Sin embargo, esas duras experiencias, lejos de desanimarlo, le sirvieron para aprender que el éxito en la vida va de la mano de la disciplina y de la perseverancia. Estos valores, además de su rectitud y de su sencillez, fueron el denominador común de cada uno de sus actos.



La fidelidad a esos principios tuvo su recompensa, ya que le permitieron cimentar una destacada carrera empresarial, impulsando importantes negocios y empresas en el ámbito pesquero, forestal, de los seguros, de la construcción, de la energía y minería, entre otros. Muchos de ellos hoy participan con éxito en los mercados internacionales.



Fue un empresario justo y muy consciente del rol que como tal le correspondía asumir. No le interesaban sus empresas como meros instrumentos para acumular riqueza, sino que las puso al servicio de la industrialización de Chile.



En efecto, la creación de verdaderos polos de desarrollo y de miles de puestos de trabajo son otras aristas de la herencia de su inagotable capacidad emprendedora.



En tiempos de estrechez o de abundancia, siempre fue el mismo. Esa estatura ética lo acompañó durante toda su vida. También en la relación con sus trabajadores, a quienes les profesó gran lealtad, porque entendía que eran parte fundamental del éxito de sus empresas. Y, por eso, ellos se sentían respetados y valorados.



En lo personal, conocí a don Anacleto en los años sesenta, cuando, siendo un joven estudiante universitario, me trasladé al norte a hacer una práctica de verano. En ese tiempo, él estaba iniciando las primeras plantas pesqueras en esa zona, y desde allí pude seguir su trayectoria.



Después, tuve el privilegio de conocerlo más profundamente. Primero, por su gran amistad con mi padre, que se cimentó en los años setenta. ¡Una gran amistad! Posteriormente, me tocó participar con él en numerosas ocasiones como Presidente y, luego, en sus invitaciones a compartir la mesa en su casa de Santo Domingo. No podría decir que fui su amigo, pero siempre me sentí muy acompañado por don Anacleto, con quien sostuve largas conversaciones en los últimos años.



Por eso siento una gran admiración por él. Pero no solo por su habilidad para los negocios, sino también por su personalidad y sobre todo por su estilo de vida. A pesar de su inmensa fortuna, siempre tuvo un bajo perfil y una vida sobria. Nada de opulencias ni extravagancias. Por el contrario, era una persona modesta y sencilla. Prefería que las empresas hablaran por él y defendió rigurosamente su intimidad.



Con la partida de don Anacleto Chile perdió a un gran hombre, que, como pocos, encarnó los más altos valores a los que puede aspirar un empresario: innovación, audacia, inteligencia, austeridad, perseverancia y un férreo compromiso con la comunidad en que vive.



Precisamente, esas cualidades fueron las que me llevaron en 1994, en mi calidad de Presidente de la República, a concederle la nacionalidad chilena, fruto de una moción de cinco Honorables Senadores, que se convirtió en ley de la República. Considero que ello constituía el mínimo reconocimiento que merecía un hombre que debido a su propio esfuerzo se convirtió en un puntal del desarrollo industrial del país.



A su esposa, María Noseda, a sus familiares, colaboradores y amigos, les reitero mis sentimientos de amistad y solidaridad.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, señores Senadores, familiares y colaboradores de don Anacleto Angelini:



Chile posee una tradición de reconocimiento para aquellos que, nacidos en otros lares, se han afincado en nuestra nación no solo para hacerla propia, sino que, por sus especiales cualidades, los han destacado en diversos ámbitos del acontecer del país.



Por ello, el Senado de la República, debido al requerimiento que formuláramos oportunamente desde estas bancadas, rinde hoy un justo y merecido homenaje a un ser humano excepcional: don Anacleto Angelini Fabri.



De la Italia profunda, en la región Emilia Romagna y en una localidad cercana a Ferrara, Bondeno, surge la familia Angelini Fabbri, de la cual don Anacleto es el primero de tres hermanos. Junto a don Gino y a don Arturo componen una familia que siempre estará unida por sólidos y fuertes lazos de afecto y cariño.



Un 17 de enero de 1914, en el pleno invierno frío y nevado del norte de Italia, aún más inhóspito por los rigores que anuncian los preludios de la Primera Guerra Mundial, nace don Anacleto. Eran, sin duda, tiempos de prueba, en un medio y circunstancias que probablemente marcarían la impronta de una personalidad de claros principios y valores, pero siempre dispuesta a afrontar las dificultades.



Del trabajo bien hecho y de la sencillez y austeridad que no conoce ni de banalidades ni de falsos orgullos, don Anacleto parte en plena juventud, a los 22 años, a Eritrea, la fugaz colonia africana de Italia. Pero el destino nuevamente lo coloca en los albores de una segunda conflagración armada, que no excluye a Etiopía, que en 1941 pasa a control británico.



Apenas a seis años de su llegada y dedicado a la actividad del transporte, en 1946, finalizada la guerra, debe retornar a Italia, pero solo temporalmente, ya que el destino le había hecho fijar su mirada en un pequeño país sudamericano, Chile, al que arriba en 1948, en curiosas circunstancias. En Etiopía había conocido a un personaje llamado “Conde Marassani”, de raíz etíope-italiana, quien le invita a participar en una actividad de importación de maquinarias a nuestro país, ya que contaba para ello con una autorización o “previa de importación”, como se le denominaba en aquel tiempo. Era la época de las economías centralizadas, donde el Estado era el eje del desarrollo económico.



¡Curiosa paradoja para quien luego se constituiría en el mejor ejemplo de lo que puede alcanzar la iniciativa empresarial libre!



Sin embargo, el paso por Etiopía no terminaría aún. De la Metal Mecánica de la calle Exposición pasa al rubro de la pintura, asociándose en pinturas Tajamar con el señor Stopani, a quien había conocido también en Adís Abeba. Pero su personalidad inquieta y creativa lo lleva muy pronto al ramo de la construcción, constituyendo la firma Francini y Angelini, establecida en la esquina de Macul con Irarrázaval en nuestra Capital, y que tal vez sería el primero de muchos de los aciertos empresariales de un gigante de la empresa privada a nivel continental.



En nuestro país es conocida su labor como empresario exitoso, creador de un sinnúmero de entidades empresariales en los sectores de pesca, celulosa, lechería, agroforestal, construcción, combustibles líquidos y gaseosos, seguridad social, seguros, electricidad y tantos otros.



En tales actividades supo sortear las dificultades y salir airoso, creando riqueza y generando empleo.



Su actividad empresarial fue visionaria, innovadora y eminentemente creadora. En un país que se abrió moderna y pioneramente al mundo globalizado, Anacleto Angelini fue capaz de transitar de una realidad caracterizada por un fuerte proteccionismo estatal a otra donde el reto es la capacidad innovadora y competitiva. En este clima inédito para nuestro país, continuó su senda de éxitos, convirtiéndose en el mayor empresario nacional y en el segundo de América Latina, según la Revista Forbes.



¿Cómo era en su vida cotidiana este hombre exitoso en el mundo de los negocios? ¿Cuáles eran los valores en que sustentó su vida?



Quienes lo conocieron íntimamente lo describen como un gran trabajador; como un hombre estudioso, reflexivo, observador atento de la realidad en que se movían sus empresas, de la proyección internacional de estas, de los competidores, de los consumidores y de lo que ocurría a diario al interior de cada una de sus iniciativas.



Tenía la convicción de que en el mundo de los negocios no hay que esperar que el azar resuelva favorablemente las operaciones, sino que es necesario estudiar cada detalle  y conocer adecuadamente el contexto en el cual se desarrollarán. No dejaba nada a la improvisación.



Era un hombre de fe, culto, con una gran capacidad de autoaprendizaje y creatividad. Sus lecturas no solo se centraban en el ámbito de los negocios nacionales e internacionales, materias en las que tenía total actualización, sino que además fue un gran lector y analista de la Historia. Para él, esta no era solamente la descripción de hechos pasados, sino que representaba una fuente de conocimiento profundo, de interpretación de los fenómenos sociales, políticos y económicos y, por sobre todo, de la naturaleza humana.



También, sus intereses intelectuales alcanzaron el terreno del desarrollo científico y tecnológico, que siempre tuvo en cuenta para la dirección y gestión de sus empresas, y la Medicina en tanto ciencia que busca mejorar la salud humana.



Las empresas del grupo Angelini siempre han apoyado la educación, la investigación científica y el desarrollo cultural, destacando especialmente proyectos que otorgan posibilidades de acceso más equitativo y de mejores niveles educacionales a los sectores de más escasos recursos de la población.



Por otra parte, sus empresas tienen como política permanente efectuar aportes a universidades y centros de investigación, con el fin de contribuir al mejoramiento en la formación de futuros profesionales y de incentivar la investigación en el cuidado del medio ambiente y en el desarrollo sustentable en los ámbitos pesquero y forestal.



Además, muestran permanentemente un claro compromiso con la educación, la difusión de la cultura y la conservación del patrimonio cultural de Chile, entregando becas y apoyando destacados proyectos culturales y deportivos.



Una preocupación especial sentía don Anacleto por quienes trabajaban con él, fuesen sus más directos colaboradores o, simplemente,  sencillos trabajadores de sus empresas. Sustentaba sus relaciones en la lógica de estimular la colaboración y el trabajo en equipo y dar seguridad  y estabilidad a las personas. 



Por ello, sus equipos de trabajo más inmediatos permanecieron con él una considerable cantidad de años. ¡Y que lo digan quienes hoy nos acompañan en las tribunas! Lo mismo ocurrió con el segmento de los trabajadores y sus empresas.



Destaco de una entrevista de 1985 un párrafo que a mi juicio explica la clave de su éxito empresarial: "Un buen empresario debe ser un buen coordinador, un buen compañero. No se puede ser buen empresario si no se trabaja con equipos de gente, si no se sabe formarlos. La colaboración de las personas que conforman la empresa es para mí" -decía don Anacleto- "algo natural, instintivo. Por otra parte, el empresario debe saber delegar, ya que uno no puede hacer nada solo".



Su carácter afectuoso, su espíritu bondadoso y su generosidad le hacían querible por todos aquellos con los que alternaba. A ello se sumaba su naturaleza sencilla, su austeridad y su total falta de arrogancia por los éxitos alcanzados.



Fueron muchas las instituciones y las personas que recibieron su silenciosa y discreta generosidad, tanto en Chile como en su tierra natal. Su aporte dirigido a tantos le valió recibir importantes distinciones, entre ellas, la del Gobierno de Italia; una muy especial condecoración del Papa Juan Pablo II, y varias que le fueron concedidas en nuestro país.



Pero hay un rasgo muy singular en Anacleto Angelini que se manifestó al adoptar la decisión de, sin apartarse de sus raíces originarias, fundar una segunda patria a través de su vida en Chile. Este rasgo fue un sentimiento de gratitud hacia el país que lo acogió, unido a un sentimiento de responsabilidad, como si viviera en la patria que dejaba.



Su inserción en Chile la llevó a cabo convencido de que tenía un gran compromiso para con nuestra nación, el que consistió en aportar al crecimiento económico del país con un fuerte sello de responsabilidad social. Para él no existía una dicotomía entre el crecimiento de sus empresas y el bienestar de quienes trabajaban con ellas, y en general del país. Su propósito no era necesariamente un legítimo afán de lucro, sino que también se preocupaba del desarrollo nacional y del de la gente.



La revista "Capital" publicó un interesante artículo de uno de sus colaboradores, Manuel Bezanilla, quien, entre otras reflexiones, respecto de don Anacleto Angelini señalaba lo siguiente: "Siempre pensaba los negocios a futuro y también preocupándose de los intereses de los otros. Las grandes cosas las llevaba él y siempre estaba preocupado de los accionistas minoritarios; cada vez que tenía que tomar una decisión importante pensaba en ellos y por eso nunca tomó solo para sí oportunidades de sus empresas.



"...lejos lo que más le angustiaban eran las reducciones de personal. De hecho, las evitó cuanto pudo, porque le importaban genuinamente las personas, al margen de las potencialidades profesionales que pudieran tener".



Tuve la oportunidad de participar con mi voto, en el reconocimiento por el gran aporte que don Anacleto Angelini hizo al país, cuando se le concedió la nacionalidad por gracia en 1994, la que recibió con alegría y con su natural humildad.



Me parece interesante hacer una breve reflexión sobre este hecho.



Se forma en el inmigrante -cuando es aceptado por la comunidad a la que se incorpora- una amalgama de sentimientos que se expresan en el amor hacia el país al cual arriba, manteniendo latentes los recuerdos, los afectos y los valores de aquel que ha dejado. Anacleto Angelini fue heredero de esa amalgama de sentimientos: nunca olvidó su herencia originaria; siempre estuvo atento a lo que ocurría en Italia y nunca renunció a su nacionalidad.



Sin embargo,  en Chile se caracterizó, como el que más,  por su patriotismo, su honradez a toda prueba, su compromiso responsable, riguroso y entusiasta con proyectos e ideales que muchos hemos compartido, cuyo norte se expresaba en que nuestro Chile fuera mejor y en que las relaciones entre los seres humanos se construyeran sobre la base de la lealtad y del respeto a la dignidad y a los derechos del otro, lo que a veces contrasta con un clima confrontacional y artificial que va en sentido inverso a los intereses del país.



Don Anacleto se caracterizó por demostrar su capacidad con acciones y no por figurar públicamente. A muchos les llamaba la atención que llevara una vida tan mesurada y austera. Distante de lo que se pudiera pensar, no vivió en una ostentosa mansión ni con grandes lujos. Por el contrario, pasó la mayor parte de su vida "en un sencillo departamento de un antiguo barrio de la comuna de Las Condes y no conocía lujos de ninguna especie", como lo recordara José Tomás Guzmán durante el funeral.



Pero en Chile Anacleto Angelini no estuvo solo. Conoció a su esposa, Marita Noseda Zambra, quien lo acompañó leal y decididamente en lo que sería un matrimonio ejemplar. Su devoción por la familia lo hizo -y fui testigo de esta situación-  almorzar casi diariamente con su esposa y la madre de ella en un edificio de la calle Santa Lucía -Nº 280-, donde muchas veces nos encontrábamos, pues nuestra oficina profesional se ubicaba en el mismo recinto.



Hombre de fuerte arraigo familiar, su núcleo se amplió a sus hermanos Arturo y Gino y a los hijos de este último, Roberto y Patricia -que hoy nos acompañan-, a quienes amó y preparó como propios para sucederlo, siguiendo una antigua y vigente tradición latina. Estamos seguros de que junto a su equipo de siempre continuarán imprimiendo a las empresas Angelini el espíritu que animó a su fundador.



El Senado rinde hoy un sentido homenaje a don Anacleto Angelini Fabbri, hombre ejemplar, virtuoso, profundamente humano, que constituye un modelo a seguir por nosotros y por las futuras generaciones del país.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).-  Señor Presidente, Senadoras y Senadores, familiares y amigos de don Anacleto Angelini presentes en las tribunas de la Corporación:



Nos hemos convocado para rendir hoy homenaje póstumo a un ciudadano adoptivo de Chile, condición que el Senado le otorgara en vida a don Anacleto Angelini Fabbri por su aporte al progreso y desarrollo productivo en esta tierra nuestra que él sentía suya de corazón.



Sin renunciar a su nacionalidad de origen, él anheló con vehemencia cívica la condición de ciudadano chileno. Se conmovió hasta las lágrimas cuando se le confirió ese alto honor y lo recibió como una de las cosas más significativas y preciadas de su vida. Él sabía muy bien, por una tradición muy antigua, que nos viene desde Roma, que solo se es persona cuando se es ciudadano. Por eso, para él fue tan, tan importante.



Pocos saben que en 1945, en Eritrea, Etiopía, entonces colonia italiana en el norte de África, como consecuencia de la derrota de su país en la Segunda Guerra Mundial, los ingleses le confiscaron todos sus bienes, obligándolo a partir de cero, lo que lo hizo perder el esfuerzo de cerca de diez años de trabajo.



Aprendió muy bien la lección. Era joven. Regresó a Italia. Su país estaba en ruinas, sin horizontes. Decide, entonces, nuevamente emigrar, ahora hacia el nuevo mundo, y su mirada e intuición hacen que ponga los ojos en Chile. Esta decisión sería determinante para su futuro y tendría consecuencias significativas para importantes áreas de la producción nacional y de miles de chilenos que formarían parte de sus sueños e iniciativas.



Durante los próximos 59 años de su vida se entregó por entero a trabajar ininterrumpidamente en nuestro país. 



Partió prácticamente de la nada, siempre luchando contra grandes desafíos y, muchas veces, contra la adversidad y la incomprensión. Donde otros no pudieron hacerlo, él lo hace, en forma responsable, perseverante, innovadora y siempre a largo plazo. 



Así es como consolida el desarrollo pesquero y Chile pasa a ser uno de los principales productores mundiales. Otro tanto realiza en el sector forestal, donde recupera una industria en crisis para transformarla en la más grande empresa privada nacional. Una de sus últimas preocupaciones era precisamente esta área, donde advertía que había tareas relevantes que acometer para hacerla plenamente armónica con el desarrollo integral del país. Un reto, como esos que a él le gustaba enfrentar, es el que les deja ahora a sus herederos y ejecutivos.



Su capacidad creadora se hace presente a lo largo de todo el país, prácticamente en todas las actividades productivas. También avanza con fuertes inversiones en el exterior, pero como complemento y proyección de las nacionales, y controladas y financiadas desde Chile.



Esta inmensa capacidad de crear y emprender no es contra otro u otros. En realidad, no es contra nadie, sino al revés: es para otros. Su energía está volcada siempre en ese afán embriagador de crear y desarrollar, para finalmente terminar dando y entregando todo al país de su adopción.



Tenía una gran intuición. Siempre estaba atento a todo lo que ocurría a su alrededor, tanto en el país como en el mundo. 



Una de las causas de su éxito fue su habilidad para formar equipos de trabajo. Sabía ganarse el respeto y la confianza en sus colaboradores. Sabe sumar a muchos y logra que el esfuerzo de todos sea la condición del éxito. 



Sobre todo, sabía escuchar. Estaba atento al juicio tanto de sus empleados como de los profesionales y subordinados, por modestos que fueran. Por algo partía por tener siempre la puerta de su despacho abierta para todo el mundo. Todos podían entrar y sabían que iban a ser escuchados y que también tendrían una respuesta.



Muchos de sus aciertos tienen como explicación la apreciación certera de la realidad y la comunicación directa con los diversos actores implicados en ella. 



Él fue un creador. Pero, seamos claros y precisos: fue un creador de riqueza productiva, generador de empleo; estaba en las antípodas de un especulador. Sus empresas entregan miles de puestos de empleo, tanto directos como indirectos. Además, abre espacios concretos para miles de micro y pequeños empresarios. 



Creó riqueza, pero al mismo tiempo, por la forma como lo hizo, la distribuyó creativamente para decenas de miles de trabajadores y promovió a cientos de empresarios que complementaron sus obras. Su esfuerzo convergió con el de otros, en una armonía de propósitos. Y por eso, más que sumar, multiplicó. Solo entendiendo esto tendremos una idea cabal de la magnitud colosal de su obra.



Fue un hombre excepcional, de esos que surgen de tiempo en tiempo, y Chile tuvo el privilegio de tenerlo entre los suyos. 



Su obra es testimonio de ello, de su ímpetu creador, que le permite traspasar las fronteras del emprendimiento como nunca antes alguien lo había hecho. 



Sin embargo, lo más importante es que lo hace con estilo, con calidad personal. Era un hombre universal, en el amplio sentido de la palabra. Pero fue modesto y austero. Fue un hombre de fe en Dios. Nunca deja de ser lo que es. 



Lo que le enseñan sus padres en el hogar permanece en él, no cambia ni con el tiempo ni con los bienes ni con los halagos ni con el éxito. Y sabe transmitirlo con calidad sin igual a su entorno familiar y a sus colaboradores, quienes también asumen estos mismos valores y costumbres. Esto es lo que a don Anacleto le permitió avanzar con seguridad en su vida: ser siempre él mismo. Por eso hoy se lo reconoce el país entero, no solo los que trabajaron y estuvieron cerca de él.



Tuvo, sí, un gran apoyo, inestimable y permanente: la comprensión y colaboración, discreta pero firme, fiel y abnegada de su esposa, doña María Noseda. Ella lo acompañó en los buenos y malos momentos, y al final, cuando las fuerzas flaquean, cuando los sueños terrenales ceden el paso a los trascendentes y pierden sentido las cosas de este mundo, preparándonos para enfrentar el único juicio que importa, el cariño y el amor de esta gran mujer fue la paz y la tranquilidad que tuvo en su tránsito hacia la eternidad.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, señoras Senadoras y señores Senadores, estimados familiares, amigos y compañeros de trabajo de don Anacleto:



Con mucha justicia y sentido de país, el Senado rinde hoy homenaje en recuerdo de don Anacleto Angelini Fabbri, cuyo alejamiento en días recientes ha causado un hondo pesar en Chile. A nadie ha extrañado ese sentimiento de dolor, pues se trata de la pérdida de una persona que se hizo querer en forma tan entrañable, por mil razones.



Don Anacleto -o “don Cleto” para quienes tuvimos la suerte de conocerlo de cerca y valorar su confianza- fue una persona de excepción.



Para la inmensa mayoría de los chilenos, Anacleto Angelini fue un inmigrante italiano que llegó en su juventud a Chile a probar destino. Sin contar con medios económicos propios, al cabo del tiempo y producto de su esfuerzo emprendedor, se convirtió en el empresario que logró consolidar la mayor fortuna del país. Su nombre está asociado a grandes empresas, que dan trabajo a miles de personas, constituyéndose en un grupo económico de dimensión internacional.



Sin embargo, la simple apreciación de estos hechos no logra dar cuenta de la razón del enorme aprecio y la profunda admiración que despertó en vida don Anacleto.



Desde luego, porque su historia de inmigrante, que se convierte en algunos años en el creador de una enorme riqueza, lo acerca a la leyenda. En verdad, en el sueño de muchos está el partir de cero y llegar a la cumbre, pero esa realidad la alcanzan muy pocos. Pues fue lo que hizo don  Anacleto Angelini en Chile.



 Proveniente de Bonano, en Ferrara, comuna rural de Italia, llegó a estas tierras en 1948 entusiasmado por iniciar nuevas aventuras. Con préstamos e incentivos económicos del propio Gobierno italiano, inició sus actividades empresariales abriendo una fábrica de pinturas: Tajamar -como se ha recordado-, actividad que, lejos de detener su ímpetu innovador, desplegará su entusiasmo por otros caminos que lo llevarán luego al mundo pesquero, adquiriendo Eperva. Será aquí donde sentará raíces, después de dominar un negocio en poco tiempo, a pesar de que no tenía antecedentes ni experiencia previa alguna en la materia. 



Esa constituirá la base desde la cual iniciará en forma complementaria nuevas rutas de inversiones en múltiples áreas. Entrará al negocio inmobiliario, al forestal, al industrial y a muchos otros, sufriendo y sobreviviendo los diversos momentos que vivió el país que, con cierta frecuencia, no fueron positivos para la actividad empresarial. Supo responder a esas duras circunstancias y fortalecerse en la adversidad.



Es en este proceso donde aparecen algunos de los rasgos por los cuales su historia es única: su capacidad de trabajo, su fortaleza de carácter y su espíritu innovador, su dedicación a los más variados detalles de sus empresas, su infatigable espíritu creador, su visión y sentido de futuro, su capacidad para asumir riesgos, su resistencia a la adversidad, su perseverancia, su trabajo en terreno, su estilo directivo con sentido de equipo y capacidad de oír a su gente, su amplitud de criterio y preocupación por estar informado de lo que ocurría en el mundo. En fin, sus muchas cualidades empiezan a aparecer y sirven, a la hora de la evaluación, como la única explicación coherente que permite entender la razón de su éxito. Este no fue mera casualidad ni resultado del azar. Por el contrario, es en  estos rasgos donde se reconoce al emprendedor auténtico, al que hace empresa por amor al trabajo y en respuesta a una vocación que lleva en su código genético,  en lo más profundo de su ser.



En nuestro medio, el juicio a los empresarios ha pasado por momentos muy variados. A veces, han sido motivos ideológicos los que han justificado su rechazo o  cuestionamiento. En otras, pequeñeces humanas los han hecho blanco de envidias e incomprensiones. Y no han faltado las circunstancias que los convierten en material fácil y recurrente, particularmente cuando se necesita de un chivo expiatorio en situaciones de difícil explicación.



El testimonio de don Anacleto constituye un reconocimiento indiscutido de lo que es un emprendedor hecho y derecho, del que crea riquezas, ofrece oportunidades de trabajo y contribuye al desarrollo nacional, todo ello a su solo riesgo, a su esfuerzo y a su talento. Por ello, podemos decir que don Anacleto Angelini es el emblema del empresario, como figura ejemplar en una sociedad de hombres y mujeres libres que transforman la realidad, dando origen a nuevos escenarios para el progreso personal y social. Existen empresarios pequeños, medianos y grandes, pero todos ellos poseen en su fisonomía los mismos rasgos esenciales que los hacen tributarios de nuestro reconocimiento y gratitud y que se simbolizan en quien hoy hacemos memoria.



Sin embargo, para quienes tuvimos la oportunidad de conocerlo personalmente, don Anacleto era “don Cleto”, esto es, una figura cuyas virtudes y rasgos personales superaban con mucho al gran empresario por todos conocido, respetado y admirado.



Mucho antes de entrar a la vida política, mientras dirigía una fundación, tuve la suerte de conocerlo. Él integraba su directorio y se interesaba mucho en lo que hacíamos. Pude conversar personalmente con él en su oficina y recibir sus consejos. La primera vez que lo visité pensé cómo sería su oficina. Me la imaginaba muy grande, llena de maderas, cuadros valiosos, alfombras persas y todo el lujo que un hombre de esa fortuna debía tener. Nada de eso. En las dependencias de una pesquera, accediendo por un pasillo lateral, se encontraba su oficina de la cual costó mucho sacarlo, en donde en medio de libros y muchos papeles, con una austeridad y sobriedad notables, trabajaba incansablemente un hombre cariñoso, sencillo y modesto, un buen amigo de sus colaboradores, cuya grandeza personal resultaba al final ser muy superior a su cuantiosa fortuna.



Sin lugar a dudas, lo más valioso de don Anacleto Angelini no era su capacidad de crear riqueza, sino su humanidad, su profundo sentido humano. “Don Cleto” era el personaje detrás del empresario que lo hacía querible y admirable.



Por eso, esta sesión de homenaje es la oportunidad que tenemos para expresar a Anacleto Angelini nuestra profunda gratitud por todo lo que hizo por Chile como empresario, filántropo y ciudadano. Pero, por sobre todo, por su testimonio de vida, austero y generoso, alegre y afable, humilde y coherente. En nuestra memoria quedará indeleble su imagen bondadosa y profundamente humana.



En nombre de los integrantes del Comité de Senadores de la Unión Demócrata Independiente, reciban su señora doña Marita -que lamentablemente hoy día no ha podido acompañarnos-, Roberto, Patricia, demás familiares, amigos y compañeros de trabajo nuestros sentimientos de pesar por el triste alejamiento de Anacleto Angelini Fabbri, para siempre, “don Cleto”.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no conocí personalmente a don Anacleto Angelini. Sin embargo, en el largo camino de quienes escogimos la política como servicio público, hemos aprendido a valorar que la persona humana está por encima de cualquier consideración ideológica, política o de diferencia social.



Por tal motivo, quiero expresar, en representación de las bancadas socialista, PPD y radical, nuestra sentida y profunda condolencia a su familia. Asimismo, debo manifestar nuestro deseo de que don Anacleto Angelini descanse en paz y que su familia lo pueda recordar con la tranquilidad y la devoción que merece por su contribución al país.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido el homenaje.



PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se les dará  curso en la forma reglamentaria.

)-------------------------(
--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:





Del señor ESPINA:



A los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público y Ministro de Justicia, dándoles a conocer una propuesta de solución a FALTA DE CAMPO LABORAL PARA EGRESADOS DE LICENCIATURA EN CRIMINALÍSTICA. A los señores Alcalde de Melipeuco y Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, solicitándoles CONSTRUCCIÓN DE PARADERO DE BUSES EN SECTOR DE CUNCUNLLAQUE (Región de La Araucanía). A los señores Alcalde de Melipeuco y Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones, demandándoles CREACIÓN DE RECORRIDO ADICIONAL DE BUSES PARA DIVERSAS LOCALIDADES EN COMUNA DE MELIPEUCO.
A los señores Alcalde de Melipeuco y Director de Vialidad de La Araucanía, solicitándoles INSTALACIÓN DE SEÑALÉTICA EN AFUERAS DE ESCUELA G-612 (comuna de Melipeuco). A los señores Alcalde de Melipeuco y Director de Comisión de Medio Ambiente de La Araucanía, formulándoles PLANTEAMIENTOS CON RESPECTO A VERTEDERO DE SECTOR MEMBRILLO BAJO (comuna de Melipeuco).
Al señor Director de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, solicitándole PARKAS Y BOTAS DE AGUA PARA ALUMNOS DE ESCUELA VOLCÁN  LLAIMA DE MELIPEUCO; y al señor Director Ejecutivo del Centro de Educación y Tecnología Enlaces, pidiéndole satisfacer  necesidad  de EQUIPO COMPUTACIONAL para los mismos educandos (Región de La Araucanía).



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda y  de Trabajo y Previsión Social, solicitándoles presentar INDICACIÓN PARA SOLUCIÓN DE DAÑO PREVISIONAL PROGRESIVO; al señor Subsecretario de Pesca, planteándole implementar MEDIDAS CONTRA PESCA EN LAS GUAITECAS POR NAVES DE REGIÓN DE LOS LAGOS, y al señor Director General de Aeronáutica Civil, pidiéndole  que se sirva proporcionar antecedentes en torno a DENUNCIA EMITIDA POR TELEVISIÓN SOBRE AEROLÍNEA SKY.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro del Interior, reiterándole petición de ZONA DE CATÁSTROFE PARA COMUNA DE PUTAENDO y solicitándole AGILIZACIÓN DE TRÁMITES PARA FIRMA Y PUBLICACIÓN DE DECRETO RESPECTIVO.

)----------------------(
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Mixto, que no hará uso de él.



En el tiempo del Comité  Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

OFICINA DE PROTECCIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS DE DELINCUENCIA EN LOS ÁNGELES. OFICIO

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, a propósito de los hechos de violencia que sucedieron particularmente la noche del 11 de septiembre, el Gobierno anunció hace algunos días un sinnúmero de medidas, 14 en total, para fortalecer y apoyar la lucha antidelincuencia. Entre las que dio a conocer está la creación de ocho oficinas de protección integral a las víctimas de la delincuencia, entendiendo esto como un paso hacia lo que debe ser una actividad mucho más institucional para proteger a las víctimas del delito en nuestro país.



De más está decir que hoy la sociedad frente al delito se halla representada por el Ministerio Público; y los imputados o los sospechosos cuentan con la Defensoría Penal Pública. Pero en el caso de las víctimas no existe una estructura adecuada para velar por sus derechos y posibilitar su atención por el Estado ante los efectos derivados de una acción delictual muchas veces extremadamente violenta.



La creación de ocho oficinas para atención integral frente a los delitos nos parece un paso intermedio importante, insuficiente quizás, pero necesario.



Al respecto, quiero traer a colación que la Municipalidad de Los Ángeles creó en 2005, con recursos propios, una oficina de aquella naturaleza, que ha permitido atender a las personas no solo en los aspectos jurídicos y procesales, sino también en los sicológicos y sociales (compañía a las víctimas, en fin).



Me tocó conocer, por ejemplo, a los padres de un joven asesinado, a quienes dicha oficina les posibilitó no solo tener un abogado para que los asesorara y representara en el proceso penal respectivo, sino asimismo recibir toda la ayuda sicológica y social que requiere una familia en casos como ese.



Entonces, a partir del 2005 en dicho Municipio ha habido una experiencia extraordinariamente positiva en lo concerniente a la atención que precisan las víctimas de delitos.



El promedio anual de la referida oficina supera las 400 atenciones, tanto en materia penal como de familia y laboral (porque muchas de estas situaciones se encuentran absolutamente coordinadas). Y ellas se han prestado con recursos municipales -siempre escasos-, para enfrentar una responsabilidad que, a nuestro juicio, debe ser asumida por el Estado.



Por eso, solicito oficiar al Ministerio del Interior para que, aprovechando la experiencia recogida en Los Ángeles -no tiene parangón, a lo menos en la Región del Biobío; carezco de información sobre lo que ocurre en el resto del país- durante los años 2005, 2006 y lo que va del 2007, una de las anunciadas ocho oficinas de atención integral a víctimas sea instalada allí. Creo que eso serviría no solo a las víctimas de delitos en aquella comuna y -por qué no decirlo- en la provincia de Biobío, sino además a la autoridad, al propio Gobierno, que podría concretar su anuncio en breve apoyándose en toda la experiencia desarrollada en Los Ángeles.



Formulo mi solicitud de oficio al referido Ministerio porque estoy cierto de que una medida como la que planteo será de utilidad (reitero) tanto para la autoridad gubernamental como para las víctimas de la mencionada comuna, que ya reciben los efectos de la labor realizada por profesionales.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)------------(

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados por el que remite el mensaje mediante el cual Su Excelencia la Presidenta de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 (boletín Nº 5.347-05) (Véase en los Anexos, documento 11).



Asimismo, a los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho mensaje fue recibido en aquella Corporación el 28 de septiembre del año en curso.



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- También ha llegado un oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público a don Sabas Iván Chahuán Sarrás (boletín Nº S 1015-05) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

)------------(

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En el resto del tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

PLANTEAMIENTOS DE UNIÓN COMUNAL DEL CONSEJO CONSULTIVO DE SALUD DE COMBARBALÁ. OFICIOS

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, tuve ocasión de juntarme con la Unión Comunal del Consejo Consultivo de Salud de Combarbalá, y la verdad es que quedé impresionada por el nivel de su trabajo y por el grado de conocimiento que posee sobre los problemas de salud de esa comuna.



Según me comentaron sus representantes, quienes viven en las zonas rurales de Combarbalá -la mayoría de sus habitantes- disponen de rondas médicas; algunos cupos se destinan básicamente a control del niño sano, embarazadas y pacientes crónicos, y muy pocos quedan para enfermos ocasionales; y, debido a la enorme cantidad de pequeños poblados existentes en esa comuna y a las tremendas distancias que los separan, sus habitantes reciben una ronda médica cada dos, tres o cuatro semanas. 



Así las cosas, cuando una persona se enferma, o espera dos a tres semanas hasta que vaya el médico -arriesgándose a que a esas alturas los cupos se hayan agotado con atenciones a los tres segmentos ya descritos-, o se va al hospital de Combarbalá. Pero si opta por esto último, en dicho establecimiento le dicen que no la pueden atender porque previamente debe mediar la atención primaria.



En buenas cuentas, quienes viven en zonas rurales prácticamente se ven imposibilitados de acceder al médico.



Señor Presidente, ese es un problema que la Unión Comunal del Consejo Consultivo de Salud de Combarbalá vendrá a contar a la Comisión de Salud del Senado. Y voy a pedir una reunión con sus representantes, porque se trata de un grupo extraordinariamente trabajador e inteligente que se está haciendo cargo de ese tipo de situaciones.



Recuerdo haber hablado también con la Unión Comunal Rural de Ovalle, que tenía exactamente el mismo problema. Y probablemente él esta afectando a muchas otras zonas campesinas de nuestro país.



En consecuencia, solicito oficiar en mi nombre al Ministerio de Salud para pedirle, en el fondo, que fije la política pertinente en lo que respecta a las zonas rurales.



Por otra parte, los dirigentes de la Unión Comunal del Consejo Consultivo de Salud de Combarbalá me señalaron que la cartera de prestaciones, que en el fondo es cubierta y se aplica en todo el país, no se condice con los problemas de esa comuna.



Por ejemplo, una de las dificultades consideradas es la obesidad. Entonces, se procura que la gente coma menos, camine más, etcétera. Pero, según se me manifestó, en Combarbalá todo el mundo camina bastante, porque sencillamente no hay locomoción y es necesario trasladarse a pie de un pueblo a otro. De modo que, prácticamente, la obesidad casi no existe.



En cambio, sí debe posibilitarse que los habitantes de sectores rurales lleguen a Combarbalá para recibir atención de salud. Muchas veces deben viajar un día antes, para después trasladarse, a través del Programa MAPPA, a La Serena y Coquimbo, previo pago de dos mil pesos, dinero del que generalmente no disponen. Y en numerosas oportunidades no tienen dónde quedarse.



Entonces, la referida organización solicita que la cartera de prestaciones, que se aplica a lo largo de todo Chile, se adecue a las realidades absolutamente distintas de algunas comunas.



Además, pide que se estudie la factibilidad de construir una casa de acogida para que los enfermos que deban viajar hacia La Serena o Coquimbo tengan donde pasar la noche y puedan abordar un bus que sale de madrugada.



Hay en la calle Libertad un terreno que pertenece a Bienes Nacionales. Entonces, quiero que, junto con el oficio relativo a la adecuación de la cartera de prestaciones, se mande otro a la señora Ministra de la Cartera mencionada para pedirle analizar la posibilidad de que dicho terreno sea cedido en comodato o, sencillamente, donado para construir una casa de acogida con el propósito indicado.



El Intendente de la Cuarta Región se comprometió con el dinero necesario para la edificación. Falta el terreno. Y, como dije, existe uno, perteneciente a Bienes Nacionales, que, al parecer, quiere licitarlo. Sin embargo, creo que para la población de Combarbalá sería muy valioso que fuese destinado a la construcción de una casa de acogida con la finalidad señalada.



Señor Presidente, también se solicita que, al llamarse a concurso con el fin de proveer un cargo de kinesiólogo para Combarbalá, el profesional respectivo se halle capacitado en respirometría. En el fondo, se busca que este requisito se encuentre integrado a la cartera de prestaciones para dicha comuna, lo cual es muy importante desde el punto de vista de las afecciones pulmonares, considerando las distancias que deben recorrerse y la cantidad de adultos mayores existente.



Asimismo, la Unión Comunal del Consejo Consultivo de Salud de Combarbalá pide que se les reconozca la personería a este tipo de entidades y a la Unión Comunal de Consejos Consultivos. 



En el fondo, sus representantes quieren tener la posibilidad de preguntar cuánto dinero hay y cómo se gasta, qué rondas hospitalarias existen y cómo son. Ello, porque cuando piden los antecedentes, sencillamente, nadie reconoce su personería y no reciben respuesta alguna.



Por último, señor Presidente, quiero pedirle a la seremía de Salud de la Cuarta Región que, por favor, realice una inspección de los medicamentos que se dan en la Municipalidad de Combarbalá. La verdad es que ha habido varios reclamos por entrega de algunos con fechas vencidas o con la fecha de vencimiento borrada mediante el uso de plumón. De ser cierto, eso es absolutamente inaceptable.



Señor Presidente, le ruego que disponga el envío de los oficios solicitados.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

HOMENAJE EN MEMORIA DE PROFESORES DOÑA IVANA VRSALOVICH Y SEÑOR MANUEL ÁGUILA

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorable Senado:



Magallanes ha perdido en las últimas semanas a dos recordados y queridos maestros.



Con diversas cualidades, ambos compartieron la vocación docente, la ejercieron con abnegación y entrega y se ganaron el cariño y respeto de alumnos, padres y apoderados, colegas y toda la comunidad.



Quiero reseñar parte de sus vidas para ilustrar a esta Sala y, también, como testimonio de la gratitud de la ciudad de Magallanes hacia esos profesores, una mujer y un hombre de excepción: doña Ivana Vrsalovich y don Manuel Humberto Águila.

Ivana María Vrsalovich Ostoich



Nació el 26 de junio de 1925 en Punta Arenas; hija de Santiago Vrsalovich y Catalina Ostoich.



Egresó del Liceo de Niñas de esa ciudad en 1943. Profesora de Historia, Geografía y Educación Cívica -como le gustaba decir-, desempeñó una notable labor docente.



Sus dotes de maestra y de vecina ejemplar le valieron ser nominada "Mejor Profesora de la Región" en 1983 y "Ciudadana Ilustre de la Región" en 1984, galardones que recibió con su habitual humildad y desprendimiento.



Estimados colegas, la labor de Ivana Vrsalovich es francamente encomiable: abnegada, generosa y, sobre todo, sencilla, tenaz y silenciosa.



Sin duda, poseía una notable capacidad para la enseñanza de la Historia, la Geografía y la Educación Cívica; ello le valió el respeto de sus colegas y el cariño de sus alumnas y alumnos. Pero -mucho más que eso- tenía un don especial para preocuparse por sus estudiantes, más allá del aula y de sus propias asignaturas.



Su trabajo, entonces, no se agotaba en la sala de clases, en las notas y en la relación profesor-alumno, sino que iba bastante más lejos.



Después de su fallecimiento, e incluso desde antes, se conocieron numerosos casos de alumnas y alumnos que recibieron su ayuda generosa para continuar sus estudios técnicos o profesionales en el norte del país.



¿Cuántos fueron? Solo ella lo sabe.



Lo cierto es que, con sus propios recursos o con algunos que conseguía entre amigos y colegas, financió viajes, estudios, materiales y hasta vestuario a muchos jóvenes de la Región, en una labor tan silenciosa como abnegada y generosa, pero -mucho más que eso- comprensiva de su rol de maestra, de una singular y trascendente visión de la vida y del amor al prójimo, sentimiento que presidía sus actos.



La suya no era esa generosidad de solo dar aportes materiales, de entender cumplida la misión con lo tangible: era una sincera preocupación por las personas, por su futuro, por sus familias. No era una caridad vacía: era un compromiso profundo con aquellos jóvenes.



Ivana Vrsalovich marcó la vida de numerosas familias de Magallanes que hoy tienen una inmensa deuda de gratitud con esta mujer, que no solo les entregó algunos recursos materiales, sino que les dio bastante más que eso: esperanza, dignidad y oportunidades que de otro modo no hubieran tenido.



Hoy esa ejemplar maestra ha partido de este mundo. Sin duda, lo ha hecho en medio de aquello tan común a los profesores pero tan difícil para todos: ha trascendido en los miles de alumnos que supieron de su capacidad y en aquellos otros que conocieron su especial generosidad y entrega.



En cada uno de ellos, Ivana Vrsalovich sigue y seguirá presente.

Manuel Humberto Águila Contreras



Hijo de dos chilotes: Manuel, guardia de faros, y Lavinia, dueña de casa.



Por el oficio de su padre, su infancia transcurrió en ese peculiar mundo de los faros, ubicados generalmente en lejanas y agrestes posesiones.



San Isidro y Punta Delgada, en Magallanes; Punta Ángeles, en Valparaíso, y Tortuga, en Coquimbo, lo vieron crecer.



Realizó sus estudios primarios también en esa forma itinerante. Establecimientos de Puerto Montt, Valparaíso y Coquimbo lo tuvieron como alumno de primaria; en tanto, cursó sus estudios secundarios en La Serena y Punta Arenas.



En el Liceo de Hombres de esta última ciudad destacó por su personalidad y condiciones humanas, como también por su habilidad para el deporte, siendo seleccionado de básquetbol, atletismo y ajedrez.



En 1947 ingresa a la Escuela Normal José Abelardo Núñez, de Santiago, desde donde egresa como Profesor de Educación Básica Primaria Urbana, con destacadas calificaciones y una rica experiencia deportiva.



Desde allí regresó a Magallanes. Primero ejerció como reemplazante en la Escuela Nº 7 de Punta Arenas, y luego, como Director de la Escuela Unidocente Nº 18 de Mina Elena, en Isla Riesco, hasta el mes de diciembre de aquel año.



Tras un período de dos años como trabajador de la Empresa Nacional del Petróleo en Manantiales por no haber conseguido vacantes en la labor docente, regresa a su vocación de maestro.



En 1952 es nombrado profesor titular en la Escuela Nº 15, hasta 1957, cuando permuta su cargo a la escuela Grupo Escolar Yugoslavia.



Desde esos años continúa su incesante labor en la formación de jóvenes y asume, al mismo tiempo, importantes responsabilidades gremiales, llegando a ser Presidente Regional del Colegio de Profesores y dirigente de la AGECH, de la Central Unitaria de Trabajadores, de la Federación de Colegios Profesionales de Magallanes y de la Asamblea de la Civilidad, entre otras organizaciones.



El ejercicio de esos cargos, y en especial el de Presidente Regional del Colegio de Profesores, le vale una injusta exoneración en 1987, en una medida tan inexplicable como absurda. Así también lo entendieron los tribunales de justicia, que le dieron la razón en un juicio contra la Corporación Municipal, lo que, sin embargo, esta no acató, manteniendo a este destacado maestro fuera de las aulas.



Participó en política como militante y dirigente local del Partido Comunista de Chile, en el que participó por más de 40 años, siendo candidato a regidor y a concejal.



Profesionalmente, fue un maestro de excepción, amante de su profesión, capaz, generoso. Trabajó en campañas de alfabetización; organizó clubes, competencias deportivas y brigadas de boy-scouts. Fue docente en la escuela de la cárcel de Punta Arenas.



Se especializó en Matemáticas, desarrollando diversos cursos y actividades de perfeccionamiento, elaborando materiales didácticos y procurando la formación en esta área de otros maestros.



En 1990 es reincorporado al servicio como Jefe Técnico de la Escuela E-19 “Juan Williams”, en la que se desempeña hasta el 31 de diciembre de 1997, fecha en que se acoge a jubilación, dedicándose a actividades vecinales, deportivas y políticas.



Su fallecimiento, el 30 de julio pasado, generó gran pesar en la comunidad y en sus colegas, quienes conocieron de su inmenso cariño por los jóvenes, por su profesión y por la comunidad, y apreciaron su incansable y valiente labor.



Señor Presidente, he querido recordar hoy en esta Sala a dos profesores de excepción, quizás con personalidades diversas, pero con un hermoso objetivo común: la formación de niños y jóvenes.



Vayan a sus familiares, amigos, colegas y sus miles de alumnos mi solidaridad y pesar, como asimismo el reconocimiento de una Región que agradece su esfuerzo y compromiso docente.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.


SITUACIÓN EN MYANMAR, EX BIRMANIA

El señor NARANJO.- Señor Presidente, la opinión pública nacional e internacional se ha visto conmovida por las imágenes que muestran a cientos de miles de monjes budistas y de ciudadanos de Myanmar en manifestaciones para exigir democracia y respeto a los derechos humanos en ese país del sudeste asiático.



Como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Senado, no puedo permanecer indiferente ante el dolor y la represión que una vez más ha desatado la Junta Militar que gobierna a esa nación desde hace décadas.



No es la primera vez que intervengo sobre la materia. Lo hice años atrás en dos ocasiones, primero en la Honorable Cámara de Diputados y luego en este mismo Hemiciclo, a fin de manifestar mi preocupación y solidaridad para con la Premio Nobel de la Paz y líder de la Liga Nacional para la Democracia en Birmania, señora Aung San Suu Kyi, y el pueblo de Myanmar.



Lamentablemente, señor Presidente, lo que hoy sucede en ese país no es nada nuevo, ya que ha ocurrido desde su independencia, en 1948.



La sola existencia de una Junta Militar que lo ha gobernado a sangre y fuego desde 1962, es decir, los últimos 45 años, es un claro ejemplo de ello. Y lo más preocupante ha sido la pasividad de la comunidad internacional.



Si recorremos un poco la historia de Myanmar, podremos comprobar lo expuesto.



Cuando la Unión de Birmania obtuvo su independencia de Inglaterra, el país era considerado el más rico en la región.



En un comienzo se concedió a varias minorías étnicas -como las de los shan, kachin y karen, por nombrar algunas- un estatus de autonomía. Incluso, a algunas se les otorgó el derecho a abandonar la Unión después de transcurridos 10 años, promesa que muy pronto fue olvidada y transformada en represión.



Según organizaciones de derechos humanos, solo los conflictos étnicos y religiosos han costado la vida a más de 650 mil personas desde que se obtuvo la independencia.



La gran tragedia del pueblo birmano ha sido que, geográficamente, su territorio se encuentra ubicado en un lugar que por décadas, durante la denominada “Guerra Fría”, fue escenario de un conflicto entre las grandes potencias, ya que limita con India, China, Laos y Tailandia.



Entonces, cuando hoy el Presidente Bush habla ante las Naciones Unidas y expresa su inquietud por la situación que afecta a la ex Birmania, esconde tras sus palabras un gran oportunismo.



La historia demuestra que cuando los Estados Unidos de América estaban comprometidos en la guerra de Vietnam, de Laos y de Camboya, uno de sus aliados más estrechos en la región fue justamente la ex Birmania.



La potencia del norte y otros países occidentales entrenaron y armaron al ejército genocida de Myanmar, cuyos oficiales fueron formados ideológicamente en la doctrina de la seguridad nacional en centros especiales de las Fuerzas Armadas estadounidenses. Es decir, los generales que han gobernado en la ex Birmania durante los últimos 45 años, en forma ininterrumpida, son hijos de Estados Unidos y de dicha doctrina, que tanto dolor y sufrimiento provocó también en Latinoamérica.



Si revisamos la historia de la ex Birmania, vemos que en 1989 el Gobierno militar, fruto de un golpe de Estado llevado a efecto en 1988, cambió el nombre del país por el de Unión de Myanmar. Esa medida fue y es rechazada por los opositores al actual régimen, tanto dentro del territorio como fuera de él, quienes afirman que se carecía de autoridad para realizarla.



Tal denominación es reconocida por las Naciones Unidas y la Unión Europea, pero rechazada por algunos Estados.



En 1990 se llevaron a cabo elecciones libres por primera vez en casi 30 años; pero la amplia victoria de la Liga Nacional para la Democracia -Partido de Aung San Suu Kyi, Premio Nobel de la Paz- fue anulada por los militares, los cuales se rehusaron a renunciar.



En este sentido, señor Presidente, no cabe menos que expresar, no solo la preocupación por lo que sucede en la ex Birmania, sino también que los conflictos y alzamientos civiles en contra de la dictadura militar siguen cobrando numerosas nuevas víctimas.



Además, alrededor de 10 por ciento de la población de Myanmar se encuentra viviendo en campos de refugiados o en forma clandestina en países vecinos, principalmente en Tailandia.



En 1991, producto de su lucha por la democracia, se concedió el Premio Nobel de la Paz a la señora Aung San Suu Kyi, a quien el pueblo reconoce como uno de sus principales líderes. 



¿Qué hizo la Junta Militar ante ese reconocimiento internacional? Encarceló a la Premio Nobel de la Paz, quien se halla privada de libertad hasta el día de hoy.



Por otro lado, los miembros de la minoría cristiana, que alcanza a alrededor de 7 millones de personas en un país con 50 millones de habitantes, en su gran mayoría budistas, son constantemente perseguidos y asesinados en la actualidad.



Esto ha sido y es hoy Myanmar.



Por tanto, señor Presidente, no es posible que las Naciones Unidas continúen con una política que no conduce a ningún resultado y a ninguna parte. 



Las sanciones económicas y morales a las que se recurre no han tenido ni tendrán efecto alguno ante la Junta Militar mientras países como China y Rusia sigan apoyándola debido a sus intereses políticos y económicos. 



Ya en enero de 2007 ambos Estados vetaron una propuesta del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y hace algunos días volvieron a hacer lo mismo con otra.



Ante esa situación, la ONU mandó a Myanmar a un enviado especial: el diplomático nigeriano señor Ibrahim Gambari. Pero ya había ido otro el año 2006 y nada pasó.



Digámoslo claramente: las Naciones Unidas, como ha ocurrido en otras ocasiones, se encuentra empantanada ante el anacrónico sistema que permite a cada uno de los cinco países miembros estables de su Consejo de Seguridad vetar una resolución.



Espero que el pueblo birmano no deba pasar por situaciones como las que les tocó vivir a los de Ruanda, Etiopía, Somalia y Timor Oriental para que la ONU intervenga en forma seria y efectiva. Debe perseguirse el propósito de poner fin al genocidio étnico y religioso que afecta a las minorías del país y de que, en definitiva, toda su gente pueda vivir en paz alguna vez.



Los chilenos sabemos muy bien lo que es la falta de democracia y la represión. Además, hoy nos encontramos postulando a un puesto en el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Es cierto que el nuestro es un país pequeño, pero ambas situaciones nos deben llevar a actuar con firmeza y decisión ante cualquier caso de violación de los derechos humanos que ocurra en el mundo. Tales garantías son universales y supranacionales, por lo cual es deber de todos los Estados miembros de la comunidad internacional velar por su promoción y respeto.



La gran tragedia de los derechos humanos es que mientras ayer se condicionaban por motivos políticos, ahora muchas veces se hace lo mismo por motivos económicos.



Por eso, si queremos sacar lecciones del pasado y ser realmente consecuentes, ninguna razón política o económica puede inhibir o impedir nuestro accionar. Tenemos el deber de actuar con firmeza y decisión, entonces, ya que la situación que vive Birmania resulta de alguna manera paradójica.



Estados Unidos, Inglaterra, Australia -por citar algunos países- solo en los últimos años han tenido una política distinta, cuando, por una parte, se puso término a la Guerra Fría y esa zona dejó de representar una amenaza comunista, y, por otra, el general Ne Win, dictador militar, se acercó a China y a Rusia y proclamó una extraña y contradictoria “vía birmana al socialismo”.



Reitero que, frente a estos hechos, no cabe más que expresar nuestra profunda preocupación y levantar la voz para que nuestra solidaridad llegue al pueblo birmano y, muy especialmente, a su líder, la señora Aun San Suu Kyi, quien continúa encarcelada.



Por tal motivo, hago un llamado al Ministro de Relaciones Exteriores, señor Alejandro Foxley, para que instruya a nuestro embajador en las Naciones Unidas con el fin de que realice todas las gestiones necesarias encaminadas a que ese organismo implemente medidas concretas que terminen con el dolor y el sufrimiento del pueblo birmano, de manera que este pueda construir un futuro en paz y en una democracia en la que todas las minorías étnicas y religiosas sean respetadas.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En el tiempo que resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

INQUIETUD POR EMPLAZAMIENTO DE NUEVO ESTADIO EN CHILLÁN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se envíen oficios, en mi nombre, al Gobierno Regional del Biobío, a la Ilustre Municipalidad de Chillán y a CHILEDEPORTES.



El concejo municipal de esa ciudad sesionó el día 10 de septiembre y trató la construcción de un nuevo estadio con motivo del campeonato mundial de fútbol femenino.



En verdad, la resolución de materializar ese recinto, con un costo aproximado a 2 mil millones de pesos, en la actual localización del estadio “Nelson Oyarzún” generará un problema de envergadura. Todas las voces en Chillán revelan la necesidad de revisar el terreno donde se levantará la obra, ya que la ubicación va a presentar serios problemas de accesibilidad y de seguridad.



El estadio “Nelson Oyarzún” es muy importante, pero la sede del mundial femenino se le asignó a Chillán y no a dicho recinto. Por tanto, demolerlo y reemplazarlo por uno nuevo conllevará suma cero. 



Claramente, existen múltiples opciones. De hecho, se evaluaron 28 proposiciones presentadas por diversos sectores de la comunidad. Incluso, la ANFA regional ha sugerido un sitio de 10 hectáreas.



Por ello, nadie entiende por qué se insiste en destruir lo existente para construir en el mismo lugar algo nuevo. No existe pista de rekortán, ni estacionamientos, ni nada. La superficie de que se trata se halla en medio de un sector poblacional cuyos vecinos, de manera permanente, han cuestionado la ubicación, pues conlleva solo problemas.



En consecuencia, solicito un pronunciamiento de los organismos a los cuales he pedido oficiar, porque aún se cuenta con tiempo.



El Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Harold Mayne Nicholls, ha expresado que está dispuesto a recibir los antecedentes.



Y creo que se debe hacer un esfuerzo. Si no, será un gran fiasco y nos vamos a convertir en el hazmerreír del país, al destruir un estadio para construir otro que presentará severas falencias.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:54.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 2.222, DE 1978, DE NAVEGACIÓN, RESPECTO DE ARRENDAMIENTO AL EXTRANJERO DE NAVES NACIONALES A CASCO DESNUDO

(5258-02)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente
PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.222, de 1978, Ley de Navegación:


1) Suprímese el inciso final del artículo 14;


2) Sustitúyese el número 6 del artículo 21, por el siguiente:

"6. Por inscripción de la nave en un registro de propiedad extranjero;".".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA USO CIUDADADANO DE BANDERA NACIONAL

(5110-06)


Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázanse los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 80 del decreto con fuerza de ley N° 22, de 1959, del Ministerio de Hacienda, por los siguientes:


“Los días 21 de mayo, 18 y 19 de septiembre de cada año, deberá izarse obligatoriamente la bandera nacional al tope, o de la manera como lo establezcan las normas pertinentes.


Con todo, cualquier persona o grupo de personas podrá usar en público la bandera nacional, o enarbolarla en asta e izada al tope, en los edificios públicos o particulares, y en cualquier fecha del año, sin autorización previa y sin más requisitos que el de resguardar, en todo momento, el respeto que los emblemas nacionales demandan y el de dar estricto cumplimiento a las disposiciones que regulan el correcto uso de este emblema patrio.”.”. 



Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA SISTEMA PARA PRORROGAR EMPLEOS A CONTRATA EN SECTOR PÚBLICO

(5281-06)


Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase el inciso primero del artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, por el siguiente:


“Los empleos a contrata deberán señalar el plazo de duración, el que no podrá exceder del 31 de diciembre del año en que se hubiere suscrito el respectivo contrato, el cual se entenderá prorrogado, por el solo ministerio de la ley, hasta el 31 de diciembre del año siguiente, y así sucesivamente, a menos que se notifique su no renovación o su modificación, con un plazo de antelación de, a lo menos, treinta días.”. 



Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 2° de la ley N°18.883, sobre Estatuto Administrativo para funcionarios municipales, por el siguiente: 


“Los empleos a contrata deberán señalar el plazo de duración, el que no podrá exceder del 31 de diciembre del año en que se hubiere suscrito el respectivo contrato, el cual se entenderá prorrogado, por el solo ministerio de la ley, hasta el 31 de diciembre del año siguiente, y así sucesivamente, a menos que se notifique su no renovación o su modificación, con un plazo de antelación de, a lo menos, treinta días.”.”. 


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA PROTOCOLO BILATERAL A TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CENTROAMÉRICA Y CHILE

(5141-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse el "Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile", y sus anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
5

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE MODIFICACIONES ORGÁNICAS Y PROCEDIMENTALES A LEY Nº 19.968, QUE CREA TRIBUNALES DE FAMILIA

(4438-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado por Mensaje de la señora Presidenta de la República.


La Comisión discutió en general la iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.


Se recabó la opinión de la Corte Suprema, de lo que se da cuenta más adelante.


El proyecto debe ser informado por la Comisión de Hacienda, en el trámite reglamentario de segundo informe.

- - - - - - -


Asistieron a las sesiones en que se discutió el proyecto las siguientes personas: del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Isidro Solís; la Subsecretaria, señora Verónica Baraona; el Ministro, señor Carlos Maldonado; la Jefa de la División Jurídica, señora Constanza Collarte; los asesores de esa División, señora Paula Recabarren y señores Rodrigo Zúñiga, Diego Benavente y Ricardo Cárdenas; el Jefe de la Unidad de Reformas Judiciales, señor Andrés Mahnke; el asesor de la misma Unidad, señor Marco Venegas, y la abogada de ella, señora Sofía Libedinsky. De la Excelentísima Corte Suprema, la Ministra, señora Margarita Herreros; el Ministro señor Milton Juica, y el Administrador de un Tribunal de Familia y Asistente de la señora Margarita Herreros, señor Claudio Saavedra. Del Servicio Nacional de la Mujer, La Ministra, señora Laura Albornoz; el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Patricio Reinoso; el Jefe de la División Jurídica, señor Marco Rendón, y las asesoras de la División Jurídica, señoras Carolina Espinoza, Paulina Maturana y Claudia Téllez. De la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el Director, señor Miguel Sánchez; el Jefe de Finanzas, señor Gustavo Poblete; el Jefe de la Unidad de Relaciones Internacionales, señor José Pablo Vidal, y el Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional, señor Rodrigo Herrera. De la Academia Judicial, la Directora, señora Karen Exxs, y la abogada, señora Bárbara Urrejola. Del Ministerio de Hacienda, el asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Hernán Moya. De la Asociación de Magistrados del Poder Judicial, la Directora Regional, Magistrada señora Gloria Negroni. De la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, el Presidente, señor Raúl Araya, y el Vicepresidente, señor Benjamín Ahumada. De la Asociación Nacional de Consejeros Técnicos del Poder Judicial, el Presidente, señor Germán Osses. De la Federación Nacional de Funcionarios de la Asistencia Jurídica, la Presidenta, señora Claudia Fanchinetti; el Vicepresidente, señor Raúl Cortez; la Secretaria, señora Ana María Aracena; el Tesorero, señor Víctor Parra; el abogado Director, señor Osvaldo Soto; la Presidenta de de la Región de Valparaíso, señora Blanca Calvo; la Secretaria de la Región de Valparaíso, señora Marlene Cárcamo; el Tesorero de la Región de Valparaíso, señor Carlos Vergara, y el Presidente de la Región de Bío-Bío, señor Pedro Catril. De la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso, la Directora General, señora Marcela Le Roy. De la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, el Presidente, señor Raúl Araya; el Primer Vicepresidente, señor Guillermo Quiroz, y el Segundo Vicepresidente, señor Benjamín Ahumada. De la Asociación Nacional de Profesionales de la Administración del Poder Judicial, el Delegado de los Juzgados de Familia de Santiago, señor Manuel Cancino, y el Delegado de los Juzgados de Familia de Valparaíso, señor Oscar Ruiz. De la Asociación Nacional de Profesionales de la Administración del Poder Judicial, el Presidente, señor Juan Merino, y el Delegado de los Juzgados de Familia de Valparaíso, señor Oscar Ruiz.

- - - - - - - -

NORMAS DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL


A juicio de la Comisión, son disposiciones de carácter orgánico constitucional las siguientes: del artículo 1º, los números 1), 2), 3), 17), 24), 26), 27) y 28); el artículo 5°, y los artículos 2°, 3° y 5° transitorios, pues ellas dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de familia y de los del sistema procesal penal. 


Si bien la Cámara de Origen no consideró como orgánicos constitucionales los numerales 17) y 24) del artículo 1°, en la sesión de 24 de enero de 2007 ellos recibieron 92 votos favorables, ninguno en contra y ninguna abstención, en circunstancias de que se requerían sólo 65 preferencias.


Se hace presente que la Cámara de Diputados votó como si fuera de condición orgánica constitucional el número 12) del artículo 1°, que incorpora en la ley de Tribunales de Familia un párrafo nuevo, sobre admisibilidad de demandas, denuncias y requerimientos, que pasa a integrar el Título III, Del Procedimiento. La Comisión juzgó que esos preceptos son propios de ley común, siguiendo el criterio reiteradamente manifestado por el Tribunal Constitucional, que ha señalado que las normas procesales no son de índole orgánica constitucional.


De acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, para ser aprobadas, las normas indicadas al comienzo de este capítulo requieren la votación conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en Ejercicio.

- - - - - - -

ANTECEDENTES


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento convocó a diversos actores vinculados al tema de los tribunales de familia, a una sesión que se celebró el día 3 de abril de 2006, para efectuar un análisis en torno al funcionamiento de los mismos, a la luz de la experiencia acumulada en los meses transcurridos desde la puesta en marcha de la justicia de familia, el 1° de octubre de 2005. A dicha reunión se invitó a la Corte Suprema, al Ministerio de Justicia, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y al Colegio de Abogados de Chile A.G.


Como corolario de aquella convocatoria, se acordó por unanimidad oficiar al Ministerio de Justicia, con el fin de solicitarle la creación de una Comisión Especial que propusiera soluciones y medidas administrativas y legislativas para poner remedio a los problemas que ya se habían presentado en la implementación y puesta en marcha de los mencionados tribunales.


Uno de los frutos de aquella iniciativa es el proyecto de ley que ahora informa la Comisión, iniciado por Mensaje de la señora Presidenta de la República, firmado por los Ministros de Justicia, de Hacienda y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, que ingresó a la Cámara de Diputados el día 22 de agosto de 2006.

- - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Los objetivos fundamentales del proyecto, al tenor del Mensaje, son introducir modificaciones orgánicas y procesales en diversos cuerpos legales, con el fin de mejorar la organización y gestión de los tribunales de familia, así como establecer procedimientos más expeditos y acordes a los requerimientos que la especial naturaleza de estos procesos demanda.


El texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional consta de siete artículos permanentes y seis transitorios.

RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO

ARTÍCULOS PERMANENTES


El artículo 1º introduce 28 modificaciones a la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, entre las que destacan:

i. Crea 30 nuevos cargos de juez de familia, a lo largo de todo Chile.

ii. Establece que la Corporación de Asistencia Judicial podrá representar a ambas partes del juicio.

iii. Establece el abandono del procedimiento en casos de violencia intrafamiliar, si ninguna de las partes concurre a las audiencias fijadas y el demandante o solicitante no pide una nueva, dentro de quinto día.  

iv. Modifica la regla de las notificaciones, permitiendo, para el caso de que el notificado de la primera gestión no sea habido, un procedimiento similar al de la notificación personal subsidiaria del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

v. Establece que podrán actuar como peritos los organismos acreditados según la ley Nº 20.032, sobre red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores (SENAME) y su régimen de subvenciones. 

vi. Establece un procedimiento de control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos.

vii. Establece que las demandas y las contestaciones de las demandas siempre deberán presentarse por escrito.

viii. Establece que se citará a una audiencia preparatoria una vez que la demanda sea admitida a tramitación, y no cuando el libelo sea presentado, como hoy se dispone.

ix. Establece que, en caso de traslado del juez, el magistrado sólo podrá asumir su nueva función cuando dicte todas las sentencias definitivas pendientes.

x. Amplía la medida cautelar especial de prohibir o limitar la concurrencia del ofensor al lugar de estudio o trabajo del niño, niña o adolescente, extendiéndola a cualquier otro lugar al que la víctima concurra habitualmente.

xi. Establece que, además del SENAME, el Ministerio de Justicia también será destinatario del informe de visita del juez a los establecimientos residenciales para el cumplimiento de medidas de protección de menores.

xii. El SENAME tendrá la obligación de mantener informados a los jueces respecto de los programas que estén disponibles en la región del tribunal, en los centros de administración directa y en los programas de los organismos colaboradores del Servicio.

xiii. Establece que los daños a la propiedad pública o privada, cuyo monto no exceda de una unidad tributaria mensual, realizados por adolescentes mayores de 16 años, se tramitarán según la ley de responsabilidad penal adolescente
.

xiv. Reemplaza íntegramente el título V, sobre mediación familiar, la que pasará a ser obligatoria.

xv. Modifica las plantas de personal, en consonancia con la cantidad de jueces que tenga el tribunal.


El artículo 2º modifica, en 8 numerales, la nueva Ley de Matrimonio Civil, Nº 19.947, reformas de las cuales cabe resaltar:

i. Reemplaza la audiencia especial de conciliación, a la que hoy el juez debe citar, por una audiencia preparatoria, donde el juez llamará a conciliación a las partes.

ii. Faculta a las partes que piden el divorcio de común acuerdo, para comparecer representados a la audiencia preparatoria.

iii. Elimina la obligación del juez de velar porque las partes lleguen a un consenso.

iv. Elimina la mediación.

v. Establece expresamente que tendrán valor las sentencias de divorcio pronunciadas por tribunales extranjeros que cumplan los requisitos de la ley chilena, aunque hallan sido dictadas con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 19.947.


El artículo 3º modifica el artículo 234 del Código Civil, que regula el derecho de los padres para corregir a sus hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud ni su desarrollo personal, para estipular que el ejercicio de este derecho deberá ajustarse a la ley y a la Convención sobre los Derechos del Niño. 


El artículo 4º modifica el decreto ley N° 3.346, de 1980, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, en consonancia con la modificación que eliminó la mediación en la ley de matrimonio civil.


El artículo 5º modifica el Código Orgánico de Tribunales, agregando la exigencia de un informe previo técnico favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para que una Corte de Apelaciones pueda decretar el funcionamiento extraordinario de juzgados de letras, en caso de retardo en el despacho.


El artículo 6° dispone que la sustitución del Título V de la ley N° 19.968, sobre mediación familiar, empezará a regir 90 días después de la publicación de esta ley.


El artículo 7° dispone que el Ministerio de Justicia, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Corte Suprema deben informar trimestralmente, a las Comisiones de Familia y de Hacienda de la Cámara de Diputados, sobre la marcha de los tribunales de familia y la implementación de estas reformas.

ARTÍCULOS  TRANSITORIOS


El artículo 1º transitorio aplaza la entrada en vigencia de la modificación de la competencia de los tribunales de familia, en materia de medidas excepcionales de protección de menores, hasta la entrada en vigor de la ley de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal
.


El artículo 2º transitorio establece una regla para nombrar las dotaciones adicionales que deban hacerse en el curso de 2007, conforme al proyecto, lo que debe completarse a más tardar el 31 de diciembre del presente año.


El artículo 3º transitorio limita a 40 la provisión de cargos de juez de tribunales orales y de garantía de la Región Metropolitana que no estén provistos. Es del caso destacar que la ley N° 20.199, publicada el 20 de junio del año en curso, dispuso que la provisión de los cargos de jueces del nuevo sistema procesal penal en la Región Metropolitana se haga a medida que las necesidades efectivas de su funcionamiento lo requieran
.


El artículo 4º transitorio establece una bonificación por retiro, para ciertos funcionarios judiciales.


El artículo 5º transitorio establece reglas especiales para proveer las vacantes que se generen con motivo del derecho de retiro establecido en el artículo precedente.


El artículo 6º transitorio señala que los gastos de aplicación de la ley que deban hacerse durante el año 2007 se financiarán con cargo a la Partida Poder Judicial y faculta hacer las reasignaciones y traspasos que sean necesarios para concurrir a solventarlos. 

- - - - - - -

NORMAS JURÍDICAS VINCULADAS CON EL PROYECTO

1. Ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia.

2. Artículo 234 del Código Civil, que establece la facultad de los padres para corregir a sus hijos y la facultad del juez para intervenir, cuando en el ejercicio de este derecho se menoscabe la salud y el desarrollo personal del menor corregido.

3. Ley Nº 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Justicia, de 2000.

4. Artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, que establece la notificación personal subsidiaria.

5. Artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales, sobre facultad disciplinaria de los jueces de letras, y artículo 551, sobre recurso de apelación contra resoluciones adoptadas en ejercicio de tal facultad.

6. Ley Nº 20.032, que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención.

7. Ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar.

8. Código Penal, artículo 247, sobre violación de secretos por un empleado público; Libro Segundo, Título VII, párrafos 5, de la violación, 6, del estupro y otros delitos sexuales, 7, disposiciones comunes a los dos párrafos anteriores, 8, de los ultrajes públicos a las buenas costumbres, 9, del incesto, y el Libro Tercero, de las faltas.

9. Ley Nº 19.620, sobre Adopción.

10. Ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos y de Suministro y Prestación de Servicios.

11. Ley Nº 19.947, sobre Matrimonio Civil.

12. Código de Procedimiento Civil, Libro Primero, Título XIX, párrafo 2, De las resoluciones pronunciadas por tribunales extranjeros, y artículo 543, sobre apremios.

13. Decreto Nº 830, del Ministerio de Relaciones de Exteriores, de 1990, que Promulga la Convención de los Derechos del Niño.

14. Decreto ley Nº 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

15. Ley Nº 20.084, que establece un sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.

16. Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

17. Ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio.

18. Decreto Ley N° 3.058, de 1979, sistema de remuneraciones del Poder Judicial.

19. Ley N° 19.665, artículo 10, que suprimió juzgados del crimen y de letras en diversas ciudades.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz, señaló que este proyecto es resultado de una preocupación permanente de esa cartera en el tema de familia. Inspirado en motivos similares, se promovió el proyecto que modificó las normas sobre el juicio de alimentos
, el cual se concretó en la ley Nº 20.152. Este último cuerpo legal, sumado a la adecuación orgánica y procedimental de los tribunales de familia que propone la iniciativa materia del presente informe, benefician particularmente a las mujeres del país, que son las principales usuarias del sistema de justicia de familia.


El proyecto contempla variadas modificaciones, como la exención del trámite de admisibilidad en los procesos por violencia intrafamiliar y en las reclamaciones de paternidad, así como la facilitación de medidas cautelares. También descarta absolutamente la mediación en casos de violencia intrafamiliar. 


Otro cambio importante es la creación de una unidad especial de cumplimiento, para hacer efectiva la aplicación de las resoluciones judiciales. Esta situación es relevante en los juicios de violencia intrafamiliar (que son el 20,7% del total), sobre todo tratándose de medidas de protección decretadas a favor de las víctimas, y en los juicios de alimentos (que son el 52,9% del total), específicamente en las órdenes de arresto y en la ejecución de resoluciones que fijan alimentos provisorios, que son ampliamente incumplidas.


Manifestó que la proposición del Ejecutivo para mejorar los tribunales de familia es una inyección importante de recursos que demuestra la voluntad política del Gobierno de abordar los temas que preocupan a la ciudadanía.  


El Ministro de Justicia, señor Isidro Solís, expuso que el proyecto tiene por finalidad modificar la estructura y funcionamiento de los tribunales de familia. Estos fueron creados en el año 2005 sobre la base de supuestos estadísticos que en la realidad no se confirmaron, lo que a poco andar provocó el colapso que es de público conocimiento. En las estimaciones hechas por estudios universitarios que sirvieron de base al diseño del sistema se calculó un ingreso hipotético de 182.000 causas, en los 12 primeros meses; en la práctica, en ese mismo período de tiempo ingresaron 396.000 nuevos asuntos, estabilizándose el ingreso anual en 386.000 procesos, el año 2006.


En la gestación del presente proyecto de ley se involucró a la mayor cantidad de actores posible y que los jueces de familia estuvieron representados por la encargada del tema en la Asociación de Magistrados, la jueza señora Gloria Negroni. Una de las proposiciones que planteó el escalafón judicial fue la inclusión del trámite de admisibilidad, esto es, un examen previo de plausibilidad de las acciones emprendidas en los tribunales de familia, porque actualmente los jueces se ven en la imperiosa necesidad de tramitar hasta el final situaciones bizarras, como el reclamo presentado por una abuela contra sus nietos porque no querían levantarse temprano para ir al colegio. 


Señaló que el proyecto plantea tres tipos de reformas: orgánicas, procedimentales y sustantivas en materia de competencia de tribunales. Entre las primeras, destacó el aumento de funcionarios y de jueces, con un total de 465 nuevas plazas y 30 nuevos tribunales. Se crean cargos de jefe de unidad de servicio en todos los tribunales, de jefe de unidad de causa en los tribunales más grandes y las unidades especiales de cumplimiento.


El señor Ministro de Justicia agregó que, entre las modificaciones orgánicas, el proyecto también contempla un incentivo especial para el retiro de funcionarios mayores de 60 o 65 años, según se trate de mujeres u hombres, que no aprobaron el examen para incorporarse a los tribunales de la reforma procesal penal, los que fueron destinados a los tribunales de menores y luego a los nuevos tribunales de familia.


La bonificación por retiro se otorga a los funcionarios mayores de 65 años y a las funcionarias mayores de 60, que tengan a lo menos cinco años de servicios continuos anteriores a la vigencia de la ley. De acogerse al beneficio, deberán presentar la renuncia voluntaria y recibirán una indemnización total equivalente a un mes de remuneración por año de servicio, con un tope mensual de 90 unidades de fomento y un límite total de 11 meses. Según cálculos hechos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial hay 473 funcionarios en condiciones de ejercer este derecho. Acerca de la posibilidad de permitir que los cargos que queden vacantes con este incentivo al retiro sean ocupados por funcionarios de los antiguos tribunales del crimen y del trabajo que no pasaron la prueba de suficiencia para incorporarse a los nuevos tribunales de las Reformas Procesal Penal y Laboral, respectivamente, el Ministerio no tiene inconvenientes, en principio, aunque es un tema que debe ser tratado con la Corte Suprema.


El origen del financiamiento del mencionado beneficio está en una proposición de la Dirección de Presupuestos, según la cual el nombramiento en cualquiera de las 198 plazas vacantes de jueces de garantía y del tribunal de juicio oral en lo penal debía ser llenado con informe financiero previo de dicha Dirección. Esa disposición, que suscitó el vivo rechazo de la Corte Suprema, no prosperó. Para dar paso a una solución que permitiera financiar el incentivo al retiro, en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados se acordó que, durante el año 2007, sólo serían ocupados 40 cargos vacantes del sistema procesal penal en la Región Metropolitana, según las cargas de trabajo efectivas observadas. 


Respecto a las modificaciones procedimentales, destacó la modificación de las normas sobre mediación. Este instituto fue introducido en la ley con carácter de voluntario, esperando que permitiera dar una salida alternativa al 10,7% de las causas. Lamentablemente, en Chile no hay tradición cultural en este aspecto y la incidencia efectiva de la mediación ha sido mínima. La presente modificación legal la hace obligatoria y gratuita. Sin perjuicio de volver sobre esto en la discusión particular, el Secretario de Estado adelantó que el modelo propuesto fija una primera audiencia obligatoria, para plantear la procedencia de la mediación, en la que cualquiera de las partes puede decidir no perseverar en ella, con lo cual concluye inmediatamente la actuación. 


También se plantea como obligatoria la comparencia con asistencia letrada. Originalmente, la reforma aceptó la posibilidad de comparecer en los asuntos de familia sin abogado, en un procedimiento oral, en el supuesto de que esto mejoraría el acceso a la justicia. Tal presunción no se dio en la práctica, ya que las personas concurren a los tribunales a exponer un problema y a pedir una solución, sin atenerse a las formalidades de una acción legal ni haciendo peticiones concretas concordantes con las normas sobre familia. Además, se generó un segundo problema, porque la demandante, que generalmente es la parte más débil de la familia, concurre al tribunal sin abogado, y el demandado contrata un asesor letrado para su defensa, produciéndose una clara asimetría, en desmedro de la parte más débil del conflicto. 


La asimetría aumenta cuando el demandado es representado por la Corporación de Asistencia Judicial, pues en tal eventualidad esa institución rehúsa patrocinar también a la demandante, por considerarse inhabilitada para asumir defensas incompatibles. Esto movió a los tribunales de familia a recurrir a los abogados de turno
, lo que generó tal demanda sobre estos profesionales que el colegio de la Orden reclamó contra el Estado de Chile ante la Organización Internacional del Trabajo, por incumplimiento del Convenio N° 29, de 1930, sobre Trabajo Forzoso.


El señor Ministro argumentó que la estructura actual de las Corporaciones de Asistencia Judicial presenta graves falencias, toda vez que sus servicios están orientados preferentemente a facilitar la práctica de los postulantes egresados de las escuelas de Derecho que al ejercicio judicial directo. Por ello se ha iniciado un importante proceso de reflexión interna, que propone un conjunto de medidas correctivas. En primer lugar, se dispone el término progresivo de abogados con jornada parcial. En segundo lugar, en el nuevo esquema los postulantes asumen un rol de asesoría, similar al de los abogados asistentes del fiscal en el Ministerio Público, correspondiendo al abogado el manejo directo de la causa, a la usanza del fiscal del Ministerio Público. Otro asunto que ha sido objeto de esta reflexión es que si se establecen parámetros profesionales de asistencia judicial altos es importante identificar qué sector de la población será beneficiado, puesto que un acceso universal implicaría que el Estado de Chile se haría cargo de toda defensa judicial, cosa que no está considerada ni es factible. 


En todo caso, la presente iniciativa de ley señala expresamente que las Corporaciones de Asistencia Judicial podrán representar a ambas partes en el juicio, si son requeridas para ello. 


Para solucionar este problema, el proyecto plantea también mejoras de infraestructura y en la gestión, que permitirán contratar a profesionales de la administración y dotar a la Corporación de un sistema computacional. El programa de fortalecimiento de las Corporaciones de Asistencia Judicial tendrá un costo total de $ 3.500.000.000.


En el mismo orden de cosas, el proyecto establece la escrituración de la etapa de discusión del juicio.


El señor Ministro agregó que la judicatura de familia tiene como elemento distintivo la producción de resoluciones de ejecución permanente, o sea, establecidos los derechos de las partes por una sentencia ejecutoriada, se requiere el cumplimiento de prestaciones de tracto sucesivo ordenadas por la resolución del tribunal; cuando este cumplimiento sucesivo se interrumpe no es preciso volver a discutir el derecho, sino que se procede de forma ejecutiva. Esta solución no se incluyó en la ley N° 19.968, que exige una audiencia con comparecencia de ambas partes, para cualquier tipo de petición, por lo que la persona afectada por el incumplimiento de una resolución, en la práctica, tiene que ingresar al sistema de nuevo. Para resolver este problema se crean las unidades especiales de cumplimiento, que se harán cargo de la ejecución forzada de sentencias ejecutorias.


Otro aspecto procesal del proyecto destacado por el señor Ministro fue la modificación al procedimiento de divorcio, consistente en eliminar la consulta obligatoria en juicios de divorcio solicitado de mutuo acuerdo.


En materia sustantiva, el proyecto modifica las reglas de competencia para determinar ante cual tribunal demandar. En la ley vigente hay un sinnúmero de domicilios posibles que fijan esa competencia, lo que ha generado algún nivel de confusión. El proyecto plantea establecer como regla única de competencia la del domicilio de los menores, estableciendo un sistema de notificaciones similar al del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Constanza Collarte, precisó que, además de la inyección de recursos contemplada en el proyecto, las modificaciones al procedimiento, como el trámite de admisibilidad o la mediación, necesariamente abreviarán la duración de los juicios. Propició mantener la activa colaboración de los jueces en la discusión, porque hay una serie de mejoras que no necesariamente pasan por el aumento de recursos, sino que dependen del mejor uso de los existentes.


La Honorable Senadora señora Alvear destacó la importancia de contar con la participación de los magistrados que se desempeñan en la judicatura de familia, en las sesiones de la Comisión en que se trata este tema, porque ellos pueden aportar su experiencia práctica para detectar cuáles son las debilidades y fortalezas de la ley N° 19.968.


Luego indicó que es imprescindible contar con un informe escrito que cuantifique por comuna el déficit de tribunales de familia,  lo que puede explicar en parte el colapso producido.


Hizo presente que en la Reforma Procesal Penal se implementó un sistema de administración de tribunales que ha permitido un uso muy eficiente del tiempo de audiencias y recomendó reeditar esa experiencia en los tribunales de familia.


Agregó Su Señoría que le preocupa la insuficiente capacitación de los actores involucrados en esta reforma tan significativa, que se demuestra por la repetición, en algunos tribunales de familia, de prácticas que eran usuales en los tribunales de menores y fueron abolidas por la Reforma de Familia. Señaló que es importante precisar si la Academia Judicial dispone de los recursos para preparar a los jueces de familia, si existe capacitación adecuada para el resto de los funcionarios, en los nuevos procedimientos y en las herramientas computacionales necesarias para alcanzar los objetivos de este importante proceso de cambio.


En torno a la misma materia, la señora Senadora consultó, en primer lugar, si las horas que actualmente se consideran para los cursos de los jueces de familia son suficientes, teniendo en consideración que el nuevo procedimiento de familia les exige, además de conocimientos jurídicos, destrezas orales. En segundo lugar, solicitó información respecto de la metodología de los cursos impartidos, con el fin de conocer si éstos se limitan a clases magistrales o incluyen también ejercicios prácticos de simulación. En tercer lugar, consultó si la Academia imparte cursos para desarrollar habilidades de mediación, así como de actualización en las modificaciones legales introducidas por el parlamento para mejorar las judicaturas existentes.


Se manifestó partidaria de la obligatoriedad de la mediación, porque en otras experiencias profesionales que le ha tocado conocer ha podido observar, de primera fuente, la eficacia de este medio de solución de controversias, que puede incluso llegar a ser mayor que la de las resoluciones judiciales. Su adopción conlleva, además, un efecto de descongestión de los tribunales. Insistió en que para que esto sea posible se necesita un importante esfuerzo de capacitación de todos los actores.


Enseguida, subrayó que le preocupa que en la implementación de la Reforma de Familia se haya tenido que recurrir al arrendamiento de numerosos inmuebles y sugirió transformar esos contratos en leasing, lo que facilitaría ejecutar en ellos tareas de remodelación, ya que a la postre pasarían a ser de dominio fiscal.


Por último, en esta etapa del debate solicitó al Ministerio de Justicia que haga llegar a la Comisión el estado actual del proceso de reestructuración de las plantas de personal y de la infraestructura de las Corporaciones de Asistencia Judicial, pues la situación actual de la judicatura de familia y la próxima entrada en vigor de la reforma de los tribunales del trabajo suponen un importante incremento en la demanda de servicios que gravitará sobre esas Corporaciones. También pidió una información detallada de los programas de mediación que actualmente se practican en los distintos consultorios de asistencia judicial, a lo largo del país.


El Honorable Senador señor Espina expuso que para tener una mejor visión del tema es muy importante escuchar la opinión de los jueces de familia, quienes han aportado interesantes observaciones prácticas en la discusión de distintos proyectos de ley. Además, anotó que es básico que la solución que adopte el proyecto en debate sea concordada con todos los actores relevantes. De no ser así, Su Señoría no estaría dispuesto a concurrir con su voto a una salida que no resuelva el grave colapso en que está sumida la judicatura de familia.


El problema de los tribunales de familia es de fondo, aseveró Su Señoría, y no se soluciona con el mero expediente de establecer más tribunales. Hay varias áreas en que él se manifiesta.

En primer lugar, los juzgados con competencia mixta no han tenido ningún reforzamiento para hacerse cargo de la nueva competencia ni menos del nuevo tipo de procedimiento que están llamados a aplicar. En segundo lugar, las dotaciones de personal asignadas son insuficientes. En tercer lugar, la infraestructura de los tribunales es deficiente, sobre todo en los tribunales mixtos, donde no hay ninguna barrera que separe, siquiera visualmente, a los agresores y a los agredidos en situaciones de violencia intrafamiliar. En cuarto lugar, están los problemas de procedimiento, sobre todo lo que dice relación con la falta de filtros de admisibilidad, que impide rechazar asuntos que no tienen solución jurídica posible; dentro de esta misma área está también el trámite de la mediación, cuya obligatoriedad debería discutirse. En quinto lugar, está el tema de la capacitación, que se ha reclamado con justa razón. En sexto lugar, la competencia asignada a los tribunales de familia parece ser excesiva, sobre todo teniendo en consideración que no todos los temas que la ley les impone conocer dicen relación directa con la estructura de la familia, sino con asuntos de orden patrimonial, que podrían volver a los tribunales civiles. En séptimo lugar, es necesario repensar las funciones asignadas a los consejeros técnicos, pues la labor de mera asesoría no vinculante para el juez puede ser superflua, considerando el déficit de personal que aqueja a esta nueva judicatura.


A continuación, demandó conocer el criterio con que se decidió la distribución de las treinta nuevas plazas de juez que crea el proyecto, toda vez que en la tramitación de la reforma que creó los tribunales de familia, teniendo a la vista datos objetivos proporcionados por los jueces de menores, se anticipaba que la cantidad de magistrados del diseño original sería insuficiente.


Agregó que es muy importante que el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia señalen expresa y específicamente cuál es la carga máxima de trabajo que puede afrontar un tribunal con competencia en materia de familia, de forma que el período de espera para las audiencias sea razonable y no se extienda durante meses, como hoy ocurre. Destacó que nadie ha precisado hasta ahora cuál es la carga máxima de trabajo que puede asumir un tribunal, sin originar lapsos de espera excesivos, expresada en cantidad de ingresos por período de tiempo por juez.


También es necesario conocer la composición exacta de la planta y dotación de funcionarios de cada tribunal que conoce asuntos de familia, para formarse una idea cabal de la carga de trabajo. Hizo ver que hay aún una cantidad importante de cargos de jueces de familia establecidos en la ley que no han sido proveídos, y solicitó hacer llegar a la Comisión información detallada sobre estos casos y de las razones por las que ello ha ocurrido.


Solicitó a los representantes de las organizaciones recibidas en audiencia hacer llegar a la Comisión información desagregada por tribunal, respecto de la cantidad de causas de familia que tiene a su cargo cada juez, tanto los de familia cuanto los con competencia mixta. Sobre estos últimos interesa también saber cuántas causas tienen en total y qué porcentaje de ellas representa cada materia.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que las modificaciones netamente procesales a la ley son de menor gravitación y que esperaba que la necesidad de las mismas fuera expresada por los expertos invitados a la Comisión. Mucho más difícil de aclarar es la condición material de los tribunales de familia y la asignación óptima de recursos de organización y de gestión necesarios para ejecutar sus tareas sin que se repita el actual nivel de colapso.


Pidió al Ministerio de Justicia precisar en qué consiste la modificación de la mediación, porque, a su juicio, es un despropósito introducir este instituto en procesos como los de violencia intrafamiliar, y en los demás casos puede ser sólo una instancia dilatoria.


Por lo que dice relación con la localización territorial de la capacitación, acotó que en las regiones hay muchos abogados capaces, y que actualmente casi todas las capitales de regiones cuentan con escuelas de Derecho de buena calidad. En vista de ello, podría explorarse la idea de celebrar acuerdos para que esas entidades académicas impartan los mismos cursos especiales de habilitación que realiza la Academia Judicial en Santiago.


Consultó también al Ministerio de Justicia acerca de la cobertura territorial de la Corporación de Asistencia Judicial y de la extensión de su competencia. Asimismo, pidió una nómina del personal asignado a cada consultorio de la Corporación de Asistencia Judicial a lo largo del país. 

Además, Su Señoría hizo presente que es importante hacer una distinción precisa entre las competencias de la Defensoría Penal Pública, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de los Consejos Técnicos de los tribunales de familia, porque cabe la posibilidad de una superposición de funciones, que generaría el consiguiente desorden administrativo y un perjuicio fiscal por duplicación de gastos.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que, al iniciar el estudio de este proyecto, es muy importante tener a la vista todos los aspectos de diseño involucrados y los datos estadísticos que se han recopilado, porque se trata de corregir las falencias de la Reforma de Familia y en esto no se puede volver a fallar.


Observó que el camino legislativo que se ha seguido en el último lustro apunta a especializar las diversas judicaturas y a introducir la oralidad de los procedimientos, como regla general. Esto es particularmente relevante en el caso de los tribunales con competencia mixta, que tienen que lidiar simultáneamente con los antiguos y los nuevos procedimientos. Además, este problema, que hoy se hace patente en la justicia de familia, mañana podría replicarse en la del trabajo, en vista de las nuevas competencias que se le han dado. Considerando esta circunstancia, consultó si la Corporación Administrativa del Poder Judicial tiene un plan que establezca un nuevo esquema de trabajo para los tribunales con competencia mixta, que les permita hacerse cargo de los cambios judiciales antes referidos.


Será preciso conocer cuál es la carga óptima de trabajo de un tribunal de familia para que el período de espera para las audiencias sea razonable, y de qué forma esta carga puede ser distribuida en los tribunales que tienen competencia mixta. Otro asunto que hay que tener presente, dijo Su Señoría, además de las cargas relativas de trabajo, son la extensión y las distancias de los territorios jurisdiccionales de los tribunales de familia y de los juzgados mixtos de provincia. En este aspecto, consultó también si la Asociación de Magistrados del Poder Judicial ha hecho presente algunos reparos prácticos a la ley vigente.


Puso de relieve que la situación de los juzgados con competencia mixta es muy importante, porque la entrada en vigencia de la reforma de los juzgados laborales tendrá incidencia en el funcionamiento de aquéllos. Si en esta materia también hubiera un error de diseño, igualmente habría problemas en la implantación de la reforma de la justicia laboral.


Agregó que en su región ha habido reclamos respecto de la lentitud e inoperancia del sistema. Por ello, es necesario que se ponga a disposición de la Comisión las estadísticas que permitieron concluir que la cantidad de cargos de juez que crea el proyecto es la apropiada, así como los antecedentes técnicos que fundamentan la obligatoriedad de la mediación.


Expresó que los temas procesales serán considerados con detenimiento durante la discusión en particular, sin perjuicio de lo cual pidió se dé a conocer la razón por la que se decidió escriturar el procedimiento ante los tribunales de familia, toda vez que originalmente el principio de oralidad se planteaba como un logro, en cuanto debía mejorar el acceso a la justicia.


Enseguida, el Honorable Senador señor Gómez solicitó información respecto de la cantidad y características de los cursos que la Academia Judicial ha dictado en los últimos dos años, el número de funcionarios que ha asistido y el costo unitario de cada uno de estos cursos. Hizo presente que hay una reforma en marcha, que fortalecerá la judicatura de familia, que pronto empezará a regir a cabalidad la ley que establece la responsabilidad penal de los adolescentes y que está por entrar en vigencia la Reforma Laboral, situaciones todas que requerirán una cantidad importante de jueces, por lo que es necesario saber cuál es el déficit de cobertura que provoca la actual asignación de recursos presupuestarios a la Academia Judicial.


En cuanto a la localización de las acciones de capacitación, recalcó que en regiones hay abogados capaces, que podrían interesarse en ingresar al Poder Judicial pero que no acuden a los cursos de formación porque se realizan únicamente en Santiago, lo que importa dejar su familia y su trabajo y trasladarse por un período relativamente prolongado. Además, lo más probable es que esos abogados quieran optar a un cargo de juez en su región y no en Santiago. Por esta razón, aconsejó agregar programas de formación en regiones.


Sobre el mismo particular, añadió que el monto previsto como beca para quienes deben desplazarse a la capital para participar en cursos de la Academia Judicial es insuficiente. No permite que un abogado establecido, con familia y que ejerce su profesión en provincia, deje todo para hacer un curso que sólo le da una posibilidad, y no la certeza, de incorporarse al escalafón primario del Poder Judicial. 


Se refirió luego a la eventual superposición de funciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial, de la Defensoría Penal Pública y de los Consejos Técnicos de los tribunales de familia, respecto de lo cual ha hecho una prevención el Honorable Senador señor Espina. Admitió que, pese a sus distintos roles y ámbitos, cabe la posibilidad de que se produzcan duplicidades, por lo que es necesario precisar con exactitud el límite del campo de acción de cada uno de ellos, para evitar la proliferación inútil de esfuerzos públicos. 


Hechas presente las consideraciones anteriores, preguntó si el gasto autorizado en el proyecto logrará sufragar las necesidades proyectadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial y llamó a las autoridades de los Poderes Ejecutivo y Judicial a explicitar los supuestos estadísticos que han servido de base para la elaboración del cálculo presupuestario planteado. En todo caso, recalcó que es muy importante precisar detalladamente el destino de las sumas solicitadas y la función específica a que se destinará cada inversión, porque no es posible aquilatar la necesidad de recursos cuando ellos son presentados de forma agregada, para los fines generales de la institución.


El Honorable Senador señor Gómez subrayó que esta información debe estar disponible lo antes posible, porque la Reforma Laboral entrará pronto en vigencia, y no se puede esperar que vuelvan a ocurrir los mismos inconvenientes que en la de familia y que por ello se deba reeditar un proceso como el presente y se tenga que volver a considerar un aumento presupuestario y una modificación de las plantas. Anotó que mientras la información solicitada no esté disponible, la Comisión no está en condiciones de votar la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Chadwick consultó si se han establecido metas mínimas de funcionamiento de los tribunales de familia, como la reducción estándar de los tiempos de audiencia esperada como fruto del importante aporte extraordinario de recursos que implica el proyecto en debate, y cuál es el resultado logrado con el plan piloto, en términos de optimización. Hizo ver que tampoco se ha establecido cuál es el estándar de mejora que se pretende alcanzar con el rediseño de los procedimientos. 

Al respecto, recordó que cuando se discutía el proyecto de tribunales de familia se simularon y proyectaron cargas de trabajo que hipotéticamente iban a ser enfrentadas de forma satisfactoria con los recursos asignados. Aunque evidentemente este ejercicio teórico debía considerarse como un resultado esperado aproximado, la práctica demostró que los supuestos base del sistema estaban errados y que el resultado actual de colapso dista muchísimo de lo esperado. De allí, entonces, que en esta oportunidad es imprescindible que se muestre, de forma clara y concreta, cómo las modificaciones propuestas efectivamente van a solucionar los problemas.


Indicó que hay que tener también presente los efectos que las modificaciones procesales provocarán en las instituciones auxiliares y anexas a los tribunales de familia. Por ejemplo, si prospera la idea de establecer la obligatoriedad de comparecencia con abogado es de esperar un impacto directo en la demanda de profesionales de las Corporaciones de Asistencia Judicial.


Advirtió que algunos de los cambios procesales propuestos no resultan convincentes, como es el caso de la mediación obligatoria, que no se concilia con el carácter de algunos contenciosos de familia, como son los constitutivos de violencia intrafamiliar.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, señaló que las deficiencias que se han producido en el funcionamiento de los tribunales de familia son producto, en mayor medida, de la falta de recursos, y esa falta de recursos es resultado de la escasa importancia que se ha otorgado al tema. Agregó que teme que el mismo criterio se ocupe en la justicia laboral, dando origen con ello a una nueva judicatura colapsada.


Le preocupa que el grueso de la defensa en materias de familia termine siendo asumido por las Corporaciones de Asistencia Judicial, instituciones que han perdido la mística que tenía el servicio que anteriormente prestaba la entidad creada por el Colegio de Abogados. Tampoco consideró adecuado que estas defensas se liciten, porque, a su juicio, el mecanismo de licitación ha dado pábulo para que los abogados defensores estén preocupados de concluir la mayor cantidad de asuntos en el menor tiempo posible, más que en ir al fondo de cada causa. Esto no sucede cuando los asuntos son asumidos directamente por las Defensorías Regionales en materia penal, modelo que debería adoptarse para las de familia.


El Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Miguel Sánchez, informó que, al 31 de diciembre del año pasado, se habían nombrado 225 de los 258 cargos de juez de familia que contempla la ley que creó esos tribunales. A la fecha, esa suma ha aumentado, porque ha terminado la tramitación de algunas ternas que estaban pendientes. El funcionario agregó que el año recién pasado el sistema de justicia familiar tuvo 391.823 ingresos, concentrados en las grandes ciudades del país.


La dotación a finales del año 2006 era de 319 consejeros técnicos y 761 empleados, lo que arroja un total de 1.305 personas. La plantilla adicional planteada en el proyecto es de 465 funcionarios más y se compone de 31 magistrados, 25 consejeros técnicos, 79 jefes de unidad y 330 empleados. Este es el mínimo requerido y sería deseable una dotación mayor. Agregó que el proyecto exigirá un mayor gasto de $ 5.861.640.000, para financiar la planta de personal.



La Corporación ha calculado que implementar el proyecto supone un gasto total de $ 24.915.216.000, que se distribuyen como sigue: $ 11.940.921.000 de gasto permanente adicional y 
$ 12.974.295.000 de gasto extraordinario, concentrado sobretodo en infraestructura. Respecto de lo último, el funcionario subrayó que, a diferencia de la Reforma Procesal Penal, la Reforma de Familia no tuvo un ítem importante de infraestructura, por lo que para implementar los actuales tribunales de familia se ocuparon los inmuebles de los tribunales de menores y se arrendaron otros edificios. Para solucionar el déficit en este aspecto y hacer frente al aumento de dotación que plantea la iniciativa en discusión, la inversión proyectada está compuesta por los rubros adquisición de inmuebles nuevos e inversión en remodelación.


En cuanto a la suficiencia del financiamiento autorizado, el señor Director señaló que hay diferencias con el Ministerio de Hacienda. Especificó que el informe financiero de la Dirección de Presupuestos considera una suma de $ 8.029.226.000 en gasto permanente, rubro que la Corporación avalúa en $ 11.940.921.000. En cuanto al gasto transitorio, el informe financiero del Ministerio de Hacienda lo valora en 
$ 7.482.469.000, en tanto que la Corporación lo cifra en $ 12.974.295.000. Estos guarismos arrojan una diferencia total de $ 9.403.521.000 no considerada por el Ministerio de Hacienda, discrepancia que debe ser solucionada si se quiere que las modificaciones tengan efecto. Especificó que hay una serie de aspectos cuya consideración resulta imprescindible y que Hacienda no toma en cuenta, como el gasto en seguridad, que es vivamente requerido por los jueces, expensas que la Corporación evalúa  en $ 3.082.519.000.


Observó que, a diferencia de la Reforma Procesal Penal, en la que se programaron cinco etapas sucesivas, que permitieron dosificar la capacitación y el gasto, la Reforma de Familia fue implementada de una vez en todo Chile, con poca antelación, lo que ha jugado en contra de la capacitación. A la Corporación le corresponde hacer la capacitación en materias informáticas y administrativas, toda vez que la capacitación jurídica es entregada por la Academia Judicial. Para las materias que competen a la Corporación, se estima el costo de la capacitación en $ 199.551.000.


Agregó que la mayor parte del gasto en infraestructura ($ 11.263.826.000) corresponde a la adquisición de nuevos inmuebles, el re acondicionamiento de los existentes, y el equipamiento. En este último rubro destaca la inversión en servidores centrales y cableado de redes para dar respaldo a las audiencias orales, y en equipamiento de seguridad, como circuitos cerrados de televisión y portales detectores de metales.


Respecto del tema de los arriendos de inmuebles, el señor Director expuso que los tribunales de familia partieron con sesenta locales arrendados, a lo largo del país; originalmente no se contempló la adquisición de propiedades. Esta situación dista de lo ideal, porque la mejor forma de implementar materialmente una nueva judicatura es construir inmuebles nuevos, hechos a la medida de las necesidades reales. Como esta situación no es la regla para los tribunales de familia, la Corporación ha optado por una solución intermedia y está en conversaciones con el Ministerio de Hacienda para transformar en leasing la mayor parte de los contratos de arriendo suscritos con los dueños de los inmuebles donde actualmente funcionan los nuevos tribunales; esto permitiría hacer modificaciones estructurales a los edificios porque, a la larga, pasarían a ser de propiedad fiscal.


Sobre el tema de la capacitación, indicó que hay varios aspectos a considerar. La capacitación en materias jurídicas es una responsabilidad directa de la Academia Judicial, a la cual el proyecto destina $ 91.500.000, cifra inferior al requerimiento óptimo y que obligará a esa institución a hacer priorizaciones. La capacitación computacional y administrativa es de cargo de la Corporación y para ella se requerirá un reforzamiento; cabe considerar que hay funcionarios de edad avanzada que no tienen facilidades para la computación, por lo que el costo de su capacitación es mucho más alto, lo cual constituye una justificación adicional del bono de retiro que se establece en los artículos transitorios del proyecto.


En relación con la carga de trabajo proyectada, el señor Director indicó que se espera que el manual de procedimiento, actualmente en vigor en dos tribunales piloto, se establezca como una regla de aplicación general. Este proyecto plantea, entre otras cosas, fortalecer la figura del administrador de tribunal, que ha demostrado ser muy eficaz en la implantación de la Reforma Procesal Penal. 


Concluyó que, si bien los montos requeridos son de una cuantía importante, se trata de inversiones que no se pueden eludir, porque los tribunales de familia están sobrepasados en sus posibilidades de responder a la demanda del público.


La Directora de la Academia Judicial, señora Karin Exxs, expresó que la institución que dirige fue creada hace once años, en una época en que sólo había renovación vegetativa de los jueces y no se preveía la implantación de sucesivas reformas que han modificado totalmente la judicatura criminal, la de familia y, próximamente, la del trabajo, generando un aumento sustancial de la cantidad de jueces y funcionarios judiciales. En este escenario, la Academia Judicial, cuya primera misión es proporcionar capacitación continua a todos los jueces y empleados del Poder Judicial, debe recibir cada año a 8.000 personas en cursos de capacitación. La segunda misión fundamental de la Academia es impartir programas de formación para los abogados que desean entrar al escalafón primario del Poder Judicial. Actualmente se imparten cinco cursos al año, para 24 abogados cada uno. El tercer programa fundamental dentro del giro es la dictación de cursos de habilitación, destinados a los jueces que desean postular al cargo de Ministro de Corte.  Además de estos programas del giro corriente, la institución ha tenido que hacer frente a las reformas judiciales de los últimos años con programas extraordinarios, para hacerse cargo de la formación de los funcionarios asignados a los tribunales de garantía y orales en lo penal y los destinados a los nuevos tribunales de familia. La Academia ejecuta todos estos programas anuales con una dotación de sólo 18 personas.


Hay que distinguir entre el programa de perfeccionamiento, que se desarrolla a lo largo de todo Chile y se dirige a los 8.000 funcionarios del Poder Judicial, del programa de habilitación, estructurado de manera que los alumnos asistan en un régimen de tiempo completo y con prohibición legal de ejercer su profesión. Por esta razón, los abogados que integran el Poder Judicial suspenden sus labores habituales y se entienden en comisión de servicio para todos los efectos, y los abogados externos reciben una beca de mantención de $ 620.000 mensuales.


Aunque la cantidad de horas de capacitación que se imparten actualmente son suficientes, se podría ofrecer cursos de mayor duración, si estuvieran disponibles los recursos para ese propósito. A  diferencia de lo sucedido en la Reforma Procesal Penal, los abogados que se dedican a la enseñanza y las universidades no tomaron debida cuenta de la importancia del tema familia cuando empezó la discusión parlamentaria del proyecto que creó los tribunales de la especialidad. Por esta razón, la Academia tuvo problemas para encontrar profesores versados en la materia para los primeros cursos profundizados que ofreció.


Respecto de la metodología, la señora Directora señaló que es una cuestión siempre discutible, pero, dada la tradición académica chilena, ha imperado el formato de clase magistral, que últimamente ha sido complementado con talleres de litigación oral y ejercicios de simulación.


En relación con la mediación, explicó que la Academia imparte cursos específicos, en el programa de perfeccionamiento ordinario para todos los jueces.


A la fecha casi el 50% de los integrantes del escalafón primario del Poder Judicial ha participado en los cursos del programa de habilitación, antes de ser jueces. Este programa se inició con dos cursos anuales, de nueve meses cada uno, pero por los requerimientos que han generado las nuevas vacantes establecidas en las distintas reformas introducidas en el último tiempo, se han aumentado a cinco cursos al año, de seis meses cada uno, que es la duración mínima posible establecida en la ley. 


Agregó que el Ministerio de Hacienda no ha reconocido esta situación y ha fijado el aporte presupuestario sobre la hipótesis de sólo dos cursos anuales de formación, anomalía que ha sido puesta en conocimiento de la Comisión Mixta de Presupuestos. La señora Directora indicó que esta situación debería revertirse en algunos años más, cuando el proceso de reforma esté concluido y se vuelva a una situación de crecimiento vegetativo; entonces se podrá volver a diseñar cursos de formación de mayor extensión.


Respecto de la realización de cursos en regiones, expuso que la Academia los imparte de manera habitual, en todas las regiones del país. En algunas ocasiones especiales se prefiere trasladar a los funcionarios a Santiago para realizar algunos cursos, cuando no es posible completar el mínimo de vacantes o es imposible trasladar al equipo docente y el curso es crítico para el desempeño de los funcionarios.


La señora Directora subrayó que si se contara con un aumento importante de los recursos, ciertamente sería posible abrir sedes regionales de la Academia. Pero es previsible que en los próximos años concluyan las reformas judiciales y se vuelva a una situación de régimen que sólo considere el crecimiento vegetativo de los jueces; en ese caso, las sedes regionales podrían no tener una demanda de cupos suficiente, que justificara su permanencia.


Por lo que respecta a la modificación planteada por el proyecto, explicó que ella hace necesario impartir cursos de capacitación a todos los funcionarios que asumirán las nuevas plazas que se crean. Para los treinta nuevos cargos de juez deben entregarse dos cursos profundizados, de 80 horas cada uno; dos cursos para los nuevos cargos de consejeros técnicos; cuatro cursos para los nuevos Jefes de Unidad, y dieciocho cursos para los restantes 350 nuevos funcionarios que el proyecto contempla. 


El costo de estos cursos, según los estándares que emplea la institución, asciende a $ 99.079.200.


El articulado transitorio de la iniciativa en informe establece un bono de incentivo al retiro para funcionarios de mayor edad. No hay aún una estimación de la Corporación Administrativa del Poder Judicial que indique cuantos funcionarios podrían beneficiarse con él, pero, según cálculos preliminares hechos por la Academia, hay 99 consejeros técnicos y 44 empleados que estarían en condiciones de postular a obtenerlo. La Academia debe proveer cursos de capacitación a los reemplazantes de estos funcionarios; para ello se requeriría, conforme a los mismos estándares  antes mencionados, la suma de $ 40.436.496.


Entonces, el gasto mínimo en el rubro capacitación será de $ 139.515.696, si se mantienen las actuales magnitudes del incremento orgánico de los tribunales de familia.


Luego de escuchar la exposición de la señora Directora de la Academia Judicial, la Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, agregó que es muy útil para la formación de los futuros jueces la centralización de los cursos de habilitación de la Academia en Santiago, porque eso les permite conocer de primera mano la experiencia de un tribunal colapsado, como es el caso de muchos en la Región Metropolitana. Explicó que antes de llegar al máximo tribunal ella ocupaba un cargo de Ministro en la Corte de Apelaciones de una región y desde ese lugar había una percepción negativa de la Reforma Procesal Penal, porque el sistema procesal antiguo, con un número reducido de causas, lograba resolver los asuntos. Sólo cuando llegó a trabajar a Santiago notó, con el colapso de los tribunales de la capital, la ineficacia del sistema y el consiguiente atropello a las garantías constitucionales de las partes, formándose la convicción de que se debía establecer un sistema nuevo. Agregó que los abogados de regiones que se integran a estos cursos terminan muy agradecidos de su experiencia en Santiago y adquieren habilidades que ponen en práctica en las provincias, que es donde generalmente son destinados por primera vez los jueces que inician su carrera en el Poder Judicial.


El Presidente de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, señor Raúl Araya, expuso que aunque los funcionarios asociados a su institución no son jueces, tienen una experiencia práctica del funcionamiento cotidiano del sistema, lo que hace muy útil su participación en la discusión del presente proyecto.

Agregó que el colapso de los tribunales de familia se produjo por errores de diseño de la reforma. Esos errores han tenido un fuerte impacto en los funcionarios de los antiguos juzgados de menores que fueron reasignados a los de familia. Ellos tuvieron que cambiar su forma de trabajo, con una mañana de capacitación, para transformarse en operadores del sistema computacional de gestión de causas de familia. La implantación excesivamente rápida en este nuevo ambiente de trabajo, y el gran atochamiento de procesos debido a los errores de diseño, han determinado que un gran número de funcionarios deba trabajar hasta altas horas de la noche, sin remuneración extraordinaria.


El dirigente gremial consideró que la bonificación para el retiro que consagra el proyecto es una solución para los funcionarios mayores que no se han podido adaptar al nuevo sistema y que no tienen alternativa de reconversión en el mercado laboral. Por otra parte, el incentivo generará plazas vacantes en los tribunales de familia, para ser llenadas con nuevo personal.


Con todo, señaló que la Asociación que representa advierte que es inconveniente el artículo 3° transitorio del proyecto, que vincula el financiamiento del beneficio de retiro a que en la Región Metropolitana no se exceda una cantidad máxima de provisión de plazas de jueces de la Reforma Procesal Penal. 


Agregó que el articulado transitorio del proyecto también contempla una modalidad especial de nombramiento para proveer los cargos vacantes que dejarían los funcionarios que se acojan a retiro en vista de la bonificación especial que se les ofrece. Sin embargo, para que ella surta efecto deberían derogarse el numeral 5)
 del artículo octavo transitorio de la ley Nº 19.968 y el numeral 6)
 del artículo quinto transitorio de la ley 
Nº 20.022, que establece los nuevos tribunales de cobranza laboral. Estas modificaciones permitirían que los funcionarios de los antiguos tribunales del crimen y del trabajo que no pasaron la prueba de suficiencia para integrar los nuevos tribunales de la reforma procesal penal y laboral, respectivamente, y que estén interesados en incorporarse a los de familia, lo hagan a través del sistema especial regulado por los preceptos transitorios de este proyecto.


La Directora Regional de la Asociación de Magistrados del Poder Judicial, y Jueza Presidenta del Consejo de Jueces del Tercer Tribunal de Familia de Santiago, magistrada señora Gloria Negroni, señaló que este proyecto revela la importancia que la Constitución Política de la República asigna a la familia. La Asociación de Magistrados estima que la iniciativa permite dar un paso importante para entregar a la ciudadanía lo que busca al acercarse masivamente a los nuevos tribunales de familia, sin perjuicio de lo cual adolece de vacíos e imperfecciones que pueden suplirse y enmendarse, respectivamente.


La dotación adicional de jueces propuesta en el proyecto, aunque aliviará en parte la carga de trabajo de los tribunales, es insuficiente. El número de 391.000 causas ingresadas en el año 2006 puede ser engañoso, toda vez que, en promedio, cada causa supone 2,91 materias distintas; de esta forma, una causa por violencia intrafamiliar supone típicamente cuestiones adicionales, vinculadas a alimentos, tuición e incluso divorcio. Por eso, para definir y aplicar el parámetro hora-juez, un ingreso debe multiplicarse por tres, ya que cada asunto relacionado requiere una tramitación diferenciada.


Explicó que su tribunal es uno de los elegidos para la implementación del plan piloto diseñado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Corte Suprema. Ese plan tiene por finalidad mejorar la gestión interna y medir los resultados que se pueden obtener con más recursos humanos y tecnológicos.


La Magistrada señaló, en lo relativo a capacitación, que poco antes de inaugurarse los nuevos tribunales de familia la Academia Judicial dictó un curso de dos semanas de duración para los jueces que quedaron seleccionados para la justicia de familia, lo que se compara desfavorablemente con las cinco semanas que entonces duraban los cursos profundizados para las judicaturas civil y criminal. Esta corta capacitación se circunscribió únicamente a un comentario participativo respecto del texto de la ley que acababa de aprobar el Congreso. Agregó que hay expertos disponibles en una serie de tópicos que afectan a la judicatura familiar, como las personas que han trabajado en el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) en protección de los derechos del niño y maltrato infantil, pero no hay en Chile expertos en procedimientos judiciales de familia. Esta carencia ha repercutido en el foro, lo que ha sumado más problemas al funcionamiento de los nuevos tribunales. 


Además, a diferencia de lo que pasó en el inicio de la Reforma Procesal Penal, tampoco existió una campaña pública de difusión y educación ciudadana. Agregó que, dentro de sus posibilidades, los propios jueces se han encargado de instruir a los abogados que litigan ante ellos para paliar, en alguna medida, la insuficiencia de conocimientos especializados. 


En la actualidad hay algunos cursos de perfeccionamiento que incorporan la teoría del caso en sus programas, lo que es improcedente en los tribunales de familia, donde rige el principio colaborativo y no la definición de un “culpable” y un “inocente”, como se establece en la teoría del caso, que es propia de la justicia criminal. Agregó que, con el correr del tiempo y sobre la base de prácticas procesales que han dado resultado, los tribunales de familia han ido construyendo una jurisprudencia en la que se ha instruido a los funcionarios nombrados más recientemente. 


Destacó que originalmente el proyecto de la Reforma de Familia contemplaba que los tribunales especiales se pusieran en marcha sólo con el 40% de la dotación fijada en la ley, situación que se debatió en la mesa interinstitucional auspiciada por el Ministerio de Justicia y afortunadamente fue desechada, entrando la ley a regir con el 100% de la dotación de personal en ella considerada. Lamentablemente, este adelanto implicó un déficit en la capacitación ofrecida a los jueces nombrados al momento de instalarse la Reforma, que ha sido mitigado sólo parcialmente, por los esfuerzos de los propios funcionarios.


Las universidades han reaccionado ante esta circunstancia y han abierto cursos profundizados para alumnos de pregrado y programas de diplomado para abogados titulados, relativos todos a la nueva judicatura familiar. A ellos se ha invitado a participar como profesores a los propios jueces de familia, lo que ha servido de instancia de formación para los abogados que litigan en el foro, mejorando el rendimiento de todo el sistema.


La Reforma de Familia trasladó a los nuevos tribunales toda la competencia que originalmente tenían los juzgados de menores, más una gran cantidad de asuntos que originalmente eran conocidos y fallados por los tribunales civiles. Por eso se puede afirmar que ellos conocen de la globalidad de los asuntos que afectan a la familia y tienen herramientas jurídicas para hacerse cargo de la integridad de los problemas que ella enfrenta. En este sentido, el antiguo juez de menores tenía una visión mucho más parcializada del problema. Esta nueva concepción es un avance importante, pero es necesario que la Academia Judicial y la Corporación Administrativa el Poder Judicial aquilaten este cambio cualitativo y sepan reaccionar frente a él. Por esta razón la Academia Judicial ha decidido, a contar del programa de mayo de este año, aumentar a tres semanas la duración del curso profundizado para los jueces nombrados en los tribunales de familia, y reducir a cuatro el curso habilitante para jueces civiles y criminales.


La Magistrada señora Negroni manifestó que en la discusión de esta iniciativa de ley en la Cámara  de Diputados se trató una serie de temas legislativos, algunos de mera redacción y otros más sustantivos. Entre los segundos, destaca una iniciativa que nació de la experiencia judicial relativa a la introducción de la figura del juez de admisibilidad. Éste debe ser el encargado de revisar la plausibilidad jurídica de las demandas presentadas, de forma tal de desechar las peticiones que no digan relación con la competencia del tribunal o que no tengan una posible solución jurídica. La falta de este filtro previo es una de las razones más relevantes del actual colapso de los tribunales de familia, porque, debido a las expectativas creadas en la opinión pública y la posibilidad de comparecer sin abogado, estos juzgados están llenos de presentaciones relativas a problemas personales, sentimentales y psicológicos de las personas, que son muy relevantes para quién los formula, pero que no tienen una resolución posible por la vía del Derecho. El examen de admisibilidad es particularmente relevante en materias referidas a violencia intrafamiliar, porque según muestra la experiencia cotidiana, el 50% de las audiencias fijadas en causas por violencia intrafamiliar fracasan porque ninguna de las partes concurre a ellas. 


Destacó luego que hay una importante debilidad institucional en el tema de familia y los tribunales del ramo, en vez de ser el último recurso al cual se accede una vez que todas las formas posibles de solución de los problemas familiares han fallado, han terminado por ser el primero y último recurso de las personas y sus problemas. Esto revela una descoordinación institucional, porque en Chile hay múltiples servicios y organizaciones dedicados a problemas relacionados con la familia, como son el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) y el Servicio Nacional de Menores (SENAME), que se abocan sólo a sus respectivos ámbitos de competencia específica. Pero ocurre que la mayoría de los problemas de familia tienen causas múltiples: hijos que delinquen y que han sido abandonados por madres agredidas por padres desempleados, y generalmente todos tienen, además, problemas de consumo de drogas. Estos niños que delinquen por esta acumulación de factores terminan en los tribunales de familia porque ninguna institución ha sido capaz de coordinarse con las demás para dar una ayuda integral a la familia: rehabilitación de las drogas para todos, empleo y terapia psicológica para los padres y ayuda escolar para los niños. La solución no es jurídica y el conjunto de situaciones que da lugar a estos problemas no debe llegar a los tribunales, porque corresponde que sea resuelto por una red interinstitucional.


Expuso que uno de los temas en que se nota falta de capacitación es respecto de la labor del administrador del tribunal. En el manual de procedimiento establecido en el plan piloto hay un paradigma de administración profesional de la agenda del tribunal que no es, en ningún caso, lo que buenamente quiera el juez, sino la mayor cantidad de trabajo técnicamente posible en las horas de audiencia disponibles. Esto no es entendido por los jueces, porque en su cultura judicial está instalada la convicción de que las aptitudes y destrezas legales suponen aptitudes y destrezas de gestión. Eso no es así, pero es muy difícil hacerlo entender a un juez de familia que durante años fue juez de menores y ahora no es el jefe absoluto del tribunal, sino que debe dejar las labores de gestión de causas a los profesionales expertos, para abocarse por completo a su rol jurisdiccional. El déficit de habilidades de gestión de los jueces se nota en cuestiones tan simples como la práctica de ciertos magistrados de exigir que el patrocinio esté constituido antes de la audiencia, lo que supone destinar a un funcionario fuera de la sala encargado de ese trámite y, por tanto, ausente para otra función más provechosa, como orientar a las personas que van a presentar demandas orales. Si se permitiera que el patrocinio se constituyera en la misma audiencia bastaría con dejar constancia grabada de la exhibición de la patente del abogado y del consentimiento prestado por la parte representada; esto muestra cómo una decisión aparentemente jurisdiccional tiene impacto en la gestión.


Explicó enseguida que el rol del consejero técnico se justifica porque la ley que creó los tribunales de familia cambió el paradigma procesal de los mismos, y ya no existe un juicio inquisitivo en que el propio tribunal crea la prueba que le servirá para formar su convicción, sino que se está a la exposición oral y directa de las partes y a la información técnica que organismos externos e independientes del tribunal produzcan. Además, los consejeros prestan ayuda en el desarrollo de las audiencias, como es el caso del rol de contención emocional que logran los que son psicólogos, en las audiencias en que se ventilan problemas de abuso sexual. En este contexto, el rol del consejero técnico como asesor experto del juez cobra pleno sentido.


En relación con el tema de la mediación, explicó que en los juicios de familia rige el principio de la colaboración, porque lo importante es lograr que las partes resuelvan su problema de familia, que es un problema común. Esto es particularmente relevante para los abogados que litigan en los tribunales de familia, pues se les exige un cambio cultural, para entender que no gana quien presenta el mejor caso, sino que lo que se intenta es alcanzar la mejor solución posible del problema. La mediación, tal como hoy está considerada en la ley, es un fracaso, porque es voluntaria; la mayor parte de las veces las partes no tienen idea de la disponibilidad de este recurso ni menos la cultura jurídica necesaria para utilizarlo. El cambio que propone el proyecto, que establece la derivación obligatoria a la mediación,  es acertado, porque muchas veces las partes tienen un acuerdo en principio sobre el problema, por ejemplo, en el derecho a recibir alimentos, pero la diferencia está en la determinación precisa del monto de los mismos; cuestiones de este tipo escapan al ámbito jurídico y pueden ser resueltas en una instancia técnica, como la mediación. 


Agregó que hay que tener presente que el proyecto considera que lo obligatorio es la derivación a la mediación y no la mediación misma. Si las partes, al comparecer ante al mediador, no logran establecer bases mínimas sobre las cuales discutir, el tema volverá a la sede judicial. La mediación es particularmente importante en los asuntos de alimentos, tuición y cuidado personal, y a este respecto el proyecto está muy bien planteado. La posición contraria a la mediación supone, en el fondo, un Estado tutelar que piensa que sus ciudadanos no pueden resolver sus conflictos de forma armónica, mediante acuerdos, y que la autoridad debe señalarles a cada momento cómo actuar. Destacó luego que este mismo principio sustenta la modificación que se hace a la ley de matrimonio civil, donde se elimina el trámite de conciliación, y se suprime la consulta automática, cuando se trata del divorcio solicitado de mutuo acuerdo.


Agregó que, aunque teóricamente es efectivo que la mediación es una manera de restar ingresos a los tribunales de familia, en la práctica no tendrá efecto sino se hace una fuerte campaña de promoción pública para que la gente conozca de la existencia y características de esta salida alternativa del conflicto. Mientras esa campaña no se efectúe es difícil asegurar que los ingresos disminuirán por el solo hecho de que la ley contemple la mediación obligatoria, sobre todo a las tasas que se anticipan en el proyecto del Ejecutivo, que oscilan entre el 25% y el 40% de los ingresos.


El estudio encargado por el Ministerio de Justicia llegó a estas conclusiones consultando en talleres a expertos en la materia pero, al parecer, las personas convocadas en tal calidad eran abogados de la plaza que litigan en el tema de familia, que están en condiciones de dar una opinión informada pero no de aportar antecedentes que permitan hacer una cuantificación muy precisa.


La Magistrada expuso que hay que diferenciar entre la mediación por derivación judicial, que es imparcial y, en virtud del presente proyecto, obligatoria, de la solución alternativa que ocupan las Corporaciones de Asistencia Judicial, que es eminentemente voluntaria y parcial, toda vez que, de no prosperar esta vía, la misma institución asumirá el patrocinio judicial de una de las partes. 


Esto no resta importancia a la excelente labor que durante décadas han cumplido las Corporaciones de Asistencia Judicial en asuntos de menores y hoy en materia de familia. Agregó que comparte la opinión que algunos han expresado, sobre la incompatibilidad que pesa sobre las Corporaciones cuando son llamadas a asumir la defensa de ambas partes en un litigio. Esta situación se genera cuando, en virtud de lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la ley N° 19.968, hay divergencia de intereses entre los padres del menor y el menor; en esos casos la ley faculta expresamente al juez para designar un curador ad litem proveniente de los consultorios de las Corporaciones de Asistencia Judicial, situación complicada cuando es la propia Corporación la que representa a los padres. Para estas situaciones debería existir una Defensoría de la Familia, que asumiera la representación del menor.


Agregó que otro asunto que ha sido suplido en parte con el concurso de las Corporaciones de Asistencia Judicial es el de las notificaciones, pero todavía se requiere fortalecer este aspecto.


En relación con el tema de la carga máxima de trabajo, informó que con la implementación del plan piloto se ha logrado un máximo de seis audiencias diarias efectivamente realizadas; pero teniendo en consideración que en cada audiencia se trata un caso y que en cada caso pueden estar involucrados muchos temas, como alimentos, tuición, divorcio, etc., de hecho se ventilan dieciocho asuntos. 


La señora Negroni señaló que todos los estudios esgrimidos en el debate parlamentario se han hecho sobre la base de que estén proveídos todos los cargos de juez de familia establecidos en la ley, pero al mes de julio de 2007, aún faltaba por proveer 53 plazas.


Con los recursos disponibles en el marco del plan piloto se pudo contar con dos jefes: de unidad de causas y de recursos computacionales y administrativos, destinados a la gestión del tribunal, lo que ha permitido acortar a tres meses el tiempo de espera para las audiencias que no son de vista preferente. Agregó que en su tribunal se programa un número superior a las seis audiencias previstas, porque la experiencia demuestra que casi la mitad de ellas falla, por falta de notificación, porque no están los informes requeridos o porque ninguna de las partes acude al tribunal, como pasa a menudo en los casos de violencia intrafamiliar. Destacó que hay ciertos informes cruciales para fallar, como las prueba de ADN que hace el Instituto Médico Legal en las causas de paternidad, que se demoran hasta ocho meses en ser despachados, quedando suspendido entretanto el proceso.


La Magistrada agregó que ha habido problemas con la aplicación de la ley de responsabilidad penal de los adolescentes, en cuya discusión se incluyó un procedimiento contravencional por faltas. El problema es que este procedimiento no es directamente aplicable a los menores de catorce años y, muchas veces, frente a problemas graves protagonizados por niños de esa edad, se ha terminado aplicándoles medidas de protección, con todos los inconvenientes procesales y materiales que significa ocupar tales medidas en casos de contravención de ley.


Apuntó que también es importante considerar el rol de los fiscales del Ministerio Público que denuncian hechos delictivos cometidos por menores de edad. Actualmente esos funcionarios se limitan a presentar por escrito los hechos, dejando en manos del juez la instrucción del proceso, lo que atenta contra el espíritu de la Reforma Procesal Penal, que entregó al Ministerio Público el papel de impulsar la investigación criminal y de solicitar medidas de protección de la víctima. Una práctica similar se da en materia de violencia intrafamiliar, donde muchas veces los fiscales envían los asuntos directamente a los tribunales de familia, sin cumplir con la obligación legal de recabar medidas de protección urgentes a favor de la víctima, sobre todo teniendo en consideración que el Ministerio Público cuenta con una División de Atención a Víctimas y Testigos.


En relación con los consejeros técnicos, estimó que son muy útiles para el tratamiento de situaciones de violencia contra menores o mujeres y en la evaluación de las medidas terapéuticas impuestas a los agresores.


El Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros Técnicos del Poder Judicial, Señor Germán Osses,  expuso que los tribunales de familia han colapsado porque, además de la competencia de los antiguos tribunales de menores, absorbieron una gran cuota de competencia de los tribunales civiles, como violencia intrafamiliar, autorizaciones para enajenar, alimentos mayores, etc., con una dotación muy similar a la que tenían los antiguos juzgados de menores.


Hizo notar que las personas llegan a los tribunales con problemas muy difíciles y que las afectan profundamente, como hijos que por años han estado sumidos en las drogas o padres que no han proporcionado el cariño que los niños necesitan para su correcta formación. Señaló que esas personas confían y urgen al tribunal por una solución, pero esos asuntos exceden largamente las posibilidades que ofrece un procedimiento legal. Esta demanda insatisfecha ha minado la salud física y psicológica de los funcionarios que atienden directamente al público, lo que genera una gran cantidad de licencias médicas.


El dirigente gremial señaló que hubo un problema de diseño de la justicia de familia, porque al cabo del primer mes de funcionamiento los tribunales ya habían colapsado. Señaló que en el plan original se pensó que existiría una red de instituciones que cumplirían tareas encomendadas por el tribunal, como los informes sociales, por ejemplo. Anteriormente, esta labor la hacían al interior del tribunal de menores los asistentes sociales judiciales, pero ese cargo dejó de existir y las personas que los ocupaban pasaron a integrar la planta de los nuevos tribunales de familia como “consejeros técnicos”. Los consejeros técnicos tienen funciones distintas a los asistentes sociales judiciales, correspondiéndoles una labor de asesoría técnica al juez, de procesamiento de informes que se reciben y sirviendo, en cierta medida, de filtro entre el juez y el público que concurre a los tribunales.


Agregó que hay mucha información técnica que los tribunales de familia requieren de otras instituciones, como los informes sociales, de los departamentos sociales de las municipalidades, la constatación de circunstancias médicas, de los profesionales de las postas y consultorios médicos y los exámenes de paternidad, del Servicio Médico Legal. Generalmente estos reportes llegan con mucho retraso y no hay forma de apurarlos, porque las instituciones emisoras tienen su propio público al cual atender y el requerimiento judicial se satisface sólo con los recursos que quedan disponibles después de responder a esa demanda principal. La mayor parte de las veces esos informes son cruciales para resolver las causas en las cuales se decretaron, lo que hace necesario suspenderlas mientras no lleguen; por ejemplo, en una demanda de paternidad es imposible citar a la audiencia de juicio mientras no esté el informe de ADN que emite el Instituto Médico Legal.


El señor Osses expuso que hay una cantidad de consejeros técnicos de avanzada edad, a los que les ha costado mucho adaptarse a las nuevas condiciones de funcionamiento de los tribunales de familia, que no tienen las habilidades necesarias para trabajar con los sistemas computacionales de seguimiento de causas, pero que no pueden jubilar por el daño previsional que han acumulado a lo largo del tiempo. Esas personas están a la espera de este proyecto de ley porque en él se instaura un bono especial de retiro que les permitiría jubilar paliando en parte el detrimento previsional acumulado.


La Presidenta de la Federación de Funcionarios de la Asistencia Judicial, señora Claudia Fanchinetti, señaló que esa entidad, que agrupa a las Asociaciones de Funcionarios de las cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial del país, tiene una serie de observaciones que hacer sobre el proyecto.


Destacó que nuestro país cuenta con cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial, que abarcan todas las regiones del territorio. Estas Corporaciones atienden la parte prejudicial, extrajudicial y judicial de los casos que llegan a su conocimiento; además, los casos se derivan, cuando corresponde, a las redes sociales disponibles en la comuna, cuando por esa vía se puede obtener soluciones.


Indicó que en muchos puntos la iniciativa se hace cargo de problemas de diseño de la Reforma de Familia, pero todavía persisten varios para los cuales no se advierte una propuesta de solución adecuada.


Señaló que ni la Reforma de Familia ni el ajuste que practica el presente proyecto han reconocido el papel de operadores en terreno de las Corporaciones de Asistencia Judicial, pese a que el 57% de su ingreso de causas son materias de familia, según las estadísticas del año pasado. 


Agregó que uno de los problemas serios de la ley N° 19.968 es que permite que las personas puedan recurrir directamente y sin abogado a los tribunales. Esta situación generó rápidamente una severa congestión, porque la labor de orientación y acotación de los conflictos que históricamente han hecho los funcionarios de las Corporaciones pasó directamente a los tribunales de familia, que no cuentan con la infraestructura ni con las destrezas para realizar ese trabajo. Al respecto, indicó que las Corporaciones de Asistencia Judicial han sido capaces de solucionar por vía no judicial hasta el 80% de los asuntos ingresados, sin necesidad de recurrir a los tribunales de justicia, ocupando las redes asistenciales e institucionales disponibles en el Estado y en las municipalidades. Observó que el año pasado el 8% de los ingresos concluyó en la mediación; en años anteriores este porcentaje era bastante mayor, pero a finales de 2005 el Ministerio de Justicia instruyó a las Corporaciones para limitar esta vía alternativa de solución de conflictos, con el propósito de incentivar el uso del sistema de mediación recién establecido en la ley de los tribunales de familia, lo que aumentó la judicialización de los casos.


La dirigente gremial señaló que la experiencia de los funcionarios de las Corporaciones indica de manera consistente que los problemas de familia requieren, la mayor parte de las veces, una intervención multidisciplinaria y el uso de la red asistencial local. Eso se lograba en la Corporación, que atendía los asuntos en consultorios repartidos por todas las comunas del país y, por tanto, cercanos a la gente, y que mantenía estrechos lazos con la oferta asistencial de la comuna, lo que permitía solucionar muchos conflictos sin judicializarlos. La fórmula que ahora se propone contraviene esta experiencia adquirida, porque requiere que los conflictos primero se judicialicen para después ver la posibilidad de una salida alternativa; esta fórmula tiene el efecto negativo de incentivar la pérdida de la capacidad adquirida por las Corporaciones para solucionar los conflictos de forma multidisciplinaria y fuera de la sede judicial, porque los profesionales que tienen esas habilidades migrarán a otros trabajos.


Agregó que corresponde llamar la atención sobre un efecto peculiar que ha tenido la modificación del estatuto de la violencia intrafamiliar efectuada por la ley Nº 20.066 que derogó la ley Nº 19.325. En efecto, actualmente las Corporaciones de Asistencia Judicial atienden a la víctima hasta que entra a conocer del asunto el juez de familia, quién, si considera que los hechos que originaron la denuncia revisten el carácter de delito, lo traslada a la sede criminal, enviando los antecedentes al Ministerio Público. Lo desconcertante de esa solución es que en sede criminal el Estado asignará de oficio un abogado defensor al agresor, pero la víctima no tendrá representación jurídica, por lo que muchas veces solicita que el asunto siga siendo conocido por el juez de familia, ante el cual la Corporación puede actuar representándola.


Manifestó a continuación que el informe financiero que acompaña al proyecto contempla un aporte de $ 3.500.000.000 destinados a gastos en personal en las Corporaciones, y una inversión en infraestructura, por una sola vez, ascendente a $ 500.000.000, Estas cifras contrastan mucho con los $ 40.000.000.000 que se asignan para gastos en personal de la mediación judicial, sobre todo teniendo en consideración que la Corporación tiene experiencia comprobada en el tema y el sistema de mediación judicial no. Añadió que el Estado desembolsa por cada mediación efectuada en las Corporaciones un total de $ 13.200 por caso y, en cambio, en la mediación judicial se gastan $ 80.000 por cada caso.


Expresó luego la señora Fanchinetti que no es comparable la labor que realiza un abogado de la Corporación en materia de familia, con la que realiza un abogado de la Defensoría Penal Pública. Este último perfectamente puede atender una docena de controles de detención en una mañana, pero es imposible que un abogado atienda esa cantidad de audiencias de familia o laborales en una mañana, por la diversidad, complejidad y extensión de ellas. Por ello no es posible hacer una comparación entre las labores que se efectúan en la Defensoría Penal Pública y en la Corporación de Asistencia Judicial. Esto no ha sido comprendido por el Ministerio de Justicia, que insiste en medir la productividad según la cantidad de causas tramitadas por cada abogado, lo que resulta injustamente perjudicial para la Corporación. 


Agregó que otro motivo que distorsionó la última asignación de recursos presupuestarios a las Corporaciones es que se consideraron las causas que a una determinada fecha de corte aparecían ingresadas en el sistema de seguimiento computacional de los tribunales de familia. Por ejemplo, en Valparaíso se contabilizaron 159 demandas presentadas entre octubre de 2005 y marzo de 2006, lo que no implica ninguna sobrecarga de trabajo; después se constató que la mayor parte de las causas que en dicho período efectivamente ingresaron a los tribunales de familia de Valparaíso no habían sido incorporadas al sistema computacional, y que el número real eran 2.400 libelos. Esta situación se repitió en muchas comunas del país, pero el Ministerio de Justicia no dio crédito a los datos y optó por ocupar los del sistema computacional, según el cual no existía colapso en la justicia de familia.


La señora Fanchinetti indicó que la propuesta de la Federación que representa apunta a evitar la judicialización del conflicto de familia, mediante una atención multidisciplinaria en la sede prejudicial, que permita solucionar los problemas con los recursos que la propia Corporación de Asistencia Judicial dispone en materia de mediación y asistencia psicológica, y derivando los problemas, en la medida de lo posible, a las redes institucionales de la comuna del afectado. De esta forma sólo un porcentaje pequeño de los asuntos llegaría a los tribunales de familia, en los cuales no debería considerarse una etapa de mediación obligatoria para no enviar la señal errada de que para obtener una solución alternativa hay que judicializar primero el conflicto. Sobre este último punto, la personera expuso que la mediación no puede ser impuesta por decreto, sino que debe ser enseñada e incentivada, pero no establecida en la ley como un requisito para obtener alimentos en sede judicial. 


Por otra parte, destacó que la Corporación también hace trabajo comunitario de prevención de conflictos y promoción de derechos. Estas funciones requieren incrementar las asignaciones para remunerar funcionarios, profesionales y administrativos y efectuar  mejoras en la infraestructura que permitan contar con espacios privados para atender dignamente a las personas que se acercan a la Corporación.


Finalmente, solicitó que los funcionarios de las Corporaciones de Asistencia Judicial sean considerados como funcionarios públicos, tal como reiteradamente ha señalado la Contraloría General de la República, haciéndoles aplicable, por tanto, el Estatuto Administrativo y no las normas del Código del Trabajo, opción que hasta ahora sustenta el Ministerio de Justicia.


La Directora de la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso, señora Marcela Le Roy, expuso que su institución presta servicios en las regiones de Valparaíso, Coquimbo y Atacama. Señaló que la misión básica de la Corporación es proporcionar asistencia jurídica, judicial y social a personas de escasos recursos, para asegurar la igualdad en el ejercicio de sus derechos, en cumplimiento de lo prescrito por el artículo 19, Nº 3º, de la Constitución Política de la República. 


Para cumplir con esta meta, la Corporación desarrolla seis líneas de acción: patrocinio y representación en juicio, resolución alternativa de conflictos, orientación e información de derechos, atención integral a víctimas de delitos violentos, prevención y promoción de derechos y formación de postulantes.


Señaló que la Corporación de Valparaíso cuenta con las siguientes unidades operativas: 48 consultorios jurídicos, 6 consultorios móviles, 8 centros y unidades de mediación y 4 centros de atención a víctimas. Además ha postulado y ganado los siguientes proyectos licitados: 5 programas de mediación familiar, 3 proyectos del Servicio Nacional de Menores y 3 defensorías penales. Las labores de estas unidades y proyectos adjudicados se realizan con la siguiente planta de funcionarios:

	
	

	Abogados
	135

	Asistentes sociales
	46

	Psicólogos
	8

	Psiquiatras
	3

	Mediadores
	25

	Secretarias
	58

	Receptores
	21

	Conductores
	7

	Auxiliares
	6

	Procuradores
	8

	Subtotal
	317

	Funcionarios de las Subdirecciones Regionales
	18

	Funcionarios de la Dirección Regional
	23

	Total
	358



La señora Directora manifestó que la entrada en vigor de la ley que creó los tribunales de familia produjo los siguientes impactos en la Corporación:

· Aumento de la demanda de atenciones.

· Incompatibilidad horaria e insuficiencia de profesionales disponibles.

· Nuevos requerimientos para esos profesionales.

· Nombramiento de los abogados de la Corporación como curadores ad litem.

· Elaboración de informes y exposición de los mismos en audiencias sobre peritajes sociales.

· Realización de mediaciones familiares, antes que entrara en vigor el sistema de mediadores licitados (febrero 2006).

· Notificación de causas por receptores de la Corporación, por insuficiencia de personal judicial para esa finalidad.

· Reorganización de los equipos de trabajo y aumento de horas/funcionario contratadas.

· Capacitación.

· Reuniones de coordinación con los actores de los juicios de familia, especialmente con los jueces de familia.

· Implementación de talleres de orientación en materias de familia, para optimizar los recursos existentes.

· Postulación a fondos concursables 

· Control de gestión.

· Implementación del Sistema de Registro de Estadísticas (ACOVAL), en todas las unidades operativas.


La abogada Directora indicó que el impacto numérico de ingresos de asuntos de familia en las Corporaciones de Asistencia Judicial a lo largo de Chile, tras la entrada en vigencia de la ley 
Nº 19.968, se muestra en el siguiente cuadro:

	Año
	Número de causas de familia ingresadas a las Corporaciones de Asistencia Judicial
	% de causas de familia 

	2004
	32.464
	39,4%

	2005
	47.189
	42,69%

	2006
	57.670
	53,89%



Durante el mismo año 2006, la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso atendió a un total de 124.551 personas, de las cuales 102.160 fueron derivadas a atenciones alternativas y sólo 22.391 requirieron la ejecución de actuaciones judiciales. 


El 64% de dichas prestaciones (14.330) fueron hechas en los tribunales de familia, a las que se suman 23.173 asuntos pendientes de años anteriores, que la Corporación atiende en esa judicatura. En la atención de todos estos asuntos de familia participan 50 abogados contratados con ¾ de jornada. Cada uno de ellos atiende un promedio mensual de 25 juicios nuevos, 39 juicios de arrastre y orienta a 57 personas.


Los abogados de la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso participaron en el año 2006 en 2.523 audiencias de juicios de familia, de las cuales 370 se realizaron en la IIIª Región, 610 en la IVª y 1.543 en la Vª. Por otra parte, esos mismos profesionales representaron a los usuarios de la Corporación en un total de 8.675 audiencias preparatorias de juicio de familia, de las cuales 884 se realizaron en la IIIª Región, 1.484 se efectuaron en la IVª y 6.307 se celebraron en la Vª Región.


También en el año 2006 la Corporación concluyó 12.932 causas pendientes, obteniendo 8.853 sentencias favorables, 1.219 desfavorables y 2.860 con resultados diversos.


En la Región de Valparaíso cada abogado mantiene un promedio de 100 ingresos mensuales de diversos asuntos sobre familia. Cada una de las asistentes sociales que laboran para la institución en esta Región atiende a un total de 578 personas en talleres grupales de orientación y a 44 personas cada mes, en actividades de orientación individual, en las que se priorizan las gestiones de adopción, tuición y cuidado personal de los menores. Cada receptor de la Corporación notifica un promedio mensual de 360 diligencias, la mitad de las cuales surgen de requerimientos internos de la Corporación y el resto corresponde a resoluciones de los tribunales de familia.


La señora Directora manifestó que el costo de los servicios jurídicos prestados por la Corporación es el siguiente:

· Consulta satisfecha por abogado auxiliar (25 minutos cada una): $2.421.

· Costo promedio mensual de un proceso judicial: $12.260 (64 procedimientos en promedio por abogado al mes)


En el año 2006 se practicaron 124.551 atenciones, de las cuales sólo 76 generaron reclamos de los usuarios.


La Directora de la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso indicó que la labor realizada en el año 2006 en materia de familia muestra que la Institución presenta las siguientes fortalezas:

· Profesionalización de la labor.

· Especialización en materia de familia, a través de Centros de Familia, Unidades de Familia y Consultorios separados, para defensas incompatibles (Plan Piloto Viña del Mar-Valparaíso, que funciona cuando la Corporación representa a ambas partes del juicio).

· Trabajo interdisciplinario en los peritajes sociales y psicológicos.

· Colaboración con los tribunales de familia en las notificaciones, en la atención en tribunales y en la atención en la Isla Juan Fernández.

· Reuniones con la Comisión de Familia en la Corte de Apelaciones.

· Programa computacional de registro.

· Definición y empleo de indicadores de gestión.


Finalmente, destacó algunas disposiciones del texto aprobado en el primer trámite constitucional que tienen efecto directo en el trabajo de la Corporación, por ejemplo:

· Creación de juzgados de familia en las regiones que atiende la Corporación: supone aumentar proporcionalmente la dotación de profesionales y considerar un aumento de recursos para infraestructura y gastos operacionales.

· Exigencia de defensa letrada: requiere mayor dotación de profesionales e infraestructura para albergarlos e implementar un modelo de atención de defensas incompatibles.

· Modificaciones del procedimiento: aumentará la carga de trabajo por la exigencia de demandas, contestaciones y reconvenciones escritas. Al respecto, se propone revisar el breve plazo de tres días para evacuar estas actuaciones antes de la audiencia.

- - - - - - - -

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA


En consideración a que el texto del proyecto varió luego del informe remitido a la Cámara de Diputados por la Corte Suprema, de fecha 5 de octubre de 2006, la Presidencia del Senado, mediante oficio 
Nº 29.168, de 6 de marzo de 2007, volvió a requerir la opinión del máximo tribunal.


Con fecha 31 de mayo del presente año, y mediante oficio Nº 162, la Corte Suprema informó sobre la versión actual del proyecto. A su informe anexó otro, emitido por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, titulado “Propuesta de mejoramiento para las judicaturas de familia, laboral, cobranza laboral y previsional y tribunales de competencia común”. A continuación se reseñan ambos documentos:

INFORME DE LA CORTE SUPREMA


Aborda los siguientes temas:

1.- Modificaciones a la ley que crea los tribunales de familia, Nº 19.968.


a) Creación de la nueva unidad administrativa llamada “de cumplimiento”. Esta unidad tiene por fin desarrollar las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar, particularmente de aquellas que requieren de cumplimiento sostenido en el tiempo. La Corte Suprema estima acertada la creación de esta nueva unidad y su inclusión en los distintos tribunales de familia a lo largo del país, pero objeta por insuficiente la dotación de personal asignada ella, que corresponde en promedio a 1,4 funcionarios por juzgado.


b) Aumento del número de jueces. El proyecto plantea la creación de 30 nuevos cargos de juez de familia. En opinión del máximo tribunal esta suma es absolutamente insuficiente, teniendo en consideración los siguientes parámetros: según estudios realizados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el número óptimo de causas por juez de familia al año es de 840. El ingreso total nacional de causas de familia en el año 2006 fue de 391.893. A esto hay que agregar 36.654 asuntos que están en conocimiento de los tribunales de menores del antiguo sistema, que serán eliminados en el segundo semestre del presente año. Esto da un total ideal requerido de 515 de jueces de familia. Teniendo en consideración que la actual dotación es de 258 magistrados, se manifiesta un déficit de 257 jueces, cifra muy superior a los 30 planteados en el proyecto. Ello sin considerar a los funcionarios necesarios para que esos jueces puedan cumplir con su tarea, ni el problema de los tribunales con competencia mixta, tópicos que son tratados en el informe técnico de la Corporación Administrativa.


c) Competencia de los Tribunales de Familia. La Corte sugirió en su informe que se estudie una modificación al artículo 8º de la ley N° 19.968, con el fin de excluir de la competencia del juez de familia las cuestiones estrictamente patrimoniales en que no hay menores directamente involucrados, asuntos que pueden ser tratados por los tribunales civiles.


d) Facultad del juez para suspender las audiencias. La Corte Suprema estimó que la modificación efectuada al artículo 11 de la ley N° 19.968, que regula la forma de proceder cuando el juez considera necesario suspender una audiencia, es útil porque evita la realización de audiencias condenadas al fracaso, por ejemplo, cuando aún no ha llegado al tribunal un informe técnico necesario para resolver. Al respecto, el máximo tribunal propone incrementar esta atribución del juez de familia y no limitarla sólo a dos ocasiones en el juicio, como hacen el texto vigente y la modificación.


e) Principio de inmediación en relación con la recepción de la prueba. El proyecto modifica el artículo 12 de la ley N° 19.968, que establece, como regla general, que sólo valdrán las pruebas recibidas directamente por el juez, en la audiencia. La modificación introduce una excepción a esa regla, estableciendo que el juez también podrá formar su convicción sobre las pruebas rendidas, por motivos justificados, en la audiencia preparatoria tratada en el artículo 61 de la ley. El máximo tribunal considera que debe especificarse qué se debe entender por “motivos justificados”, y también debe ser estudiada la implicancia que tendría una interpretación demasiado restrictiva del artículo 12, que dejaría las causas prácticamente “radicadas” en la persona del juez, lo que implica que en casos de subrogación o reemplazo prácticamente habría que reiniciar la tramitación.


f) Comparecencia de las partes con abogados. La Corte Suprema considera que la iniciativa que obliga a las partes a comparecer con abogados, salvo situaciones graves autorizadas por el tribunal, mejorará substancialmente la velocidad de tramitación de las causas. Sobre la posibilidad de que ambas partes sean representadas por la Corporación de Asistencia Judicial, hizo presente que puede generar problemas de ética profesional, por lo cual propone la creación de una Defensoría Pública en materias de Familia, tal como existe hoy una para los asuntos criminales.


g) Abandono del procedimiento en causas sobre violencia intrafamiliar. La Corte consideró conveniente la modificación que plantea el proyecto al artículo 21 de la ley N° 19.968, en orden a archivar provisionalmente las causas sobre violencia intrafamiliar, si ninguna de las partes asiste a la primera audiencia y el demandante no solicita una nueva citación dentro de quinto día, en vez de tenerlas por abandonadas, como hoy dispone la norma citada; así se deja abierta la posibilidad de reactivar el pleito en cualquier momento, a solicitud del denunciante o demandante.


h) Modificación al sistema de notificaciones. La Corte juzgó acertado introducir una notificación personal subsidiaria, similar a la del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, en caso de que no sea posible la notificación personal de la demanda. 


i) Incidentes. La Corte Suprema señaló que la modificación que restringe la posibilidad de plantear incidentes en el juicio limitará la posibilidad de dilatar los procesos mediante maniobras malintencionadas.


j)  Control de admisibilidad. La Corte se mostró de acuerdo con el nuevo sistema de control de admisibilidad de demandas, denuncias y requerimientos, trámite previo a entrar a conocer del asunto. Esta solución permitirá expulsar del sistema aquellas pretensiones que no tienen resolución jurídica relevante o que no son de competencia de los juzgados de familia.


k) Escrituración de la fase de la discusión. A juicio del máximo tribunal, obligar a las partes a presentar por escrito la demanda y la contestación antes de la audiencia preparatoria, y eliminar el trámite de ratificación de la demanda y la contestación, también acelerará el juicio de familia, sin que ello obste a la concreción del principio de oralidad, porque todas las demás actuaciones, durante el resto del proceso, mantienen dicho carácter.


l) Celebración de nuevas audiencias en caso de traslado del juez que conoció la audiencia del juicio. La Corte Suprema sugiere reemplazar la palabra “traslado” por la frase “nombramiento, promoción, destinación, traslado o comisión”, porque aquella tiene un significado restrictivo en el Código Orgánico de Tribunales y no abarca los demás casos en que el juez debe ser remplazado.


m) Medidas cautelares especiales. La Corte consideró conveniente la modificación consistente en adoptar medidas de protección sin esperar la comparecencia del menor, pero verificando que ésta se realice lo más pronto posible.


n) Inclusión del Ministerio de Justicia entre los destinatarios del informe del juez, tras la visita correspondiente a los establecimientos residenciales. La Corte Suprema señaló que esta regla fortalecerá las redes de apoyo de los tribunales de familia.


o) Improcedencia de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia. Aunque el proyecto no incluye ninguna modificación a esta regla, contenida en el artículo 97 de la ley N° 19.968 y aplicable a todos los que hayan sido objeto de una denuncia o demanda previa sobre actos de violencia intrafamiliar, la Corte planteó acotarla a quienes hayan sido condenados por sentencia firme, para no infringir el principio constitucional de presunción de inocencia.


p) Improcedencia del desistimiento en los juicios de violencia intrafamiliar. Aunque el proyecto no lo contempla, la Corte Suprema recomienda modificar el artículo 100 de la ley N° 19.968, para poner fin a los juicios de violencia intrafamiliar en caso de que la víctima se desista de su reclamo, y no tener que sustanciar todo el proceso y dictar una sentencia definitiva, tal como hoy se exige, cuando el principal interesado ha perdido su motivación y no aportará prueba alguna para acreditar su pretensión inicial.


q) Mediación. El establecimiento de la mediación obligatoria es, a juicio de la Corte, un serio intento de hacer operativo el instituto. De prosperar, aliviaría la carga de los tribunales de familia.


r) Aumento de las plantas de los tribunales de familia. La Corte Suprema considera que el aumento propuesto es mucho menos sustancial de lo que a primera vista parece, porque no considera el gran número de funcionarios que fueron contratados transitoriamente, para hacer frente al colapso de los tribunales de familia, cuyos contratos, en muchos casos, están prontos a caducar. El incremento autorizado en el proyecto sólo torna en funcionarios de planta a un gran número de funcionarios a contrata que actualmente se encuentran trabajando en los tribunales y no implica un aumento neto de personal disponible. El máximo tribunal agregó que lo rescatable en este apartado es la creación de los cargos de jefe de unidad y de informática, medida implementada en los juzgados del plan piloto que ha dado muy buenos resultados.


s) Situación de los juzgados de menores mantenidos en funcionamiento por la Reforma de Familia. La Corte solicita que dichos tribunales sean mantenidos, a los menos por dos años más, para evitar que la carga de trabajo que ellos soportan hoy pase a gravitar directamente sobre los tribunales de familia.

2.- Modificación a ley Nº 19.947, sobre matrimonio civil.


Eliminación del trámite de la consulta en caso de divorcio solicitado de común acuerdo por las partes. La Corte Suprema estuvo de acuerdo con esta medida, por un principio de economía procesal, pues evita una instancia cuyo sentido original se ha perdido, por cuanto la gran mayoría de las peticiones de divorcio obedecen a una relación definitivamente quebrada.

3.-Modificación al Código Civil 


Al artículo 234, relativo a la facultad de los padres para corregir a los hijos. La Corte consideró que esta modificación, unida a la propuesta en el Nº 3) del artículo 1º del proyecto
, podría dejar al menor en una suerte de abandono, sobre todo cuando resulta evidente que los padres no quieren ejercer su autoridad respecto del hijo, lo que debería ser solucionado a la luz de lo prescrito en el artículo 16 de la ley N° 19.968, que establece como principio rector de las resoluciones judiciales en esta materia el interés superior del niño, niña o adolescente.

4.-Modificación al Código Orgánico de Tribunales


a) Calificación del Administrador del Tribunal. Aunque no forma parte de las disposiciones propuestas en el proyecto, la Corte Suprema recomienda modificar los artículos 23 y 24 del Código Orgánico de Tribunales, en el sentido de atribuir la facultad para calificar a estos funcionarios a la Corte de Apelaciones respectiva, facultando al Comité de Jueces y a un organismo técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial para informar sobre el particular al tribunal de alzada, en forma previa y por separado.


b) Nueva condición para que las Cortes de Apelaciones puedan ordenar a los jueces bajo su dependencia, de tribunales con competencia común, dedicación exclusiva a ciertas materias. La Corte establece que el condicionamiento de esta facultad a un informe técnico favorable a la Corporación Administrativa del Poder Judicial condiciona inaceptablemente el ejercicio de las facultades económicas privativas de las Cortes de Apelaciones.

5.- Obligación de informar sobre la marcha de los tribunales de familia a Comisiones de la Cámara de Diputados.


La Corte Suprema señaló que esta norma pretende establecer facultades fiscalizadoras directas por parte de las Comisiones de Familia y de Hacienda de la Cámara de Diputados sobre la marcha de los tribunales de familia, lo que contraría lo dispuesto sobre autonomía e independencia del Poder Judicial en la Constitución Política de la República. 

6.- Artículos transitorios del proyecto


a) Limitación de la provisión efectiva de cargos de jueces de garantía y miembros de los tribunales del juicio oral en lo penal en la Región Metropolitana. Aunque la Corte reconoció que la modificación planteada es menos limitante que lo establecido en anteriores versiones del proyecto, subsiste el reparo consistente en que no debería haber problemas de disponibilidad presupuestaria para llenar cargos de planta, que son permanentes.


b) Financiamiento del proyecto. El artículo 6º transitorio estipula que el mayor gasto que significará la aplicación del presente proyecto será de cargo de la Partida presupuestaria del Poder Judicial. La Corte Suprema señaló que con la actual asignación presupuestaria el proyecto no está financiado, por lo que el mayor gasto debería costearse con cargo a la Partida Tesoro Público.


La Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, glosando lo informado por la Corte Suprema, acotó que la Unidad de Cumplimiento que introduce en la estructura de los tribunales de familia el número 1) del artículo 1º del proyecto, es una sentida aspiración de los jueces de familia, que les permitirá hacer frente a los ingresos generados por cumplimiento de sentencias previas. Esta labor representaba un parte importante del volumen de trabajo de los juzgados de menores, y es de esperar que la situación se repita en los de familia. Agregó que la cantidad de funcionarios propuesta en el proyecto original para estas nuevas Unidades es insuficiente pero, al parecer, la nueva formulación del Ejecutivo contempla un aumento sustancial de dichos cargos.


Indicó que los estudios de la Corporación Administrativa del Poder Judicial arrojan que el número óptimo de ingresos por juez al año es de 840 causas. Teniendo en consideración que el año pasado hubo 391.893 ingresos, debería haber 466 jueces de familia en el país. Al volumen señalado hay que agregar las causas que ingresan con diligencias de cumplimiento provenientes de los juzgados de menores y las que en el futuro se van a producir con motivo de las sentencias que en estos años dicten los tribunales de familia. Según las estimaciones de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se necesitarán  para esto 49 jueces más, lo que hace un total final de 515 magistrados para los tribunales de familia. El aumento vegetativo de los ingresos a lo largo de los años se compensará con las mejoras procesales que introduce el proyecto; por tanto, con 515 jueces se podrá hacer frente en condiciones óptimas a la demanda de la ciudadanía.


El estudio sobre el que se basó el proyecto de ley que concluyó en la ley Nº 19.968 contempló un número óptimo de 371 jueces con competencia en materia de familia, tanto mixtos como especializados, pese a lo cual la ley sólo estableció 335.


La ley que creó los tribunales de familia entregó a esta nueva judicatura competencia en una amplia gama de materias, algunas de las cuales no son propiamente conflictos de familia, sino situaciones en que no hay menores involucrados o que son de naturaleza voluntaria, como la autorización para enajenar un bien propio de la mujer casada en sociedad conyugal. Este tipo de asuntos perfectamente podría ser conocido por los tribunales civiles.


Concordó en que el trámite de admisibilidad aliviará la carga de trabajo de los juzgados de familia, aunque hay que considerar que deberá comisionarse a lo menos a un juez por tribunal para que haga el estudio pertinente, que en algunos casos puede ser complejo. Sobre este punto, los jueces de familia  habían manifestado la aspiración de que también se pudiera practicar el examen de admisibilidad en las causas de violencia intrafamiliar, pero el pleno de la Corte Suprema desechó la idea, señalando en el informe elevado en esa oportunidad al Parlamento que con ello se evitaría el riesgo de que jueces de familia con poco criterio rechazaran denuncias de violencia intrafamiliar en que no se hubieran constatado lesiones y que posteriormente pudieran desembocar en una tragedia, como ha ocurrido. En relación con el tema de la violencia intrafamiliar, la Magistrada indicó que la proposición de proceder al archivo provisional y no al abandono del procedimiento, en caso de que los litigantes no continúen con una causa, favorece a la parte agredida que, luego de un tiempo, sea víctima de nuevos malos tratos; en ese caso, el ó la afectada podrán recurrir al tribunal y pedir que se desarchive su causa, pudiendo utilizar los antecedentes originalmente recopilados.


Indicó que la presunta baja en los ingresos que se espera como resultado de introducir la mediación obligatoria no será efectiva inmediatamente y será compensada por los ingresos sobre cumplimiento de los acuerdos alcanzados en la sede de mediación.


Expresó que el proyecto también contempla la inclusión de la asistencia legal obligatoria, pero debe tenerse en cuenta que la mayor parte de los litigantes en los tribunales de familia no tiene recursos suficientes para enfrentar el costo de un abogado particular, por lo que una gran cantidad de patrocinios deberá ser asumida por las Corporaciones de Asistencia Judicial, instituciones que hacen el mejor esfuerzo posible, con el escaso presupuesto que tienen, pero que brindan una defensa con un estándar menor al que ofrece la Defensoría Penal Pública, y por ello una legítima aspiración de los tribunales es que esa institución sea dotada de una división para asuntos de familia y otra para asuntos laborales.


Advirtió la Ministra señora Herreros que es muy importante ampliar desde ya el plazo que fijó la ley N° 19.968 para la extinción de los juzgados de menores que quedaron subsistentes para hacerse cargo de las causas antiguas, luego de entrar en vigencia la Reforma de Familia. Esos tribunales terminarán sus funciones el día 30 de septiembre del presente año y las causas que aún no se hayan resuelto pasarán a los tribunales de familia, situación que complicará aún más la saturación que afecta a estos últimos.


Otro asunto que ha herido algunas susceptibilidades en la Corte Suprema es lo prescrito en el artículo 7º del proyecto, que obliga al máximo tribunal a informar trimestralmente a la Cámara de Diputados sobre la marcha de los tribunales de familia. Esta norma puede deslindar en lo inconstitucional, teniendo en consideración la necesaria independencia de los tribunales de justicia respecto de los otros poderes del Estado. Para solucionar este problema podría establecerse que la Corte Suprema sea la encargada de fiscalizar la marcha de los tribunales de familia y que la información que se obtenga sea pública.


Llamó también la atención sobre la circunstancia de que en los juzgados de menores había asistentes sociales judiciales, que eran las personas encargadas de visitar los hogares de los menores y elaborar los informes socioeconómicos necesarios para que el juez pudiera fallar. Actualmente no hay una figura administrativa similar en la organización de los tribunales de familia, porque los consejeros técnicos tienen funciones de asesoría al juez en las audiencias y en la interpretación de informes, pero no generan por sí mismos información. Al inicio de la reforma, los informes socioeconómicos fueron encargados por los jueces a los departamentos sociales de las municipalidades, que en un comienzo prestaron una colaboración entusiasta. Pero, al pasar el tiempo y aumentar de forma cuantiosa la cantidad de informes solicitados, la respuesta ha decaído, toda vez que las asistentes sociales de las municipalidades tienen que atender, en sus horarios de oficina, los requerimientos y demandas de su institución y sólo pueden dedicarse a los informes requeridos por los tribunales en sus horas libres, sin recibir ninguna compensación económica por esa labor. Por ello, muchos tribunales de familia, sobre todo en provincias, donde hay menos servicios sociales públicos a quienes se pueda encargar estas tareas, han hecho presente la necesidad de reponer la figura del asistente social judicial.

- - - - - - -

INFORME DE LA CORPORACIÓN ADMINISTRATIVA 

DEL PODER JUDICIAL

En la actualidad existen en Chile 468 juzgados de primera instancia, que pueden clasificarse de la siguiente forma, según su competencia:

- 4 juzgados de cobranza laboral y previsional.

- 44 tribunales del juicio oral en lo penal.

- 91 juzgados de garantía.

- 60 juzgados de familia.

- 63 juzgados civiles.

- 26 juzgados de menores.

- 20 juzgados del trabajo.

- 58 juzgados de competencia común
 y de garantía.

- 102 juzgados de competencia común.


En el año 2006 ingresaron 2.449.186 causas a los juzgados de primera instancia del país, que se distribuyeron como se indica a continuación: 

- 1.150.824 
causas civiles.

- 10.144 
causas del antiguo sistema procesal penal.

- 146.321 
causas laborales.

- 1.382 
causas de la antigua judicatura de menores.

- 391.893 
causas de familia.

- 425.380 
causas de garantía y del juicio oral en lo penal.

- 67.198 
causas de cobranza laboral.

- 256.044 
exhortos.


Los ingresos de los tribunales de familia, y los relativos a familia en tribunales con competencia mixta y con competencia mixta y de garantía comprenden diferentes materias, según la clasificación siguiente:

- Alimentos cesación

    

    9.867

- Autorización salida del país
   

   11.718

- Exhortos de otros tribunales
   

   13.026

- Paternidad, investigación de
   

   19.210

- Alimentos rebaja

   

   20.260

- Peligro moral y/o material
   

   22.864

- Alimentos aumento

   

   32.092

- Infracción de Ley

   

   32.648

- Cuidado personal del niño
   

   37.248

- Exhorto tribunales de familia
   

   38.392

- Vulneración de derechos

   

   40.790

- Relación directa y regular con el niño
   
   72.504

- Divorcio

   

   89.889

- Violencia intrafamiliar

  

  214.800

- Alimentos

  

  391.136

- Otros

  

  103.048

TOTAL



1.114.881


Esto implica un total de 2,8 materias por cada ingreso, en promedio.

Plan Piloto


El informe señala que en agosto de 2006 la Corte Suprema implantó un plan piloto en dos juzgados de familia
 para implementar mejoras de gestión y analizar el efecto de las mismas en el despacho de dichos tribunales. Las mejoras se centraron en optimizar el uso del tiempo de los jueces, para que ellos pudieran abocarse preferentemente a su rol jurisdiccional, delegando en el personal las labores administrativas. Los resultados del plan piloto fueron los siguientes:

	Ítem


	Antes del plan piloto
	Después del plan piloto

	Promedio diario de audiencias por sala


	6
	10

	Eficacia de las audiencias
	50% de las audiencias no se materializaban 


	30% de las audiencias no se materializaban

	Tiempo promedio para proveer un escrito
	10 días 
	2 días (asistencia de las Unidades de Causas y de Cumplimiento)



	Tardanza promedio para que el juez firme una resolución


	16 días
	3 días

	Duración promedio de audiencias preparatorias


	37 minutos
	31 minutos

	Duración promedio de las audiencias de juicio


	55 minutos
	45 minutos

	Escritos pendientes sin resolver
	1 escrito pendiente por cada 4 que ingresaban al día
	1 escrito pendiente por cada 6 que ingresaban al día (asistencia de la Unidad de Causas)



	Plazo de fijación de audiencias (desfase promedio de la agenda del tribunal)


	8 meses
	3 ½ meses

	Eficacia de las notificaciones
	50%
	70% (asistencia de la Unidad de notificaciones  y del Centro de Notificaciones)





El informe de la Corporación agrega que la eficacia de la implementación del plan piloto está condicionada por el número de jueces, la efectividad de las notificaciones y la falta de asistencia letrada a las partes. En otros términos, si estas variables mejoran, también lo hará el resultado.

Cantidad de jueces de familia requerida, según el informe de la Corporación

Supuestos


Según lo establecido en la ley, cada juicio de familia contempla a lo menos dos audiencias: una preparatoria del juicio y otra del juicio propiamente tal. Según el estudio del Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL), de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, que se tuvo a la vista para hacer la ley que creó los tribunales de familia y estableció el nuevo procedimiento, ambas audiencias deberían tener una duración no mayor a tres horas, en conjunto, lo que implica un total óptimo de carga de trabajo de 598 causas por año por juez, lo cual, a su vez, supone 218.507 ingresos anuales  agregados en el ámbito nacional.


La realidad ha demostrado que la audiencia preparatoria tiene una duración promedio de 30 minutos y que la de juicio se fragmenta generalmente en dos ó tres audiencias, cada una con una duración promedio de 45 minutos. Aunque el tiempo total destinado a las audiencias del proceso ha resultado inferior, la fragmentación de las audiencias de juicio incide negativamente en la cantidad de fallos que mensualmente se pueden dictar. Las estadísticas muestran que los jueces de familia fallan 45 causas mensuales y los jueces involucrados en el plan piloto emiten 59 fallos mensuales.


Se ha considerado que a este total de carga de trabajo debe sumarse un 30% adicional, por concepto de tramitación de causas en estado de cumplimiento provenientes de los juzgados de menores. Además, se ha considerado 10 meses efectivos de trabajo por juez al año, teniendo en consideración el feriado legal y las licencias, y un crecimiento estimado del ingreso de 3%.


Todos estos datos determinan un índice de 840 causas por juez de familia al año.

Cantidad de jueces con competencia en materias de familia requeridos


La Corporación concluye, a partir de estos datos y supuestos, que se requieren 257 jueces adicionales, además de los 258 existentes, para llegar a la cifra óptima de 515 jueces de familia en el ámbito nacional, distribuidos de la siguiente forma:

a) Jueces adicionales para los actuales tribunales de familia:

	Tribunal
	Dotación Ley
	Cantidad extra requerida

	 ANTOFAGASTA
	10
	5

	 CALAMA
	4
	4

	 ARICA
	5
	4

	 CHILLAN
	4
	3

	 YUMBEL
	1
	0

	 CORONEL
	3
	3

	 CONCEPCIÓN
	10
	6

	 LOS ÁNGELES
	4
	3

	 TALCAHUANO
	6
	2

	 TOME
	1
	1

	 VALLENAR
	2
	1

	 COPIAPÓ
	4
	3

	 COYHAIQUE
	2
	1

	 IQUIQUE
	7
	3

	 COQUIMBO
	3
	2

	 LA SERENA
	3
	4

	 OVALLE
	2
	3

	 PUERTO VARAS
	2
	1

	 ANCUD
	2
	0

	 CASTRO
	2
	1

	 PUERTO MONTT
	3
	4

	 PUNTA ARENAS
	3
	3

	 SAN FERNANDO
	2
	2

	 RENGO
	2
	2

	 SANTA CRUZ
	1
	1

	 RANCAGUA
	8
	9

	 PEÑAFLOR
	2
	3

	 TALAGANTE
	3
	1

	 SAN BERNARDO
	6
	2

	 MELIPILLA
	3
	1

	 1º  SAN MIGUEL
	10
	7

	 2º  SAN MIGUEL
	10
	6

	 BUÍN
	3
	2

	 PUENTE ALTO
	6
	8

	 PUDAHUEL
	12
	4

	 COLINA
	2
	3

	 1º  SANTIAGO
	10
	11

	 2º  SANTIAGO
	10
	11

	 3º   SANTIAGO
	10
	11

	 4º   SANTIAGO
	12
	13

	 PARRAL
	2
	0

	 CONSTITUCIÓN
	1
	1

	 LINARES
	3
	3

	 CURICÓ
	3
	4

	 TALCA
	5
	8

	 ANGOL
	2
	1

	 TEMUCO
	7
	7

	 VALDIVIA
	4
	4

	 OSORNO
	3
	4

	 CASABLANCA
	1
	1

	 LIMACHE
	1
	2

	 LA LIGUA
	1
	2

	 LOS ANDES
	2
	4

	 QUILLOTA
	3
	3

	 QUILPUE
	2
	4

	 SAN ANTONIO
	3
	2

	 VALPARAÍSO
	9
	2

	 VILLA ALEMANA
	2
	2

	 VIÑA DEL MAR
	7
	4

	 SAN FELIPE
	2
	4

	 Total
	258
	216


b) Jueces adicionales para  Juzgados con competencia mixta:


- Se requiere un juez más en los juzgados de Pozo Almonte, Tocopilla, Taltal, Chañaral, Almagro, Caldera, Illapel, Los Vilos, Quintero, 1º de Peumo, Peralillo, Licantén, San Javier, Cauquenes, Yungay, Coelemu, Quirihue, Mulchén, Lebu, Arauco, Curanilahue, Cañete, Cabrero, Collipulli, Traiguén, Victoria, Curacautín, Pitrufquén, Nueva Imperial, Pucón, Lautaro, Carahue, Purén, Mariquina, Paillaco, Los Lagos, Panguipulli, Río Bueno, Calbuco, Quellón, Puerto Aysén y Puerto Natales. Total 42.


- Deben dotarse con dos jueces adicionales los tribunales de San Vicente, Molina, 1º de San Carlos, Bulnes, Nacimiento, Villarrica y La Unión. Total 14.

Dotación de funcionarios


En la ley de tribunales de familia, la dotación de empleados asciende a un total de 1.325 funcionarios, distribuidos según la cantidad de jueces que tiene cada tribunal, en la siguiente forma: 258 jueces, 265 consejeros técnicos, 60 administradores y 742 empleados, lo que hace un total de 1.325.


La Corporación estima que la dotación de funcionarios es insuficiente por las siguientes razones:

· El diseño organizacional de esos tribunales no contempla cargos de jefe de unidad, lo que debilita su estructura administrativa, ya que el Administrador no cuenta con una persona de nivel profesional intermedio que colabore en las tareas operativas de organización y control del trabajo. 

· Inexistencia de una unidad administrativa y de empleados dedicados exclusivamente a las labores relativas al cumplimiento de resoluciones, particularmente de aquellas que requieren de una ejecución sostenida en el tiempo.

· Falta de personal para atender tareas administrativas, tales como atención de público y administración de causas.


Para solucionar estas carencias, el Poder Judicial propone la creación de 2.005 nuevos cargos de empleados y jueces, distribuidos de la siguiente forma: 257 jueces, 280 consejeros técnicos, 45 Administradores, 163 Jefes de Unidad y 1.260 empleados.

Notificaciones


Según el informe de la Corporación, una de las falencias más importantes en el diseño de los tribunales de familia ha sido la carencia de funcionarios para realizar notificaciones, lo que ha tenido un impacto directo en la celebración de audiencias. Para solucionar este problema, el informe propone la creación de 256 cargos extra para practicar notificaciones, adicionales a los 49 existentes, y 32 cargos de jefes de zona, para el mismo fin, distribuidos entre los distintos juzgados de familia del país, excluidos los de la Región Metropolitana.


Para los juzgados de familia de la Región Metropolitana la proposición es de 132 funcionarios notificadores, adicionales a los 18 existentes.


Finalmente, los juzgados con competencia mixta que conocen asuntos de familia requieren 141 nuevos notificadores.

- - - - - - -


Luego de tomar conocimiento la Comisión de los informes que anteceden, y habida cuenta de las importantes disimilitudes entre sus conclusiones y los planteamientos del proyecto propuesto por el Ejecutivo, se solicitó al Ministerio de Justicia exponer detalladamente los fundamentos de su proyecto de ley. Es así como, en la sesión celebrada el día 31 de julio de 2007, el asesor de la Unidad Coordinadora de Reformas del citado Ministerio, señor Marco Venegas, presentó las bases del estudio encomendado por esa Cartera al Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL) de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.

INFORME DEL MINISTERIO DE JUSTICIA, SOBRE REFORZAMIENTO DE LOS JUZGADOS DE FAMILIA


La antigua legislación de menores no concebía ni conceptual ni procedimentalmente la naturaleza particular del contencioso familiar y tampoco cumplía con las exigencias que el derecho internacional establece en estas materias. Por el contrario, se trataba de un diseño predominantemente adversarial del procedimiento, en el que imperaba una extrema escrituración, mostraba carencias respecto de la inmediación y daba amplio margen a la discrecionalidad, especialmente en cuestiones que afectaban a niños y adolescentes.


Para superar esta situación se planteó un proyecto de ley que cristalizó en la promulgación de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia. Esa iniciativa legal perseguía los siguientes objetivos:

1. Concentración del conocimiento de los asuntos de familia en una jurisdicción única y especializada.

2. Enfoque interdisciplinario de los conflictos de familia, atendidas las particularidades del mismo (incorporación de los consejeros técnicos).

3. Facilitamiento de soluciones colaborativas y consensuadas por las partes (mediación y conciliación).

4. Introducción de procedimientos acordes con el sentido global de la reforma y las características propias del conflicto de familia (procedimiento especial de medidas de protección y violencia intrafamiliar).

5. Aplicación de los principios rectores de los procedimientos modernos: oralidad, inmediación, concentración, especialización, impulso de oficio, colaboración, e interés superior del niño.


En lo orgánico, la ley Nº 19.968 creó 60 juzgados especializados, con una dotación total de 258 jueces y, en los 77 juzgados de letras con competencia común que mantuvieron competencia en materia de familia, se creó la figura del consejero técnico.


Los problemas que se presentaron con la implementación de la ley Nº 19.968 fueron los siguientes:

1. Ingresos por sobre lo proyectado.

2. Implementación inmediata del sistema en todo el país, sin la dotación de funcionarios completa.

3. Problemas de gestión al interior de los tribunales.

4. Falta de capacitación de los operadores del sistema.


Para remediar estos inconvenientes, el Ejecutivo presentó el proyecto de ley en discusión, el que fue previamente consensuado con la Corporación Administrativa del Poder Judicial y ya ha sido aprobado en general y en particular por la Cámara de Diputados.


En marzo del presente año, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado solicitó la fundamentación técnica que sustenta la proposición del Ministerio de Justicia. Para ello, dicha cartera encomendó al Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL), de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, un estudio que se centrara en los siguientes puntos: análisis de los registros de audio de las audiencias de una muestra de tribunales de familia del país, impacto en la demanda sobre dichos tribunales de las reformas que introduce este proyecto de ley, efectos de la incorporación de modelos de gestión en el funcionamiento de los mismos y propuestas adicionales de organización y administración. 


Los objetivos específicos buscados fueron el análisis estadístico de datos extraídos de las audiencias; un análisis cualitativo basado en indicadores; estimación de la demanda nacional y regional para los años 2007 y 2008; estimación de ingresos al Sistema Nacional de Mediación, e identificación y estimación de las áreas de impacto de las modificaciones propuestas en el proyecto objeto del presente informe.


La metodología se centró en estimar el ingreso de causas a los tribunales de familia, sin las reformas, para los años 2007 y 2008; en cuantificar el impacto de las reformas en la disminución del ingreso, en razón de las variables tasa de acuerdo en causas en mediación y comparecencia con letrado, y en la estimación del ingreso, para el mismo período de tiempo, con las reformas y desglosado por materias. Además, se realizaron talleres con jueces, abogados, administradores de tribunales y mediadores.


En el diseño de un modelo de gestión del juzgado y de programación de audiencias se siguió el lineamiento de cautelar el principal recurso del tribunal, que es el juez, apartándolo de labores administrativas, para maximizar el tiempo dedicado a funciones jurisdiccionales, como son la participación en audiencias y la dictación de sentencias.


Como corolario del estudio hecho por CEAL, la propuesta técnica del Ministerio de Justicia consiste en reforzar los juzgados especializados en familia, creando 31 nuevos cargos de juez y redestinando a 12 magistrados. Simultáneamente, se refuerzan 15 juzgados de letras de competencia común, dotándolos de 2 jueces, en lugar de uno, como ocurre en la actualidad, y de un administrador; además, se elevan las dotaciones hasta completar 17 funcionarios en cada tribunal.


La estimación de ingresos esperables para los años 2007 y 2008
 arrojó los siguientes datos:

	Estimación Ingresos 2007
	Mínimo
	394.734

	
	Promedio
	447.670

	
	Máximo
	500.607

	Estimación Ingresos 2008
	Mínimo
	377.518

	
	Promedio
	441.844

	
	Máximo
	506.170



De la observación directa de los registros de audio se obtuvo los siguientes datos:

- Son procedimientos con fuerte incidencia en la carga de trabajo del juez: el ordinario (2 audiencias: preparatoria y de juicio); el de violencia intrafamiliar (2 audiencias: preparatoria y de juicio); el especial de protección (2 audiencias: preparatoria y de juicio); el especial voluntario (1 audiencia), y el especial contravencional (1 audiencia).

- Son procedimientos con fuerte incidencia en la carga de trabajo del personal administrativo del tribunal: transacciones, cumplimiento de resoluciones y exhortos (se propone que la nueva Unidad de Cumplimientos se haga cargo de estos asuntos).


Para el desarrollo de estos modelos de gestión se debe tener a la vista la duración promedio en minutos de las audiencias en los distintos procedimientos y aplicarles un factor de corrección, según las distintas contingencias procesales que implican que una o más audiencias no se efectúen. Esas contingencias son: tasa de deserción, tasa de inadmisibilidad, tasa de causas que pueden resolverse sin audiencia y tasa de término del juicio en primera audiencia. Las variables por materia tenidas en cuenta son las siguientes: alimentos; cuidado personal; visitas; divorcios; nulidades; separaciones; otros procedimientos ordinarios; violencia intrafamiliar; adopción; asuntos voluntarios; protección, y contravencional.


La comparación entre la propuesta técnica del Ministerio de Justicia y la de la Corporación Administrativa del Poder Judicial  (CAPJ) arroja los siguientes resultados:

	Ley 19.968
	Proyecto Boletín Nº 4.438-07
	Informe CAPJ
	Propuesta Ministerio de Justicia

	258 jueces
	289 jueces
	525 jueces
	289 jueces

	60 juzgados
	60 juzgados
	105 juzgados
	60 juzgados

	1.067 funcionarios
	1.501 funcionarios
	2.815 funcionarios
	1.642 funcionarios

	
	
	14 mixtos reforzados
	15 mixtos reforzados



En la siguiente tabla se muestran las cifras de jueces de familia y funcionarios, desagregadas a nivel de tribunal, comparando la dotación de la ley N° 19.968, la resultante del aumento del presente proyecto de ley y la que es fruto de la nueva proposición del Ministerio de Justicia (MINJU):

	
	Jueces en la ley Nº 19.968
	Jueces Boletín Nº 4.438-07
	Jueces nueva prop. MINJU
	Func. en la ley Nº 19.968
	Func. Boletín Nº 4.438-07
	Func. nueva prop. MINJU

	 Arica
	5
	6
	7
	18
	29
	35

	 Iquique
	7
	7
	7
	26
	34
	35

	 Calama
	4
	4
	5
	16
	22
	28

	 Antofagasta
	10
	10
	10
	35
	45
	46

	 Copiapó
	4
	4
	5
	16
	22
	28

	 Vallenar
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 La Serena
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Coquimbo
	3
	3
	4
	14
	18
	25

	 Ovalle
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 La Ligua
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 Quillota
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Limache
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 San Felipe
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Los Andes
	2
	2
	3
	11
	15
	21

	 Viña del Mar
	7
	7
	6
	26
	34
	31

	 Quilpué
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Villa Alemana
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Valparaíso
	9
	9
	7
	32
	40
	35

	 Casablanca
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 San Antonio
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Rancagua
	8
	9
	9
	29
	40
	42

	 Rengo
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 San Fernando
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Santa Cruz
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 Curicó
	3
	4
	5
	14
	22
	28

	 Constitución
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	Talca
	5
	7
	8
	18
	34
	39

	 Linares
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Parral
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Chillán
	4
	4
	4
	16
	22
	25

	 Los Ángeles
	4
	4
	4
	16
	22
	25

	 Yumbel
	1
	1
	1
	9
	12
	14

	 Tomé
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 Talcahuano
	6
	6
	5
	22
	29
	28

	 Concepción
	10
	10
	9
	35
	45
	42

	 Coronel
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Angol
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Temuco
	7
	7
	8
	26
	34
	39

	 Valdivia
	4
	4
	5
	16
	22
	28

	 Osorno
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Puerto Varas
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Puerto Montt
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Ancud
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Castro
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Coyhaique
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Punta Arenas
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Colina
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Puente Alto
	6
	8
	8
	22
	37
	39

	 San Bernardo
	6
	6
	5
	22
	29
	28

	 Buín
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Melipilla
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Talagante
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Peñaflor
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Pudahuel
	12
	12
	9
	40
	50
	42

	1º  Santiago
	10
	12
	12
	35
	50
	54

	2º  Santiago
	10
	12
	13
	35
	50
	56

	3º  Santiago
	10
	12
	13
	35
	50
	56

	4º  Santiago
	12
	12
	13
	40
	50
	56

	1º  San Miguel
	10
	10
	8
	35
	45
	39

	2º  San Miguel
	10
	10
	9
	35
	45
	42

	
	258
	289
	289
	1.067
	1.501
	1.642


- - - - - - - -


El Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado, recalcó que la nueva propuesta no significa que haya existido alguna inconsistencia en la postura inicial del Ejecutivo, sino que viene a responder a la inquietud planteada por los Senadores integrantes de la Comisión, manifestada después que la Corte Suprema presentara el informe señalando sus requerimientos para solucionar el problema de los tribunales de familia. Agregó que en la nueva proposición se modifica el criterio de distribución de los jueces y se pone el acento en un fuerte refuerzo administrativo.


Respecto de la fórmula del Poder Judicial, planteó que, a primera vista, la diferencia es sustantiva, pero se debe tener presente que ella parte del supuesto de que no hay reformas procesales o que ellas no tendrán algún efecto en el trabajo de los juzgados de familia. En cambio, la solución del Ministerio de Justicia enfatiza los importantes cambios procesales y de organización administrativa del trabajo dentro de los tribunales, lo que en la práctica debería descomprimir el sistema.


Adujo que el problema planteado en los tribunales de familia, a raíz del cual se presentó el presente  proyecto de ley, demuestra que la capacidad predictiva en materia de políticas públicas está debilitada y, por tanto, no es fácil anticipar las consecuencias prácticas de medidas que todavía no se han materializado.


Admitió que es muy negativo que haya una oferta insuficiente de servicios judiciales para cubrir la demanda en materia de familia, pero precisó que cualquier solución debe tener como Norte la eficacia, entendida en este ámbito como la relación costo-resultado. 


Para garantizar la calidad de la atención al usuario no se pueden plantear estructuras excesivas, que fomenten prácticas ineficientes desde el punto de vista administrativo, integradas por funcionarios con niveles de remuneraciones claramente superiores al estándar nacional y que tienen jornadas de trabajo menores que lo habitual. Observó que en un país donde todavía hay muchas personas que no tienen sus necesidades básicas cubiertas no se puede sino orientar la organización de los servicios públicos a lograr el máximo de eficiencia con los recursos con que se cuenta. En este caso particular, ello significa que los tribunales deben gestionar su carga de trabajo de forma tal que logren hacerle frente dentro de la jornada ordinaria. Concluyó que si se implementan prácticas administrativas correctas, que permitan el máximo de eficacia en la administración de justicia y, pese a ello, aún se muestra que las dotaciones son insuficientes, su Cartera será la primera en solicitar un aumento de personal.


Para dar seriedad a la propuesta del Gobierno, el Ministerio de Justicia externalizó el estudio del funcionamiento actual de los tribunales, porque es entendible que cuando un servicio analiza sus propias necesidades tenderá necesariamente a medirlas al alza. Agregó que los resultados de este estudio proponen un aumento sustantivo en la estructura funcionaria de los tribunales, que en la práctica significa un gasto anual, adicional al considerado originalmente en el proyecto, de $ 7.000.000.0000. Esta suma muestra que la nueva propuesta no es de menor entidad.


Por último, en lo que atañe a la inminente terminación de funciones de los juzgados de menores, informó que el Ejecutivo prepara ya un proyecto de ley que se presentará al Parlamento con la debida oportunidad y urgencia.


El Jefe de la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia, señor Andrés Mahnke, señaló que el ingreso máximo de causas proyectado para el año 2008 es de poco más de 500.000, pero si se aplican las variables determinadas por las enmiendas procesales contempladas en el proyecto, como el control de admisibilidad, la mediación obligatoria, la asistencia letrada obligatoria, se reduce la estimación a una cifra cercana a las 350.000 causas, lo que supone 1.200 ingresos por juez al año. 


Hizo presente que el estudio de los registros de audio de una muestra significativa de juicios en sede de familia del año pasado arrojó un promedio de 18 a 19 horas de audiencia efectiva al mes, por juez de familia. El dato muestra un cometido muy por debajo de lo óptimo, sobre todo si se compara con el desempeño de un juez de garantía, que entera en tres días esa cantidad de horas de audiencia. Esto, que en ningún caso implica desconocer que los jueces de familia están colmados de trabajo, se explica, en gran parte, porque la mayoría de los tribunales de familia del país no están aplicando los manuales de procedimiento dictados por la Corte Suprema.


Recalcó que en el antiguo sistema, de jueces de menores, había cerca de diez funcionarios en la sala de audiencias del tribunal tomando comparendos, y al centro estaba el juez encargado de tareas administrativas y de dirección. Con el nuevo principio de inmediación esta forma de funcionamiento es imposible, porque al juez incumbe tomar personalmente cada una de las audiencias y no se le debe recargar con trabajo administrativo.


Señaló que si se mantiene la actual modalidad de trabajo los tribunales no van a poder superar la crisis, cualquiera sea el número de jueces nuevos, pero en un esquema de trabajo en que cada día el juez desempeñe efectivamente al menos cuatro horas de audiencia diaria, bastará con el aumento propuesto por el Ministerio de Justicia.


El asesor de la Unidad de Reformas Judiciales, señor Marco Venegas, informó que el criterio principal que sirvió para construir la nueva propuesta del Ministerio de Justicia es el cálculo del número de audiencias por juez al año. Este dato es importante, porque los distintos tipos de procedimiento tienen un impacto diferente en la carga de trabajo del juez, de manera que si se ocupa sólo el número de ingresos por juez al año se desconoce la incidencia efectiva de cada tipo de procedimiento en el trabajo del tribunal, y sobre todo, se desconoce el efecto de las medidas de fortalecimiento administrativo que se introducen en el proyecto y que aumentarán la productividad del tribunal.


Señaló que se hizo un trabajo en terreno con los jueces y operadores del sistema, para estimar la demanda futura y su agrupación por tipo de procedimiento. Este estudio tuvo un componente regional, y por ello el proyecto propone una integración diferenciada para distintos tribunales, teniendo en consideración su ubicación territorial.


Además, señaló, la cantidad de audiencias consideradas en la presentación de la Corporación Administrativa del Poder Judicial se remite a las que fueron programadas y no a las efectivamente realizadas, y tampoco distingue de qué tipo de procedimiento se trata, aunque los datos empíricos demuestran que hay una diferencia notoria de carga de trabajo en la audiencia de un tipo de procedimiento y de otro.


Agregó que la propuesta contempla como figura destacada dentro del tribunal al Administrador, quien deberá hacer una gestión inteligente de programación de las audiencias, estableciendo día a día una combinación de audiencias de mucha complejidad y otras de fácil trámite, como actualmente se hace en los juzgados de garantía, que es el único sistema oral en Chile en el cual hay experiencia ya asentada.


El Honorable Senador señor Chadwick expuso que no es presentable la diferencia que se observa en los estudios expuestos a la Comisión, e indicó que ello demuestra que alguien está rotundamente equivocado. Consultó cuáles han sido los antecedentes técnicos tenidos a la vista para hacer el informe original y qué diferencia hay entre esos antecedentes y los que se ocuparon para la nueva propuesta del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Espina llamó a ser precavido en las apreciaciones teóricas sobre los posibles efectos que pueda tener una reforma procesal, porque en verdad son los tribunales, que están día a día en la aplicación práctica de la ley, quienes mejor pueden evaluar la efectividad de esos cambios.


Subrayó que no son los técnicos quienes tienen que enfrentar la fundada molestia de la población, sino sus representantes en el Parlamento. Manifestó no estar dispuesto a votar a favor la idea de legislar, mientras no haya una mínima coincidencia entre la posición del Ministerio de Justicia y la del Poder Judicial.


Señaló no tener ninguna razón para dudar del profesionalismo con que se hizo la propuesta del Ministerio de Justicia, pero tampoco la tiene para dudar del acierto de los resultados mostrados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, motivo por el cual, en el estado actual de la discusión, no le es posible concurrir con su voto a aprobar la idea de legislar, porque no hay una razonable certeza de que el proyecto, tal como está, logre solucionar el problema, teniendo en cuenta que entre las propuestas del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia hay una diferencia de 226 jueces.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que surgen dudas cuando se contrastan los números presentados por el Poder Judicial y por el Ministerio de Justicia. Para dirimir el asunto es necesario conocer cuál es la carga óptima de trabajo de un tribunal de familia, calculada sobre la base del ingreso anual y la cantidad de habitantes que debe atender. Señaló que es importante también hacer una distribución racional de los jueces en el territorio, que considere aspectos prácticos que se presentan en provincia y no sólo variables teóricas.


Hizo ver que la propuesta del Poder Judicial muestra una distribución de nuevos cargos desagregada por comunas, y que tiene en consideración la cantidad de jueces por cada 100.000 habitantes y según la cantidad de ingresos que se da en cada región. Una visión de este tipo no está presente en la proposición del Ministerio de Justicia y, para poder aquilatar ésta en su verdadero mérito, es necesario incorporar aquélla. 


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, expuso que las simulaciones no se cumplen en la realidad, tal como quedó demostrado en la discusión del proyecto del nuevo procedimiento laboral. En esa oportunidad varios parlamentarios reclamaron por estimar insuficiente el número de juzgados del trabajo que el proyecto contemplaba, y hoy, después de un año de postergación, ingresó a tramitación legislativa una nueva iniciativa legal que aumenta la dotación de jueces del trabajo. Recalcó que estas experiencias deben ser tomadas en cuenta.


Reveló luego que, según los datos de funcionamiento de los tribunales de familia de la XIIª Región, las primeras audiencias en los juicios ordinarios de familia son programadas para seis meses después de presentarse la demanda.


Indicó que entiende que las reformas procesales significarán una reducción de la carga de trabajo, pero el óptimo que plantea el Ministerio de Justicia debe ser matizado con lo que la experiencia de los tribunales revela.


El señor Ministro de Justicia señaló que se haría cargo de las cuestiones planteadas, en el sentido de mostrar los datos de la propuesta de una forma más desagregada y de describir las pautas metodológicas que dan origen a la diferencia de conclusiones entre el Ministerio y la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Añadió que es de esperar que la Corporación haga otro tanto y explique también su posición.

- - - - - - - -


En una sesión posterior, el señor Ministro de Justicia informó que el equipo de la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia y el que se ocupa del tema en la Corporación Administrativa del Poder Judicial han celebrado varias reuniones técnicas, en las que se ha analizado los factores que se tuvieron presente para cada informe. Agregó que su Cartera entiende que se trata de generar una propuesta técnica que tenga en consideración las observaciones hechas por el Poder Judicial, pero en ningún momento se ha señalado ni sugerido que la conclusión del Ministerio de Justicia tenga que ser íntegramente coincidente con el planteamiento de los tribunales.


El Jefe de la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia, señor Andrés Mahnke, expuso que en las reuniones aludidas se constataron y solucionaron varias diferencias metodológicas que habían conducido a resultados diversos en los informes. En primer lugar, se uniformó el criterio, en el sentido de que deben computarse las audiencias efectivamente realizadas y no todas las programadas. En segundo lugar, para medir el impacto de las reformas propuestas en materia administrativa, sobre todo en lo que dice relación con el aumento de funcionarios de los tribunales, el Ministerio tuvo a la vista y validó la información que se obtuvo de la implementación del plan piloto en los dos juzgados en que se llevó a cabo, a los que se destinó una contribución especial de la Corporación Administrativa en materia de medios humanos, físicos y tecnológicos. Además se avanzó en la estandarización de los promedios de duración de las audiencias que se desarrollan en los diversos procedimientos, decisión que debe ser validada por la Corporación Administrativa, una vez que la Corte Suprema otorgue su conformidad.


Señaló que, pese a estas coincidencias, es de esperar que se mantengan algunas diferencias de criterio. La Corte Suprema no ha podido implantar en plenitud la aplicación de sus manuales de procedimiento en los tribunales, debido a deficiencias administrativas y a la falta de funcionarios que afecta a la mayor parte de los juzgados de familia del país, falencias que han motivado la mayor parte de las modificaciones contenidas en las sucesivas propuestas del Ejecutivo. Indicó que hay que tener presente esta situación en el análisis que se haga, porque en tribunales que presentan estas debilidades administrativas el juez a menudo debe hacerse cargo de asuntos propios de la gestión interna, lo cual lo cual gravita negativamente en la capacidad de cada tribunal para afrontar las causas que deben tramitar. Los resultados obtenidos en los juzgados del plan piloto se explican porque en ellos hubo un refuerzo administrativo especial, para que el juez pudiera dedicarse sólo a asuntos estrictamente judiciales. La solución de la Corporación Administrativa es agregar un número mayor de jueces, porque parte del supuesto de que la debilidad en la administración de los tribunales limita ineludiblemente su capacidad de absorber mayores demandas. En cambio, la proposición del Ejecutivo parte de la base de tribunales fortalecidos, capaces de hacerse cargo de un volumen mayor de causas, lo cual requiere menos tribunales para superar el déficit actual.


El Jefe de la Unidad de Relaciones Internacionales de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor José Pablo Silva, aseveró que en las reuniones sostenidas con la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia se han aclarado algunas diferencias de apreciación entre ambas instituciones, pero aún subsisten otras. Entre estas últimas se cuentan las siguientes:

· El cálculo del Ministerio de Justicia supone que aproximadamente un 30% del total del ingreso de causas no afectará la carga de trabajo efectiva de los tribunales, porque serán declaradas inadmisibles o porque encontrarán solución en la mediación obligatoria; pero ambas salidas requieren trabajo del tribunal, que resta horas disponibles para audiencias.

· El Ministerio considera que un 15% de las causas terminará en la primera audiencia y el 85% restante necesitará sólo dos audiencias. Esta conclusión desconoce un importante antecedente objetivo: un número apreciable de audiencias programadas no puede realizarse porque están pendientes informes técnicos básicos para fallar, como, por ejemplo, los análisis de ADN que emite el Instituto Médico Legal en los juicios de paternidad. El proyecto no contempla ningún refuerzo para las instituciones auxiliares del sistema de administración de justicia, por lo que es muy probable que las audiencias previstas en aquellos procedimientos sigan fracasando por la misma causa.

· El estándar de causas terminadas al año por juez, en los juzgados incluidos en el plan piloto, que han sido reforzados en el plano administrativo, es de 726, pero el proyecto considera un estándar de 1.076, sin explicar cómo se va a alcanzar esa meta.


El Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado, sostuvo que una cuestión de la nueva propuesta del Ministerio que no ha sido suficientemente enfatizada es que, además de reforzar los tribunales de familia, se efectúa un importante aporte en los juzgados con competencia mixta, agregándoles un segundo juez y aumentando su planta a 17 funcionarios. 


Respecto de los juzgados con competencia mixta, planteó que el Ministerio está trabajando en la creación de un modelo de juzgado de audiencia, aplicable a los que tengan competencia diversificada en materias caracterizadas por procedimientos orales, como los de garantía, los laborales y los de familia, que incluirá una estructura administrativa común para todos ellos, dotándolos de administrador, jefes de unidad, etc. Esta proposición se concretará en un proyecto de ley que está próximo a ser presentado al Congreso Nacional.


Enfatizó que el Ejecutivo siempre tiene presente consideraciones de eficiencia económica en sus proyectos de ley, en el sentido de cuidar la relación entre recursos invertidos y resultados esperados. Probablemente, con dotaciones más numerosas se puede hacer frente a cualquier imprevisto futuro, pero no es posible prescindir del hecho que los recursos públicos son limitados y sólo deben destinarse a dotaciones que maximicen el resultado del gasto. Ello se traduce, en este caso, en propender a que los jueces de familia realicen el mayor número de audiencias diarias posible y que la Corte Suprema cuente con facultades suficientes para hacer cumplir sus manuales de procedimiento.


La Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, destacó que los jueces deben estar disponibles para tomar las audiencias programadas aunque no se hayan notificado, porque de todas formas existe la posibilidad de que las partes lleguen y la actuación deba realizarse. Agregó que cuando una audiencia no se realiza, lo que ocurre en el 18% de los casos, aproximadamente, el juez de familia aprovecha el tiempo en labores administrativas.


Exteriorizó dudas sobre el estudio de registros de audio efectuado por el Ministerio de Justicia, porque la muestra utilizada es poco representativa del universo total de audiencias –23,7% de los tribunales de familia del país– y no considera labores que son de cargo del juez y que se realizan antes de la audiencia misma; por ejemplo, en los procesos por visitas la ley requiere que el juez consulte la opinión del menor, si es apto para expresarse, y muchas veces las madres citadas con sus hijos se niegan a permanecer fuera de la sala para que el juez pueda conversar en privado con el menor; en esos casos, con la ayuda de los consejeros técnicos, el juez debe convencer previamente a la madre para que voluntariamente permita que su hijo comparezca privadamente ante el juez, ya que es un despropósito, para el objetivo buscado, forzarla a que lo haga, pues el resultado previsible será un niño asustado, que no expondrá algo de utilidad para la causa; el tiempo empleado por el juez en las labores de convencimiento antes de la audiencia es mucho mayor al de la audiencia propiamente tal. Otro ejemplo de este tipo, que tampoco se consideró, es que la mayor parte de los jueces de familia siguen la buena práctica de emitir su resolución inmediatamente al término de la audiencia, para que cada parte asistente se lleve una copia de lo obrado; esta labor también supone tiempo empleado por el juez en una labor que le compete exclusivamente y que no es contabilizado como tiempo en audiencia.


Señaló que hay muchas labores que no son tiempo empleado en audiencias pero que el juez no puede delegar como, por ejemplo, la redacción de sentencias y la revisión de escritos de mero trámite y de causas en cumplimiento presentados para su firma. Todas estas labores consumen un lapso equivalente al destinado a las audiencias.


Los manuales de procedimiento aconsejan tiempos acotados de duración de las audiencias, pero en el actual esquema, en que las personas comparecen sin abogado, se exponen problemas personales y psicológicos de los que el juez no puede desentenderse. Por otra parte, argumentó, la incorporación de asistencia letrada en los juicios no redundará necesariamente en audiencias más breves, porque cuando las partes comparecen sin ella no hay interposición de incidentes ni trámites que requieran un pronunciamiento especial y es más fácil que el juez promueva un acuerdo entre las partes.


Las labores administrativas que podrán asumir las nuevas unidades de cumplimiento y los nuevos funcionarios no implican directamente un aumento del tiempo disponible para audiencias, porque en la actualidad el juez no se hace cargo de esas funciones, e incluso más, si esa nueva unidad y esos nuevos funcionarios cumplen a cabalidad con las tareas asignadas, el juez se verá más exigido en sus labores propias, porque habrá más audiencias notificadas y más personas citadas a comparecer al tribunal.


Otra cuestión que no se aclara en el proyecto del Ejecutivo es el efecto del stock acumulado, porque según los datos con los que se cuenta, los jueces de familia logran fallar en promedio el 40% de las causas que ingresan cada mes. Entonces, se debe considerar tanto las cargas de trabajo provenientes de los ingresos corrientes como de los asuntos con retardo.


Señaló, como colofón, que cada nuevo juez de familia que se incorpora al sistema presta servicios a 1.000 familias, 2.000 niños y 4.000 ciudadanos.


Manifestó que la propuesta del Poder Judicial fue hecha para solucionar los problemas de los tribunales de familia otorgando servicios judiciales de excelencia y agregó que existe la disposición para trabajar con una dotación menor, pero sin asegurar una calidad de servicio óptima.


El Honorable Senador señor Pizarro replicó que no tiene aún elementos de juicio para aceptar o desechar las bases técnicas sobre las cuales se ha hecho una y otra proposición, pero advirtió que no es aceptable que una de las partes señale que si no se le otorga exactamente lo que solicitó no podrá realizar las funciones que la ley y la Constitución le imponen.


El Administrador de Tribunal de Familia, señor Claudio Saavedra, complementando las informaciones entregadas por la Ministra señora Herreros, expuso que el stock acumulado, correspondiente al agregado de causas ingresadas al mes, menos el agregado de causas falladas ha crecido progresivamente, desde el inicio del año 2006, como se ilustra en el cuadro siguiente:

	
	Stock Acumulado

	Enero 2006
	1.628

	Febrero 2006
	1.200

	Marzo 2006
	1.724

	Abril 2006
	1.370

	Mayo 2006
	1.807

	Junio 2006
	1.760

	Julio 2006
	1.891

	Agosto 2006
	2.168

	Septiembre 2006
	1.859

	Octubre 2006
	2.165

	Noviembre 2006
	2.402

	Diciembre 2006
	2.057

	Enero 2007
	2.722

	Febrero 2007
	2.304

	Marzo 2007
	2.940

	Abril 2007
	2.913

	Mayo 2007
	3.301

	Junio 2007
	3.089

	Julio 2007
	3.910



El Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Miguel Sánchez, confirmó que su institución ha celebrado reuniones con personeros del Ministerio de Justicia a fin de discutir los criterios utilizados para diseñar la solución que se propone para paliar el déficit de jueces y funcionarios, con miras a compatibilizarla, en lo posible, con las opciones metodológicas de dicho Ministerio. Con esos datos, la Corporación llegó a una reformulación que constituye el mínimo necesario para que los tribunales de familia salgan del actual colapso.


El Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Rodrigo Herrera, expuso que la proposición de la Corporación parte de un dato objetivo, que es el ingreso total del año pasado, sin considerar los exhortos. La cifra asciende a 335.169 causas y sobre ese universo se aplicaron los supuestos del modelo propuesto por el Ministerio de Justicia.


La experiencia de los tribunales de familia involucrados en el plan piloto muestra que los tiempos promedio de los trámites procesales en los juicios de familia son los siguientes:

Audiencia preparatoria: 






30 minutos

Audiencia de Juicio:






45 minutos

Tiempo requerido para la redacción de una sentencia:

1 hora

Porcentaje de causas iniciadas en familia 

   que generarán cumplimiento:





12%

Tasa de suspensión de audiencias:




20%

Causas terminadas en la audiencia preparatoria:


10%

Materias por ingresos:






1,05

Horas disponibles por juez al año (48 horas por 44 semanas):
2.112. 


Asumiendo, entonces, que cada ingreso de causa comprende en promedio 1,05 materias sometidas a la decisión del tribunal, resulta un total de 352.273 asuntos. Sobre este total se calcularon las siguientes reducciones: un 5% por asistencia legal obligatoria; un 9% por declaración de inadmisibilidad, y un 5% como resultado de la mediación. En suma, quedan 271.829 materias que generan audiencias preparatorias y requieren la dictación de sentencia; como el 10% concluye en dicha etapa, habrá 244.646 audiencias de juicio propiamente tales, lo que arroja un total de 516.475 audiencias, que ocupan 319.399 horas. 


En resumen, para asistir a audiencias se requieren 151 jueces, para redactar sentencias 129 y para la realización de trámites fuera de audiencia 73, lo que arroja un total de 353 magistrados, Comparada esta cifra con la dotación fijada en la ley N° 19.968 para los 60 juzgados de familia, resulta que habría un déficit de 95 jueces, en lugar de los 216 inicialmente calculados.


La Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, recalcó que la nueva proposición representa un importante esfuerzo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en orden a aceptar los supuestos técnicos con los cuales trabaja el Ministerio de Justicia. Si es aceptada la proposición de extender el período de vigencia de los juzgados de menores, se configura la solución mínima para superar el déficit actual.


El señor Ministro de Justicia expresó que, en vista de la diferencia sustantiva entre lo que requiere el Poder Judicial y lo que ofrece el Ejecutivo, se encargó un estudio externo que hiciera un análisis comparado de las metodologías empleadas, para elaborar una nueva propuesta basada en dicha investigación. Adelantó que el Ministerio de Hacienda ha manifestado su disposición preliminar a financiar el aumento de costos que implica la nueva propuesta.


Indicó que hay una Comisión delegada por la Corte Suprema, que coordina el Ministro señor Milton Juica, con la que el Ministerio se reúne periódicamente para estudiar los temas de interés compartido. Es en esa instancia donde se analizan los temas concernientes a los tribunales, se traspasa información y se buscan acuerdos, dentro de lo posible. La discusión que se ha dado con ocasión del presente proyecto de ley se realizó fuera del mecanismo antes señalado y, de alguna forma, cada actor ocupó su propia visión de la situación para plantear su proyecto. Esto no es lo normal y es de esperar que no vuelva a ocurrir.


Expresó que, como es bien sabido, los ministros sectoriales no tienen disponibilidad autónoma de recursos y deben recurrir al Ministerio de Hacienda, haciendo valer argumentos de necesidad y prioridad, para obtener un visto bueno. La cartera de Justicia no puede acudir al Ministerio de Hacienda sin que le asista el pleno convencimiento de que su solicitud es técnicamente sostenible, y no es posible esgrimir un acuerdo político para aumentar el número de jueces, sin un fuerte fundamento técnico que lo apoye. Señaló que el Ministerio de Justicia está dispuesto a volver a tratar el tema con el de Hacienda si, luego de esclarecer las diferencias metodológicas, surge incontestable la necesidad de mejorar la propuesta del Ejecutivo.

- - - - - - - -


En la última sesión celebrada por la Comisión para ocuparse de este asunto en el trámite de discusión en general, el Ministerio de Justicia dio a conocer una nueva formulación de su propuesta, la que se materializaría por la vía de las correspondientes indicaciones, luego que sea aprobada en la sala la idea de legislar y el proyecto vuelva a Comisión para el segundo informe.


En ella se eleva el número de jueces especializados de familia a 316, lo que significa 58 más que los actualmente establecidos; se mantiene en 60 el número de tribunales de familia; se incrementa el personal de empleados, que de 1.067 pasan a ser 1.707, y se refuerzan 5 tribunales mixtos con competencia en materias de familia. 


El cuadro siguiente ilustra las dotaciones actuales y las sucesivas propuestas presentadas por los Poderes Ejecutivo y Judicial:

	Ley Nº 19.968
	Proposición original Boletín Nº 4.438-07
	1er informe CAPJ
	2º informe CAPJ
	1ª propuesta MINJU
	2ª propuesta MINJU



	258 jueces
	289 jueces
	515 jueces
	353 jueces 
	289 jueces
	316 jueces

	60 juzgados
	60 juzgados
	105 juzgados
	60 juzgados
	60 juzgados
	60 juzgados

	1.067 funcionarios
	1.501 funcionarios


	2.815 funcionarios
	1.868 funcionarios
	1.642 funcionarios
	1.707 funcionarios

	
	
	14 juzgados mixtos reforzados
	15 juzgados mixtos reforzados
	15 juzgados mixtos reforzados
	5 juzgados mixtos reforzados





Acerca de las diferencias metodológicas, los funcionarios del Ministerio de Justicia apuntaron que los estudios de la Corporación Administrativa del Poder Judicial no consideraron un menor ingreso de causas por efecto de la mediación previa y la asistencia letrada obligatorias ni por el examen de admisibilidad. Tampoco ponderó las consecuencias que sobre la carga de trabajo del juez tendrán la creación de la Unidad de Cumplimiento de Resoluciones, el reforzamiento de las dotaciones de empleados y las modificaciones procesales que harán posible el juicio inmediato, el archivo provisional de causas por violencia intrafamiliar y la disminución de la duración de las audiencias, derivada de una mejor programación de las mismas.


Explicaron que el refuerzo de los tribunales mixtos consistirá en crear un cargo de juez adicional, convirtiendo al secretario en magistrado; contratar un Administrador del tribunal; hacer depender al Consejero Técnico del Administrador, y elevar a 17 la planta de empleados, asimilándola a la de un juzgado de familia con dos jueces
.


El señor Ministro de Justicia explicó que se reduce de 14 a 5 el planteamiento original de reforzar tribunales con competencia mixta, porque el problema de la justicia especializada de familia se da principalmente en las grandes ciudades, y allí donde no es indispensable se evita entrabar el funcionamiento de los tribunales mixtos imponiéndoles la carga adicional derivada de la necesidad de aplicar diferentes procedimientos y modelos de gestión de tribunales, cuando se les adiciona la competencia en asuntos de familia.


Añadió que se utilizará esta medida como una especie de plan piloto para definir un modelo de juzgado mixto de tipo oral, focalizando por ahora el esfuerzo en los tribunales especializados. Además, pronto se propondrá un rediseño de las Corporaciones de Asistencia Judicial, para que asuman un papel más preponderante y eficaz en los juicios de familia. 

- - - - - - - -


Las exposiciones precedentemente resumidas que fueron presentadas ante la Comisión, se agregan como anexos al presente informe, en ejemplar único.

- - - - - - - -


Agotada la etapa de las audiencias y de recolección de antecedentes, se procedió a votar la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que concurría con su voto favorable a la aprobación en general del proyecto, pero dejando expresa constancia de que la Corporación Administrativa del Poder Judicial ha hecho un esfuerzo mayor que el Ministerio de Justicia. Agregó que en su experiencia en la discusión de proyectos en esta Comisión, la aproximación que en distintos asuntos ha hecho el Poder Judicial ha demostrado ser más certera que la del Ejecutivo, por lo que espera que en el estudio en particular se haga una mejor oferta, sobre todo considerando que la actual disponibilidad fiscal lo permite y que la respuesta debe ser coherente con la envergadura del colapso que muestra la justicia de familia.


El Honorable Senador señor Vásquez fundamentó su voto de aprobación en general señalando que la iniciativa pretende dar urgente solución a la grave situación que afecta el funcionamiento de los juzgados de familia y valoró el importante esfuerzo realizado por el Ministerio de Justicia para acercar las visiones existentes sobre el particular. Connotó que el proyecto se inscribe en el proceso general de reformas judiciales emprendido en la última década y exhortó a abordar pronto la concerniente a la justicia civil. 


El Honorable Senador señor Espina indicó que votará en esta instancia reglamentaria a favor de la iniciativa, porque la situación dramática en que se encuentran los tribunales de familia afecta a las personas en un ámbito de su vida tan trascendente como son las relaciones familiares. Reconoció que tanto el Ministerio de Justicia como el Poder Judicial han hecho esfuerzos por acercar sus posiciones, pero se mantiene una diferencia que no es menor y que deberá ser  allanada para  que el proyecto alcance en la sala el elevado quórum de votación que requiere para ser aprobado.


- La idea de legislar fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Vásquez.

- - - - - - -


El texto del proyecto de ley cuya aprobación en general se propone al Senado, es el siguiente:


 PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1) Agrégase en el artículo 2° el siguiente numeral 5°:


“5° Cumplimiento, que, dada la particular naturaleza de los procedimientos establecidos en esta ley, desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar, particularmente de aquellas que requieren de cumplimiento sostenido en el tiempo.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


En el inciso primero:


a) Reemplázanse en la letra a), las expresiones “Arica, con cinco jueces”, por “Arica, con seis jueces”.


b) Reemplázanse en la letra d), las expresiones “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces” y “Ovalle, con dos jueces” por “Ovalle, con tres jueces”.


c) Reemplázanse en la letra e), las expresiones “Quilpué, con dos jueces” por “ Quilpué, con tres jueces”; “Villa Alemana, con dos jueces” por “Villa Alemana, con tres jueces”; “Casablanca, con un juez” por “Casablanca, con dos jueces”; “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”; “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces” y “Limache, con un juez” por “Limache, con dos jueces”.


d) Reemplázanse en la letra f) las expresiones “Rancagua, con ocho jueces” por “Rancagua, con nueve jueces”; “San Fernando, con dos jueces” por “San Fernando, con tres jueces” y “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”.


e) Reemplázanse en la letra g) las expresiones “Talca, con cinco jueces” por “Talca, con siete jueces”; “Constitución, con un juez” por “Constitución, con dos jueces”; “Curicó, con tres jueces” por “Curicó, con cuatro jueces”, y “Linares, con tres jueces” por “Linares, con cuatro jueces”.


f) Reemplázanse en la letra h) las expresiones "Tomé, con un juez” por “Tomé, con dos jueces” y “Coronel, con tres jueces” por “Coronel, con cuatro jueces”.


g) Reemplázanse en la letra g) las expresiones “Osorno, con tres jueces” por “Osorno, con cuatro jueces” y “Puerto Montt, con tres jueces” por “Puerto Montt, con cuatro jueces”.


h) Reemplázanse en la letra m) las expresiones “ Puente Alto, con seis jueces” por “ Puente Alto, con ocho jueces” y “ Colina, con dos jueces” por “ Colina, con tres jueces”. 


En el inciso segundo:


a) En su encabezamiento, sustitúyese la frase “con asiento dentro de su territorio jurisdiccional” por la siguiente: “con asiento dentro de la Provincia de Santiago”.


b) En su párrafo primero, sustitúyense las expresiones “el primero, el segundo y el tercero, con diez jueces cada uno, y el cuarto, con doce jueces” por lo siguiente: “todos con doce jueces”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8°:


a) Suprímese su numeral 7).


b) En su numeral 10), sustitúyese el guarismo “30” por “29”.


4) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Concentración. El procedimiento se desarrollará en audiencias continuas y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. No obstante, el tribunal podrá suspender la audiencia anticipadamente o durante su desarrollo por razones de absoluta necesidad, hasta por dos veces solamente y por el tiempo mínimo necesario de acuerdo con el motivo de la suspensión.


La suspensión anticipada se notificará por carta certificada o conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 23, cuando corresponda, y tratándose de aquella decretada durante el desarrollo de la audiencia, el tribunal comunicará en la misma audiencia la fecha y hora de su continuación, lo que se tendrá como suficiente citación.”.


5) Incorpórase en el artículo 12, a continuación de la expresión  “recibido”, la frase “y con las que se reciban conforme a lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 61”.


6) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Comparecencia en juicio. En los procedimientos que se sigan ante los juzgados de familia, las partes sólo podrán comparecer patrocinadas por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio, a menos que el juez en caso necesario las exceptúe expresamente, por motivos fundados.


Cuando corresponda, ambas partes podrán ser patrocinadas y representadas en juicio por las Corporaciones de Asistencia Judicial. La modalidad con que los abogados de las Corporaciones de Asistencia Judicial asuman la representación en dichas causas será regulada por el reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio de Justicia.


La obligación señalada en el inciso primero no regirá tratándose de los procedimientos establecidos en el Título IV. En estos casos, las partes podrán comparecer y actuar sin necesidad de mandatario judicial ni de abogado patrocinante, salvo que el juez lo estime necesario.”.


7) Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- Abandono del procedimiento. Si llegado el día de la celebración de las audiencias fijadas, no concurriere ninguna de las partes que figuren en el proceso, y el demandante o solicitante no pidiere una nueva citación dentro de quinto día, el juez de familia procederá a declarar el abandono del procedimiento y ordenará el archivo de los antecedentes.


No obstante, en los asuntos a que se refieren los números 8), 10) y 12) del artículo 8° el juez podrá citar a las partes en forma inmediata a una nueva audiencia, bajo apercibimiento de continuar el procedimiento y resolver de oficio.


En las causas sobre violencia intrafamiliar, de verificarse las circunstancias previstas en el inciso primero, el juez ordenará el archivo provisional de los antecedentes, pudiendo el denunciante o demandante solicitar, en cualquier momento la reapertura del procedimiento.”.


8) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 23 por los cuatro siguientes, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Artículo 23.- Notificaciones. La primera notificación a la demandada se efectuará personalmente por un funcionario que haya sido designado para cumplir esta función por el juez presidente del comité de jueces, a propuesta del administrador del tribunal. Dicho funcionario tendrá el carácter de ministro de fe para estos efectos. La parte interesada podrá siempre encargar, a su costa, la práctica de la notificación a un receptor judicial.


En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cual es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar, el juez dispondrá que se practique por cualquier medio idóneo que garantice la debida información del notificado, para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.


9) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:


“Artículo 26.- Acerca de los incidentes. Los incidentes serán promovidos durante el transcurso de las audiencias en que se originen y se resolverán inmediatamente por el tribunal, previo debate. Con todo, cuando para la resolución del incidente resulte indispensable producir prueba que no hubiere sido posible prever con anterioridad, el juez determinará la forma y oportunidad de su rendición, antes de resolver. Las decisiones que recayeren sobre estos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno.


Excepcionalmente, y por motivos fundados, se podrán interponer incidentes fuera de audiencia, los que deberán ser presentados por escrito y resueltos por el juez de plano, a menos que considere necesario oír a los demás interesados. En este último caso, citará, a más tardar dentro de tercero día, a una audiencia especial, a la que concurrirán los interesados con todos sus medios de prueba, a fin de resolver en ella la incidencia planteada. Con todo, si se hubiere fijado la audiencia preparatoria o de juicio para una fecha no posterior al quinto día de interpuesto el incidente, se resolverá en ésta.


Si el incidente se origina en un hecho anterior a una audiencia sólo podrá interponerse hasta la conclusión de la misma.”.


10) Incorpórase en el inciso final del artículo 45, a continuación de la expresión “Estado”, la siguiente frase “y que desarrolle la línea de acción a que se refiere el artículo 4°, N° 3.4, de la ley N° 20.032”.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- Contenido del informe de peritos. Sin perjuicio del deber de los peritos de concurrir a declarar ante el juez acerca de su informe, éste deberá entregarse por escrito, con la finalidad de ponerlo en conocimiento de la parte contraria con, a lo menos, tres días de anticipación a la audiencia de juicio.”.


12) Incorpórase en el Título III el siguiente Párrafo tercero bis, nuevo:

“Admisibilidad y etapa de recepción


Artículo 54-1.- Control de admisibilidad. Uno o más jueces de los que componen el juzgado, realizarán un control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos que se presenten al tribunal.


Si en dicho control se advirtiese que la demanda presentada no cumple con los requisitos formales previstos en el artículo 57, el tribunal ordenará se subsanen sus defectos en el plazo que el mismo fije, bajo sanción de tenerla por no presentada.


Con excepción de los numerales 9) y 18) del artículo 8°, si se estimare que la presentación es manifiestamente improcedente, la rechazará de plano, expresando los fundamentos de su decisión. La resolución que la rechace será apelable en conformidad  a las reglas generales.


El juez deberá declarar de oficio su incompetencia. En dicho caso señalará el tribunal competente, reenviándole los antecedentes correspondientes.


Artículo 54-2.- Facultades del juez en la etapa de recepción. Una vez admitida la demanda, denuncia o requerimiento a tramitación, el juez procederá de oficio o a petición de parte, a decretar las medidas cautelares que procedan, incluyendo la fijación de alimentos provisorios cuando corresponda. Luego de ello, citará a las partes a la audiencia correspondiente.


Conocerá, también, de la aprobación de los acuerdos contenidos en las actas de mediación que se le presenten, así como de los avenimientos y transacciones celebrados directamente por las partes, y las aprobará en cuanto no sean contrarios a derecho. Si en el acta correspondiente constare que el proceso de mediación resultó frustrado, dispondrá el inicio o la continuación del procedimiento judicial, según corresponda.”.


13) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:


“Artículo 56.- Inicio del procedimiento. El procedimiento comenzará por demanda escrita.”.


14) Reemplázase el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58.- Contestación de la demanda. El demandado deberá contestar la demanda por escrito con al menos tres días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia preparatoria. Si desea reconvenir, deberá hacerlo de la misma forma, conjuntamente con la contestación de la demanda y cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo anterior.”.


15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 59:


a) En el inciso primero, reemplázase la expresión “Recibida” por “Admitida”.


b) Suprímese el inciso segundo.


16) 
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 61:


a) Reemplázanse los numerales 1), 2) y 9) por los siguientes:


“1) La relación somera, por parte del juez, del contenido de la demanda, de la contestación y, en su caso, de la reconvención.


2) Contestar la demanda reconvencional, en su caso.


Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el juez se pronunciará inmediatamente de evacuado el traslado respecto de las de incompetencia, falta de capacidad o de personería, de las que se refieran a la corrección del procedimiento y de prescripción, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad.


9) Recibir la prueba que, por motivos justificados, deba rendirse en ese momento.”.


b) Agrégase en el numeral 10), a continuación de la palabra “preparatoria”, pasando el punto aparte a ser seguido, el siguiente párrafo:


“Sin perjuicio de ello, el juez podrá, previo acuerdo de las partes, desarrollar la audiencia de juicio inmediatamente de finalizada la preparatoria.”.



17) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:


“Artículo 66 bis.- Celebración de nueva audiencia. Si el juez ante el cual se desarrolló la audiencia de juicio no pudiera dictar sentencia por causa legal sobreviviente, aquella deberá celebrarse nuevamente.


En caso de traslado del juez ante el cual se desarrolló la audiencia del juicio, éste sólo podrá asumir su nueva función luego de haber dictado sentencia definitiva en las causas que tuviese pendientes.”.


18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 71:


a) Reemplázase el literal c) por el siguiente:


“c) El ingreso a un programa de familias de acogida o centro de diagnóstico o residencia, por el tiempo que sea estrictamente indispensable. En este caso, de adoptarse la medida sin la comparecencia del niño, niña o adolescente ante el juez, deberá asegurarse que ésta se verifique a primera hora de la audiencia más próxima.”.


b) Sustitúyese el literal g) por el siguiente:


“g) Prohibir o limitar la concurrencia del ofensor al lugar de estudio del niño, niña o adolescente, así como a cualquier otro lugar donde éste o ésta permanezca o que visite o concurra habitualmente. En caso de que concurran al mismo establecimiento, el juez adoptará medidas específicas tendientes a resguardar los derechos de aquéllos.”.


19) Reemplázanse los incisos segundo al quinto del artículo 72 por los tres siguientes:


“Durante la audiencia, el juez informará a las partes acerca del motivo de su comparecencia, sus derechos y deberes, y responderá a las dudas e inquietudes que les surjan. Los niños, niñas o adolescentes serán informados en un lenguaje que les resulte comprensible.


El juez indagará sobre la situación que ha motivado el inicio del proceso, la forma en que afecta al niño, niña o adolescente y sobre la identidad de las personas que se encuentren involucradas en la afectación de sus derechos.


Los citados expondrán lo que consideren conveniente y, una vez oídos, el juez, si contare con todos los elementos probatorios dictará sentencia, a menos que estime procedente la aplicación de la medida contenida en el numeral 2) del artículo 30 de la ley N° 16.618, caso en el cual citará a audiencia de juicio.”.


20) Reemplázase en el artículo 73 la expresión “Esta” por la frase “De conformidad a lo dispuesto en el artículo precedente, esta”.


21) Agrégase en el  inciso tercero del artículo 78, a continuación de la expresión “Menores”, la frase “y al Ministerio de Justicia”.


22) Reemplázase el inciso segundo del artículo 80 por el siguiente:


“Si el tribunal lo considera necesario para resolver, podrá solicitar un informe psicosocial  actualizado del niño, niña o adolescente. Asimismo, podrá citar a una única audiencia destinada a escuchar a las partes, recibir los antecedentes y, si corresponde, la declaración del perito que haya elaborado el informe respectivo, el que deberá ser entregado con la anticipación a que se refiere el artículo 46.”.


23) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:


“Artículo 80 bis.- Deber de información del Servicio Nacional de Menores. Para efectos de la aplicación de las medidas a que se refiere el artículo 71, así como las que se impongan  en virtud de sentencia definitiva, el Servicio Nacional de Menores, a través de sus Directores Regionales, informará periódicamente  y en forma detallada a cada juzgado de familia la oferta programática vigente en la respectiva región de acuerdo a las líneas de acción desarrolladas, su modalidad de intervención y la cobertura existente en ellas, sea en sus centros de administración directa o bien en los proyectos ejecutados por sus organismos colaboradores acreditados.”.
 


24) Intercálase en el inciso segundo del artículo 102 A, a continuación de la expresión “494 bis”, la expresión “495, N° 21”, precedida de una coma.


25) Reemplázase el Título V por el siguiente:

“TÍTULO V

DE LA MEDIACIÓN FAMILIAR


Artículo 103.- Mediación. Para los efectos de esta ley, se entiende por mediación aquel sistema de resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin poder decisorio, llamado mediador, ayuda a las partes a buscar por sí mismas una solución al conflicto y sus efectos, mediante acuerdos.


Artículo 104.- Avenimientos obtenidos fuera de un procedimiento de mediación. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Título, las partes podrán designar de común acuerdo una persona que ejerza entre ellas sus buenos oficios para alcanzar avenimientos en las materias en que sea procedente de acuerdo a la ley.


Artículo 105.- Principios de la mediación. Durante todo el proceso de mediación, el mediador deberá velar por que se cumplan los siguientes principios en los términos que a continuación se señalan:


a) Igualdad: en virtud del cual el mediador se cerciorará de que los participantes se encuentren en igualdad de condiciones para adoptar acuerdos. Si no fuese así, propondrá o adoptará, en su caso, las medidas necesarias para que se obtenga ese equilibrio. De no ser ello posible, declarará terminada la mediación.


b) Voluntariedad: por el que los participantes podrán retirarse de la mediación en cualquier momento. Si en la primera sesión, o en cualquier otro momento durante el procedimiento, alguno de los participantes manifiesta su intención de no seguir adelante con la mediación, ésta se tendrá por terminada.


c) Confidencialidad: por el cual el mediador deberá guardar reserva de todo lo escuchado o visto durante el proceso de mediación y estará amparado por el secreto profesional. La violación de dicha reserva será sancionada con la pena prevista en el artículo 247 del Código Penal.


Nada de lo dicho por cualquiera de los participantes durante el desarrollo de la mediación podrá invocarse en el subsiguiente procedimiento judicial, en caso de haberlo.


Con todo, el mediador quedará exento del deber de confidencialidad en aquellos casos en que tome conocimiento de la existencia de situaciones de maltrato o abuso en contra de niños, niñas, adolescentes o discapacitados. En todo caso, deberá dar a conocer previamente a las partes el sentido de esta exención.



d) Imparcialidad: lo que implica que los mediadores serán imparciales en relación con los participantes, debiendo abstenerse de promover actuaciones que comprometan dicha condición. Si tal imparcialidad se viere afectada por cualquier causa, deberán rechazar el caso, justificándose ante el juzgado que corresponda.


Los involucrados podrán también solicitar al juzgado la designación de un nuevo mediador, cuando justifiquen que la imparcialidad del inicialmente designado se encuentra comprometida.


e) Interés superior del niño: por el cual, en el curso de la mediación, el mediador velará siempre para que se tome en consideración el interés superior del niño, niña o adolescente, en su caso, pudiendo citarlos sólo si su presencia es estrictamente indispensable para el desarrollo de la mediación.


f) Opiniones de terceros: en virtud del cual, el mediador velará para que se consideren las opiniones de los terceros que no hubieren sido citados a la audiencia, a quienes también podrá citar.


Artículo 106.- Mediación previa, voluntaria y prohibida. Las causas relativas al derecho de alimentos, cuidado personal y al derecho de los padres e hijos e hijas que vivan separados a mantener una relación directa y regular, aun cuando se deban tratar en el marco de una acción de divorcio o separación judicial, deberán someterse a un procedimiento de mediación previo a la tramitación judicial de la causa, el que se regirá por las normas de esta ley y su reglamento.


Las partes quedarán exentas del cumplimiento de este requisito, si acreditaren que antes del inicio de la causa, sometieron el mismo conflicto a mediación ante mediadores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 112 o si hubieren alcanzado un acuerdo privado sobre estas materias.


Las restantes materias de competencia de los juzgados de familia, exceptuadas las señaladas en el inciso siguiente, podrán ser sometidas a mediación si así lo acuerdan o lo aceptan las partes.


No se someterán a  mediación los asuntos relativos al estado civil de las personas, salvo en los casos contemplados por la Ley de Matrimonio Civil; la declaración de interdicción; las causas sobre maltrato de niños, niñas o adolescentes, y los procedimientos regulados en la ley N° 19.620, sobre adopción.


En los asuntos a que de lugar la aplicación de la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, la mediación procederá en los términos y condiciones establecidos en los artículos 96 y 97 de esta ley.


Artículo 107.- Derivación a mediación y designación del mediador. Al requerirse la intervención judicial en alguna de las materias  en que la ley exige mediación previa, el tribunal procederá a la designación de un mediador contratado de conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 114, mediante un procedimiento objetivo y general,  que garantice una distribución equitativa entre los contratados para prestar servicios en ese territorio jurisdiccional y un adecuado acceso a los solicitantes. En todo caso, siempre se hará presente al requirente la posibilidad de recurrir, a su costa, a un mediador de los inscritos en el registro señalado en el artículo 112.


El requerimiento de intervención judicial señalado en el inciso precedente se hará mediante la presentación ante el tribunal competente de un formulario que contenga la individualización de las partes y la mención de la materia por la cual se recurre. Para la presentación de dicho formulario no será necesario el patrocinio de abogado. Las corporaciones de asistencia judicial y otras entidades públicas o privadas destinadas a prestar asistencia jurídica gratuita contarán con estos formularios, pudiendo solicitar la designación de mediador a que se refiere el inciso primero en forma directa. De fracasar la mediación, el demandante deberá presentar demanda al tribunal con patrocinio de abogado de acuerdo a las reglas generales.


Si la acción judicial versa sobre alguna de las materias de mediación voluntaria, el juez ordenará que, al presentarse la demanda, un funcionario especialmente calificado instruya al actor sobre la alternativa de concurrir a ella, quien podrá aceptarla o rechazarla. Del mismo modo, ambas partes podrán solicitar la mediación o aceptar la que les propone el juez, durante el curso de la causa, hasta el quinto día anterior a la audiencia del juicio y podrán, en este caso, designar al mediador de común acuerdo. Si no se alcanzare acuerdo, el juez procederá a designarlo, de inmediato, de entre quienes figuren en el Registro de Mediadores, mediante un procedimiento que garantice una distribución equitativa de trabajo entre los registrados.


La designación efectuada por el tribunal no será susceptible de recurso alguno. Con todo, deberá revocarse y procederse a una nueva designación si el mediador fuere curador  o pariente, por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y hasta el cuarto grado en la línea colateral, de cualquiera de las partes, o hubiere prestado servicios profesionales a cualquiera de ellas con anterioridad, a menos que los hubiese prestado a ambas en calidad de mediador.


La solicitud a que se refiere la letra d) del artículo 105, así como la revocación y nueva designación a que se refiere el inciso anterior, serán tramitadas en audiencia especial  citada al efecto por el tribunal competente.


Una vez realizadas las actuaciones a que se refieren los artículos precedentes, se comunicará al mediador su designación por la vía más expedita posible. Dicha comunicación incluirá, además, la individualización de las partes y las materias sobre las que versa el conflicto.


Artículo 108.- Citación a la sesión inicial de mediación. El mediador designado fijará una sesión inicial de mediación. A ésta citará, conjunta o separadamente, a los adultos involucrados en el conflicto, quienes deberán concurrir personalmente, sin perjuicio de la comparecencia de sus abogados.


La primera sesión comenzará con la información a los participantes  acerca de la naturaleza y objetivos de la mediación, los principios que la informan y el valor jurídico de los acuerdos a que puedan llegar.


Artículo 109.- Reglas especiales sobre la mediación en causas relativas al derecho de alimentos. Tratándose de causas que versen sobre el derecho de alimentos, el mediador designado deberá fijar la primera sesión dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de los antecedentes.


En la primera sesión de mediación, además de lo señalado en el artículo anterior, deberá tratarse la determinación de los alimentos provisorios. Si éstos se acuerdan por las partes, el acta respectiva se enviará inmediatamente al tribunal para su aprobación.


En caso de no lograrse acuerdo respecto de los alimentos provisorios en la primera sesión, o si a ésta no concurre el demandado, se informará inmediatamente al juzgado correspondiente para que éste los fije de acuerdo a lo señalado en el Párrafo Tercero bis del Título III, sin perjuicio de continuar la mediación si corresponde.


Si el demandado, citado por una sola vez, no acude a la primera sesión de mediación y no justifica su ausencia, el demandante quedará habilitado para iniciar el procedimiento judicial.


Artículo 110.- Duración de la mediación. El proceso de mediación no podrá durar más de sesenta días, contados desde que se comunica al mediador su designación por parte del juzgado de familia.


Con todo, los participantes, de común acuerdo, podrán solicitar la ampliación de este plazo hasta por sesenta días más.


Durante ese plazo, podrán celebrarse todas las sesiones que el mediador  y las partes estimen necesarias, en las fechas que de común acuerdo se determinen. Podrá citarse a los participantes por separado.


Artículo 111.- Acta de mediación.  En caso de llegar a acuerdo sobre todos o algunos de los puntos sometidos a mediación, se dejará constancia de ello en un acta de mediación, la que, luego de ser leída por los participantes, será firmada por ellos y por el mediador, quedando una copia en poder de cada una de las partes.


El acta deberá ser remitida por el mediador al tribunal para su aprobación en todo aquello que no fuere contrario a derecho, pudiendo el juez en todo caso, subsanar los defectos formales que tuviera, respetando en todo momento la voluntad de las partes expresada en dicha acta. Aprobada por el juez, tendrá valor de sentencia ejecutoriada.


Si la mediación se frustrare, también se levantará un acta en la que se dejará constancia del término de la mediación, sin agregar otros antecedentes. En lo posible, dicha acta será firmada por los participantes, se entregará copia de la misma a aquella parte que la solicite y se remitirá al tribunal correspondiente, con lo cual terminará la suspensión del procedimiento judicial o, en su caso, el demandante quedará habilitado para iniciarlo.


Se entenderá que la mediación se frustra si alguno de los participantes, citado por dos veces, no concurriere a la sesión inicial, ni justificare causa; si, habiendo concurrido a las sesiones, manifiesta su voluntad de no perseverar en la mediación, y, en general, en cualquier momento en que el mediador adquiera la convicción de que no se alcanzará acuerdos.


Artículo 112.- Registro de mediadores. La mediación que regula el presente Título sólo podrá ser conducida por las personas inscritas en el Registro de Mediadores que mantendrá, permanentemente actualizado, el Ministerio de Justicia a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, con las formalidades establecidas en el reglamento.


En dicho Registro, deberá individualizarse a todos los mediadores inscritos y consignarse el ámbito territorial en que prestarán servicios. Éste deberá corresponder, a lo más, al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones o de varias, siempre que se encuentren en una misma región y a lo menos, a todo el territorio jurisdiccional de un tribunal de primera instancia con competencia en asuntos de familia. Además, si corresponde, se señalará su pertenencia a una institución o persona jurídica.


El Ministerio de Justicia proporcionará a las Cortes de Apelaciones la nómina de los mediadores habilitados en su respectivo territorio jurisdiccional.


Para ser inscrito en el Registro de Mediadores se requiere poseer un título profesional idóneo otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, según lo que determine el reglamento, y no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, por alguno de los delitos contemplados  en los artículos 361 a 375 del Código Penal, ni por actos constitutivos de violencia intrafamiliar.


Además, deberá disponer de un lugar adecuado para desarrollar la mediación en cualquier comuna donde tenga jurisdicción el juzgado ante el cual se acuerde la respectiva mediación.


El reglamento podrá considerar requisitos de especialización en mediación familiar para ser inscrito en el Registro, así como para permanecer en el mismo.


Artículo 113.- Eliminación del Registro y sanciones. Los mediadores inscritos serán eliminados del Registro, por el Ministerio de Justicia, en caso de fallecimiento o renuncia. Asimismo, serán eliminados del Registro en caso de pérdida de los requisitos exigidos para la inscripción o por la cancelación de la misma, decretadas por la Corte de Apelaciones competente.


En caso de incumplimiento de sus obligaciones o abuso en el desempeño de sus funciones, el  mediador inscrito podrá ser amonestado o suspendido en el ejercicio de la actividad por un período no superior a los seis meses. Asimismo, en casos graves, podrá decretarse la cancelación de la inscripción. Impuesta esta última, no podrá volver a solicitarse la inscripción.


Las sanciones serán ordenadas por cualquiera de las Cortes de Apelaciones dentro de cuyo territorio ejerciere funciones el mediador, a petición del interesado que reclamare contra los servicios prestados, de la institución o persona jurídica a que pertenezca el mediador, de cualquier juez con competencia en materias de familia del territorio jurisdiccional de la Corte, o de la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Justicia.


La Corte resolverá con audiencia de los interesados y la agregación de los medios de prueba que estimare conducentes para formar su convicción.


Las medidas que en ejercicio de estas facultades adoptaren las Cortes de Apelaciones, serán apelables, sin perjuicio del derecho del mediador para pedir reposición. La tramitación del recurso se sujetará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 551 del Código Orgánico de Tribunales.


La resolución será comunicada a la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Justicia para su cumplimiento, el que se hará extensivo a todo el territorio de la República.


Impuesta la cancelación, el mediador quedará inhabilitado para actuar, debiendo proveerse una nueva designación respecto de los asuntos que tuviere pendientes. Por su parte, impuesta una suspensión, el mediador deberá continuar, hasta su término, con aquellos asuntos que se le hubieren encomendado en forma previa.


En caso de pérdida de los requisitos, la Corte de Apelaciones respectiva seguirá el mismo procedimiento señalado en los incisos precedentes.


Artículo 114.- Costo de la mediación. Los servicios de mediación respecto de las materias a que se refiere el inciso primero del artículo 106 serán gratuitos para las partes. Excepcionalmente, podrá cobrarse por el servicio, total o parcialmente, cuando se preste a usuarios que dispongan de recursos para financiarlo privadamente. Para estos efectos se considerará, al menos, su nivel de ingresos, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que señale el reglamento.


Para las restantes materias, los servicios de mediación serán de costo de las partes y tendrán como valores máximos los que contemple el arancel que anualmente se determinará mediante decreto del Ministerio de Justicia. Con todo, quienes cuenten con privilegio de pobreza o sean patrocinados por las corporaciones de asistencia judicial o alguna de las entidades públicas o privadas destinadas a prestar asistencia jurídica gratuita, tendrán derecho a recibir el servicio gratuitamente.


Para proveer los servicios de mediación sin costo para las partes, el Ministerio de Justicia velará por la existencia de una adecuada oferta de mediadores en las diversas jurisdicciones de los tribunales con competencia en asuntos de familia, contratando al efecto los servicios de personas jurídicas o naturales, a fin de que sean ejecutados por quienes se encuentren inscritos en el Registro de Mediadores.


Las contrataciones a que se refiere el inciso precedente, se harán a nivel regional, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y su reglamento. En todo caso, de contratarse mediadores mediante trato directo, los términos del mismo deberán ajustarse a iguales condiciones que las establecidas para la contratación de mediadores licitados, en lo que sea pertinente.”.


26) Reemplázase el artículo 115 por el siguiente:


“Artículo 115.- Composición de la planta de los juzgados de familia. Los juzgados de familia que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:


1) Juzgados con un juez: un  juez, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, tres administrativos 1°, dos administrativos 2° y un auxiliar.


2) Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cuatro administrativos 1°, dos administrativos 2°, dos administrativos 3° y un auxiliar.


3) Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1°, tres administrativos 2°, dos administrativos 3° y un auxiliar.


4) Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, cuatro miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, seis administrativos 1°, tres administrativos 2°, cuatro administrativos 3° y un auxiliar.


5) Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, seis miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, ocho administrativos 1°, tres administrativos 2°, cinco administrativos 3° y un auxiliar.


6) Juzgados con siete jueces: siete jueces, un administrador, siete miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, nueve administrativos 1°, tres administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.


7) Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, un administrador, ocho miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, diez administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.


8) Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, un administrador, nueve miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, once administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.


9) Juzgados con diez jueces: diez jueces, un administrador, diez miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefes, un  administrativo contable, doce administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, nueve administrativos 3° y dos auxiliares.


10) Juzgados con doce jueces: doce jueces, un administrador, doce miembros del consejo técnico,  dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable, catorce administrativos 1°, cinco administrativos 2°, nueve administrativos 3° y dos auxiliares.”.


27) En el artículo 116, sustitúyese el numeral 3) por los siguientes numerales 3) y 4):


“3) Los miembros de consejos técnicos de juzgados de familia o de juzgados de letras, de ciudad asiento de Corte y capital de provincia, grado IX, y de comunas o agrupación de comunas, grado X, del Escalafón de Miembros del Consejo Técnico.


4) Los jefes de unidad de juzgados de familia de ciudad asiento de Corte, capital de provincia y de comunas o de agrupación de comunas, grados IX, X y XI del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.”.


28) En el artículo 118, intercálase en su inciso primero, a continuación de la expresión “administradores de tribunales”, la frase “jefes de unidad” precedida de una coma.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.947, sobre matrimonio civil:


1) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 64 la expresión “de conciliación” por la palabra “preparatoria”.


2) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 67 las expresiones  “el juez deberá llamar a las partes a una audiencia de conciliación especial, con el propósito de examinar”  por las siguientes: “el juez, durante la audiencia preparatoria, deberá instar a las partes a una conciliación, examinando”.


3) Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:


“Si el divorcio fuere solicitado de común acuerdo por ambos cónyuges, las partes podrán asistir a la audiencia a que se refiere el artículo anterior personalmente o representadas por sus apoderados.”.


4) Intercálase en el artículo 69, a continuación de la expresión “audiencia”, la palabra “preparatoria”.


5) Sustitúyese el artículo 70 por el siguiente:


“Artículo 70.- Si las partes no alcanzaren acuerdo, el juez deberá pronunciarse sobre las medidas que se adoptarán en forma provisional, respecto de las materias indicadas en el inciso segundo del artículo 67, mientras dura el juicio.”.


6) Suprímese el Párrafo 3° del Capítulo VII.


7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 92:


a) Agrégase al final del actual inciso único, sustituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “El conocimiento de dicha consulta gozará de preferencia.”.


b) Agrégase un inciso segundo del siguiente tenor:


“En los casos en que el divorcio haya sido solicitado de común acuerdo por las partes no procederá dicha consulta.”.


8) Agrégase al artículo segundo transitorio el siguiente inciso final:


“De conformidad al inciso primero, habiéndose previamente cumplido el procedimiento sobre ejecución de las resoluciones pronunciadas por tribunales extranjeros, regulados por los artículos 241 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, las sentencias relativas a divorcios pronunciados por tribunales extranjeros tendrán fuerza en Chile, sin perjuicio de haber sido dictadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 234 del Código Civil:



1) Agrégase al final del inciso primero y antes del punto aparte, lo siguiente: “y en conformidad a la ley y a la Convención sobre los Derechos del Niño”.



2) Suprímense los incisos segundo, tercero y cuarto.


Artículo 4°.- Reemplázase la letra t) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, de 1980, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, por la siguiente:


“t) Llevar el Registro de Mediadores a que se refiere la ley N° 19.968, que crea los juzgados de familia, y fijar el arancel respectivo.”.


Artículo 5°.-  Agrégase en el inciso primero del artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, a continuación de la expresión “Apelaciones”, la frase “previo informe técnico favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial,”.


Artículo 6°.- Lo dispuesto en el numeral 25) del artículo 1° regirá una vez transcurridos noventa días desde la publicación de esta ley.


Artículo 7°.- El Ministerio de Justicia, la Corte Suprema y la Corporación Administrativa del Poder Judicial entregarán trimestralmente a la Comisión de Familia y a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe de la marcha de los tribunales de familia y de la implementación de todos los aspectos de esta reforma.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- La sustitución del guarismo “30” por “29” a que se refiere la letra b) del número 3) del artículo 1°, regirá sólo hasta la entrada en vigencia de la ley N° 20.084.


Artículo 2°.- Las dotaciones adicionales que se establecen en esta ley, serán nombradas y asumirán sus funciones en la calidad jurídica y en la fecha que determine la Corte Suprema, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En todo caso, las dotaciones deberán encontrarse completamente nombradas a más tardar el 31 de diciembre de 2007.


Artículo 3º.- Del total de cargos de juez de los juzgados de garantía y de tribunales orales en lo penal de la Región Metropolitana, que nunca hubieren sido provistos a la fecha de publicación de esta ley, sólo podrán proveerse, durante el año 2007, hasta un máximo de 40. 


Para el caso de la provisión de los cargos en las plantas de los referidos tribunales, correspondientes al escalafón secundario y al Escalafón de Empleados del Poder Judicial, se proveerán sólo aquellos indispensables para el correcto funcionamiento de los tribunales indicados en el inciso primero.


Artículo 4°.- Establécese, a contar del día 1 del mes siguiente a la entrada en vigencia del artículo 3° transitorio de esta ley, una bonificación por retiro, en adelante “la bonificación”, para los funcionarios de planta del Escalafón de Empleados del Poder Judicial y los contratados asimilados al mismo escalafón; para los funcionarios de planta y a contrata de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y para los profesionales del escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial, que a la fecha referida tengan 65 o más años de edad, si son hombres, o 60 o más años, si son mujeres, o cumplan dichas edades hasta el 31 de diciembre de 2008, y que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los noventa días corridos contados desde la fecha señalada precedentemente o desde la fecha de cumplimiento de las señaladas edades, respectivamente.


La bonificación a que se refiere el inciso anterior equivaldrá a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio en alguna de las entidades señaladas en ese inciso, con un máximo de once meses. La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


El reconocimiento de períodos discontinuos para el cálculo de la bonificación procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo en alguna de las entidades señaladas, anteriores a la fecha de postulación.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos doce meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento.


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la bonificación, no podrán ser nombrados ni contratados en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y el escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 5°.- Las vacantes del Escalafón de Empleados del Poder Judicial que se generen por aplicación de lo dispuesto en el artículo precedente, serán provistas de conformidad a las reglas que siguen:


1) Los cargos vacantes generados en los tribunales superiores de justicia y en los juzgados de letras civiles, de competencia común, de familia, del trabajo y de cobranza laboral y previsional, serán provistos por cada Corte de Apelaciones, en primer lugar, con los empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley 
N° 19.665, de su jurisdicción, que hubieren rendido el examen a que se refiere el artículo 2° transitorio de la citada ley y se encuentren pendientes de destinación, y que no hubieren ejercido el derecho establecido en el artículo 4° transitorio de este cuerpo legal.


2) En todo caso, y para el solo efecto de proveer las vacantes de los juzgados de familia, del trabajo y de cobranza laboral y previsional, se seguirán además las reglas siguientes:


a) La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá aplicar un examen especial a los referidos empleados que opten por rendirlo, a más tardar dentro de los sesenta días corridos contados desde la entrada en vigencia de esta ley, para evaluar sus aptitudes para las funciones que desempeñarían en los tribunales a los cuales puedan ser traspasados.


b) Efectuado dicho proceso, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará con los empleados que hubieren rendido el examen una nómina ordenada según sus grados, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados oyendo a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


c) Elaborada la nómina, el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará las vacantes de los cargos de los tribunales señalados en el presente numeral, dentro de su jurisdicción, con los empleados que la integren, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el literal anterior, se les destinará a un cargo del mismo grado existente en los referidos tribunales.


3) Las vacantes que quedaren en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, dentro de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones, una vez efectuado el traspaso a que se refieren los numerales precedentes, serán provistas con los empleados del mismo grado que se desempeñen en un cargo en extinción, adscrito a un juzgado con competencia en materia de familia de la misma jurisdicción, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo octavo transitorio de la ley N° 19.968, que no hubiesen hecho uso del derecho señalado en el artículo 4° transitorio de esta ley.


4) Las vacantes del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, que no sean provistas de conformidad a lo dispuesto en los numerales precedentes, serán llenadas con funcionarios que actualmente se desempeñen en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, de conformidad a las instrucciones que imparta al efecto la Corte Suprema, mediante auto acordado.


5) Las vacantes que quedaren en el escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial, dentro de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 4° transitorio, serán provistas con los funcionarios del mismo grado que se desempeñen en un cargo en extinción  adscrito a un juzgado con competencia en materia de familia de la misma jurisdicción, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo séptimo transitorio de la ley 
N° 19.968, que no hubiesen hecho uso del derecho señalado en el artículo 4° transitorio de esta ley.


6) En ningún caso el proceso de traspaso que se verifique con ocasión de la aplicación de esta ley podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones.


Artículo 6°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con los recursos contemplados  en el presupuesto de la partida Poder Judicial, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos que resulten necesarios.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 de marzo, 3 y 10 de abril, 17, 18 y 31 de julio, 8, 14 y 20 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente) (Guillermo Vásquez Úbeda), Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 21 de septiembre de 2007.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 7º DE LA LEY Nº 18.450, DE FOMENTO DE INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO Y DRENAJE

(5199-01)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Agricultura, tiene el honor de informaros en general y en particular, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Farías, Barros, Enríquez-Ominami, Lobos, Martínez, Núñez, Pérez, Tuma y de las Diputadas señoras Muñoz y Sepúlveda. 





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 28 de agosto de 2007, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez. 

- - -





A una o más de las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, las siguientes personas:





- Del Ministerio Secretario General de la Presidencia,  el Ministro, don José Antonio Viera-Gallo.





- Del Ministerio de Agricultura, la Ministra (S), señora Cecilia Leiva.





- De la Comisión Nacional de Riego, el Secretario Ejecutivo, don Nelson Pereira y el asesor legislativo, señor Rodrigo Álvarez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Propone eximir de la obligación del artículo 122, inciso séptimo, del Código de Aguas, que exige la inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, para los efectos de cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje a que se refiere la ley N° 18.450, desde su entrada en vigencia hasta el día 1 de enero de 2010. 

- - -

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:





1.- ANTECEDENTES JURÍDICOS.





- Ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.





- El Código de Aguas, en particular, sus artículos 122 y 150.





- Ley N° 20.099, que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas e introduce otras modificaciones a la ley N° 20.017, que modifica el Código de Aguas.





2.- ANTECEDENTES DE HECHO.

- La Moción que da origen a la presente iniciativa recuerda que el Código de Aguas dispone que la propiedad de un derecho de aprovechamiento de aguas se establece y se acredita mediante su inscripción en el Registro de Propiedad de Aguas del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.

A su vez, el artículo 122 del mismo Código, crea el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, bajo la responsabilidad de la Dirección General de Aguas, en el cual deberán constar todos los datos, actos y antecedentes que digan relación con el recurso hídrico, con las obras de desarrollo del mismo, con los derechos de aprovechamiento, con los derechos reales constituidos sobre éstos y con las obras construidas o que se construyan para ejercerlos.

Señala también, que el Código establece que los derechos de aguas deben expresarse en unidad de volumen por unidad de tiempo, y fija la características de los mismos, es decir, consuntivos o no consuntivos; de ejercicio permanente o eventual; continuo, discontinuo o alternado entre varias personas.

No obstante lo anterior, expresan sus autores, los derechos de aprovechamiento de aguas inscritos en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, en su gran mayoría, están expresados en partes alícuotas de un caudal, y muchos de ellos no expresan sus características, por corresponder a inscripciones anteriores a la vigencia del Código de Aguas.

Por otra parte, el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, estableció restricciones específicas para optar a los beneficios de la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje. 

En efecto, en primer lugar, somete la postulación a concurso a que previamente se acredite que los derechos de aprovechamiento de aguas involucrados se encuentran en trámite de inscripción en el Catastro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, y, en segundo lugar, condiciona el pago del Certificado de Bonificación a la acreditación del registro efectivo de los derechos, mediante exhibición del certificado correspondiente en el Catastro mencionado.

Lo anterior, manifiestan, ha significado serios inconvenientes a los postulantes de los beneficios de la citada ley.  En los concursos desde el año 2006 en adelante, menos de un 30%, de sus postulantes, correspondientes a los agricultores grandes, cumplen los requisitos para solicitar el registro en el Catastro Público, y el 70%, restante, pequeños agricultores, para postular ingresan una solicitud de registro en el citado Catastro, y obtienen un certificado que acredita que han iniciado el trámite de perfeccionamiento del derecho respectivo, otorgándole un año plazo para dicho trámite.  

Hacen presente que para perfeccionar un derecho expresado en partes alícuotas se requiere de un procedimiento judicial, mediante el cual el interesado debe solicitar al juez de letras correspondiente que establezca la equivalencia de su derecho en litros por segundo y reconozca las características del mismo. 

Este procedimiento, que si bien tiene el carácter de sumario, no es expedito, y una vez que se obtiene la sentencia se debe requerir del Conservador que complemente su inscripción.  Luego, el interesado deberá adjuntar estos antecedentes para que la Dirección General de Aguas inicie el trámite de registro en su catastro, todo lo cual implica plazos y costos adicionales que dificultan la opción de los usuarios de menores recursos para acceder a los beneficios de la ley N° 18.450.

Precisan que esta situación se agrava aun más en el caso de los pequeños productores agrícolas, que en su mayoría  provienen del proceso de la Reforma Agraria, en el cual fueron asignados los derechos de aguas mediante estudios realizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, quien supeditó esta inscripción a  los derechos inscritos y vigentes, expresados en partes alícuotas, al momento de la expropiación de los predios agrícolas y, posteriormente, subdivididos y asignados como parcelas y sitios.

Del mismo modo, señalan que los agricultores beneficiarios de las grandes obras construidas por el Estado, como los embalses Paloma, Santa Juana y Digua, y sistemas como los canales Pencahue y Laja Diguillin, también se ven impedidos de participar, ya que los derechos de aguas que generan estas obras sólo se asignan una vez que las obras se han traspasado en propiedad a sus usuarios, proceso que en su mayoría no ha concluido.

Por otra parte, mencionan el principio de la debida coordinación entre los servicios involucrados, consagrado en el artículo 5°, inciso segundo, de la ley N° 18.575, y estiman que si se entiende que tanto la Dirección General de Aguas como la Comisión Nacional de Riego son organismos de la Administración del Estado, no es admisible que el primero interprete una norma de forma tal que restrinja y limite las atribuciones y facultades que la propia ley le ha dado a la Comisión Nacional de Riego.  

Finalmente, la moción se refiere al incumplimiento de la programación presupuestaria de la Comisión Nacional de Riego, y expresan que actualmente dicha Comisión no puede cursar el pago aproximado de catorce mil millones de pesos, afectando principalmente a pequeños agricultores, cifra que desglosan en $4.991.854.650, para agricultores medianos, correspondiente al 36,7% y $8.610.5999.791, para pequeños agricultores, correspondiente al 63,3% del total de bonos que no pueden ser pagados, destacando que no existen grandes agricultores en esta situación, ya que es a los pequeños agricultores a quienes se les dificulta regularizar sus derechos.  Apelan al principio  de la razonabilidad y de la confianza legítima, es decir, que no se dicten leyes que priven de derechos adquiridos o alteren el espíritu de leyes anteriores.

- El Oficio de ley de la Honorable Cámara de Diputados señala que le ha prestado su aprobación a un proyecto de ley de artículo único, en cuya virtud se agrega una oración, en el inciso primero del artículo 7° de la ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.

La norma que se propone agregar al referido cuerpo legal dispone que para los efectos de cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, no será exigible, hasta el 1 de enero de 2010, la obligación establecida por el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, relativa a la inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe, consta de un artículo único, el cual dispone que no será exigible, a contar de la publicación de la presente ley, y hasta el 1 de enero de 2010, la obligación establecida por el artículo 122, inciso séptimo, del Código de Aguas, relativa a la inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, para los efectos de cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje a que se refiere la ley N° 18.450.


La Comisión invitó al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, señor Nelson Pereira, para conocer su opinión respecto a la moción en estudio, quien señaló que el objetivo de la iniciativa dice relación con el hecho de que para cursar el pago de las bonificaciones de la ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, es exigible, además de la inscripción en el respectivo Conservador (registro que acredita el dominio de la propiedad de las aguas), la inscripción en el Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, de conformidad a lo establecido por la ley N° 20.099.


Precisó que, el citado artículo del Código de Aguas dispone que la Dirección General de Aguas deba llevar en paralelo un Catastro Público  de Aguas en el que constará toda la información que tenga relación con ellas.  En particular, en dicho Catastro Público de Aguas existirá un Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, el cual deberá ser mantenido al día utilizando, entre otras fuentes, la información que emane de escrituras públicas y de inscripciones que se practican en el Registro que tienen a su cargo los Conservadores de Bienes Raíces.

Agregó que el Registro Conservatorio de Propiedad de Aguas que lleva el Conservador de Bienes Raíces cumple la función jurídica de acreditar el dominio de los derechos de aprovechamiento, en tanto, el Catastro Público de Aguas cumple una función diferente, la de recopilar toda la información que diga relación con ellas.


Especificó que no se trata de los derechos de agua porque, efectivamente, todo postulante a la ley N° 18.450, debe acreditar la propiedad de los derechos de agua, lo cual no está en discusión. Se trata de un nuevo catastro que solicita la Dirección General de Aguas para tener una especie de estadística de todos los derechos de agua del país, lo cual no reviste mayor problema, sin embargo, el Código de Aguas establece en el artículo 122 que para inscribirse en dicho catastro, los derechos de agua deben estar perfeccionados, es decir, expresados en volumen por unidad de tiempo y, actualmente, la gran mayoría de los derechos de agua son expresados en partes alícuotas, acciones, turnos, porcentajes de río, por lo que se requiere su transformación.


Es por ello que, para perfeccionar esos derechos,  -lo que torna más compleja la tramitación- se debe recurrir a los tribunales de justicia, lo cual irroga gastos, por cuanto es necesario contar con dos profesionales, un abogado que lleve el proceso y un ingeniero con competencia para realizar el estudio hidrológico que valide la presentación.  Enfatizó que, además, del gasto que implica para el pequeño productor, el proceso de la definición de los derechos  tiene una duración de a lo menos un año.


Por tanto, precisó, la aprobación de la iniciativa permitirá pagar instrumentos de fomento por $13.600.000.000, a la fecha, los que se encuentran bloqueados como consecuencia de la aprobación de la ley N° 20.099, ya citada.


El Honorable Senador señor Allamand consultó si la postulación al beneficio se hace sobre la base de derechos que ya se tienen, y que se asignan sobre la base de una cierta consideración del caudal o volumen de los mismos.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego indicó que los derechos de agua están inscritos en el registro conservatorio que la ley establece para dicho efecto, y que los mismos son una posesión inmemorial, que aparecen referidos en las escrituras de venta, pero que en esa inscripción no están expresados en caudal sino en acciones.  Puntualizó que la Comisión Nacional de Riego acepta ese título.


Aclaró que para la postulación del proyecto al fondo de fomento se exige un análisis hidrológico de la situación que representa un cierto caudal, estimación que la hace el profesional.  Ante una acotación del Honorable Senador señor Allamand, en el sentido de que, entonces, estaría resuelto el requisito del catastro, precisó que la Dirección General de Aguas no acepta ese instrumento técnico para la inclusión en el catastro, pues la ley señala un procedimiento que implica requerir el pronunciamiento del juez de letras competente a fin de que éste reconozca la equivalencia del derecho de aprovechamiento expresado en parte alícuotas, en volumen por unidad de tiempo, como por ejemplo en litros por segundo.


Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma precisó que la ley en que incide la moción tiene por objetivo el fomento de la inversión privada en obras de riego, se especifica la cantidad de derechos que tiene el solicitante en el caudal, se presenta la postulación y se ejecuta la obra, pero para hacer efectivo el pago de la bonificación es menester que el solicitante tenga especificado el quántum de lo que representan aquéllos en volumen, circunstancia que ha derivado en el entrampamiento del sistema de financiamiento.


El Honorable Senador señor Naranjo consultó la razón por la cual se permite que haya postulación al beneficio si los interesados no cumplen con el requisito establecido.

El asesor de la Comisión Nacional de Riego, señor Rojas, explicitó que el artículo 122 del Código de Aguas, en su parte pertinente, prescribe que los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.


El Honorable Senador señor Vásquez detalló que la fuente del problema es la existencia de una duplicidad de registros.  Por una parte, existe un registro conservatorio de aguas, instituido en todo el país desde el siglo XIX que deja constancia de la adquisición de derechos de agua, en acciones o porcentajes, y que da lugar a que haya propietarios de los mismos que los posean desde antigua data y que son susceptibles de transferencias, y por otro lado, está la ley N° 20.017, que modificó el Código de Aguas y creó un segundo registro de derechos de aprovechamiento de aguas, de carácter catastral, que especifica que el propietario es dueño de tanto metros cúbicos por segundo.  Estimó que con ello se dio lugar a una burocratización del régimen, pues, en lugar de haber dispuesto que en el registro de aguas existente se especificara el volumen de los derechos se optó por el establecimiento de un segundo registro.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que probablemente la exigencia de expresar los derechos de aprovechamiento de aguas en unidades de volumen esté relacionada con la consideración de racionalizar el otorgamiento del beneficio y que el mismo se justifique en función de los derechos que realmente se tienen en el caudal correspondiente. A su juicio, sería razonable que no se postulara, en tanto el tema de la definición de los derechos no esté resuelto.  Aseveró que la norma tiene una justificación de calzar el beneficio, con independencia de la burocracia.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego estimó que apunta a tener una percepción objetiva de los caudales que se están extrayendo de los ríos, criterio que fue compartido por el Honorable Senador señor Coloma, en cuanto finalidad material de la exigencia normativa.


El Honorable Senador señor Espina señaló que si es necesario determinar el caudal efectivo de los derechos de aprovechamiento de agua inscritos que es propietario una persona, antes de postular a los beneficios de la ley, la expedición del trámite tiene relevancia ya que, al adjudicárselo, lo financiará con recursos provenientes de un crédito bancario, cuyo reembolso sólo tendrá lugar una vez concluida la obra, originándole la demora costos financieros.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego previno que todo proyecto de riego requiere de un análisis hidrológico para determinar su correspondencia exacta con la disponibilidad de recursos hídricos.  Precisó que dicho análisis incorpora, para postular, un criterio de seguridad hidrológica, que es del 85%, y que ésta es independiente de la expresión de las acciones en un río con respecto del caudal porque es una práctica que se aplica desde tiempos antiguos,  cuyo efecto consiste en que al disminuir el caudal de un río, al no estar expresado en acciones o porcentajes, implica que todos bajan en una proporción similar.  Entonces, prosiguió, para fines de postular a esta ley de fomento, cuando se expresan las partes alícuotas del río en un caudal, lo que se hace es tomar como base, no el 50% del caudal promedio, sino que el 85%.  Concluyó, afirmando que lo anterior se analiza proyecto por proyecto, en una práctica administrativa que se utiliza desde que entró en vigencia esta ley en 1985. 


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que puede haber una divergencia entre aquello que el juez finalmente ratifique como el caudal y los antecedentes que le hayan sido presentado a la Comisión Nacional de Riego.  Agregó que muchas veces hay conflicto respecto del procedimiento adecuado para su cálculo, la cuantía de los derechos, cómo se expresan éstos, y qué pasa con las proyecciones históricas.


El Honorable Senador Naranjo expuso su inquietud respecto de si podría haber irregularidades con ocasión de la presentación del proyecto y consultó por el costo que para el solicitante tiene el trámite de inscripción en el registro catastral. 


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego estimó que su costo es variable y que podría alcanzar en algunos casos hasta $ 2.000.000.  Agregó que no está sujeto a un plazo específico.  Indicó que el certificado de bonificación tiene una validez de dos años.


El Honorable Senador Naranjo estimó que sería posible fijar un plazo condicente con lo señalado más que liberar sin rigor la exigencia.


El Honorable Senador señor Coloma señaló que, en general, ha operado bien la bonificación de la ley de riego y que en la práctica éstas se pagan después de realizadas las obras, no obstante que para los pequeños propietarios agrícolas es bastante más complejo realizarlas.  Agregó que la norma de la Dirección General de Aguas es de reciente entrada en vigencia, y si la bonificación ha funcionado bien en el pasado, sin que se hayan producido los problemas que plantean Sus Señorías, lo cierto es que su aplicación se ha entrabado a partir de la norma del Código de Aguas, que hizo exigible un requisito que anteriormente no operaba y que es distinta a la ley de riego. Sintetizó que esta nueva exigencia frena el sistema y, por lo tanto, hoy día no se están pagando las bonificaciones.


El Honorable Senador señor Naranjo insistió en que se podría analizar una opción que permitiera ampliar en dos años el lapso para regularizar los derechos susceptibles de inscripción.


El Honorable Senador señor Espina anunció su disposición a aprobarlo por estimar que el proyecto está bien inspirado, no obstante, exteriorizó su inquietud respecto a saber, una vez finalizada una obra de riego, si ésta era, efectivamente, útil para ser objeto de una bonificación.  Enfatizó que es de la esencia de una buena gestión la medición del caudal del agua que justifique la inversión.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego señaló que con fundamento técnico se puede rechazar la bonificación solicitada por estar sobredimensionada la obra.  Manifestó que una vez que se ingresa al concurso cuentan los puntajes que atienden a tres variables: en primer término, el monto del aporte; el segundo elemento, la superficie que beneficia y, el tercer elemento, el costo en una función inversa.  Para explicar cómo opera el concurso, propuso un ejemplo en que existen fondos disponibles que ascienden a $ 1.000 millones, evento en el cual los puntajes de los postulantes se ordenan en magnitud decreciente, hasta que la suma de las bonificaciones solicitadas agoten los fondos del concurso, a continuación de lo cual se dicta la resolución administrativa  que les reconoce el derecho a las bonificaciones correspondientes y se emite un certificado de bonificación endosable para caucionar créditos bancarios destinados a la construcción de la obra; su posesión determina un plazo máximo de dos años para ejecutar la obra de riego. Agregó que en el caso de los pequeños propietarios agrícolas, el Instituto de Desarrollo Agropecuario, en virtud de un convenio, otorga el crédito contra el endoso del certificado, y opera como un fondo rotatorio.  Indicó que la operatoria de la bonificación ha sido fluida desde 1985 a la fecha, hasta que en el marco de las modificaciones al Código de Aguas se incorporó la carga legal de inscribir los derechos de aprovechamiento con especificación de los caudales.


El Honorable Senador señor Naranjo pidió que se explique la razón por la cual se estableció la exigencia del artículo 122 del Código de Aguas.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego atribuyó el requerimiento a un criterio de información estadística.  Especificó, a instancia del Honorable Senador señor Espina, que la dificultad para pagar la bonificación a los agricultores es la exigencia de acreditar la inscripción en el catastro de la Dirección General de Aguas.


El Honorable Senador señor Espina señaló que a él le preocupaba la hipótesis de que no hubiera una calificación técnica, pero aquí no es posible que la persona postule sobre la base de una situación que no tenga correspondencia con sus derechos, pues si tal fuera el caso, el órgano estatal, rechazará la petición.  Concordó en que la dificultad radica en que se exige un trámite adicional, con posterioridad a la calificación que la Comisión Nacional de Riego hizo del proyecto, sobre la base del análisis hidrológico.


El Honorable Senador señor Naranjo sugirió que se invite a la Dirección General de Aguas para que explique su posición sobre este problema. 


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que el Código de Aguas incorporó la exigencia sobre la que recae la iniciativa en mayo de 2006, y que el subsidio a la realización de obras de riego opera desde 1985, en consecuencia, la bonificación de riego ha operado 21 años sin el requisito del registro catastral y en forma eficaz.  Particularizó que la exigencia en sí misma es sumamente curiosa porque, en términos reales, el caudal nunca va a equivaler a lo que se exprese en este registro catastral de aprovechamiento de aguas, por las variaciones anuales, dado que se obra con el resguardo de restarle al promedio histórico un 15%.


Finalmente, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego manifestó que la situación planteada por la moción en estudio, también fue prevista por el Ejecutivo, por lo que presentó el Mensaje correspondiente al boletín N° 5152-09, que modifica el artículo 122 del Código de Aguas, analizado por la Comisión de Obras Públicas, aprobado en primer trámite constitucional por el Senado y que se encuentra actualmente en la Cámara de Diputados.  


Al respecto, los Honorables Senadores señores Allamand y Espina representaron su malestar al Secretario Ejecutivo, por no haber informado, oportunamente en el debate, a la Comisión, sobre la existencia de este Mensaje que versa sobre la misma materia.  


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Vásquez solicitó postergar la votación, criterio que fue compartido por los demás miembros de la Comisión, acordándose invitar al señor Ministro Secretario General de la Presidencia a fin de conocer la opinión del Gobierno respecto a estas dos iniciativas de ley.


En la sesión siguiente, el Honorable Senador señor Coloma reseñó los antecedentes suscitados en relación con el hecho de haber simultáneamente dos proyectos de ley que procuran el mismo objetivo pero con trámite distinto, con la característica especial de que uno tiene su origen en un Mensaje del Ejecutivo, con la firma de los señores Ministros de Obras Públicas y de Agricultura, con la finalidad de no hacer exigible, a contar de la publicación de la presente ley y hasta el 1 de enero de 2010, la obligación establecida por el artículo 122, inciso séptimo del Código de Aguas, relativa a la inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, para los efectos de cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje a que se refiere la ley N° 18.450, iniciativa que fuera informada por la Comisión de Obras Públicas de la Corporación y que se encuentra en segundo trámite en la Comisión correspondiente de la Cámara de Diputados; mientras que el otro es la Moción legislativa en estudio, que propone modificar la ley N° 18.450.  Agregó que hubo un intercambio de opiniones con el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, respecto de la secuencia, pero el problema fue aclarado en forma suficiente.


Refirió que el interés de la Comisión es conocer la opinión del Ejecutivo y saber, además, sí puede entenderse que es una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera Gallo aclaró que ha conversado con la señora Ministra (S) de Agricultura y que, efectivamente, se trata de dos proyectos que tienen un objetivo idéntico que apunta a que los pequeños y medianos agricultores puedan acceder a los fondos que establece la Ley de Riego y que, como consecuencia de la modificación introducida al Código de Aguas se ha exigido que los derechos de aprovechamiento inscritos se expresen en medidas de volumen, un trámite que es extremadamente engorroso, según le ha sido expuesto.

Expresó que ambos proyectos posponen la exigencia legal que supedita aquel beneficio al término del proceso de inscripción de los derechos de aprovechamiento de agua en el registro público que a tal efecto lleva la Dirección General de Aguas.  Especificó que al Ejecutivo le es indiferente que se apruebe cualquiera de los dos proyectos porque su propósito es coincidente.  Acotó que la prioridad es que su aprobación sea lo más rápida posible. 

En lo que atañe a si es una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, manifestó que no parece serlo porque no implica un gasto mayor ya que el monto del fondo está fijado por ley, y sólo se pospone una exigencia para acceder a la bonificación, y si bien, en un extremo, alguien podría sostener que lo anterior altera la administración financiera o presupuestaria del Estado, la verdad es que el proyecto del Ejecutivo no está firmado por el señor Ministro de Hacienda y esto trasunta el criterio de que no tiene incidencia en aquéllas.  Manifestó que el Ejecutivo entiende que si la Cámara de origen le ha prestado su aprobación sin cuestionar la admisibilidad de la Moción, ha quedado fijado que se trata de un proyecto que se ajusta a la Ley Fundamental, salvo que se haga efectivo un requerimiento para que se resuelva una cuestión de constitucionalidad sobre el particular.  Concluyó diciendo que si esta Comisión lo despacha, al ser un proyecto de artículo único, es posible ponerle urgencia, con lo cual podría transformarse en ley.

El Honorable Senador señor Naranjo concordó con el planteamiento del señor Ministro y manifestó su voluntad de aprobarlo tanto en general como en particular.  Respecto de la otra iniciativa, agregó, seguirá su curso y, en su momento, se verá si es necesaria o no.

El Honorable Senador señor Vásquez concordó con  Su Señoría, y resaltó que son numerosos los agricultores que estarán en condiciones, al aprobarse esta ley, de cobrar la bonificación de riego; incentivo que fue determinante para ejecutar las inversiones.  En consecuencia, expresó, mientras más pronto la norma se transforme en un texto de eficacia legal mayor será el beneficio social.

El Honorable Senador señor Coloma exteriorizó que su criterio de interpretación  sobre cuestiones de admisibilidad de un proyecto es que si ha sido admitido a tramitación por el Presidente del Senado no le corresponde al Presidente de la Comisión hacerlo sobre aquel punto.  Lo hizo presente, dijo, para prevenir que en el día de mañana hubiere un problema en la aplicación de la ley porque, en el hecho, se genera algún cambio respecto de las condiciones de acceso al beneficio legal.  Aclaró que son materias distintas la circunstancia de que no sea exigible, para cursar la orden de pago del certificado de bonificación al riego y drenaje, la inscripción en el registro que establece el artículo 122 del Código de Aguas, durante el plazo a que se ha hecho referencia, y la plena vigencia del precepto que establece la exigencia de regularizar las inscripciones en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas del Catastro Público de Aguas.  

El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que el texto del artículo único de la iniciativa en debate es bastante claro, particularmente, porque  explicita que la obligación de inscribir subsiste y que sólo se libera su exigencia para cursar el certificado que permite cobrar la bonificación de la Ley de Riego; luego, señaló, la interpretación de Su Señoría queda plenamente a salvo.

El Honorable Senador señor Coloma puntualizó que este proyecto fue debatido en detalle en la sesión anterior y que el problema de la duplicidad de iniciativas deberá ser expuesto y explicado en la Sala, lo que confiere relevancia a que el señor Ministro Secretario General de la Presidencia haya señalado la disposición a darle prioridad al proyecto referido mediante el mecanismo de la urgencia; asimismo, dejó constancia de la comunicación enviada a la Comisión por el señor Ministro de Agricultura don Álvaro Rojas en un sentido coincidente.

La señora Ministra (S) de Agricultura, doña Cecilia Leiva, confirmó que el titular de su Cartera, el Ministro señor Rojas conversó con el señor Ministro de Obras Públicas, quien tiene perfecto conocimiento del estado de tramitación de los proyectos, y manifestó su acuerdo con el criterio que se ha expuesto ante esta Comisión. 


Por las consideraciones señaladas en el debate del proyecto, especialmente la circunstancia de que su celeridad en la aprobación aliviará las cargas financieras que soportan los propietarios agrícolas que han invertido en obras de riego, las seguridades proporcionada por el representante de la Comisión Nacional de Riego de que el interés fiscal se cautela con los informes hidrológicos que en cada caso deben presentarse y teniendo en consideración el compromiso del Ejecutivo de darle expedición a este trámite, los miembros de la Comisión expusieron que no propondrán enmiendas a este precepto.


- Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley en informe, la Comisión lo aprobó en general y en particular a la vez, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma,  Naranjo y Vásquez.


En consecuencia, vuestra Comisión de Agricultura, tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:


PROYECTO DE LEY



"Artículo único.-  Agrégase, en el inciso primero del artículo 7° de la ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


"Para los efectos de cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, no será exigible, hasta el 1 de enero de 2010, la obligación establecida por el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, relativa a la inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas.".

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 11 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda.



Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2007.

(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMAN,
Secretario

7

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, GARCÍA, KUSCHEL, ORPIS Y VÁSQUEZ, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, CON EL FIN DE DETERMINAR RESPONSABILIDAD DE PROVEEDORES EN CASO QUE INDICA

(5344-03)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS
Actualmente la normativa establecida para la protección de los consumidores de servicios, ha generado diversas obligaciones a los proveedores, en virtud de las cuales, éstos deben respetar los derechos de todos los clientes y usuarios, en especial, el derecho a un servicio continuo.
En relación con dicho derecho, en los últimos meses se ha generado una situación bastante irregular, que se ha transformado en una práctica habitual en diversas instituciones, especialmente en las bancarias, cual es, la negativa de prestar ciertos servicios los días viernes y lunes, motivado por fallas en sus sistemas computacionales o de Internet.
Los bancos, por ejemplo, se niegan a pagar documentos a la vista tales días, aduciendo a que se encuentran "sin sistema", es decir, que carecen de acceso a las bases de datos requeridas para hacer efectivos los pagos. Esta conducta, además de haberse constituido en un hábito, constituye una práctica dudosa, ya que hemos podido constatar que en un porcentaje, no son efectivas las fallas de sistema señaladas, ya que a ciertos clientes se les atiende de igual manera y se les satisfacen sus requerimientos, sin pretextos y con disimulo respecto del resto de la clientela. Las personas naturales, micro, pequeñas y medianas empresas, ven altamente perjudicadas sus finanzas con dichas "fallos" o "maniobras bancarias", de las cuales nadie responde. Cabe señalar que en dichos períodos las elevadas sumas de dinero retenidas por las instituciones en comento, les están generando dividendos, a costa de los perjuicios de los clientes y usuarios.
La ley de protección a los derechos de los consumidores contempla mecanismos para resolver las controversias que se generan entre los proveedores de servicios y sus clientes y usuarios. Sin embargo, la carencia de una norma que proteja eficazmente el derecho al servicio continuo, consagrado en la ley que protege los derechos de los consumidores, ha dado lugar a la manipulación abusiva de la excusa de "fuerza mayor", para eximirse de responsabilidades.
El artículo 45 del Código Civil que define el "caso fortuito" o "fuerza mayor", como el imprevisto a que no es posible resistir. El caso fortuito genera una imposibilidad física que impide absolutamente realizar la prestación, respecto de la cual no fue racionalmente posible anticipar su ocurrencia. Un hecho irresistible, es aquel que no puede evitarse pese a que se ha empleado la diligencia y el cuidado debidos, por lo que ocurrirá sin atender a la disposición de los afectados. Si bien es cierto que los sistemas computacionales e Internet pueden presentar deficiencias, estimamos que dichos fallos no pueden nunca ser soportados por el usuario o el cliente final, ni aún en caso de fuerza mayor. Sumado a lo anterior, muchas veces queda la duda sobre la efectividad de dichos fallos, y si fuesen efectivas, nada obsta a que las instituciones perjudicadas ocurran ante los tribunales competentes, en el ejercicio de sus derechos y soliciten las compensaciones pertinentes a las empresas que les prestan los servicios computacionales y de Internet. De esta forma, así como las instituciones perjudicadas podrán reclamar el reparo de su perjuicio, sin soportar en definitiva las deficiencias de los sistemas de sus proveedores, no es justo que el usuario final la soporte, debiendo poder reclamar siempre por su derecho a un servicio continuo, sin la posibilidad del establecimiento de una eximente de responsabilidad como la cuestionada.
La ley de protección a los derechos del consumidor establece en su artículo 13 que "los proveedores no podrán negar injustificadamente la venta de bienes o la prestación de servicios comprendidos en sus respectivos giros en las condiciones ofrecidas". Dicho artículo contempla el principio conocido como deber de continuidad del servicio. La intención del proyecto es reforzarlo dicho, de manera que la fuerza mayor no opere como causal eximente de responsabilidad, estableciendo una responsabilidad a todo evento, en caso de que el fundamento de la no prestación del servicio sea una falla del sistema computacional y/o Internet.
Hacemos presente que se consideran como clientes o usuarios tanto los que han celebrado contratos determinados con los proveedores, como la persona que sin tener necesariamente relación contractual con éstos, efectúe operaciones con ellos.
Atendido lo expresado, vengo en presentar el siguiente proyecto de Ley:
ARTÍCULO ÚNICO: Incorpórese en el artículo 13 de la ley número 19.496 el siguiente inciso segundo:
"En el caso de que la no prestación del servicio obedezca sólo a una falla en los sistemas computacionales, los proveedores deberán siempre responder de los perjuicios causados a los usuarios, no siendo admisible el caso fortuito o la fuerza mayor como eximente de responsabilidad.".
(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, GIRARDI Y PROKURICA, POR MEDIO DE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.362, EN LO RELATIVO A SANCIONES APLICABLES A QUIENES COMETAN ACTOS PROHIBIDOS EN ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS DEL ESTADO

(5346-12)

Honorable Senado:


El artículo 19 de la Constitución Política de la República en su numeral 8° asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, estableciendo que es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.

En el contexto del cumplimiento de la referida obligación, se ha establecido un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado, el cual se encuentra consagrado en la ley 18.362, que define a tales áreas como los ambientes naturales, terrestres o acuáticos, pertenecientes al Estado y que éste protege y maneja para la consecución de los objetivos señalados en cada una de las categorías de manejo determinadas para tal efecto.

Coherente con lo anterior, dicho cuerpo normativo establece que los objetivos de conservación que tiene el referido sistema son los siguientes:

a) Mantener áreas de carácter único o representativas de la diversidad ecológica natural del país o lugar con comunidades animales o vegetales, paisajes o formaciones geológicas naturales, a fin de posibilitar la educación e investigación y de asegurar la continuidad de los procesos evolutivos, las migraciones animales, los patrones de flujo genético y la regulación del medio ambiente;

b) Mantener y mejorar recursos de la flora y la fauna silvestres y racionalizar su utilización;

c) Mantener la capacidad productiva de los suelos y restaurar aquellos que se encuentren en peligro o en estado de erosión;

d) Mantener y mejorar los sistemas hidrológicos naturales, y

e) Preservar y mejorar los recursos escénicos naturales y los elementos culturales ligados a un ambiente natural.

Para los efectos de concretar los fines señalados, la ley 18.362 contempla un conjunto de categorías de manejo a las cuales se les asocian determinados objetivos. Es así como se distinguen:

- Reserva de Región Virgen, consistente en un área donde existen condiciones primitivas naturales de flora, fauna, vivienda y comunicaciones, con ausencia de caminos para el tráfico de vehículos motorizados, y vedada a toda explotación comercial. El objetivo de esta categoría de manejo es mantener dichas reservas inviolables en cuanto sea factible, excepto para la investigación científica debidamente autorizada y para la inspección por parte de la Corporación, o para otros fines que estén de acuerdo con los propósitos para los cuales la reserva ha sido creada;

- Parque Nacional, consistente en un área generalmente extensa, donde existen diversos ambientes únicos o representativos de la diversidad ecológica natural del país, no alterados significativamente por la acción humana, capaces de autoperpetuarse, y en que las especies de flora y fauna o las formaciones geológicas son de especial interés educativo, científico o recreativo. Los objetivos de esta categoría de manejo son la preservación de muestras de ambientes naturales, de rasgos culturales y escénicos asociados a ellos; la continuidad de los procesos evolutivos, y, en la medida compatible con lo anterior, la realización de actividades de educación, investigación o recreación;

- Monumento Natural, consistente en un área generalmente reducida, caracterizada por la presencia de especies nativas de flora y fauna o por la existencia de sitios geológicos relevantes desde el punto de vista escénico, cultural, educativo o científico. El objetivo de esta categoría de manejo es la preservación de muestras de ambientes naturales y de rasgos culturales y escénicos asociados a ellos, y, en la medida compatible con esto, la realización de actividades de educación, investigación o recreación;

- Reserva Nacional, consistente en un área cuyos recursos naturales es necesario conservar y utilizar con especial cuidado, por la susceptibilidad de éstos a sufrir degradación o por su importancia relevante en el resguardo del bienestar de la comunidad. Son objetivos de esta categoría de manejo la conservación y protección del recurso suelo y de las especies amenazadas de fauna y flora silvestres, la mantención o mejoramiento de la producción hídrica, y el desarrollo y aplicación de tecnologías de aprovechamiento racional de la flora y la fauna.

A fin de resguardar estas áreas silvestres, el inciso primero del artículo 25 de la ley citada establece un catálogo de conductas prohibidas, entre las que se encuentran:

a) Causar deterioro en las instalaciones existentes.

b) Vaciar o depositar basuras, productos químicos, desperdicios o desechos de cualquier naturaleza o volumen en los sistemas hídricos o en lugares no habilitados para el efecto.

c) Ingresar a ellas sin autorización o sin haber pagado el derecho a ingreso.

d) Pernoctar, merendar, encender fuego o transitar en los lugares o sitios que no se encuentren expresamente habilitados o autorizados para ello.

e) Destruir o dañar bienes culturales, así como su transporte, tenencia y comercialización.

f) Ejecutar cualquier otra acción contraria a los objetivos de la categoría o unidad de manejo respectiva.

g) Remover o extraer suelo, hojarasca, humus, turba, arena, ripio, rocas o tierra.

h) Intimidar, capturar, sacar o dar muerte a ejemplares de la fauna, i) Cortar, arrancar, sacar, extraer o mutilar ejemplares de la flora.

j) Destruir nidos, lugares de reproducción o crianza o ejecutar acciones que interfieran o impidan el cumplimiento del ciclo de reproducción de las especies de fauna.

k) Recolectar huevos, semillas o frutos.

I) Introducir ejemplares de flora y fauna ajenos al manejo de la unidad respectiva.

m) Provocar contaminación acústica o visual.

No obstante lo señalado, la ley no define un régimen sancionatorio que sea proporcional con la necesidad de resguardo efectivo de estas áreas protegidas, no siendo capaz de provocar en la práctica efecto preventivo alguno a fin de evitar la realización de conductas que atenten en contra de dicho patrimonio ambiental. Es así como, además de la obligación de reparar el daño causado, se establecen sanciones para los infractores que van desde un cuarto a cien unidades tributarías mensuales, subiéndose el referido mínimo para determinados casos considerados de especial gravedad, tales como vaciar desechos; destruir o dañar bienes culturales; remover o extraer suelo, hojarasca, humus, turba, arena, ripio, rocas o tierra; intimidar, capturar, sacar o dar muerte a ejemplares de la fauna; cortar, arrancar, sacar, extraer o mutilar ejemplares de la flora; destruir nidos, lugares de reproducción o crianza o ejecutar acciones que interfieran o impidan el cumplimiento del ciclo de reproducción de las especies de fauna.

De esta forma, propongo modificar este régimen de multas a fin de adecuarlas con el objeto de trasformarlas en un factor preventivo real, además de permitir hacer efectiva la responsabilidad no sólo de las personas naturales, sino también de aquellas personas jurídicas que dentro de las actividades de su giro vulneren la debida protección que el Estado se encuentra obligado a brindar a tales áreas.

Es así como propongo subir el máximo de las referidas multas de manera diferenciada, según quien cometa la infracción y su contenido. Por regla general la realización de las conductas descritas en el artículo 25 de la ley 18.362 se castigará con una multa de entre 10a 300 UTM. En el caso de la realización de algunas de las conductas descritas en las letras b), e), g), h), e i), la multa ascenderá de 50 a 500 UTM.

Si alguna de las conductas prohibidas por el artículo 25 de la ley 18.362 se realiza con ocasión del desarrollo de actividades mineras o industriales de cualquier tipo, la multa ascenderá desde 1.000 a 5.000 UTM.

Asimismo propongo modificar el Código Penal, estableciéndose expresamente en su artículo 475 número 2 que se castigará bajo el tipo agravado contendido en esta norma, al incendiario que ejecute su conducta ilícita en áreas silvestres protegidas del Estado. Si bien en la actualidad podemos concluir que dicha conducta se encuentra incluida en la norma, toda vez que ella castiga a quien ejecute el incendio en "oficinas o monumentos públicos u otros lugares análogos a los enumerados", se hace necesario explicitar lo anterior para evitar cualquier duda interpretativa sobre este particular, sobre todo en un ámbito donde opera el principio de legalidad en términos estrictos.

En consideración a los argumentos expuestos, es que tengo el honor de presentar la siguiente
MOCIÓN
MODIFICA RÉGIMEN SANCIONATORIO PARA QUIENES COMETAN
CONDUCTAS QUE ATENTEN CONTRA ÁREAS SILVESTRES
PROTEGIDAS DEL ESTADO.
Artículo 1° Reemplácese el actual artículo 26 de Ley 18.362 que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, por el siguiente:

"Las infracciones a las normas de esta ley serán sancionadas con una multa de diez a trescientas unidades tributarias mensuales.

Con todo, tratándose de las infracciones a que se refieren las letras b), e), g), h) e i) del artículo 25, serán castigadas con una multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.

Si alguna de las conductas señaladas en el artículo 25 ha sido realizada con ocasión de la ejecución de actividades mineras o industriales de cualquier tipo, se castigará al infractor con una multa de mil a cinco mil unidades tributarias. Para estos efectos, si quien ha ejecutado materialmente tales conductas es dependiente o prestador de servicios de una persona jurídica que le haya encargado la realización de dichas actividades, será esta última considerada como infractor.

Sin perjuicio de la aplicación de las multas señaladas, los infractores estarán obligados a la reparación de los daños que hubieren ocasionado.".
Artículo 2° En el número 2 del artículo 475 del Código Penal, incorpórese una coma después de la expresión "monumentos públicos" y agréguese a continuación la frase "áreas silvestres protegidas por el Estado".

(Fdo.):Antonio Horvath Kiss, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS Y BIANCHI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.000, QUE SANCIONA EL TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS, CON EL FIN DE IMPONER A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES EL DEBER DE IMPARTIR CURSOS PARA PREVENIR EL CONSUMO DE DROGAS PROHIBIDAS

(5345-04)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS
En Chile existe casi un millón de personas que presentan problemas derivados del consumo de alcohol, el 70% de los bebedores excesivos también abusa de las drogas. En relación a las drogas ilícitas, cifras recientes obtenidas por los estudios de CONACE, señalan que en Chile 500 mil personas reconocen haber consumido drogas ilícitas el último año y alrededor de 100 mil personas son dependientes de alguna sustancia ilícita. La mayoría de los consumidores de drogas se encuentran en plena edad productiva, entre los 18 y 34 años de edad.
Después de los años 90', el consumo de drogas en nuestro país dejó de ser un fenómeno exclusivo de la Región Metropolitana y paso a ser un problema a nivel Nacional. De esta manera en el año 2002 el mayor consumo de marihuana se registró en la Quinta Región y el de Pasta Base en la Primera Región. En el año 2004, la tasa más alta de consumo reciente de drogas ilícitas se detectó en la Primera Región. Según estudios del CONACE, tanto en la población en general, como en los escolares, las Regiones donde existe mayor consumo son aquellas donde existe más percepción de acceso a las drogas y una mayor oferta directa. Según los informes estadísticos de la División de Seguridad Ciudadana del Ministerio del Interior, son en esas mismas ciudades donde se registra la mayor cantidad de denuncias por delitos de mayor connotación social, ya sean contra la propiedad o contra las personas. En un estudio del CONACE y de Gendarmería de Chile (2002) sobre reclusos de sexo masculino condenados por delitos de robos con violencia y robo con intimidación indica que el 88% de los reclusos consumió marihuana alguna vez en su vida. En otro estudio realizado en abril de 2005 por la Fundación Paz Ciudadana en 15 Comisarías del Gran Santiago, se detectó que en hombres y mujeres es bastante estrecha registrándose un consumo de 16,4 en hombres y de 14% en mujeres. El aumento en los colegios particulares es mayor que en los restantes establecimientos, alcanzando un 17% en este tipo de recintos, en comparación con el 14,6% de colegios particulares subvencionados y 15,2% en establecimientos municipalizados. Por esta razón, resulta indispensable realizar políticas de prevención que abarquen todos los establecimientos educacionales del país y no dejar de lado a los colegios particulares que se ven altamente afectados por la droga.
El tema de la prevención de drogas en nuestro país, debe abordarse desde temprana edad, por ello resulta fundamental que los niños y jóvenes tengas acceso a programas de prevención que sean efectivos, continuos y sistematizados, que no se concentren sólo en charlas esporádicas distantes en el tiempo, si no que sea una situación sensible para los profesores y el alumnado, ya que, esta es la única manera de crear una conciencia real del flagelo de la droga.
Las conductas de los individuos se ve altamente influenciada por lo que ellos perciben como normal y adecuado. Por lo mismo, si un adolescente no ve como socialmente reprochable ni incorrecto el consumo de drogas, es más propenso a experimentar con las mismas. Por lo anterior, lo fundamental de las políticas de prevención es entregar mecanismos y herramientas a los jóvenes para que puedan decidir y dirigir sus conductas al respecto. Estudios demuestran que la percepción de riesgo del consumo de marihuana ha disminuido en lugar de aumentar, lo que hace que los escolares estén mucho más propensos y expuestos a caer en las drogas. La percepción de que se corre un riesgo grande al probar marihuana una o 2 veces es de un 40%, en cambio la de usar marihuana frecuentemente es de un 52%. A su vez, cuando se trata del uso experimental de cocaína, la percepción de riesgo cae de un 57% en el año 2003 a un 51% en el año 2005.
La finalidad del presente proyecto es llenar un vacío que existe en la ley N° 20.000, que abarca sólo los aspectos represivos de las políticas antidrogas, más no establece un factor esencial como lo es la prevención. Si bien existen mecanismos que permiten dar a conocer a los escolares el daño que genera la droga, no existe una política de aplicación general. Distintos colegios de la Región Metropolitana al ser consultados acerca de si tenían políticas de prevención de drogas respondieron que abordaban el tema con charlas ocasionales, pero no es un ramo obligatorio, ni una materia que se aborde con profundidad.
Para agregar el siguiente artículo 77 nuevo a la ley 20.000
Artículo 77.-
"Los establecimientos educacionales, independientemente de cual sea su dependencia, deberán incluir entre sus planes de estudio, materias enfocadas a la prevención del consumo de drogas y el buen uso del tiempo libre. Estas se impartirán en el transcurso de toda la etapa escolar, y comprenderán al menos, una hora de clases por semana".
Para agregar el siguiente artículo 5 transitorio nuevo a la ley 20.000:

Artículo 5.- 
"Se confiere a los establecimientos educacionales un total de cuatro años desde la entrada en vigencia de la presente ley para implementar lo dispuesto en el artículo 77.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, los establecimientos educacionales a partir de la vigencia de la presente ley y hasta el cuarto año, deberán dar cumplimiento al siguiente cronograma:
1.- Desde la entrada en vigencia hasta el primer año, las materias vinculadas con la prevención de droga y el buen uso del tiempo libre deberán realizarse a lo menos una hora al mes.
2.- Durante el segundo año, dos horas al mes
3.- Durante el tercer año, tres horas al mes.
4.- Durante el cuarto año, cuatro horas al mes.”.
(Fdo.):Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador

10

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ESCALONA, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES, A FIN DE AUMENTAR PENALIDAD PARA TENENCIA, PORTE Y USO ILEGÍTIMO DE ARMAS

(5362-02)

Honorable Senado:

Vistos:
Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República, en el Código Penal y en las leyes 17.798, 19.327 y 20.000.
Considerando:
1°
Que el monopolio legítimo de las armas corresponde en forma exclusiva y excluyente al Estado, a través de las Fuerzas de Orden y Seguridad, quienes actúan por delegación del Presidente de la República de acuerdo a las autorizaciones legales y constitucionales vigentes.
2°
Que en un Estado Democrático de Derecho, corresponde a las Policías, conforme a la Ley Orgánica Constitucional de éstas, el uso de la fuerza armada, con el fin de mantener el orden y la seguridad pública, actuando, en el cumplimiento de su deber, en la forma que autorice la Ley Orgánica del Ministerio Publico y del Ministerio del Interior.
3°
Que como se ha demostrado en la experiencia comparada el uso por parte de particulares de armas, considerando como tales aquellas contempladas en la Ley de Control de Armas, para la defensa de la propia seguridad de las personas y bienes, contribuye de manera significativa al aumento de la utilización de las mismas por sujetos que actúan en la comisión de delitos.
4°
Que en este mismo orden de ideas, el esfuerzo desplegado por el Ejecutivo a través de diversos programas de entrega voluntaria de armas, especialmente aquellas consideradas de fuego, ha significado un acopio de armamento de entidad significativa, disminuyendo drásticamente el uso de las mismas por partes de sujetos que actúan al margen de la Ley y la Constitución en la comisión de delitos que impactan la seguridad de los ciudadanos y que provocan temor en la población, en particular en las comunas mas pobres del país.
5°
Que, sin embargo, no escapa a este legislador que existe un aumento en el empleo de armas de fuego por parte de niños y adolescentes, de quienes se valen organizaciones criminales para la comisión de delitos.

Que la evolución en el comportamiento de estas organizaciones criminales por una parte un mayor control tanto en el porte como en el uso de las armas y, por otro, un aumento en la respuesta punitiva del Estado, a través del aumento de penas para los delitos tipificados tanto en la Ley de Control de Armas y de la construcción de nuevos tipos penales que actualicen y complementen las figuras actuales.
7°
Que es preciso dotar de herramientas legales que permitan al persecutor penal contar con más facultades en la investigación de estos delitos y restricciones de mayor entidad para la obtención de beneficios que pudieran gozar los imputados en hechos en que el uso de armas tanto como autores directos o inmediatos o como autores mediatos resulte relevante.
8°
Que nuestro sistema democrático precisa de un Pacto Social, de amplio consenso, destinado a la protección de los habitantes, especialmente de las grandes ciudades, en que se advierte un mayor riesgo y la acción de individuos que, amparados muchas veces en la noche o en la multitud, utilizan armas para amedrentar o cometer delitos, los que deberían ser considerados delitos comunes y sus autores catalogados como tales.
9°
Que no hay ninguna razón que justifique el empleo de armas para alterar el orden publico y la seguridad ciudadana en una democracia respetuosa de los derechos humanos y libertades publicas.
10°
Que esta iniciativa constituye sólo un primer paso para enfrentar el aumento de la criminalidad asociada al uso de armas. Sin embargo, es preciso el concurso de voluntades de los diversos actores sociales, en especial las organizaciones comunales y vecinales, las policías, la judicatura, el Ministerio Publico, y el de las Universidades, solo por designar algunas, para enfrentar, de un modo coordinado al menos tres fenómenos criminológicos de sensible impacto: el tráfico ilícito de drogas; el lavado de activos y el trafico de armas.
11°
Que si no dotamos a los órganos encargados del orden y la seguridad publica de las herramientas necesarias para la investigación, persecución y sanción de estos hechos, que repugnan la conciencia democrática de la República, no habremos avanzado lo suficiente en erradicar las formas más precarias y violentas de criminalidad, aquellas que ciertamente desprecian al ser humano, al orden social y al sistema democrático.
Por lo anterior el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Artículo 1°.- Modifíquese el Decreto 400 del Ministerio de Defensa Nacional de 1978 que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 17.798 sobre Control de Armas de la siguiente forma:
a.- Reemplácese, en el inciso primero de su artículo 8°, la expresión "cualquiera de sus grados" por "su grado máximo" y, en su inciso tercero, la frase "presidio o relegación menores en su grado máximo a presidio o relegación mayores en su grado mínimo" por "presidio o relegación mayor en su grado mínimo".
b.- Elimínese, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión "presidio menor en su grado medio a".
c.- Sustitúyase, en el encabezado del artículo 9° A, la frase "cualquiera de sus grados" por "su grado máximo".
d.- Elimínese, en el inciso primero del artículo 10°, la expresión "presidio menor en su grado medio a".
e.- Elimínese, en el inciso primero del artículo 11°, la frase "presidio menor en su grado medio a".
f.- Reemplácese, en el inciso primero de los artículos 13° y 14°, la frase "menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo" por "mayor en su grado medio" y en el inciso segundo de ambas disposiciones la expresión "mínimo a medio" por "máximo".
g.- Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 14° A, la palabra "ocho" por "quince", y
h.- Reemplácese, en el artículo 17° la palabra "mínimo" por "máximo".
Artículo 2°.- Agréguese al artículo 19° de la Ley 20.000 el siguiente inciso final:
"El mismo aumento se aplicará aunque concurra sólo la circunstancia agravante de la letra e) cuando se hubieran facilitado o entregado armas o promovido su uso a menores, aunque éstas no llegaren a utilizarse".
Artículo 3°.- Modifíquese el artículo 6° de la Ley N° 19.327 de la siguiente forma:
a.- Reemplácese, en su inciso primero, la expresión "menor en su grado medio" por "mayor en su grado mínimo", y
b.- Sustitúyase, en su inciso segundo, la frase "Con la misma pena será sancionado" por "Será sancionado con presidio menor en su grado máximo".
Artículo 4°.- Incorpórese en el Párrafo 3° del Título III del Libro Segundo del Código Penal el siguiente artículo 147 bis.
Artículo 147 bis. "El que con motivo u ocasión de un espectáculo público o en una reunión en lugares públicos o de acceso publico, causare lesiones a las personas o daños a bienes en el recinto en que tiene lugar o en sus inmediaciones, antes, durante o después de su desarrollo, será castigado con presidio mayor en su grado medio, salvo que el hecho delictual merezca una pena superior
Constituirá una circunstancia agravante el porte de armas, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o cuando se incitare o promoviere la ejecución de alguna de las conductas descritas.".

(Fdo.):Camilo Escalona Medina,

Senador
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PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL SECTOR PÚBLICO CORRESPONDIENTE AL AÑO 2008

(5347-05)


Tengo a honra pasar a manos de V.E. el Mensaje por medio del cual S.E. la Presidenta de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2008, boletín N° 5347-05.


Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en esta Corporación, el día 28 de septiembre del año en curso.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados - ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
TEXTO DEL MENSAJE


Honorable Cámara de Diputados:


El Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2008, el segundo elaborado por la administración que presido, refleja claramente nuestras prioridades y cumple decididamente con nuestros compromisos.

Así, concretamos grandes esfuerzos, tanto en materia de Protección Social como en materia de Crecimiento. En Protección Social, invertiremos en corregir desigualdades desde la cuna, profundizando el Sistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo y logrando una cobertura histórica en educación preescolar; otorgaremos mayores garantías en salud, consolidando el Plan AUGE, creando un programa piloto que incorpora nuevas patologías y mejorando la infraestructura y el equipamiento del sector salud; invertiremos en mayor resguardo en las ciudades y en una justicia más eficiente para los ciudadanos; y dispondremos los recursos para la implementación de la reforma previsional que apunta a asegurar pensiones dignas para todas los chilenas y chilenos.

En inversiones para el Crecimiento, por su parte, realizaremos un esfuerzo sin precedentes en materia de capital humano, para lograr una educación de mayor calidad y más equitativa; profundizaremos la capacidad de nuestro país y sus regiones para emprender e innovar, con un énfasis especial en las pequeñas y medianas empresas; multiplicaremos los recursos públicos destinados a iniciativas del sector energético, promoviendo tanto la eficiencia energética como el desarrollo de energías renovables no convencionales; y avanzaremos en la implementación del Programa de Inversiones para la Competitividad a lo largo de todo Chile. 

Todo este contingente de iniciativas es posible gracias a un manejo fiscal responsable al servicio de la ciudadanía, que hoy nos permite no sólo plantearle al país un Proyecto de Presupuestos para 2008 que contiene un crecimiento del gasto público de 8,9% respecto de 2007, sino que además, nos permite hacerlo sin poner en riesgo la sustentabilidad futura de las políticas que estamos impulsando. Ello se refleja en que el Proyecto de Presupuestos 2008 ha sido elaborado para cumplir con la meta de superávit fiscal estructural de 0,5% del PIB.  

I. Marco Global

Para 2008 se estima que los ingresos efectivos del Gobierno Central Consolidado alcanzarán a $21.969.965 millones. De esta cifra, $21.431.741 millones se encuentran comprendidos en el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008, mientras que los restantes $538.224 millones corresponden a ingresos del Gobierno Central Extrapresupuestario, asociados principalmente a la Ley Reservada del Cobre. 

En cuanto a los ingresos estructurales del Gobierno Central Consolidado en 2008, éstos reflejan el crecimiento estimado para el PIB tendencial y el mayor precio de referencia del cobre, ambos parámetros resultantes de las consultas a los respectivos comités de expertos independientes. Así, la consulta al comité de expertos del precio del cobre determinó un precio de largo plazo de US$1,37 por libra, cifra superior a los US$1,21 por libra estimado por dicho comité el año anterior. Esto internaliza el esperado incremento sostenido de la demanda internacional por cobre, en especial por parte de China. Por su parte, el comité de expertos sobre el PIB tendencial consideró que esta variable crecerá en el mediano plazo a una tasa de 5,0% anual. 

Esta estimación de ingresos estructurales y el apego a la meta de lograr un superávit estructural igual a un 0,5% del PIB, permite presupuestar para 2008 un gasto del Gobierno Central Consolidado de $17.730.150 millones, el que se descompone en $17.261.794 millones incluidos en el Proyecto de Presupuestos y $468.355 millones para el Gobierno Central Extrapresupuestario. 

A partir del nivel de ingresos y gastos proyectados puede estimarse para 2008 un balance del Gobierno Central Consolidado de $4.239.816 millones. 

II. Prioridades Presupuestarias

1.  Protección Social

a) Una Infancia con Oportunidades

Durante los primeros años de vida se desarrolla el lenguaje, las habilidades sociales, el control emocional y las capacidades cognitivas decisivas para el desempeño escolar posterior. Por este motivo y, además, porque facilita el ingreso al mercado laboral de las mujeres, especialmente de aquellas de menores ingresos, mi gobierno está comprometido con invertir en la primera infancia para disminuir las brechas de desigualdad, que lamentablemente comienzan a configurarse desde la gestación de los seres humanos. Coherentemente, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 triplica los recursos del Sistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo y otras iniciativas dirigidas a este grupo con respecto al 2007. Asimismo, contempla la automaticidad de acceso al Subsidio Único Familiar (SUF), la universalidad de la subvención educacional para pre-kinder y un aumento de 18 mil cupos en salas cuna.
b) Mayores Garantías en Salud para los Ciudadanos
Mi gobierno tiene un especial compromiso con garantizar a los chilenos y chilenas un sistema de salud que brinde atención oportuna y de calidad. Para ello, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 propone un aumento en salud de 11,3% respecto del año 2007, incluyendo los recursos contingentes de leyes aprobadas del sector. Estos recursos estarán destinados con un fuerte énfasis a la inversión en infraestructura, equipamiento y calidad de la atención, además de la consolidación del Plan AUGE y la incorporación de recursos para la realización de un programa piloto que abarca siete nuevas patologías. Así, estos mayores recursos permitirán que la inversión en salud para el año 2008 presente un crecimiento de 21,9% real anual, de los cuales el 59% se destinará a la red hospitalaria, como también permitirán seguir avanzando en el cumplimiento de estándares internacionales para las Unidades de Pacientes Críticos y la implementación de 23 Servicios de Atención Médica de Urgencia (SAMU), entre otros, cuyo fin es otorgar una atención oportuna y satisfactoria. 

c) Seguridad y Justicia para los Chilenos
Parte importante de la calidad de vida de las personas está en poder habitar barrios y ciudades que les brinden confianza para desenvolverse sin temor. Por ello, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 contempla un crecimiento de 10,8% real respecto de 2007 para el ámbito de la seguridad ciudadana. Estos recursos permitirán incorporar 1.500 nuevos funcionarios a Carabineros y aumentar los recursos de la Policía de Investigaciones en un 16,7% real en relación al 2007, entre otros. Asimismo, reforzando la visión preventiva de la seguridad ciudadana, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 considera recursos adicionales para capacitar a 10 mil jóvenes de mayor vulnerabilidad, de los cuales 5 mil podrán ser seleccionados en coordinación con las iniciativas de seguridad ciudadana del Ministerio del Interior. Por otro lado, se contemplan los recursos necesarios para continuar haciendo más eficiente el trabajo de tribunales en la implementación de las reformas procesal penal, de familia, laboral y penal adolescente. 

d) Más Protección para una Vejez Digna
Un eje de mi programa es el compromiso de construir un sistema integral de protección social que resguarde a las personas frente a los principales riesgos e inseguridades que enfrentan en las diferentes etapas de su vida. Para ello, una de las transformaciones fundamentales que se está llevando a cabo es la Reforma Previsional, orientada a brindar protección en una etapa vital, como es la vejez, que puede tornarse particularmente vulnerable ante la menor capacidad de las personas para generarse ingresos propios. De seguir su tramitación en los plazos establecidos, se espera que la Reforma Previsional sea aprobada a principios de 2008, por lo que el Proyecto de Ley de Presupuestos contempla los recursos para permitir otorgar una Pensión Básica Solidaria que comenzaría a regir desde el 1 de julio con un valor mensual de $60.000 y crear el Aporte Previsional Solidario para aquellos cotizantes con pensiones de hasta $200.000.
2. Crecimiento

a) Inversión en Capital Humano

La educación es una herramienta fundamental para impulsar el desarrollo de un país, al generar mayor igualdad de oportunidades y aumentar las capacidades productivas. Consistentemente con esta prioridad el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 destina gran parte de su expansión a generar más y mejores oportunidades de enseñanza de calidad para todas y todos los chilenos. Esto se traduce en una propuesta de presupuesto de $3.526.784 millones para el Ministerio de Educación. Para financiar la operación de los establecimientos municipales y particulares subvencionados, que atienden a más del 90% de la matrícula, se incluyen $2.180.231 millones, lo que significa un aumento del 18,8% real en relación a 2007. Esto se complementa, de manera crucial, con la implementación de la Subvención Escolar Preferencial (SEP), proyecto actualmente en trámite legislativo. Esta iniciativa permitirá entregar una subvención adicional para los alumnos más vulnerables, reconociendo que es más costoso brindarles una educación de calidad debido a las desigualdades de origen que enfrentan.

Respecto de las becas y créditos para estudiantes de educación superior, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 propone $190.253 millones, es decir, un incremento de 22,3% real respecto de 2007. Asimismo, se contempla que el Fondo Solidario de Crédito Universitario y el Sistema de Créditos con Aval del Estado en su conjunto beneficien a 121.397 estudiantes, un 15% más que en 2007. 

b) Innovar, Emprender, Crecer

La capacidad de los ciudadanos para crear, adaptar y adoptar nuevas tecnologías es indispensable para una estrategia de crecimiento competitiva y sustentable en el largo plazo. Para ello, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 considera para la inversión pública en innovación, ciencia y tecnología un total de $219.638 millones, lo que representa un crecimiento de un 12% real respecto de 2007. Aproximadamente un 40% de estos recursos se concentran en el Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC), que contempla $80.907 millones, una expansión de un 47,2% respecto de 2007. Un elemento especialmente destacable es que en 2008 un 25% de los recursos del FIC serán transferidos a los Gobiernos Regionales para financiar iniciativas de desarrollo de la innovación y fomento a la competitividad. 

El Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 además considera $210.494 millones para el conjunto de programas de fomento a las pequeñas y medianas empresas, lo que equivale a un 10,3% de incremento real respecto de 2007. En ámbitos sectoriales particulares, el Proyecto de Presupuestos 2008 contempla $11.331 millones para programas de apoyo al sector pesquero mediano y pequeño, lo que representa un crecimiento del 56,8% respecto de 2007. En materia agrícola, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 contempla un incremento de 11,9% para el Ministerio de Agricultura.

c) Energía para el Desarrollo

La energía es pieza clave en la estrategia de crecimiento de un país. Por ello, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 considera destinar $18.727 millones para diferentes iniciativas del sector eléctrico, lo que se traduce en una expansión 8 veces superior respecto de 2007. En este contexto, se proponen $10.306 millones adicionales para la Comisión Nacional de Energía (CNE), lo que representa triplicar sus recursos financieros respecto del año en curso. Este relevante incremento del presupuesto fortalece áreas primordiales de la estrategia energética del país, que apuntan tanto a racionalizar el consumo como a diversificar la oferta. 

d) Infraestructura para las Regiones

El crecimiento económico en el largo plazo requiere de un desarrollo de la infraestructura que vaya de la mano con las necesidades de los sectores productivos y de la población. Esto implica un gran esfuerzo público y privado. En este sentido, el Proyecto de Ley de Presupuestos 2008 avanza decididamente en la tarea que le corresponde al Estado en la materia, donde el eje central lo constituye el Programa de Infraestructura para la Competitividad 2007-2010. Así, se consideran $1.127.918 millones en el Ministerio de Obras Públicas para inversiones, lo que representa un incremento de 13,6% real respecto de 2007. Dentro de las iniciativas de inversión que se financiarán el próximo año cabe destacar las obras de vialidad, para las cuales se propone un aumento de 28,7% respecto de 2007. 
Además, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 considera $506.567 millones para proyectos de inversión a ser realizados a través de los Gobiernos Regionales, lo que representa un crecimiento de 11,7% respecto de 2007. 
Por otra parte, con el objeto de reducir drásticamente el déficit habitacional, especialmente el de las familias pertenecientes al 40% más pobre de la población, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2008 sigue avanzando en la implementación del Nuevo Plan Habitacional y destina $674.574 millones para inversiones en vivienda y urbanismo, lo que representa un aumento de 11% respecto de 2007.
III. Contenido del Proyecto

El artículo 1° contiene el cálculo de ingresos y la estimación de los gastos del Presu​puesto del Sector Público, que conforman los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la  Ley  de  Administración  Financiera del Estado. El total neto asciende a ​$ 20.209.839 millones  y  US$ 5.172  millones.

En el subtítulo Gastos en Personal, de cada uno de los presupuestos de los servicios e insti​tuciones que se proponen, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en la presente y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional contenida en este artículo 1°.​

El artículo 2° incluye el cálcu​lo de los ingresos generales de la Nación y la estimación de los  programas  de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presen​ta niveles de ingresos y gastos  del  orden  de  $ 17.636.961 millones y US$ 5.104  millones.​ 

El artículo 3° tiene como propósito autorizar a la Presidenta de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. Por las características de este tipo de operaciones en cuanto al plazo de los compromisos que se con​traen, resulta indispensable que este artículo sea aprobado por el H. Congreso Nacional con quórum calificado, según lo dispuesto en el artículo 63, N° 7 de la Constitución Política de la República.

Los artículos siguientes proponen disposi​ciones complementarias sobre  materias de orden presupuestario.

El artículo 4° se refiere a limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de egresos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aproba​da en esta ley para esos fines, sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se da cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. El inciso final perfecciona las limitaciones del nivel de gasto, disponiendo que aquel monto en que se disminuya la suma determinada conforme al inciso primero de esta disposición (gasto corriente), para incrementar las cantidades a que se refiere este  inciso  (gasto de capital), constituirá una reducción definitiva del nivel autorizado en el citado inciso primero. 

El  artículo 5° dispone la obligación de los órganos y servicios públicos de informar al Gobierno Regional correspondiente, las iniciativas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975.

El artículo 6° regula los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2008 la realización de estudios para inversiones y  proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.

El artículo 7° tiene como objetivo resguardar el interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que dispongan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda.   El inciso final no permite que, con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a  programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto aquellos que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.

El artículo 8° prohibe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan.

Mediante el artículo 9° se establece un mecanismo de flexibilización de las dotaciones máximas de personal, permitiendo reasignar dotación entre servicios de cada ministerio sin que se pueda superar la dotación total  del conjunto de aquellos. Adicionalmente, se otorga la facultad de reasignar recursos con tal objeto. 

El artículo 10 regula la provisión de cargos vacantes durante el año 2008, a fin de coadyuvar al financiamiento del pago de bonificaciones por retiro  voluntario originadas en la ley N° 19.882,  que deberá efectuarse durante el año.

A través del mecanismo propuesto en el artículo 11, se persigue posibilitar el reemplazo del personal contratado que, por cualquier causa, no pueda desempeñar su cargo por un período de treinta días corridos.  El objetivo de esta norma es evitar la disminución de servicios causada por tales ausencias, estableciéndose en la misma disposición el resguardo de mayores gastos y el procedimiento de justificación de tales reemplazos.

El artículo 12 dispone un procedimiento para la provisión de los cargos de Alta Dirección Pública, regulados en la norma que se cita de la ley N° 19.882, precisando cuales son los mecanismos e instancias más idóneas, públicas y de menor costo, en los cuales incluir toda la información relativa a los procesos de selección de los respectivos cargos y los requisitos exigidos, sin apartarse del espíritu que informa la citada norma.

En el artículo 13 se regula la adquisición y arrendamiento de los vehículos motorizados que señala, como también el procedimiento para reasignar dotación de vehículos entre los servicios dependientes de un mismo ministerio, sin alterar la dotación máxima total de la respectiva cartera.

El artículo 14 regula, sin innovar respecto de ejercicios anteriores, el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2008 el Ministerio de Bienes Nacionales.

En el artículo 15 se establece que la Direc​ción de Presupuestos deberá proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial de Presupuestos, informa​ción relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado y demás que señala.

En el artículo 16, y en concordancia con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.908,  se solicita autorización por el monto que se señala para efectuar las operaciones autorizadas y reguladas en dicho artículo 5°.

El artículo 17 tiene como objetivo sustituir pagarés emitidos acorde con el artículo 75 de la ley N° 18.768,  por pagarés o bonos emitidos por la Tesorería General de la República.  Dicha operación y sus respectivos canjes se sujetarán al procedimiento que se determine por uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda.

En el artículo 18 se propone un procedimiento autorizatorio destinado a centralizar la procedencia y gasto producto de la afiliación o incorporación de los organismos públicos a diferentes organismos internacionales, radicándolo en el ministerio del ramo y en la cartera de Relaciones Exteriores.  

El artículo 19 identifica los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2008.

El artículo 20 fija la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, con la excepción que señala.

El artículo 21 señala el porcentaje de los recursos destinados a avisaje y publicaciones, que las reparticiones públicas podrán realizar en medios de comunicación con clara identificación local.

Finalmente, el artículo 22 otorga la calidad de agentes públicos a los encargados de programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios.

De acuerdo al plazo que establece la Constitución Política de la República,  someto a vuestra consideración para ser tratado durante la  Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

I.- CÁLCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS


Artículo 1º.-  Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2008, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS


	20.650.572.217
	440.732.822


	20.209.839.395

	IMPUESTOS
	16.256.986.967
	
	16.256.986.967

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	1.254.114.178
	
	1.254.114.178

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	249.611.671
	211.805.801
	37.805.870

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	324.714.244
	5.715.073
	318.999.171

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	437.961.391
	
	437.961.391

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	346.188.992
	
	346.188.992

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	32.066.833
	
	32.066.833

	VENTA DE ACTIVOS  FINANCIEROS


	152.303.865
	
	152.303.865

	RECUPERACIÓN DE  PRÉSTAMOS
	172.287.303
	
	172.287.303

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	243.280.371
	223.211.948
	20.068.423

	ENDEUDAMIENTO


	1.152.897.918
	
	1.152.897.918

	SALDO INICIAL DE CAJA


	28.158.484
	
	28.158.484


	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	GASTOS
	20.650.572.217
	440.732.822
	20.209.839.395

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	3.132.646.833
	
	3.132.646.833

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	1.363.026.891
	
	1.363.026.891

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	4.636.224.900
	
	4.636.224.900

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	5.678.794.749
	203.640.407
	5.475.154.342

	INTEGROS AL  FISCO


	28.374.977
	13.880.467
	14.494.510

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	1.115.553
	
	1.115.553

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS NO FINANCIEROS


	145.723.136
	
	145.723.136

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS FINANCIEROS


	1.612.541.729
	
	1.612.541.729

	INICIATIVAS DE  INVERSIÓN


	1.715.099.839
	
	1.715.099.839

	PRÉSTAMOS


	561.576.560
	
	561.576.560

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	1.523.550.545
	223.211.948
	1.300.338.597

	SERVICIO DE LA DEUDA


	234.300.005
	
	234.300.005

	SALDO FINAL DE CAJA


	17.596.500
	
	17.596.500


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de transferencias
	Total



	INGRESOS


	5.172.106
	
	5.172.106

	IMPUESTOS


	2.036.000
	
	2.036.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	1.123
	
	1.123

	RENTAS DE LA  PROPIEDAD


	3.037.905
	
	3.037.905

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	3.720
	
	3.720

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	48.191
	
	48.191

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	43
	
	43

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	29.202
	
	29.202

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	1.939
	
	1.939

	ENDEUDAMIENTO


	9.982
	
	9.982

	SALDO INICIAL DE CAJA
	4.001
	
	4.001


	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de transferencias
	Total




	GASTOS


	5.172.106
	
	5.172.106

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	130.218
	
	130.218

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	193.147
	
	193.147

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	1.203
	
	1.203

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	59.819
	
	59.819

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	16.601
	
	16.601

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	3.850.641
	
	3.850.641

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	1.047
	
	1.047

	PRÉSTAMOS


	1.939
	
	1.939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	310
	
	310

	SERVICIO DE LA DEUDA


	915.181
	
	915.181

	SALDO FINAL DE CAJA


	2.000
	
	2.000



Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2008, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:


	
	

	IMPUESTOS


	16.256.986.967
	2.036.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	9.308.694
	20

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	206.248.536
	3.037.905

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	5.050.300
	3.686

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	87.650.319
	16.769

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	79.600
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	
	40

	RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS


	2.637.400
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL


	
	30

	ENDEUDAMIENTO


	1.064.000.000
	7.512

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS
	17.636.961.816
	5.103.962

	APORTE FISCAL:
	
	

	Presidencia de la República


	10.328.728
	

	Congreso Nacional


	69.431.765
	

	Poder Judicial


	231.036.643
	

	Contraloría General de la República
	30.924.558
	

	Ministerio del Interior


	607.182.807
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	38.160.548
	149.678



	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	396.952.189
	

	Ministerio de Hacienda
	214.576.498
	


	
	Miles de $


	Miles de US$



	Ministerio de Educación
	3.507.175.109
	

	Ministerio de Justicia


	405.997.308
	

	Ministerio de Defensa Nacional
	1.167.604.156
	184.392

	Ministerio de Obras Públicas
	1.108.893.704
	

	Ministerio de Agricultura
	221.012.048
	

	Ministerio de Bienes Nacionales
	8.110.896
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.948.444.282
	

	Ministerio de Salud
	1.329.054.588
	

	Ministerio de Minería
	38.830.701
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo
	684.558.456
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	153.202.927
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	53.170.064
	

	Ministerio de Planificación
	229.940.762
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	26.802.684
	

	Ministerio Público
	88.668.772
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	Subsidios
	520.569.604
	

	Operaciones Complementarias
	2.318.893.546
	2.992.569

	Servicio de la Deuda Pública
	227.438.473
	915.181

	Fondo de Reserva de Pensiones
	
	81.569

	Fondo de Estabilización Económica y Social
	
	780.573

	TOTAL APORTES
	17.636.961.816
	5.103.962


II.- DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda  nacional  o  en  monedas  extranjeras,  hasta por la cantidad de US$ 2.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 200.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2008 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores,  deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2008, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- En  conformidad  con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera  convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incremen​tarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de 

recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Artículo 5°.- Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2008, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos. 


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con 

recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.


Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.


Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual 

procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación a el o los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 


Artículo 10.- Durante el año 2008, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos 

que realicen sus funcionarios con derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N° 19.882, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para el pago de las bonificaciones devengadas conforme a la antes citada ley y para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 11.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Artículo 12.- Para los efectos de proveer durante el año 2008 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, 

se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web  institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional y en el Diario Oficial, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición a cualquier título de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que estos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser 

aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.


Artículo 14.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2008 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2007, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se  destinarán a los siguientes objetivos:


65%
al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


10%
al Ministerio de Bienes Nacionales, y


25%  
a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, 

sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente, ni respecto de las enajenaciones que se efectúen de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 17.174, en el decreto ley N° 2.569, de 1979 y en la ley N° 19.229.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren  todo o  parte de los bienes  inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes  Nacionales dentro  del  plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 15.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida  Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras 

fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.


4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro 

de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


9.- Informe de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908.


10. Informe Trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre.


11. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los 90 días siguientes al término del respectivo trimestre.


Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial de Presupuestos y estará disponible en la página web de la Dirección de Presupuestos en las fechas señaladas.


Artículo 16.- Durante el año 2008, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$ 2.000.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 17.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, sustituya los pagarés emitidos en 

virtud del artículo 75 de la ley N° 18.768, por otros documentos o bonos emitidos por la Tesorería General de la República, cuyo plazo de vencimiento promedio será igual o inferior al de vencimiento de la deuda a que se refiere la ley N° 18.358. El procedimiento de sustitución, tasa de interés y demás características, condiciones y modalidad de dichos instrumentos serán los que se determinen en el respectivo decreto.


Una vez que se sustituyan los pagarés señalados en el inciso anterior o que se contraigan obligaciones con el propósito de pagar anticipadamente la deuda a que se refiere la ley N° 18.358 y sus modificaciones, se podrán celebrar contratos de canje de tasas de interés y de monedas relacionados con los pasivos resultantes. La suma de los montos involucrados en los contratos de canje no podrá exceder el total de los pasivos relacionados.


Artículo 18.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos.


Artículo 19.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto 

ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley  N° 19.104, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.



Artículo 20.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1° de enero del año 2008, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.


Artículo 21.- El 30% de los recursos destinados a avisaje y publicaciones de las reparticiones  públicas  se  podrán  realizar en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa.


Artículo 22.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos con la consecuente responsabilidad penal y administrativa y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.”.



Dios Guarde a V.E.



MICHELLE BACHELET JERIA



Presidenta de la República


ANDRÉS VELASCO BRAÑES


Ministro de Hacienda
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO FISCAL NACIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO AL SEÑOR SABAS IVÁN CHAHUÁN SARRÁS

(S 1015-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. Con fecha 30 de noviembre de 2007 cesará en sus funciones el actual Fiscal Nacional del Ministerio Público, don Guilllermo Piedrabuena Richard.
2. De conformidad al inciso primero del artículo 85 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar al Fiscal Nacional, de una quina propuesta por la Excma. Corte Suprema.
3. Mediante oficio Nº 4736, de fecha 25 de septiembre de 2007, la Excma. Corte Suprema hizo llegar al Poder Ejecutivo una quina, en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.
4. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 85 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público, a don SABAS IVÁN CHAHUÁN SARRÁS.
Saluda a V.E.,

(Fdo.):MICHELLE BACHELET JERIA,

Presidenta de la República

A     S.E.   EL





PRESIDENTE





DE    LA    H.





CAMARA DE





DIPUTADOS




















� Ley N° 20.084.


� Lo que ocurrió el 8 de junio de 2007.


� El proyecto respectivo se tramitó como Boletín N° 5.099-07.


� En la tramitación legislativa le correspondió el Boletín N° 2.600-18.


� Conforme al artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales.


� “ 5) No podrán ser destinados a los cargos vacantes de los juzgados de familia, aquellos empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, que no hubieren aprobado el examen habilitante a que se 


refiere el artículo 2º transitorio de la citada ley.”.


� “6) No podrán ser destinados a los cargos vacantes de los juzgados creados en la presente ley, aquellos empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley �Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, que no hubieren aprobado el examen a que se refiere el artículo 2° transitorio de la citada ley.”.


� Que sustrae de la competencia del juez de familia la facultad de decidir sobre la vida futura de los menores, en el caso del artículo 234 del Código Civil.


� Los juzgados con competencia común suelen ser designados también como juzgados con competencia mixta.


� El 2° de San Miguel y el 3° de Santiago.


� Los datos que a continuación se señalan están copiados del informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y arrojan un total de 272 jueces extras, y no 257 como en ese documento se señala.





� Los ingresos del año 2006 alcanzaron a 391.893.


� La ley consulta tribunales de familia con hasta doce jueces.





�Jefe: me parece mucho mejor insertar los Power Point, porque son las versiones oficiales de las partes.
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